C O D I Ci O S 



Anotados con su 3 Referencias, Leyes modificativas 

y Piezas Judiciales declaratorias 


POR 



FISCAL DE LA EXCIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ETC,, ETC, 


V 





































1 










lima 

“■ ri 

Librería Francesa Científica 
E. ROSA Y, Editor 

CALLE DE LA MERCED 632 y 63-1 


/O 




1907 




CODIFICADORES 










Compusieron la Comisión que proyectó el Código Pe- 
nal los Senadores doctores D. Gervasio Alvarez D Pablo 
Cárdenas y D. Santiago Távara, y los Diputados docto 
1 es D. Carlos Pacheco, D. Mariano Gómez Farfán, D. Ma- 
nuel Toribio Ureta, D. Ignacio Novoa y D. Gregorio Gal- 
dos. (Congreso de 1853). 

Compusieron la Comisión que revisó el primer ¡ >ro- 
yeeto y redactó el Código de Enjuiciamientos Penal los 
doctores D. José Simeón T ejeda, D. José Gálvez, D. San- 
tiago lavara, D. Ignacio Novoa y Benavides y D. Tomás 
Lama. ( ( bn vención Néicional de 1857) . 



Compusieron la Comisión revisora de ambos Códigos 
los Senadores doctores D. Manuel Macedo, D. José Silva 
Santistevan, I). Juan de la Cruz Liza r raga, y los Diputa- 
dos doctores D. José María Perez, D. Epifanio Serpa, D. 
Isaac Suero y D. Evaristo Gómez Sánchez. (Congreso 
de 1861). 

Los Códigos fueron promulgados el 1. ' de Marzo de 1863. 


ABREVIATURAS 




P— Código Penal. 

E p_-Código de Enjuiciamientos en materia 

penal. 


C— Código Civil. 


E C— Código de Enjuiciamientos 

R T — Reglamento de Tribunales, 
s a — Sección adicional. 

* • 'ti i 

J M— Código de Justicia Militar. 

4 

Const.— Constitución, 


en materia 












CDEIED PENAL 


LIBRO PRIMERO 

De los delitos, de los delincuentes y de las penas 

en general. 


SECCION PRIMERA 

De los delitos y délas faltas en general. 

Artículo 1.— Las acciones ti omisiones volunta- 
rias y maliciosas, penadas por la ley, cotisf|u^É 

los delitos y las taitas. C < mst. 14, C. 218^ , J 1 • 
148 ) ' . . , a 

Los delitos se castigan con penas gia\es, a 

faltas con penas leves. (P. 23) ^ 

Art. 2.— Toda acción ú omisión penada por la 

ley se reputa voluntaria y maliciosa, míen ías 

se pruebe lo contrario. ( P- 8, J. M. ó ) 




CÓDIGO 

B fg Bsf : ’ 

, . O j-jav cielito frustrado, cuando perpctra- 

,,o el hecho crijfeal, no produce el mal que sepro- 
X el culpable, por causas «.dependientes de su 

VOl Hav f co«ato ó tentativa, cuando se comienza 
j s ; 3 concluye la ejecución directa del hecho cn- 

min Hay actos preparatorios, cuando antes de dar 
principio á la ejecución directa del delito, practica 
el culpable algunos hechos como medio paia peí- 

petrarlo. t 

Hay confabulación, cuando algunas personas 

se conciertan para cometer el delito, celebrando 
con tal fin dos ó mas reuniones.^ ( J- M. lol ) 

Art. 4.— Merecen pena, á más del delito consu- 
mado, el frustrado y la tentativa. ( P. 4 6, 47, 48 y 
49, J. M. 152 ) 

La merecen también los actos preparatorios, 
cuando media confabulación. 

Las faltas sólo la merecen, cuando han sido 
consumadas. 

Art. 5.-— En los casos de confabulación ó ten- 
tativa, quedará exento de pena el delincuente, si 
acredita que suspendió la ejecución del delito por 
su propia voluntad, antes de causar daño. ( J. M. 


153 ). 




Art. 6. — La ignorancia de la ley penal no exime 
de responsabilidad al delincuente. 

Alt. 7, El delito es punible, aunque varíe el 
mal que el delincuente quiso cansar, ó sea distinta 
la persona á quién se propuso ofender. ( j. M. 1.54 ) 
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SECCION SEGUNDA 


De las circunstancias que extinguen ó modifican 

^ responsabilidad criminal. 








título i 


DE LAS circunstancias QLE EXIMEN DE RESPONSABILID AD 

CRIMINAL 


Art. S.— Están exentos de responsabilidad cri- 
minal : ( P. 369 J. M. 1S3 ). 

1. ° I ' que comete el hecho criminal en estado 
de demencia ó locura. ( E. P. 47 ). 

2. u El menor de nueve años; 

3. ° d mayor de nueve y menor de quince 
años, á no ser que se pruebe que obró con discerni- 
miento; (P. 60, J. M. 208) 

4. ü El que obra en defensa de su persona ó de- 
rechos, ó de la persona ó derechos de su cónyuge, 
ascendientes ó descendientes, parientes colaterales 
dentro del cuarto grado, ó afines dentro el el segun- 
do; siempre que concurran las tres circunstancias 
siguientes : 1 . ft Agresión ilegítima; 2. ‘Necesidad ra- 
cional del medio empleado para impedirla ó repe- 
lerla; 3. a Falta de provocación suficiente de parte 

del que hace la defensa; ( 1 ) 

5. ° El que obra en defensa de la persona o cle- 

Cl) La Corte Suprema ha aplicado ese inciso en el 
siguiente caso de homicidio en defensa de la honra . 


Bxcmo. Señor : 

En la mañana del 3 de Agosto de 1902 «fC- 
lo en un camino, con el cráneo abierto, 

fisco Truiillo. ¿ tu:,, wt* cava 
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rechos de un extraño si concurren las enemistan- 
cias expresadas en el inciso anterior, y si la defensa 
no se hace por odio, venganza u otro motivo miu> 

lolíí* 

, 6-° El que con ocasión de practicar un acto 


casa conducían las huellas de sangre, declararon que la 
segunda había con un palo dado muerte á aquel, por Ha- 
berse introducido en su domicilio con propósitos libidino- 
sos en altas horas de la noche, estando ellas en cama, y 
que, consumado el hecho, ambas trasladaron el cuerpo al 
sitio en que se le halló. 

iba sentencia de! Juez, fundándose en que no basta pa- 
ra condenar la confesión unida á indicios, ha absuelto á 
las reos de la instancia; v la IItma. Corte de Trujillo, por 
cuanto existe á más de la confesión la suficiente semiple- 
na prueba, ha impuesto á la hija la pena de penitenciaría 

en 3 ár grado. 

El examen de los autos produce en efecto la convicción 
completa deque la referida María es autora del homici- 
dio; pero á la vez, de que gravemente amenazada, proce- 
dió á impulsos de sentimientos que la lev acata. 

La negación de las detenidas habría sido bastante 
para que, por falta de suficiente pftteba ( se las absolviese 
con calidad, puesto que en razón de la hora y lugar del su- 
ceso no hubo testigos. 

La confesión que constituye el principal fundamento 
del fallo, debe por lo mismo considerarse, á causa de su 
capital importancia en esta especie y por ser indivisible, 
en todas las partes que comprende, inclusive sus devS- 
cargos. 

Acoger lo adverso y rechazar lo favorable que ema- 
nan única y juntamente de la palabra reveladora del reo, 
sería contrario á los principios de la ciencia en materia 

criminal; aun más, cuando como ahora, es fácil la apre- 
ciación de lo ocurrido. 


¿Qué proposito pudo inducir á Trujillo al penetrar 
durante la noche, en la casa que no habitaba ningún hom- 

pie, sino solo dos mujeres pobres, de las cuales una de 20 
años de edad ? 

¿ Y qué correspondía á ésta á quien aquel desde atrás 

requebraba, siendo inferiores sus fuerzas físicas para im- 
pedir el ultraje de que tal vez habría sido víctima ? 

baltó del lecho semklesnuda, se apoderó del madero 
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licito, en el cual puso la debida diligencia causa 
mal por mero accidente; ’ ausa 

mal por evitar Je í 

ipK i <*"> s 



suelto de una escala existente en la habitación: v sin re" 

paro, con perfecto derecho en tales circunstancias, lo ases' 
to a la cabeza del ? 


. . que violaba su domicilio para violarla 

a ella, continuando ya caído con la nervosidad cierna cid 
temor, indignación y apasionamiento en defensa del ho 
gar y de la honra. 


María impidió así el mal inminente y grave que la 
amenazaba. *' 1 


ii , j • ' nt r- sión ilegítima por parte de Truji- 

llo y también necesidad racional, cediendo á espontanei- 
dades de la naturaleza, del medio empleado para repeler- 
lo, porque en esos momentos de fuerza bruta y peligro, el 
más débil se robustece con el arma ó el primer instrumen- 
to contundente que encuéntre á mano. 

Tales circu ns ta acias eximen de responsabilidad crimi- 
nal, según el art. 8.° inc. 4." y 8.“, del Código Penal. 

Deben tomarse en cuenta por el que juzga aunque no 
las haya alegado el defensor de la enjuiciada principal, 
por cuanto se hallan de relieve en el ingénuo relato que 
del drama hace ésta acusándose á sí propia; y agregando 
que la sorprendió el resultado ajenó á su voluntad por- 
que no se propuso matar, sino salvarse de torpes abusos, 
sin calcular las consecuencias de los golpes. 

Los arranques del pudor y de la honra, contra quien 
los provoca en forma violenta no pueden originar castigo 
cuando á causa de un noble sentimiento, y sin otro le- 
curso salvador, producen escenas como la que da m ai gen 

á este proceso. r 

En mérito de lo expuesto, y apoyando el voto c acor- 
dante del señor Vocal i 'r. García, el b iscal opina que u\ 


nulidad en la sentencia de vista del 18 de abril ú * m o , Jr 
rriente á fs. 63 v.; por lo que, reformándola, V > 
salvo mejor acuerdo, revocar lfi del juez doc o ¿ ó * 
en euanto absuelve de la instancia á las \ asi juez, y 
ver á éstas definitivamente. 


Lima, á 17 de Mayo de 1904 


Seoane. 
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8. ° El que obra violentado por una fuerza 
irresistible, ó amenazado por un mal inminente y 
grave, superior ó igual al que se le induce a causar, 
siempre que el delito se cometa durante la fuerza ó 

la amenaza; ( P. 19 § 5 ) 

9. ° El que procede en ejercicio legítimo de su 

empleo, oficio ó autoridad; 

10. ° El que obra en virtud de obediencia debi- 
da á un superior, siempre que éste proceda en uso 
de sus atribuciones, y concurran los requisitos exi- 
gidos por las leyes para que la orden sea obede- 
cida; 

11. ° El que incurre en la omisión de un deber 
por impedimento legítimo ó insuperable. 


gU TITULO II 

DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE ATENUAN LA RESPONSABILIDAD 

CRIMINAL 

Art, 9. — Son circunstancias atenuantes: : 1 i 

(J. M. 164) 

1. a Las comprendidas en el título anterior, 
cuando no concurran en ellas todos los requisitos 


Lima, Mayo 28 de 1904. 

Vistos: de conformidad con el dictamen del señor Fis- 
cal cuyos fundamentos se reproducen : declararon haber 
nulidad en la sentencia de vista de fs. 63 v., su lecha, Abril 
18^ del presente año, revocatoria de la de 1." instancia de 
i. 54 v., su techa, I úciembre 5 de 1903; reformando la pri- 
mera y revocando la segunda: absolvieron definitiva- 
mente á Tomasa y María Vásquez; y los devolvieron. 

Vélez— Solar— Ortiz de Zevallos-Villarán-Figueroa. 


( 1 ) También hay circunstancias atenuantes en deter- 
minados delitos, como los que señalan los artículos 141 v 
143 de este Código. 

t* S?; • . ' Z . ó . : 


PENAL 


11 



•sean plenamente probadas; ( pSAC ' ’ 6 "° 

2. Ser el delincuente menor de diez v i 

anos y mayor de quince; de y 0C1 ° 

3. a Ser menor de quince años, en el caso de 

probarse que obro con discernimiento; ( P SO) 

4. Haber cometido el delito á consecuencia 

ofencHdor ° Pr ° VOCaClÓn inmecliata de parte del 

5. ” Haberlo cometido en vindicación de una 
ofensa grave, mímela por el ofendido al culpable ó 
a su cónyuge, o a cualquiera de sus ascendientes, 
descendientes, hermanos ó afines en los mismos 

1 clQOb ! 

6. a Haber ejecutado el delito á consecuencia 
de la seducción de un superior por razón de influio 
o autoridad; 

7. H Haberlo cometido en estado de embria- 

guez, á no ser que el culpable se hubiese embriaga- 
do de propósito pai'a perpetrarlo; (C. 2210) & 

8/ Cometerlo bajo la influencia de impresio 

- - — ^ 1 J _ i ’l J 1 i 


iimm,uua LiV. lili jjl CC51U- 

nefe tan violentas que produzcan arrebato u obce- 
cación. 


TITULO III 

DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE AGRAVAN LA RESPONSABILIDAD 

CRIMINAL 

Art. 10. — Son circunstancias agravantes :(J. M. 
168) (1) 

1. a Cometer el delito contra la persona de un 
ascendiente, ó la de un superior que respecto del de- 
lincuente ejerza autoridad legítima; 

(1) También hay circunstancias agravantes en de- 
terminados casos como el del artículo 121 P- # 

La acumulación de delitos constituye asimismo cir- , 
cunstancia ó circunstancias agravantes. ( 45 P. ) 
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2.* Ejecutarlo con detenida premeditación ó 

° 3/' Perpetrarlo por recompensa prometida, o 

PG1 Aumentar deliberadamente el mal del de- 

lito con daños innecesarios para su ejecución;^ 

5 a Agregar el escarnio y la ignominia a lo» 

efectos naturales del delito; . ¿ • 

Gd Ejecutarlo por medio de inundación, m 

cendio, veneno, explosión ó ruina, 

7,“ Cometerlo aprovechando de los conflictos 

de naufragio, terremoto, tumulto popular, u otra 

calamidad ó desgracia; . , 1 > 

S. A Cometerlo abusando de la autondad o 

influencia que el delincuente ejerza sobre el ofendi- 
do, ó de la confianza que este hubiese puesto en 

& cruel \ 

9 n Ejecutarlo como medio para cometei oti o, 
t- 1 10. a Cometerlo valiéndose de la cooperación 

de otras personas, pitra asegurar su ejecución, ó 

proporción arse 1 a i m punid a d ; 

11. a Ejecutarlo de noche, en despoblado, en 

los caminos, ó en la morada del ofendido; 

12. " Cometerlo en lugar sagrado, ó en el que 
la autoridad esté ejerciendo sus funciones; 

13d Ejecutarlo incurriendo en grave ingrati- 
tud para con el ofendido, ó contra personas que 
merezcan respeto y consideraciones por su digni- 
dad, sexo, edad, estado de salud, ó debilidad íísica; 

14. ft Ser el culpable reincidente en delito de la 
misma naturaleza, ó consuetudinario, aunque sea 
en o ¡ ros de diversa especie. 
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SECCION TERCERA 


De la responsabilidad de los delincuentes. 


TITULO I 


DE LOS QQE TIENEN RESPONSABILIDAD CRIMINAL 


Art. 1 l .—Son responsables criminalmente del 
delito ó falta; ( P. 18; J. M. 156) 

1. ° Los autores; 

2. ° Los cómplices; í P. 48 J 

3. ° Los encubridores; ( P. 49) 

Art. 12.— Son autores: ( J. M. 157 ) 

1 . ° Los que perpetran el hecho criminal; 

2. ° Los que deciden sn ejecución y la efectúan 
por medio de otros. 

Art. 13.— Son considerados como autores, los 
que coadyudan de un modo principal y directo á la 
ejecución del hecho criminal, practicando malicio- 
samente algún acto, sin el cual no habría podido 

perpetrarse el delito. (J. M. 158 ) m 

Art. 14. — En los delitos por omisión, son consi 
d erados como autores, los que dejan de hacer lo 
que manda la ley penal, y los que causan la omi- 
sión ó cooperan á ella del modo expresado en el ai- 

tículo anterior. (J.M. 159) , 

Art. 15. — Son cómplices, los que indirecta 3 se- 




cund ariamente cooperan á la ejecución del delito 
por medio de actos antenotes o sinm cíñeos. 

M. 160 ) , ■ n11 

Art. 16.— Son encubridores, los que, smsgrgj 
tores ni cómplices de un delito, intervienen t jj 
después de perpetrado, á sabiendas, y de alguno de 

los modos siguientes: ( J. M. Ibf ) > 

l.° Aprovechándose o auxiliand | 
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res ó cómplices para que se aprovechen de los efec- 
tos del delito; 

2. ° Destruyendo n ocultando el cuerpo o el de- 
lito, sus vestigios, ó los instrumentos con que se 
cometió, á M de impedir su descubrimiento; 

3, ° Ocultando á los autores ó cómplices, ó fa- 
cilitándoles la fuga. 

Art. 17.— Está exento de responsabilidad cri- 
minal, el encubridor de su cónyuge ó de sus ascen- 
dientes, descendientes, hermanos ó afines en los 
mismos grados, á menos que se halle comprendido 
en el primer inciso del artículo anterior. ( P. 19, J. 

M. 162 ; 

TÍTULO II 

DE LOS QUE TIENEN RESPONSABILIDAD CIVIL 

Art. 18. — Todos los que son responsables en lo 
criminal, lo son también civilmente. ( P. 27,87, 
91, 98 ) 

Art. 19.— Los exceptuados de la responsabili- 
dad criminal por los artículos S.° y 17, no lo están 
de la civil, que se liará efectiva en la forma siguien- 
te: (O. C. 2210 ) (1) 


( 1 ) En el siguiente caso, la Corte Suprema ha decla- 
rado la responsabilidad civil de una esposa encubridora. 

Excmo. Señor: 

En el artículo 17 del Códigp Penal, por razones de al- 
ta .moralidad y obedeciéndose á la fuerza de los senti- 
mientos de la naturaleza, se ha consignado la regla de 

que está exento de responsabilidad criminal el encubridor 
de su cónyuge ó ele sus a cendientes. 

La señora dona J. L. de C., cuando más ha podido 
ser considerada como encubridora de su esposo, el finado 
don J. C., por los actos que éste practicó, obligándose á 
favor de don ¡Juan de la Torre por la cantidad de 4,500 
soles, y dándole en garantía al acreedor la hipoteca, que 


DEN AL 


gu 


l.“ Por el loco ó clemente, responderán 
ai dadores, a no ser ciue ést™ — X. . ra ? 
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sus 


tenido culpa ni sido negdio- e nt^ 1 * * * S ^ rt ! e ^ en no ^aber 


de sus deberes ( C, 2191°) "Ufa este LUnil,lmnento 


caso, se hará 


constituyó, sobre un bien, que resultó no ser desu un, 77 
dad yno de la indicada su esposa. u I M °P le " 


Bajo este ^aspecto, la sentencia de vista de fojas 234 
me. re v ocan r ose t ^ J 


* ^as 2(t; se al. 


suelve definitivamente á doña J. L., puede y debe estimar 

se como estrictamente legal. ' tstnnar- 

I ei o. no sucede lo mismo en la segunda parte de 


sentencia en que se revoca también la de 1. a Instancia 


esa 


!fnon rtC r - qUe C ? tld 1 en , aba á 7ña jn.l deTolvedos 
2,000 sdes importe de la cancelación ele la escritura de fo- 
jas i tSo * 

_ Consta, efectivamente, Excmo. Señor, que la referida 
señora encubrió a su esposo : el acto es verdaderamente 
diminuí, poi que la ley ha sido violada para engañar á 
un tercero; pero, por esas consideraciones de que se ha 
hablado al principio de este dictamen se ha exonerado á 
la mujer de la responsabilidad criminal. 

La señora L. no sólo encubrió sino que se aprovechó 
del dinero de La Torre, del cual fueron aplicados 2,000 
soles al pago de una hipoteca constituida por la misma 
doña J. L,, en favor de don j ulio Cretón, acreedor de di- 
cha señora. 

La estafa, el estelionato perpetrado por el marido re- 
dunda así en provecho de la mujer. 

Al encubrir ella el crimen, la ley le levanta la respon- 
sabilidad criminal; pero no sucede lo mismo con la civil, 
que en casos de esta especie tiene que subsistir íntegra. 

Si la estafa no se hubiera realizado, la señora L. ten- 
dría gravada con la hipoteca, á favor de Cretón, la finca 
que los Tribunales han declarado que era desu propiedad. 

Al restituir á La Torre los 2,000 soles que se aplica- 
ron á la extinción de ese gravamen, no hace sino pagar lo 
que debía : no se le impone pena ni nuevo gravamen; st 
restablecen las cosas á su verdadero estado, pagando e a 
su propia deuda, que extinguió no dando dinero suyo sino 
dinero de La Torre. Este no hace sino rceobiar par e *- 
lo que era suyo. _ Y es también justo que se le abone a esa 

los intereses al tipo estipulado, . v p 

En virtud de lo expuesto, el Fiscal opina : : i _ ■ • 

debe declarar que no hay nulidad en la pnm * 1 *■■■ J| 
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efectiva la responsabilidad con los bienes propios 
del loco ó demente, lo mismo que cuando no tenga 
guardador, ó éste carezca de bienes; 

Himtencia de vista, en que se absuelve definitivamente 
'¡ doña 'ib.; V que sí la hay en la seronda parte, en que 
se revoc-a la de 1 .• Instancia en la parte que ordenaba que 
doña J. L. devolviera los 2,000 soles, importe de la cance- 
lación de la escritura de fojas 133 ; declarándose po V. h 
que dicha señora debe devolver a don Juan de la Torre los 
referidos 2,000 soles con los intereses al tipo estipu lado 
desde la fecha en que quedaron insolutos. 

Lima, 'Octubre 29 de 1895. 

\ y? A VI Ti A Te’ 


H j Lima. Abril veinticuatro de mil ochocientos noventa y seis. 

Vistos : de conformidad en parte con lo opinado por 
el señor Fiscal, v uor los fundamentos de la sentencia del 
Juez doctor Villa García, corriente^ fojas ciento noventa y 
seis, su fecha, doce de Enero del año próximo pasado : de- 
clararon haber nulidad en resolución de vista de fojas 
doscientas treinta y cuatro, su fecha, once de Septiembre 
del indicado año, y reformándola, confirmaron la de pri- 
mera instancia de fojas doscientas, su fecha, diez y nueve 
de Febrero del mismo, en la parte que absuelve de la ins- 
tancia á doña J. h., quien restituirá á don Juan de la To- 
rre la suma de dos mil soles en el término de lev; la revo- 
caron en cuanto deniega el abono de intereses; declararon 
que la L. está obligada al pago de los intereses respecti- 
vos, al tipo estipulado, desde la fecha en que quedaron in- 
solutos; y los devolvieron. 

GüZMÁN.— SÁNCHEZ.— LOAYZA. — VÉEEZ. — ESPINOZA 

Elmore. — Lama. 


Se publicó conforme á ley, siendo el voto de íos seño- 
res Espinosa y Elmore, por la nulidad de la sentencia de 
vista y revocación de la de primera instancia del juez diri- 
mente en virtud de los fundamentos del voto discordante 
del Juez doctor Badatii corriente á fojas ciento noventa y 
una vuelta, debiendo en consecuencia imponerse á la en- 
juiciada la pena de multa de dos mil soles sin perjuicio de 
la restitución de los dos mil soles y sus intereses á que di- 
cho voto se refiere, de que certifico . 


Luis Delucchi. 


penal 
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años, responde- 
I adores, en 

>°r; (C. 2191) 


2. » Por los menores de quince añ 

ráu el padre, la madre ó los guardadores ‘en lo's 
mismos términos del mciso anter 0s 

3. Cuando se declan- 1 ln i ... -i 

vil del loco, demente ó menor de quincTaño^ ^ U 

dejara a salvo el beneficio de competencia, confor- 
me a las leyes civiles; (C. 2238 ) 

f 1<íl rcs Ponsabihdad que resulte de haberse 
causado un mal menor por evitar otro mavor se 
fiara efectiva en justa proporción con los bienes de 
<°i °t: ! ,' c lul,Iesen reportado el beneficio. ( P. 8 

i! / , L. ) 

Si la piopoición no pudiese fijarse con exacti- 
tud, la íegulara el Juez según su prudente arbitrio; 

°‘° ^ >or ¡° s delinquen á consecuencia de 
miedo grave ó de fuerza irresistible, responden los 
que causaron el miedo ó Hicieron la fuerza; pero en 
el caso ele miedo, responderá también subsidiaria- 
mente el que lo sufrió. ( P. 8 § 8 ) 

Art. 20. — Los patrones, maestros y directores 
de empresas industriales, responderán subsidiaria- 
mente, por sus domésticos, oficiales, aprendices ó 
dependientes qne delinquieren en el desempeño de 
sus obligaciones. ( C, 2191 ) 

Art. 21. — Tienen también responsabilidad civil 
subsidiaria, los directores de establecimientos pú- 
blicos, cómo posadas, fondas, baños, casas de re- 
creo ú otras semejantes, por los delitos cometidos 
dentro de ellas, siempre que, por su parte, hayan 
dado ocasión infringiendo los reglamentos de poli- 
cía. (C. 2191) 

Art. 22. — Los posaderos restituirán las cosas 
hurtadas ó su valor, cuando el hurto se hubiese co- 
metido en la posada, y el dueño de lo hurtado hn? 
biese puesto sus electos bajo la inspección de 

aquellos. 
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En caso de robo con intimidación ó violencia, 
responderá tambiái el posadero, si el que lo come- 
tió es dependiente suyo. 

SECCION CUARTA 

r 5 

V * 

De las penas. 

1 r 

TÍTULO I 

DE LAS PENAS Y DE SU DURACION 

Art. 23. — Las únicas penas que pueden impo- 
nerse son las siguientes : ( J. M. 169 ) 

Penas graves 

La de muerte. ( P. 58, 68, 95, 96, 231, 232. 
Const. 16 ) 

Ua de penitenciaria. ( P. 28, 35, 71 , 75, 95 ). 

La de cárcel. ( P. 72, 73, 75, 28, 37, 95, 
Const, 19 ) 

La de reclusión. ( P. 28, 37, 72, 73, 75 ) 

La de arresto mayor. ( P. 74, 28, 38 ) 

La de expatriación. ( P. 77, 28, 36, 64 ) 

La de confinamiento. ( P. 78, 28, 36, 64 ) 

La de inhabilitación absoluta. ( P. 79, 28, 39 ) 

La de inhabilitación especial. ( P. 28, SO ) 

La de destitución de empleo ó cargo. ( P. 81 ) 

La de suspensión de empleo, cargo ó dere- 
chos políticos. (P. 82, 28) 

La de multa. ( P. 53, 86, 96 ) ( 1 i 

(1) Las siguientes piezas judiciales plantean la con- 
troversia sobre si el valor de las cantidades que este có- 
digo expresa en pesos debe considerarse expresado en so- 
yas’, por haber el sol sustituido al peso como unidad mone- 
taria nacional. 

Tratándose de una suma cuya cuantía sirve de base 
para la fijación de la pena, la Corte Suprema ha resuelto 


DEN AL 


7 en as leves 



La ele arresto menor. ( P 74. oq\ 

La de multa. ’ ’ ) 


Jarse á razón (te M cSKosdi® f* 0 * SÓ '° caleu - 
• en rCgla l ,ara la «mivalencia 

Corte Superior 

1'imih, Abril 10 de 1S07. 

rJS"” tatoSñsx te t *««**> 

c\ \ unirían el t, la moneda nacional rm p ^ * T 

m d iño < de P ís6 C | 0nt ' S 'T'" 1 ' 1 ' 0 " ,1>s 

*3= s&rss % 

sensiblemente el valor del peso peruano, dividió 
se un el sistema decimal la unidad monetaria: que al fi- 
jai el articulo Id de la ley citada, la relación entre eí sol 
v el peso feble boliviano, sólo tuvo por objeto determinar 

la equivalencia enere esas dos monedas, para evitar liti* 

gios que no es presumible siquiera, que los legisladores 
cíe 1862 basaran ciertas penas en el valor de una moneda 
extranjera como la boliviana, mucho más cuando Bolivia 
por el tratado de 1847, se obligó á no continuar emitien- 
do moneda feble, y cuando por el supremo decreto de 9 de 
Febrero c e 1860 se dispuso que la moneda selladaen 1 859, 
en contravención del tratado sólo se recibiese en las Teso- 
rerías por su valor intrínseco, esto es, por seis reales el pe- 
so, ó por menos si 110 llegase á ese valor : que el Gobierno 
en la resolución de 29 de Marzo de 1872, ha establecido 
que la denomina ¿ion de pesos, sin el calificativo de febles, 
equivale A soles: que el decreto de ! 1 de Enero de 1886 
dispone que todos los impuestos fiscales que por las leyes, 
decretos y reglamentos estén designados en pesos deí sis- 
tema monetario antiguo, sean recaudados en la misma 
cantidad numérica, pero en soles: que siendo ésta la inte- 
ligencia del Ejecutivo, en uso de la atribución 5/ artículo 
94 de la Constitución, es natural que los jueces armonicen , 

sus resoluciones con las dictadas por dicho Poder: que en 
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La tle represión. ( P. 85 ), 

La de canción. ( P. 80 ) 

el mismo sentido se lia manifestado el Legislativo, como 
se desprende de la ley de 23 de Enero de 1ST3 que aumen- 
tó el haber de los empleados de pesos á soles; que no pue- 
de servir de aclaratoria la ley de 17 de Octubre de 1803, 
porque ella tuvo por fin secundario facilitar las redencio- 
nes de censos, desde que, por un término mayor que el de 
la prescripción ordinaria, los censatarios estaban en la 
posesión de pagar las pensiones en peSos febles. 

Por tales fundamentos, confirmaron la sentencia de 
fojas 43, su fecha 13 de Enero ultimo, por laque se conde- 
na á Antonio Medina y á Pablo Olivares á la pena cíe 
arresto mayor en 4.° grado termino máximo ó sea cinco 
meses, la que da por cumplida con la carcelería que han 
sufrido y los devolvieron. 

i- 

Paredes— Flores —León —Puente Arnao. — JBádani. 


Corte Sitpremá 


Excmo, Señor: 

Comprobado el delito de hurto de unas reses practi- 
cado por Antonio Medina y Pablo Olivares, se les lia con- 
denado á la pena de arresto mayor en 4 .° grado, ó sean 
cinco meses de dicha p¡ena y sus accesorias, sentencia de 
fojas 43, confirmada a fojas 50. Para la aplicación de 
esa pena se ha tenido en consideración que la entidad del 
hurto es de soles 93 y que esa suma es igual á la de 93 pe- 
sos que era la moneda que regía en 1S62, época en que se 

oronuilgaion los Códigos Peuales, por lo cual está el de- 

en la segunda parte del 
Fiscal doctor Cavero ha interpuesto el recurso de 

P^oi a sinó C de 1 íir qUC 93 S i° leS ”? S ° n ec l uiva,entes de 93 
1 s, sino de 116 pesos dos reales, y que no está com- 

e J P rCS f nte cas ° « la segunda sino en la primera 
primer grado, término máximo. 1 e 

de nulidad noíou^l 1 /' 8031, L reso J uci6n de vista adolece 
d de 1 U 0 pesos, y la pena que debe aplicarse es la de 




pexaí 
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(P. S-í) ' fluJt '-' Qn a la vl S''ancia de la autoridad 


cárcel en primer grado término ■ 
to mayor impuesta por el Superi^* 11110 ’ y n ° la de arres - 


or. 


Octubre de 1 862^ U n^circulibl ^efp* P - enales cn !•’ de 
que la feble boliviana, mies h. Tin - u 11 , otra moneda 
el sello nacional, se daba y recibía 3 n ^ n ® da c Pe llevaba 
sin distinción nimnma. “ a íl tl P ar c l ll c aquella 


nes ofiei^s?L C meLr a b4f 'ÓV:'; “ «“ "W 

se les llamaba sino p W t ’J Invadas™ 

los ° b! > aci0nes distado, sin estableé iTérenda ^''' 18 

nedarse desde los albores de lt indepmdencla 



Como la circulación de moneda feble v de sello ex 


franjen ), aunque nacionalizada desde 1S30 


era un meon- 


® e í enSÓ en Sl '?tituirla por otra, pero corno eran 


íera cam- 
ac i ó n 


laS P 1 *?^ 11310 ^ 8 4 e los tenedores de la mone- 
da feble, pues querían se le cambiase con otra fuerte su- 
i riendo el Estado la pérdida de la diferencia, se aplazó por 
mucho tiempo la conversión, hasta que se resolviera 
uiar la denominación de la moneda y establecer la reL^iu 
entie la nueva y la antigua, para solucionar todas las di- 
ficultades que para la operación se presentaban. 

La lejr de 14 de Febrero de 1803 estableció en conse- 
cuencia, el sol como unidad monetaria y prescribía — artí- 
culo décimo— que la relación legal entre esta moneda mé- 
trico decimal y la feble circulante era de 80 centavos de 
sol por cada peso. Esa ley' no hizo distinción entre la 
moneda boliviana y la peruana, porque toda la moneda 
circulante era feble y desde 30 años antes había desapare- 
cido la fuerte, porque era económicamente absurda Ja cir- 
culación á la par de la moneda feble introducida en 1S30, 
con otra de más valor. 

La observaecóin de la Hala de vista, dé que no hubo 
alteración en el valor del peso peruano con la adopción 
del sistema métrico es exacta, si se atiende á que se le dió 
su valor comercial de ochenta centavos: pero no lo es, si 
se quiere dar á entender que se mantuvo la equivalencia 
entre el pesó peruano antiguo y el sol, porque habría sido 
calificado el error de igualar valores desiguales, 3 ' porque 
lo que precisamente se propuso el legislador fue variarla 
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Art. 24 —Las penas accesorias qué, por su 11 a- 


m onecí a para evitar confusiones y dar ñ cada una su ver- 
dadero valor. „ , , , 

Desde 1863 para adelante todos aceptaron la relación 

de SO á 100 entre el peso y el sol, y la moneda leble des- 
apareció, quedando la denominación peso, sin lepiesenta- 
ción material, y sólo como un termino monetario en cuan- 
to i >odía tener referencia con obligaciones y contratos an- 
teriores á la ley. 

Cuando en 1S73 se promulgóla ley de 23 de Enero que 
aumentó los sueldos de los empleados y pensionistas, no 
se mencionó siquiera la palabra peso, sino que se expresó 
ese aumento diciendo que era el 25 por ciento, a fin de que 
no se volviera á las confesiones anteriores ni se diera pre- 
texto á cuestiones sobre la relación de moneda. 

Con motivo déla mconvertibüidad de los billetes de los 
bancos de la circulación fiduciaria y del papel moneda, que 
se depreció hasta su ínfima expresión, surgieron muchas 
cuestiones, y era natural que surgieran, porque la pertur- 
bación en los valores circulantes llevaba la ruina y la mi- 
seria por todas partes. 

Restablecida nuevamente la circulación de la moneda 
de plata decimal, debió volver el estado anterior de cosas 
respecto a la relación del sol y el peáo; pero, como toda 
perturbación deja siempre huellas difíciles de borrar, se 
ha intentado hacer revivir una nivelación imaginaria en- 
tre ambas monedas, el antiguo peso español — peso fuerte 
— y el sol, sin advertir que desde 1830 no circuló otra mo- 
nería que la feble y que la ley de 1863 puso término á to- 
das esas cuestiones, ley que se ha reproducido en 1893 al 
ocuparse de la amortización de los censos capellanías. 

Los pesos qne circulaban en 1862 cuando se promul- 
garon los Códigos Penales eran los que circulaban cuando 
sedió la ley de 1863 sobre moneda, y^ como la relación en- 
tre el peso y el sol es de ochenta á ciento, sin que haya pa- 
ra quo ocuparse de pesos fuertes, qne no existían; y de los 
cuales no se hizo mención en dicha ley, es evidente (pie se 
incurre en error al pretender igualar una moneda con otra. 

El Fiscal insiste en esta cuestión, porque se trata no 
sólo de establecer regla para los juicios criminales en la 
aplicación de las penas, sino porque tiene trascendencia 
en las cuestiones civiles, M porque en los asuntos adnfinis- 
tiativos ha sostenido igualmente que siempre que se ha- 
bld de pesos se entiende que son de ochenta centavos, por- 



T’Enal 



Luí eilcza o por ministerio r i . 1 i 

otras principales, son : a ey ’ van unid as á 

La interdicción civil. ( p. 83) ( q ) 


que 110 se Imn acuna, el o desde i qqo 
relaciones oficiales se ha hecho referenda ^ 8 ’ " i , en las 

reció en el Perú desde hace más dl ^rY P - r ? que desa Pa- 
Concluycndo, dice el Fiscal n, °i Slg , ia 
haber nulidad en el auto de visVi l pl ' e J e ^clarar Y. E. 
en la aplicación de la pena art f e la ¥ 
ciamient os Penal; y refornU nrLm 7 w Codl S° de Enjui- 
apelada de fojas 43 y condena r n V revoca [ a senten cia 
na y Pablo Olivares á L íf u ^ pS Antonio Medí- 

término máximo, y las accesorias deíartMo SThffr 9 ’ 

parte del artículo 330 del exnresarlo ° e , a P nmera 
acuerdo, expresad^ L.odígp, salvo mejor 

Lima, Mayo 14 de 1897. 

Gálvez. 

Lnnn, veintidós de Mayo de mil ochocientos noventa y siete. 

\ istos : de conformidad con el dictamen del señor Fis- 

P 11 Tr A C tlt jtI n < w - 1 - n ™ .. i i < 


, -yvuaauimau «.un ci uiecainen ciei señor Fis- 

cal cuyos fundamentos se reproducen: declararon haber 
nulidad en la sentencm de vista de fojas 50 su fecha 19 de 

A nnl ultimo* v/m vi-m a ../I m.-. .. „..i t i . . • 


A U -1 7 t, - , 7 iOLCL uc iU J as w su iecna i y ele 

ADrn ultimo : reformándola y revocando la de l.“ instan- 
cia de fojas 43, su techa 13 de Enero de este año, impusie- 
ron a Antonio Medina y Pablo Olivares, la pena de cárcel 
en primer grado término máximo, ó sea un año de la mis- 

111 O O / 1 O rt it Vi A n n ^ ! ^ _ 1 — 1 t * 1 * 


* nLiiixj luciAíiup, u bcét un ano cíe la mis- 

ma, con las accesorias de ley, debiendo comenzar á contar- 
se el término para la principal desde el 10 de Diciembre úl- 

fimo* \r loe rlpir 


timo; y los devolvieron. 

Sánchez — Guzmán — Espinosa — Lama— Jiménez— Solar— 
Figuereoo. 


I ) La interdicción no procede como medida precau- 
toria en los juicios criminales. 

Iltmo. Señor: 

La interdicción civil en un concepto rigurosamente le- 
gal. es una pena ; y como tal no puede aplicarse sino al ta 
llar la causa, ó en un estado de privación ó suspensión 

* * — ' —l J "1 ^ _"T _ ih— j--. a* ^ I m. ílTTi JT\ 


LOLUtA/ VI ^ jjj. J * Liv i v 

del ejercicio de todo ó parte de los derechos civiles por ino 

fia ó prodigalidad : bajo ese carác 

«I — rlí* ItlPSlIlPL 


tiro de locura, demencia o procugamiau : oaju c»ctai¿w. 
ter no puede imponerse sin previa declaración de incapa- 
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La inhal .íilit ación . 

La perdida de los instrumentos conque se eo 
metió el cielito. 


ciclad ( artículo 24- del Códgo Penal, artículos 16 \ 21 del 
Uódigo Civil v 532 del óe Enjuiciamientos Civil ). 

interdicción como medida precautoria para asegu- 
rar la responsabilidad del demandado o rco, no está au- 
torizada por la ley ni cu el derecho civil ni en el penal, aun- 
que se admite cu la práctica bajo el mismo título ele inter- 
dicción, que degenera por completo de su sentido jurídico, 
una providencia de seguridad destinada hacer que no se 
célebre contrato alguno sobre los bienes de los demanda- 
ños, sin prevenir á ios demás interesados de la existencia 
del litigio cuyos efectos se trata de precaver; lo que impor- 
ta inaplicación extensiva, no justificada por cierto, de lo 
dispuesto en el artículo 1,34-4 del Código Civil, que permi- 
te lá venta i le cosas litigiosas á condición deque se ins- 
truya al comprador de la naturaleza y del estado del plei- 
to que sobre ellas versa. 

Bajo la última de las excepciones indicadas se ha de- 
cretado la interdicción en la causa que se sigue contra don 
J . Ernesto Pimentel por el delito de defraudación, como 
se ve por los autos de l. 1 y 2 de este incidente, de los cua- 
les se na alzado el actor solicitando la interdicción bajo su 
forma rigurosa, como garantía de la responsabilidad civil. 

Bien ciaras y terminantes son las disposiciones conte- 
nidas en los artículos 36 y 90 del Código de Enjuiciamien- 
tos Penal, para que pueda rey o car se á duda que las únicas 
medidas precautorias que cal je adoptar para la seguridad 
de |os efectos civiles del presente juicio, son las que ellas 
mismas establecen, á saber, el depósito, la retención ó la 
intervención, según sea el caso especial de que se trata. 

Demostrado, pues, qué la interdicción civil no pro- 
cede en rigor de derecho como medida precautoria ba- 
jo ningún concepto, concluye opinando el Fiscal, aunque 
alguna vez la apoyó en su carácter de providencia me- 
ramente preventiva, por que se revoquen los autos ape- 
lados y se resuelva la solicitud que los motiva, decla- 
rándola sin lugar. 

Lima , 11 de J unió de 1896. 

C a vero. 

Lima, 17 de Junio de 1806 . 

De conformidad con lo expuesto por el señor Fiscal; y 


( P, 35, 36, 37, 64, 84 ) gll adeU L autor¡dad. 

prisión délos «os' duranVef 1 ) íf ' VÜ 



todS&o mÍáS4;r mÍ,mks «o P r oeedTla 

enagene ni grave su! bienes sitttirT íaf • V “° 
de este juicio á la persona con t tl existencia 

vferon? ^ CÓdÍg ° de EnjüiciamientTIenal y 


Arbueú Paredes— Puente Arn; 


:VO. 


( 1 ) El retardo en la detención y prisión debe sin em 

artl uloT? á jUÍCÍ ° Jllez ’ W lo dispone d 
articulo 4 . de la ley cuyo tenor signe: 


Considerando : 






Qiie la práctica ha demostrado la necesidad de refor- 
x> ai , disposiciones del Código de Enjuiciamientos 
x enal, en materia de recursos de apelación y de nulidad, 

así como respecto del tiempo de la detención v prisión de 
los reos. 

Ha dado la ley siguiente: 


Art. l.° Son apelables en ambos efectos : las senten- 
cias, los autos definitivos sobre jurisdicción y personería, 
los que deniegan la prueba ofrecida dentro del término 
probatorio, y los de sobreseimiento y prisión. 

Son apelables en solo el devolutivo, los autos de de- 
tención y los demás interlocutorios que no traigan grava- 
men irreparable. 

No son apelables, en ningún efecto, los decretos de Hie- 
ra sustanciación. 

Art, 2 .° Además de los casos determinados en el Có- 
digo ¡de Enjuiciamientos en materia penal, hay lugar al 
recurso de nulidad de los autos de sobreseimiento y de 
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pensión ó separación del empleo ó cargo público 
'|ue las autoridades ordenen en uso ele sus atubu- 

clones. „ , , 

Art. 26— Citando la ley vane la pena antes 

de pronunciarse la sentencia que cause ejecutoria, 

la variación aprovechará al reo si le fuere favoi a- 

ble pero no le dañará en caso de serle adversa. 

(R31E. P.46) 

Art. 27 —El perdón de la parte ofendí c la no ex- 
tingue la acción del Ministerio Fiscal, en las causas 
que deban seguirse ele oficio. ( E. P. 1S, 24 ) 

Tampoco extingue la acción civil del condonan- 
te, sino ¡la renuncia expresamente. ( P. 292, 244) 
Art. 28.— La duración de las penas es la si- 
guiente : i 

■K Penitenciaría, de cuatro á quince anos. 

Expatriación é inhabilitación absoluta y es- 
pecial, de uno á quince años. 

Cárcel, reclusión, confinamiento y suspensión 
de derechos políticos, de cuatro meses á cinco años. 

Suspensión de empleo ó cargo, de un mes á 
dos años. 


i ' 

mandamiento de prisión y de las sentencias absolutorias 
de la instancia. 

Art. 3.° También hay lugar á este recurso, de las sen- 
tencias en que se imponga al reo pena corporal aflictiva, 
en los juicios en que, conforme al artículo 18 de dicho Có- 
digo, no debe intervenir el Ministerio Fiscal. 

Art. 4-.° El retardo que hubiese en el tiempo de la de- 
tención y prisión, se computará, en todo ó en parte, á 
juicio del Juez, en el de la pena que se imponga, cuando la 
demora no provenga de culpa ó malicia del reo. 

Art. 5 o . Quedan derogadas todas las disposiciones que 
se opongan á las de la presente ley. 


Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 


Dado en la casa de ( iobierno, en Lima, á 21 de Diciem- 
bre de 1878. i i 


Mariano I. Puado. 

M. Felipe Paz-Soldán. 
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Sujeción a la vigilancia de la autoridad do 
seis meses a cinco años. - acl > tlc 

Arresto mayor, de cuarenta dlasá seis meses 
‘ A ^q !r 01 ¡’ de dos * treinta días. S ‘ 

la peua de suspensión, por un tiempo mayor del 
que deba ejercer el cargo se completará la condena 
con inhabilitación para igual cargo. 

Alt. 3(1— Las penas accesorias duran tanto co- 
mo las principales, salvo los casos en que la lev dis 
pone otra cosa. (P. 35, 36, 37 ) J ; 

Ait. ol. Encaso de duda sobre el modo de 
computai la duración de la pena, se resolverá en 
favor del reo. ( P. 20, E. P. 46)' ‘ 


TÍTULO II 




DE LOS GRADOS V TERMINOS EN QUE SE DIVIDEN LAS PENAS 

Jf* 

Art. 32. — pena de penitenciaria se divide en 
cuatro grados; y las de expatriación, inhabi lita- 
ción, cárcel, reclusión, confinamiento, suspensión 
de derechos v arresto mayor y menor, en cinco : 

PENITENCIARÍA 


Primer grado.. 
Segundo grado 
Tercer grado. .. 
Cuarto grado . 



años 

í f 

» j 


EXPATRIACIÓN É INHABILITACIÓN 


1 ’rimer gradó.. 
Segundo grado 
Tercer grado.... 
Cuarto grado .. 

Quinto grado... 


3 

6 

9 


12 

15 


anos 
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conreo 


CARCEL, RECLUSIÓN, CONFINAMIENTO Y SUSPENSIÓN 

DE DERECHOS POLÍTICOS 


Primer gradó... 
Segundo grado 
Tercer grado.... 
Cuarto grado .. 
Quinto grado... 


1 

2 

3 

4 

5 


año 

) J 
) } 

> í 


AR RESTO MAYOR 


Primer grado..- 
Según» ¡o grado 
Tercer grado.... 
Cuarto grado .. 

o 

Quinto grado... 


2 meses 

o ) j 

4 „ 

5 „ 

6 „ 


ARRESTO MENOR 


Primer grado..., 

17 

Segundo grado . 

Tercer grado 

Cuarto grado ... 
Quinto grado.... 



12 

18 

24 

30 


días 

J J 
) t 
} J 


Art. 83. Cada grado consta de tres términos : 
máximo, medio y mínimo. 

^ En la penitencia ría, expatriación é inhabilita- 
ción, cada término es de im año. 

* ' carce ^j reclusión, confinamiento y suspen- 

sión de deiechos políticos, cada término es de cua- 
tro meses. 

En el ari esto mayor, cada término es de diez 
chas; y en el menor, de dos días. 

Los grados v t érminos á que se refie- 
ren los dos artículos precedentes se manifiestan en 
las siguientes escalas. ( P. 41 } 44 ) 


penal 





ESCALA N U M , l 

PARA LA r ’ENA DE PENITENCL 


GRADOS 


I 

II 

III 
IV 


TERMJNO MINIMO 


4 

7 

10 

13 


anos 


1 1 
i y 
y } 


TERMINÓ medio 



VRÍA 


o años 


8 

11 

14 


) T 

1 í 
) f 


TERMINO MAXIMO 


9 

12 

15 


anos. 


M 

5) 

?) 


ESCALA NIJM, 2 


PARA LAS PENAS DE EXPATRIACIÓN É INHABILITA- 

CION ABSOLUTA Y ESPECIAL. 


Grados 

Término mínimo 

Término medio 

Término máximo 

I 

II 

III 

IV 

V 

1 año. 

4 años. 

7 77 

10 „ 

13 „ 

2 años, 

5 ” 

8 f, 

11 „ 

Id- ,, 

3 años. 

6 „ 

9 ,, 

12 „ 

15 „ 

ESCALA NUM. 3 

PARA LAS PENAS DE CARCEL, RECLUSIÓN, CONFINA- 
MIENTO Y SUSPENSIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS. 

_ ,i 

Grados 

Término mínimo 

Término medio 

Término máximo 

I 

II 

III 

IV 

V 

4 meses. 
16 „ 

2S 

40 „ 

52 „ 

S meses. 
20 „ 

32 „ 

44 ,, 

56 „ 

1 año. 

2 años. 

3 „ -i 

4 „ I 

5 } t 

. .. '1 
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ESCALA NUM. 4 


PARA LA PENA DE ARRESTO MAYOR 


tirados 

Término mínimo 

Término medio 

Termino máximo 

I 

40 días. 

50 días. 

2 meses 

II 

70 „ 

80 „ 


III 

100 „ 

110 „ 

4 

^ 3 J 

IV i 

130 „ 

140 „ 

o ,, 

V 

1 60 „ 

170 „ 

6 „ 




ESCALA NUM. 5 


PARA LA PENA DE ARRESTO MENOR 


(irados 

Término mínimo 

Término medio 

Termino máximo 

m 

1 2 días. 

4 días. 

6 días. 

m 

8 „ 

10 „ 

112 „ 

TU , 

„ 

16 ,, 

18 ,, 

IV 

20 

w - i f 

i 22 .. 

24 „ 

V 

26 

w ,, 

i 28 „ 

30 „ 


título iii 



DE LAS PENAS QUE LLEVAN CONSIGO OTRAS ACCESORIAS 


go : IJ nÍ 173 ^ 193 ) ** penitenciaría «eva consi- 

la co¿“na Ú ** 

pllda; ( P. 79 ) mas ’ despues de cum ' 

dcna-tp 1 ^" 1011 C1V ^ P ore ^ e «ipo de lacón- 

3.^ Sujeción a la vigilancia de la autoridad, 
de uno a cinco años, después de cumplida la pena, 
según el grado de corrección y buena conducta cpie 
hubiere observado el reo duranre su condena. (P.84) 
Art. 36. Las penas de expat nación y confina- 
miento llevan consigo : (J . M. 1S3 ) 

l-“ Inhabilitación absoluta durante la eon- 
dena; ( P. 79 ) 

2.° Sujeción á la vigilancia de la autoridad, 
de seis meses hasta dos años, después de cumplida 

la pena. P. 84 ) 

Art. 37. — Las penas de cárcel y reclusión llevan 


consigo : (J. M. 174, 175, 193) ^ _ 

! Inhabilitación absoluta é interdicción ci- 


m i mí. jm. m nr m>r — — - —— ” — » — ^ 

vil, durante la condena; ( P. 79, 83 ) 

2.° Sujeción á la vigilancia de la autoridad 
por la mitad del tiempo de la condena, después de 
cumplida ésta. ( P. S4 

Art. 38.— El arresto mayor lleva consigo la 
suspensión, durante la condena, del caigo pu j lC ? 
que se ejercía, y de los derechos de elegn , sei e e a i 

cío y obtener empleos. (J. M. 17b) . 

Art. 39.— El indulto de la pena (1) no exime 


( 1 ) La concesión de indulto es atribución del Congre- 
so. ( Const. 59 § 19 ) 
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al sentenciado de la vigilancia de la autoridad, ni 
le rehabilita para ejercer cargos públicos o deic- 
chos políticos, á no ser que ¡ expresamente se : le 
otorgue la exención ó rehabilitación. ( 1 . 24-, 84, 

J El indulto de la pena de muerte produce inha- 
bilitación absoluta y sujeción a la vigilancia de la 

autoridad por diez anos. ( P. ¡ *J, 8*, J. M. t J- ) 
Art. 40.— La inhabilitación absoluta o espe- 
cial cuando sean penas principales, se aplicai án en 
los grado i y términos designados en su correspon- 
diente escala. (J. M. 193) 


SECCION QUINTA 

De la aplicación de las penas. 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENÉRALES 

Art. 41.— Para la aplicación de las penas, se 
consideran como una serie los grados y términos 
eñ que cada una de ellas está dividida. ( P. 34 ) 

Art. 42.— Las penas de muerte, penitenciaría y 
cárcel, forman también escala descendente, así co- 
mo las de reclusión, arresto mayor v arresto me- 
ñor. ( J. M. 170 ) 

Art. 43. — Cuando la l|y agrava la pena en un 
grado, se aplica el grado superior en el mismo tér- 
mino en que está la pena agravada : cuando dis- 
minuye la pena en un grado, se aplica igualmente 
el grado inferior en el término correlativo mínimo, 
medio ó máximo. |P. 55 ) 

Cuando la atenuación ó agravación es de un 
termino, se aplica el inmediato anterior ó poste- 
rior. 

Art. 44. — Cuando la ley señala simplemente 
una pena á un delito, se entiende que es al autor 
de delito consumado. 




* LN A L 


O'» 

Oí l 


tM no determina el o- r o f i n a \ 

de que es el tercero. ** e a P en l« sc * entien- 

Si no señala tórminr, , - 

máximo . 5 entiende que es el 


impondrá la pe m ! ' ' Lr í s Jo mi fenteTl ÍSto 

ios *«-. — 

aplicará la pena |2T ig seS 2“^ 

p^-^or Te 

cío. se le aplicará la pena señalada al autor de 
3^ 52 gg" Sumado ' disminuida en dos grados. (P. 

,? n c l ca f° del artículo 5.°, si resultase daño, se 
castígala al autor de tentativa en proporcional 
mal causado. 

i ^ os cómplices de delito consumado, 

de cielito Lustrado y de tentativa ó confabulación, 
suftuan la pena que respectivamente merezcan los 
autores, disminuida en un grado. (P. 56, 280) 
Art. 49. Los encubridores de delito consuma- 
do, de delito frustrado y de tentativa ó confabula- 
ción, sufrirán respectivamente, en la esc ala inferior, 
el mismo grado de pena que los cómplices. ( P. 56 ) 
Art. 50. — Cuando i a disminución de pena de 
que tratan los artículos precedentes, no pueda ha- 
cerse en el orden que queda establecido en ellos, se 
verificará según el prudente arbitrio clel Juez. 

Art. 51. — Los Jueces y Tribunales, al aplicarla 
pena principal, designarán expresamente las acce- 
sorias. 

Art. 52. — En los delitos de traición, rebelión y 
sedición, se castigará la tentativa como delito frus- 


( L ) En este caso, hay acumulación de causas. ( L 

P. 10) ' J 

5 •-¿■-i 
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ti-ado, y el delito frustrado como delito consu- 

-3 _ N o podrá imponerse multa sino en 
Aic * - Uparlos ñor la lev, v para su aplica- 

l?? C tns Jueces V Tribunales considerarán no sólo 

InlnXle v su calidad de autor, cómplice o encubn- 
í,or no pudiendo exceder la cantidad que se im- 

fy % nota sobre pena de multa en la pagina. 18 ) 
Si éste no pudiese ó rehusare pagar la multa, 
sufrirá arresto, según el prudente afbit no del Juez. 

y p 353 ) 

' Art. 54— Las disposiciones generales de este 
título no tendrán efecto cuando la ley señale penas 
especiales. 


TÍTULO II 

DE LA APLICACION DE LAS PENAS SEGUN LAS CIRCUNSTAN- 
CIAS QUE MODIFICAN LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL 

Art. 55 —No se aumentará la pena, cuando las 
circunst ancias que el artículo 10 señala como agra- 
vantes, formen parte constitutiva del delito, ni 
cuando la ley al describirlo y pesiarlo haga men- 
ción de dichas circunstancias. 

Art. 56.— Las circunstancias agravantes ó ate- 
nuantes que resulten del estado moral ó intelectual 
del reo, ó de sus relaciones con el ofendido, sólo 
atenúan ó agravan las penas de los delincuentes en 
quienes concurren. ( P. 59, 370 J 

Art. o 7.— Cuando concurran, una, dos ó tres 
circunstancias agravantes ó atenuantes en un de- 
í o, se aumentará ó disminuirá la pena respee ti va- 
men e, en uno, dos, ó tres términos; pero en nin - 
gun caso se aumentarán ni disminuirán más de 
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tres términos aunque sean muchas las círcunst'm 

cías agravantes ó atenuantes. (T \T o () =V lan ' 
Alt. 58. Cuando concurran circunstancias 

a-tenantes en un homicidio, al cual señale la W pe 
na de muerte, se convertirá ésta en el cuarto X 
do de penitenciaria. (P. 231, 232) „ • a 

Art 59 .—Cuando las circunstancias agravan- 
tes o atenuantes consistan en ios medíoslo en el 
modo de ejecutar el delito, se aumentará ó dismi- 
nuirá la pena sólo respecto de los delincuentes que 
tu\ íei on eonocunimiL > de aquellas circunstancias 
al tiempo de la ejecución. < P. 55 ) 

Alt, 60. En los casos del inciso 1. a artículo Ét.°, 
lo mismo que cuando el reo hubiese delinquido por 
imprudencia temeraria ó descuido punible ó fuere 
menoi de quince años que obró con discernimiento, 
la atenuación de la pena se verificará prudencial" 
mente por el juez, debiendo rebajarse á lo menos 
dos grados. ( 1 ) 


(IB 


Excmo. Señor: 


En la noche del 17 de Mayo de 1902, Ernesto Estrella 
entró A su casa en estado de embriaguez; y tras corto al- 
tercado con su suegra Angela Sánchez, lanzó sobreestá 
una lámpara pequeña de kerosene con el líquido encendi- 
do, infiriéndole así quemaduras que A los 25 días ocasio- 
naron el fallecimiento. . 

La sentencia confirmatoria de vista impone al reo la 
pena de que se ocupa el art. 230 defcC. P., comprendien- 
do erróneamente el caso, sin atender á la situación del 
ofensor y á las circunstancias especiales del hecho, en el 
de homicidio corriente con intención de matar. 


Quién tal propósito abriga emplea medios Adecuados 


como el arma blanca, de fuego, el veneno, -etc., om, 
ciertos daños cuva consecuencia lógica o presumí e 


sea 


la muerte. „ 

No es justo imputar aquel móvil a qmen arrqmtm 

objeto encontrado A mano, coito la lampaia i c .. 
instrumento ni ortal, cuyos efectos en tales casos s ^ 

generalmente A simples piones tnás o Estrella 

Si á esta consideración se agiega id ae que 


- : 


« 
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Art. 0l. ; — Si concurren, fe un mismo tiempo, 
circtéistancias agravantes y atenantes, las compen- 
sará el juez según su pi u dente juicio. 


vivía en buena armonía con su suegra, según lo declai ó 
esta última en la diligencia de f. 4, lo único deducible es 
que, á causa de su estado irascible y casi inconsciente de 

embriaguez, quiso maltratarla. . . , , 

El fenecimiento sólo fue consecuencia imprevista de 
aquellas lesiones; y por consiguiente, aunque de homici- 
dio, el caso es característico efe la imprudencia temeraria 
debiéndose aplicar por lo tanto, no el art. 230, sino el GO 

del C, P. J , r - 

En mérito de lo expuesto sobre la errónea ealiheaeion 

del delito, el Adjunto Fiscal opina que hay nulidad en la 
sentencia del 22 de Mayo último, corriente 6 f 53; y que 
V. E. debe, salvo mejor acuerdo, revocar la de l. n Instan- 
cia é imponer al reo la pena de penitenciaría en primer 


orado. 


Lima, a 18 de fuñió de 1903. 


Seoane' 


Lima, ■ lulio 10 e/e 


1903. 



Vistos: de conformidad con el. dictamen del Ministe- 
rio Fiscal, cu yos fundamentos se reproducen; declararon 
haber nulidad en la sentencia de vista de f 53, su fecha 
22 de Mayo úitimo, y reformándola, revocaron la de l.* 
I ustaneia de L 45, su techa 5 de Mayo de este año: impu- 
sieron á Ernesto Estrella la pena de penitenciaría en pri- 
mer grado término máximo, ó sea cuatro años, con las 
accesorias de ley, contándose la principal desde el 20 de 
Jumo de 1902; y los devolvieron. ( 1 ) 


Espira isa— Loayza— Vklez— Ej .more -Sopar 


m,i ri ° porel fallecimiento ríe clon Mí 

HUln * consecuencia del botellazo que le asestara José Delg; 

al delito de lidmieír^ r *natona im puso á éste la pena correspondie.nl 

i d 'í .^tualmeutc el anterior _aict, 
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TÍTULO III 

li 


DE LA APLICACION DE LA PENA AL REO 

LA SENTENCIA (1) 


QUE QUEBRANTA 


A rt . 02 .—Quebranta la sentencia : 

)) 1 ° P fuga cles P ué s ele' ejecutoriada 

aquella ( E. P. 182 ) y antes de comenzar á sufrir 
la condena. 


a 


2. Ll que luga durante el cumplimiento de 
la pena. 

*^1 ico comprendido cu el párrafo l.° 
del at cíenlo precedente, se le agravará la pena con 
la duración de un término. 

A l reo comprendido en el párrafo 22, se le agra- 
vara la pena con la quinta parte del tiempo que le 
faltaba para cumplirla. (J. M. 316) 

Art. 64, — Al que quebrante las penas de expa- 
triación, confinamiento ó sujeción á la vigilancia 
de la autoridad, se le agravará la pena con arres- 
to mayor en segundo grado, obligándosele después 
á completar la primitiva condena, bajo de fianza. 

(J.M.317) ... ¿ ; > 

En caso de reincidencia, completara el tiempo 
ele su condena en reclusión. 

Art. 65. — La aplicación de las penas de que 
trata este titulo, se verificará, sm más tramite que 
la comprobación de la identidad del reo. 


TÍTULO IV 


DE LA EJECUCION DE LAS PENAS 

Art. 66— No puede ejecutarse ninguna pena si- 
no en el modo y forma que la ley piesciibe, y oes 


! ) No estando penada la evasión del enjuiciado, es- 
te hecho no constituye cielito. ( P. 1, E. P. -Ub ) sino aj 
la jurisdicción de guerra (J* Mi olo). 
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ipúi¿| de hilarse ejecutoriada la sentencia. ( E. P. 

1S2 ,’ rt 67 — La ejecución de la pena sólo se sus- 
penda, en caso de locura ú enfermedad gra- 
* ifxr-ilmente reconocida basta que se i cstable/ca 
el delincuente en un hospital ó otro lugar seguro. 

( P 69, 96,97) ( 1 ) ( 2 ) __ 

f 1 1 El Código de rustida Militar dispone lo siguiente: 
Art 509 —En los días de fiesta religiosa o nacional, 
no se ciécutará la pena de muerte, salvo en los casos seña- 
fados ei la segunda parte delart. 606 ( en campana, en 
lugar declarado en estado de guerra o cuando lo requiera 
faqu-onta eficacia del castigo ) . 

( 2 ') La solicitud de indulto ó conmutación tampoco 
suspende la ejecución de la pena. 

Tñm,n„ Febrero 0 de 1899 . 


Visto el expediente iniciado por el reo Manuel A. Var- 
gas, ante el Prefecto del Departamento de Cajamarca.pa- 
ra que la ejecución de la pena de muerte impuesta por la 
Excma, Corte Suprema de Justicia, en el juicio que se le ha 
seguido por varios homicidios, se suspenda hasta que el 
Congreso resuelva la conmutación de la expresada pena 
por la de penitenciaría; y 

' ► - T . . • * r * v . ‘ ‘ ‘ J» “ * * 

fr - * 11 . . ^ 

J 1 i - ■ - # 

Teniendo en consideración : 


Primero: — Que no estando limitado á determinado 
delito el recurso de indulto ó el de conmutación de pena, 
gracia atribuida por la Constitución únicamente al Poder 
Legislativo, debe entenderse que tal recurso sólo puede te- 
ner lugar funcionando aquel Poder; pues de otra manera, 
se haría inejecutable toda pena, durante el larguísimo re- 
ceso de las Cámaras Legislativas, bastando al reo ínter - 
poner aquel recurso para suspender su ejecución; 

Segundo:— Que si puede presentarse rarísimo caso de 
excepción no está en él Vargas; ni haría sino confirmar la 
regla que ha de observarse á este respecto; 


Se resuelve: 



« *-r 

1.'— Que no hay Jugar, á demanda de indulto ó de 


penal 


3|;« 

Art. 68 —La pena de muerte se ejecutará fusi- 
lando al delincuente, cu el lugar del inicio í R T 

s á 103, 109 ) (1.) - J uct0 - tK * 1 • 

Ai t. (59. Se suspenderá, la ejecución de la pena 
de muei te en la mujer preñada, hasta cuarenta 
días después del parto; y en el que hubiese perdido 
madre, padre, hijo ó cónyuge, hasta quince días 
después clel fallecimiento. En estos casos no se ha- 
rá saber la sentencia, sino cuando hayan trascu- 
rrido los términos de la suspensión. 

Art. 70. — Si muchos reos de un mismo delito 
MiGsen sentenciados á muerte, se observarán las 
siguientes reglas ; - . * ... 

’ . 1. a El cabecilla será ejecutado siempre; asi- 
mismo el co-autor, si solamente fuese uno. 


conmutación de pena, durante el receso del Poder 1 legis- 
lativo; 

2. ° — Que en el raro caso de excepción, no será acorda- 
da sin el previo dictamen del Supremo Tribunal de justi- 
cia, acerca de ella; 

3. ü — Que sea devuelto este expediente al Prefecto de 
Caj amarca, para que disponga el inmediato cumplimiento 
de la sentencia que im] »one al citado reo la pena de muer- 
te por el delito de triple homicidio, observando lo dispues- 
to en el artículo 184 del Código de Enjuiciamientos Pe- 
nal. 

Regístrese y publíquese. 


Rúbrica de S. E. 


Lonym. 


(1) La suprema resolución de 8 de Lebrero de 18 _ 

expedida de acuerdo con lo opinado por e q ' - Pífeme se 
Excma. Corte Suprema dispone que en os c ■ . . ■ 

imponga la pena de muerte ‘‘se dé sin 
“ mitiendo un testimonio de la sentencia j . dispo- 

sxsgssm s* «■p»'**” 
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ejriDic.ü 


2 . a SÍ los autores, 


lucra del cabecilla, iuesen 


ñtíS ó más, hasta diez inclusive, se sorteara uno pa- 
ra que súfrala pena junto con el cabecilla. 1 )^j| 

{ 1 ) El sorteo está reglamentado por la ley de 21 de 
Enero de 1S7Ü cuyo tenor sigue: 

Considerando : 

Que es necesario reglamentar el sorteo de los condena- 
clos á la pena capital; 

I-Ia dado la ley siguiente : 

Artículo único. - En el ¡torteo de que se ocupan los in- 
cisos 22 v 3." del artículo 70 del Código 1 enal, se obsei \ a- 

rán las reglas siguientes : t i - „ i i 

1 a Constituido ei juez de la causa, en el local ele su. 

despacho, con asistencia" del agente ó promotor fiscal, de 

los defensores de los reos, de dos testigos y del actuario, 

este procederá á escribir el nombre y apellido de cada mío 

de los reos condenados á muerte, en cédulas distintas, que 

rubricadas por el juez, se depositarán una por una en una 

ánfora que se tendrá al electo, después de manifestar á los 

concurrentes que está vacía. 

2 . a Cuando falten ó no estén presentes los defenso- 
res de los reos, los testigos que concurran al acto serán 

cuatro. 

3. a El juez designará de entre 'as personas presentes, 
la que deba extraer la cédula 6 cédulas que determinan 
los incisos 2.° y 3.° del citado artículo 70 del Código Pe- 
nal en sus respectivos casos; debiendo ser ejecutado el reo 
ó reos cuyos nombres aparezcan en la cédula ó cédulas 
extraídas. No se permitirá que la persona que extrae las 
cédulas del ánfora las vea al practicar la operación. 

4. a Verificado el sorteo, se extenderá en el proceso el 
acta correspondiente, indicando en ella el orden en que se 
extraiga las cédulas y todas las circunstancias que ocu- 
rran; v será firmada por el juez, los defensores y los testi- 
gos. En seguida, se remitirá á la autoridad política una 

copia certificada del acta extendida, para la ejecución de 
la pena. 1 

5. Si antes del sorteo falleciesen uno ó más délos 
condenados a muerte, sus nombres se escribirán, no obs- 

an e, en las respectivas cédulas, 3 ^ se depositarán en el añ- 
ora. v i a gimo o algunos de éstos resultasen designados 


1ULXAL 


41 


Si los reos lucseii más de diez 


, se sorteará 


con- 


pot la suerte, sólo se ejecutará la pena capital en los 

extraídas. Uy ° S ^ aparezcan en &« demás ccw. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Dado en el Palacio Nacional, en Lima á 21 de Enero 


de 1879. 

Mariano I. Prado. 
Mariano Felipe Paz-Soldán. 


1 toducido el caso de falleciixucneo de uno de los con- 
denados á muerte después de sufrida por algún tiempo la 
pena de penitenciaría y quedando sólo uno de los que de- 
bían entrar en el sorteo, éste se suspendió á mérito de la 
siguiente resolución legislativa : 

Excmo. Señor: 






El Congreso, considerando que la pena de muerte im- 
puesta á los reos M artín La-Valle y José Núñez, no ha 
podido ejecutarse, por no estar designada la forma en que 
debe verificarse el sorteo á que se refiere el artículo 70 del 
Código Penal; que por esa deficiencia de la ley, la Excma. 
Corte Suprema le ha elevado la consulta respectiva; que 
durante el tiempo trascurrido ha fallecido José Ntiñez, y 
el otro reo Martín La-Valle ha sufrido por más de ocho 
años la pena de penitenciaría; absolviendo la consulta de 
la Excma. Corte Suprema, ha resuelto: que el reo Martín 
La-Valle quede exento del sorteo, y que continúe en la Pe- 
nitenciaría por el tiempo que le falta para cumplir esta 
pena en cuarto grado, haciéndose extensiva esta resolu- 
ción á todos los que, hasta la fecha en que se promulgue, 

se encuentren en igual caso. . . , : 

Lo comunicamos á V. E. para su conocimiento y cLe*i| 

más fines. 

Dios guarde á V. E. 

I. de la Riva Agüero, Vice-Presidente del Senado. 
Camilo N. Carrillo, Presidente de la Camara de Di-| 

potados. ^ 

José V. vinas, Secretario del Senado. , , 

Nicanor León , Secretario de la Camara de Diputados. 

Lima, Enero 20 de 1879. 

Cúmplase, comuniqúese publíquese 

Rúbrica de S. E. 


6 


Paz-Soldán. 
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imo ñor cada decena; y si pasasen de cincuenta se 
sortearán de tal modo que nunca sean ejecutados 

más de cinco, fuera del 

4 a Los reos que pollas disposiciones ante- 

ñores salven de la pena de muerte, sufrirán la de 

penitenciaría en cuarto grado. ^ 

Art 71 La pena de penitenciaria se cumplirá 

en el establecimiento de este nombre con sujeción 

á su reglamento especial. (J. M. -) ^ 

Ar ° 72 —Las penas de cárcel y reclusión, se 

cumplirán en la capital . leí respectivo departamen- 
to en las casas públicas denominadas carec es. 
( Const. 19, R. T. 3í7 y sig. J. 1VI. 1312 ) 

Art 73 _Los condenados á cárcel, estarán su- 
jetos ai trabajo que se les imponga, con sujeción al 
respectivo reglamento. 

Los condenados á reclusión se ocuparán en el 
trabajo que elijan dentro del establecimiento, siem- 
pre que sea compatible con las disposiciones regla- 
mentarias. 

Art. 74.— La pena de arreste mayor se cumpli- 
rá en la capital de la respectiva provincia, y la de 
arresto menor en la del distrito. 

Art. 75f— Ip producto del trabajo de los conde- 
nados á peniten ciaría, cárcel ó reclusión, se aplica- 
rá: en primer lugar, á indemnizar el gasto que cau- 
sen en el establecimiento; en segundo, á satisfacer 
la responsabilidad civil; 3 ' en tercero, á procurarles 
algún auxilio y á formarles un ahorro, cuyo fondo 
se les entregará cumplida la condena. 

Art. 76.—Las mujeres cumplirán las penas de 
cárcel, reclusión y arresto, en lugares ó departa- 
mentos distin t os ó separados de los que corres - 
pondan á los hombres. (R. T. 383 ) 

; § Art. 7 i . La pena de expatriación se ejecutará, 
expulsando al con leñado íuera de la República por 
el tiempo de la condena. ( J. M. 617 ) 

Art, 78. La pena de confinamiento se eumpli- 
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rá dentro del territorio de la República, en el pue- 
blo ó provincia que elija el reo, con tal que diste 
del lugar donde se cometió el delito, cincuenta le- 
guas por lo menos. (J. M. 617 ) 

Si el reo prefiriese salir de la República, el con- 
finamiento se convertirá en expatriación por el 
mismo tiempo. 

Art. t 9. La inhabilitación absoluta produce’ 

(J. M. 186) 

1. ° La pérdida del empleó ó cargo público 

que ejercía el penado, aunque provenga de elección 

popular; | 

2. ° La incapacidad de obtener empleos públi- 
cos durante la condena; = j 

3. ° La privación de todos los derechos políti- 
cos, activos y pasivos; i 

4. ° ! va suspensión durante la condena, del de- 
recho de solicitar jubilación, cesantía ú otro goce 
análogo, por servicios anteriormente prestados. 

Art. 80.— La inhabilitación especial para em- 
pleo ó cargo público produce la privación leí em- 
pleo ó cargo sobre que recae, y la incapacidad de 
obtener otro del mismo genero durante la con- 

i j ,, ; i - ;• 

La inhabilitación especial para derechos poli 
ticos, produce la incapacidad de ejercer durante la 

condena aquellos sobre que recae. 

Art. 81.— La destitución se cumple, privando 

aí penado del empleo ó cargo público fi ue 

Art S2 —La suspensión de empleo o cargo p - •> 
blico se cumple, impidiendo que el penado lo ejerza 

aii; E í= ccl 

durante la condena, dd derec oce p 


tirante id cuuucua, , * +n i ni1P i e conce* 

( C. 284 ), de la ^presentación mantd 1 

den las leves civiles (L. 28 i> 1. ), üe * 
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ciúi, de sus bienes y del derecho de disponer de ellos 
por actos internos salvo los casos en que la ley 

imita estos efectos. ( J. Al. ' • •) j a nu _ 

irt 84 — La sujeción a 'a vigilancia ocia au 

toridad impone al culpable los deberes siguientes : 

(J. M. 188 ) . • • ' .• ¿ 

1 ° No variar de domicilio sm conocimiento 

de la autoridad encargada de sUvigüancia; 

9 o Pj-cgciltíU‘SC el lcl ílUtOl ícleld Cll loS cllelS que 

ésta le designe; , 

•j ° í birle cuenta de su ocupación, y acioptai 

alguU trabajo íí oficio si no tuviese lenta para sub- 
Sistir. 

Art. S 5. — ;^a reprensión se liara por el juez an- 
tes de la liora de despacho, a pi esencia clcl actúa 
rio de la causa y del ofendido ó de un testigo. 

Art. 86.— La caución se cumple, prestando lian- 
za á satisfacción del oíendido, o del juez en caso de 
negativa temeraria; y la multa, erogando la cuota 
respectiva. (J. M. 195 ) 

La multa se aplicará á indemnizar la responsa- 
bilidad civil; y si no la hubiere, ó fuere éstam enor 
que aquella, á beneficio délas respectivas cárceles, 
en el todo ó en la parte excedente. 


SECCION SEXTA 

i 

Del modo de hacer efectiva la responsabilidad 

civil. 

Art. 87. La responsabilidad civil establecida 
en el título 2° sección 3. a de este libro, comprende: 

(P. 18, 92,93,98) 

1 - o La restitución de la cosa; (P. 88 ) 

o*o f e P arac idw del daño causado; ( P; S9 ) 
o. La indemnización de perjuicios. ( P. 90) 


penal 


ir* 


Art. 88.— La restitución se hará con la misma 
cosa aunque se halle en poder de un tercero salvo 
el derecho de éste si fuese inculpable para reclamar 
su valor contra quién corresponda: O 

Si la cosa no existiese ó la hubiese ganado por 
prescripción un tercer poseedor, la restitución se 
hará con el precio corriente de ella, agregándose el 
de estimación si lo tuviere. 

Art. 89— La reparación se hará, valorando la 



entidad del daño, por medio de peritos si fuere 
practicable, ó por el prudente arbitrio del juez. 

Si el dueño prefiriese el valor total de la cosa, 
se procederá como en el párrafo final del articulo 
anterior, pasando la cosa á la propiedad del res- 
ponsable. 

Art. 90. — La indemnización de los perjuicios 
comprende, no sólo los que se causaron al ofendido; 
sino también los que, por razón del delito, se hubie- 
sen irrogado directamente á su familia ó á un ter- 
cero. Su regulación se efectuará prudencialmente 
por el Juez en defecto de prueba pleum 

Art. 91.— La restitución, reparación e indemni- 
zación se llevarán á efecto por la vía de apremio y 

pago. (J. M. 672, E. G. fl 98, E. P. 183) (1) 


í 1 ) El Juez competente para hacer efectiva la respon- 
sabilidad civil es el mismo que entendió en la causa crimi- 
nal de qué dicha responsabilidad procede. 


Corte Suprema 


Exorno. Señor: 






Donjuán de la 

r su esposa dona J. L., P () t - .. í -i 'i' orre una fin- 

ente en haber hipotécalo . j a conclusión del 

a de propiedad de aquella. A , . cortar el juicio 

iroceso, talleció -C. y la .sen vnen abUk1íld civil de 
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¡L 92 S-Lá responsabilidad civil grava so i- 

il ariamente sobre todos los culpables. ( C 2204 ) 
al El juez asignará, sin embargo, a cada de_lm- 


sabiendas hubiese ap señor La Torre había sido 

pero sí, que con e «» d X señora por dos mil so- 
S'^otaK bie^taónsideración/ la absolvió de 
infancia y la condenó á restituir la suma indicada con 

SUS Obtenida la ejecutoria, donjuán de la Torre demandó 
su cumplimiento en la vía ejecutiva, y entonces la L. de- 

brocado en los derechos del primitivo acreedor hipoteca- 
rio y une de esta condición resulta solo una acción civil; 
eme ño se trata de una responsabilidad proveniente de de- 
lito porque ella ha sido absuelta; y que, en todo caso, los 
Tueces del Crimen deben contraerse al conocimiento y de- 
cisión de los juicios criminales y no de los civiles. 

\'A Juez de la causa, en observancia estricta del articu- 
lo 250 del Código de Enjuiciamientos, rechazó de plano la 
declinatoria; pero habiendo entablado una queja la de- 
mandada, la Corte Superior, en el auto de vista de fojas... 
ha declarado que la acción de la forre es meramente ci- 
vil, y que debe remitirse á uno de los Jueces de este ramo, 
apa re i acia icón u na copia déla sen tencia . 

Sobre el mérito de este auto, versa el recurso de nuli- 
dad interpuesto por La Torre. 

No cabe discutir, en el caso actual, que la acción de 
La Torre no procede de una acción civil, desde que laL. 
ha sido absuelta en efecto. Pero esta circunstancia no tie- 
ne ninguna relación tle necesidad con la competencia ó in- 
competencia del juez que expidió el fallo, cuya ejecución se 
solicita. 

La responsabilidad civil que proviene de un delito, no 
está reducida á la indemnización á que tienen derecho las 
víctimas de el; comprende, además, la restitución de la co- 
sa, sea que se halle en poder del delincuente ó en poder de 
un tercero . 

I 

Cuando esto sucede, la restitución demandada al te- 
nedor, no emana de su responsabilidad criminal; y sin em- 
bargo, es consecuencia necesaria del proceso y forma par- 
te de él, porque el objeto de los juicios criminóles no que- 
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^^ 7: ” — — - i-^Auuuuai que le corresnonrin 

atendiendo a su culpabilidad y facultades y allu 

7° q "± “l rC 'T ado; f fin que pueda pe- 
dir reintegro el que luciese el pago. 1 


satisfecho sin el restablecimiento mate- 


a 
mis- 
ser 


La ley prescribe, ( artículo 91 del Código Pena! 1 „„„ 
la restitución, reparación é indetndización, se llevarán ! 
efecto por la vía de apremio y pago; v desde que ella r 
ma su¡ .one, en el articulo 88, que larestitución puede ,e, 
dirigida con launteieero, aun cuando sea inculpable no 
hay motivo para formular distinciones v pretender que 
esta última acción es de naturaleza distinta. 1 

Adem a s ,1 a calificación de un 'retín cu te civil que a tribu- 
ye la Corte Superior á la demanda coactiva de La Torre 

* -a | m ti ™ jr * i vi. 

carece de sentido. 

Toda acción que no esté puramente destinada á per- 
seguir el castigo del culpable, toda acción entablada pa- 
ra reivindicar una cosa, obtener una reparación material 
ó una indemnización es siempre una acción civil; sea ó no 
su causa eficiente un delito castigado, sea incoada contra 
el culpable o contra un tercero. 

Lo que pasa es que hav acciones civiles que están na- 
turalmente subordinadas á las crimínales; y por eso el 
Juez que conoce de éstas, es el llamado á decidir aquellas 
y á cumplir su decisión. A esta cíase pertenecen las de res- 
titución deque se ocupa el citado artículo 88, la de respon- 
sabilidad civil contra los padres ó guardadores por los de- 
litos que cometen los menores, y contra los patrones, 
maestros ó directores de empresas industriales, poi los 
que cometen sus domésticos, oficiales o dependientes, } en 
fin, la misma acción de indemnización y de reparación de 


daño, contra los delincuentes. . . . 

Para subordinar tales acciones á las criminales, aun 


en ia ejecución, la ley ha tenido en cuenta la eon\ emencia 
. 4. . i ■ i - í_ a» Pie cuestiones v la ra- 


de no dividir la unidad jurídica de Lis cucsbiones y la r.-t- 
zón general de la mayor habilidad del Juez que *■ j — 


ciadS'uña causk para proveer el cumplimiento de sus 
mandatos. . tQ del art!clll? l§3 del «digo de 


Jbste es el tunaameinu uu a> :: - , 

Enjuiciamientos Penal, cuya presenpeio ^ cu£Q- 

siguiente : toda sentencia ejecuto ía "f _ instancia Que 

plir inmediatamente por el Juez c epi 

hubiese conocido de hi cansa. 
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a t|- qq — La resjpcnisabilidad civil pasa a los 
trasmite á los herederos del ofendido. (( — .~0J ) 

Art <14 —La obligación de indemnizares preie- 

rente á todas las que contrajere el responsable des- 
pués de haber cometido el delito. 


SEPTIMA SECCION 

De la, prescripción en materia penal. 


Art. 95.— ( Modificado por la ley del 21 < le Sep- 
tiembre de 1901 ). ( 1 ) — El dei echo de acusai 
prescribe: : j. M. 22 L 

Si ha de respetarse este artículo, no e ; s discutible que, 
á falta de otras razones, bastarían sus términos para no 
permitir que se separe á un juez de la ejecución del fallo 
dictado por él. 

Cree, en consecuencia, el Adjunto que VE. debe decla- 
rar la nulidad del auto de vista de fojas... y reformándolo, 
confirmar el de fojas... declarando infundada la queja de 
doñaj. L. 

Lima, Octubre 6 de 1S96. 

Alzamora. 

Lima , Noviembre .7 de 1890. 

Vistos: de conformidad con el dictamen del Ministerio 
Fiscal, cuyos fundamentos se reproducen, declararon ha- 
ber a ii Helad en el auto de vista de fojas... su fecha y re- 
formándolo confirmaron el de primera instancia de fojas... 
su fecha...... que declara sin lugar la excepción deducida 

en lo principal del recurso de fojas... y los devolvieron. 

Sánchez — Loayza — V elez — Espinosa— Lama— Solar 

Figueredo. 


(1) Ese artículo está modificado por la ley cuyo te- 

Oí rm a * L 


ñor sigue : 


El Congreso, etc. 

Considerando : 

Que es necesario uniformar la jurisprudencia práctica 
en la paite i dativa a la prescripción penal. 


es. 


PENAL 


los o P ch o Sr que mcrezcan P ena de muerte, á 


cel, á WdÍco 1 * * * S ^'os mereZCan P enite neiaría o ear- 



tiene 
1S ) 


^ Jp® demás delitos en que elMíníc+ * n 
) eicusai, a los tres años; ( E. p 


nisterki Mi| 

ano entre ausentes- ( E 1 > pg y P ie sent|s, y al 

8Íg . f ° r laS f ' a,t£ls - ’ á treinta días. ( E. P. 372 y 

diez y ocho años; P ( J^L^SIS) 61 tC prestnl:>e 4 los 

con¿na2on S .r UlS ’ 't° r , un í iem P° ¡goal al de la 
concluía, con el alimento ele dos años; 

meses^ aplicadas P or las faltas, á los seis 

En multa, á los cinco años. - 2*3' 

-El término de la prescripción eomien- 


Ha dado la lev siguiente: 

Artículo único Modifícase el artículo 95 del Código 
Penal en los siguientes términos : a 

Artículo 95. — La acción penal prescribe: 

Por los delitos que merezcan pena de muerte á los ocho 
anos; 

Por los dolaos que merezcan penitenciaría ó cárcel á los 
cinco años; 

Por los demás delitos en que el jVIinisteria Fiscal tiene 
obligación de acusar, á los tres años; 

Por los delitos en que no debe intervenir el Ministerio Fis- 
cal, á los cien días entre presentes, y al año entre au- 
sentes; ; 

Por las faltas, á los treinta días. 

Comuniqúese, etc. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, A los 21 días 
del mes de Septiembre de .1901. 

Eduardo L. de Romana. 

Lhardo A humor a. 

7 
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za á contarse : f^fparlíls 

=r snsá «a&W« ® «■ 

224? ) . , « 

- — - — ■ * < . tir v ep i jiicílc aducir contifi el cjiiC' 

( 1 ) La presen ] «t P en j u i c i am iento criminal, 

reliante cuya denuncia ongi ‘ J de „ Anales j ucli . 

V. el caso inserto en la fag.^íoe 

cíales ” correspondiente a lJOo. 

* (2 ) El auto que declara la prescripción debe elevarse 

en consulta. V. la nota del ait. 1-1 del C. L. 


7 a i Tnieiada la acción criminal, el término prescriptivo 
se cuenta desde la última diligencia. Así lo hadeclaraxlo la 

dcHomo P dé -inales Judiciales” de 1905, y en el si- 

guíente : „ _ 

Excmo. Señor : 


En la tarde del 29 de Septiembre de 189 S, ocurrió en 
la hacienda “ Muyuquiri ” una violenta riña que ocasio- 
nó lesiones graves; por lo cual se subsánelo el correspon- 
diente sumario que terminó con el mandamiento _de prisión 
expedido contra Juan Manuel Delgado y Santiago Fer- 
nandez Baca. ... -i r\ í u 

■ El proceso quedó de ' techo n < i ei i in ¡ ■ 14 t - í ' 1 1 '■ ¡ ; ! 

de 1901 con la última diligencia de f. 205 y se reanudó en 
Julio de 1905 con la nota subprefectural de í. 209; motivo 
por el que Delgado dedujo la excepción de prescripción A 
que deñere el auto confirmatorio materia del recurso. 

Fundase ese auto en el transcurso del tiempo señalado 
por la ley, á partir del día en que se cometió el delito. 

A mérito de la modificación que en el art. 95 del C. P. 
hizo la ley de 21 de Septiembre de 1901, el término de la 
prescripción comienza Acontarse para la acción , ya sin 
las dudas que hasta entonces promovieron controversias, 
desde la fecha del acto punible. 


Si pues en él presenté juicio la reterida acción penal 
fue efectiva A raíz de los sucesos, es obvio que éstos no de- 
terminan la época inicial porquetas actuaciones interrum- 
pen el plazo conforme Alas reglas del derecho, impidiendo 
presumir el olvido de la sociedad ofendida y sufrimientos 
expiatorios del reo en que únicamente descansa la teoría 
de la institución extintiva de responsabilidad. 

Si aquella ¡echa del acto delictuoso fuese fatalmente 
Ja base del cómputo, adquiriría la chicana un vigoroso es- 
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Si antes de vencido el término, comete el reo 
otro delito de la misma especie ó que merezca igual 
ó mayor pena, la prescripción queda sin efecto"? 


tímulo; y concluirían por prescripción sin castigo repara- 
dor, con escarnio de la vindicta publica, los más de los 
asuntos criminales, inclusive los con reo entre rejas. 

Sólo comienza ese término A correr de nuevo desde la 
última diligencia , cuando por decidía principalmente im- 
pu a ble al Al misterio Fiscal, cesa en lo absoluto el estré- 
pito forense y renacen las presunciones en pró del culpa- 
ble. ' ^#ííl 

Pero tal emergencia no favorece A Delgado porque en 

1905 en cuyo mes dé ( >ctubre continuó el procedimiento 
suspenso en 1 901, no habían fenecido los 5 años que exi- 
ge el art 95 del C. P. en Sos casos por delitos que, como el 
originario de este litigio, traen pena de cárcel. 

Es pues notorio el yerro en que ha incurrido la Iltma. 
Corte Superior ilel Cuzco, á pesar de los legales fundamen- 
tos del voto discordante del señor Vocal Dr, Chávez Fer- 
nández. ..... jj 

El Fiscal concluye que h ay nulidad enel auto de vista; 

por lo que reformando o y revocando el de primera ins- 
tancia, VE., debe, salvo mejor acuerdo, desechar la arti- 
culación de prescripción interpuesta por Delgado. 


Lima, á 6 de marzo de 1906. 


Seoane 


Lima , a A de Abril do 1¡W6. 












Vistos: de conformidad con lo opinado por el señor 
Fiscal y por los fundamentos de su dictamen, que ser - 
producen; declararon haber nulidad en e a , , 

Se f. 222 V., su fecha 24 de Octubre último; Sg5gftg |‘ Z 

&SS*» Sí trXSSB?** . 




'• - 






Espinosa— Ortiz de Zevallos— Vielaran Eopg|^g| 
Figueroa. 


( 4 ) El término I*#!*® 

con la fecha de la rendición ele cuentas, a 

do la Corte Suprema en el siguiente easo. 
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¿rt 98 —La acción qtie procede de la respon- 
sabilidad civil, por delitos ó faltas, prescribe á ios 
diez afros entre presentes y a los veinte entre au- 
sentes. ( C. 564 ) 

En caso de muerte del responsable, se observa- 
rá lo dispuesto en el artículo 93. 


Excmo. Señor: 

Iniciado juicio criminal por malversación de bienes de- 
partamentales contra M., éste dedujo artículo de pres- 
cripción que la Corte de Arequipa ha declarado fundado, 
revocando el auto de l.“ Instancia. 

Apóyase el revocatorio en que M. fue recaudador has- 
1896; por lo cual en 1902, en cuyo año inicióse el sumario 
habían trascurrido más de los tres que la ley- requiere pa= 
ra libertarle de enjuiciamiento. 

Consistiendo la malversación en la apropiación de 
fondos por quién los maneja, no puede comprobarse mien- 
tras continúen dichos fondos en poder del cuentadante, 
sino después de su cesación en el cargo, cuando rinda 
cuentas v entregue el saldo. 

La rendición señala en efecto la fecha en la cual queda 
consumada la apropiación de la suma de menos, ó sea en 

que se comete aquel delito especial, salvo el caso de corte 

y tanteo. 

La Corte ha pues incurrido en error al tomar la sepa- 
ración del empleo como liase para el cómputo; así como 
am nen el Juez ele 1/ Instancia, al considerar como tal 

oficinas 0 ''" 1 a 0|l ° Ca dC rcsultail ° ,le ,a liquidación en las 

, u A T fr í 2 íf ,lcl expediente acompañado, el Tesorero 

Oc Ck ‘>f°™ a certifica que en 

uqgb H. de 1 M>3 estaba conocido el saldo á cargo de ¡VI. 


Sfd?S¡Í q ^ CÍOU f S ™ 1( t *®Meho tiempo 
ínTsmo cuadcrno ™ PUeSt ° se S to “asta á f. 12 del 

más E tarde enS^v' 1 '" 1 ^ b cue,lta rendida cuando 

de 

los 194, 195 P ri96 n deft ‘ P 10J Í de l° s artícu- 

M. trae la pena de reclusión t, 1 °. a VCrSack 'i 11 im P utada ¿ 
penal prescribe a los tres aflos. tlvo por el c l ue la acción 


LIBRO SEGUNDO 


De los delitos y de sus penas 


p 

SECCION PRIMERA 

De los cielitos contra la Religión. ( Const. 4) 


Art. 99. — La tentativa para abolir ó variar en 
el Peni la religión católica, apostólica, romana, 
será castigada con expatriación en primer grado. 

(P. 34, 36, 77)- 

Si de la tentativa resulta sedición, motín u 
otro delito (P. 133, 138) que merezca pena ma- 
yor, se observará lo dispuesto en el articu o 


Está pues arreglada á ley la 
revocatorio que declara iundada * ‘ f ¿ ° ent ’ os del 
, por sus considerandos, sino por los lunaamc 

e Tnnlit t o de e "o expuesto el Adjunto ^ a que no bg 
didad en dicho auto del 4 de Agosto ultimo 

f. 19. ■ 
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Art. 100.— El que celebre actos públicos de un 
culto que no sea el de la religión católica, apostó- 
lica, romana, será castigado con reclusión en pri- 
mer g rado. i Const. 4, P. 34, 37, 72 ) 

Si reincidiere, sufrirá expatriación en primer 

grado. (P. 34, 36, 77) c 

Art. 101 —El que profane la sagrada forma de 

la Eucaristía, en el templo ó en cualquier otro lu- 
gar público, sufrirá reclusión en tercer grado. 

Art. 102 —El que profane imágenes, vasos sa- 
grados ú otros objetos destinados al culto, sufrirá 

reclusión en primer grado., 

Art. 103.— El que violentamente y con escán- 
dalo impida el ejercicio del culto público, sufrirá 
reclusión en segundo grado. 

Art. 104— El que con palabras ó hechos, es- 
carnezca públicamente alguno de los ritos ó prácti- 
eas déla religión, será castigado con arresto ma- 
yor en segundo grado y multa de diez á doscientos 
pesos. ( P. 34, 38, 53, 74 ) 

Are. 105. — El que maltrate de obra á un sacer- 
dote, en e; templo ú otro lugar público, cuando se 
halle ejerciendo las funciones de su ministerio, su- 
frirá reclusión en primer grado. 

Si le ofejicle con palabras, la pena será arresto 
mayor en segundo grado. 

Si el maltratamiento fuere de los que tienen pe- 


| ||t y - • Lima , & 6 de Octubre de 1902. 

\ istos , de conformidad con el dictamen del Ministerio 

i , ' , ' r se reproducen, declararon no 

haber nulidad en el auto de vista de f. 19, su fecha 4 de 

Agosto último que revocando el de 1.» Instancia de f. 12 

v., su fecha 30 de Abril de este año, declara fundada la 

excepción de prescripción deducida á f. 6 por M.; y los de- 
volvieron. 

Loayza Espinosa Castellanos — Ortiz de Zeyallos — 
Ribeyro. 


PENAL, 


Obi 


na determinada, se aplicará ésta, aumentada en 
un grado, i 

Art. 106. — El que exhume cadáveres para mu- 
tilarlos ó profanarlos de cualquiera otra manera, 
sufrirá caree! en primer grado, si llega á consumar 
la mutilación ó profanación; y si no, arresto ma- 
yor en cuarto grado. (P, 34, 37, 72 ) 4 

Si la exhumación se verifica con cualquier otro 
fin, sin licencia de la autoridad, se impondrá arres- 
to mayor en primer grado, (P. 34, 38, 74 

Art. 107. — El que profane los templos ó cemen- 
terios con actos inmorales, sufrirá arresto mayor 
en primero ó segundo grado, ó multa de cincuenta 
á doscientos pesos según la gravedad de la profa- 
nación. ( P. 53 ) 


SECCIÓN SEGUNDA 

De los delitos contra la seguridad exterior 

del Estado, ( 1 ) 

TÍTULO 1 

DE LOS DELITOS DE TRAICION A LA PATRIA (P. 52) (2) 

Art. 108.— Cometen delito de traición' (J. M. 

221 ) ‘ . 

—1 ) Los Fiscales y 

te obligados a promover el juic _ miesto en peligro 

¡ñss? i.* «S & irtt ssss 

— ( 2 ) Por causa de ese delito el Presidente 

blica puede ser enjuiciado durante que per- 

—Los peruanos y extranjero sujetos a la 

jurisdicción criminal de la - a | os delitos de 

tj pereona 

instruyan. ( J, M, H § 1* ) 




56 


CÓDIGO 


12 El peruano que entregue 6 trate de entre- 
gar su patria á una potencia extranjera; 

22 El peruano que torne las atinas bajo hon- 
deras enemigas para atacar la independencia 6 la 
integridad de la patria; 

32 El peruano que entregue á otro Estado 
algún departamento, provincia ó distrito desmem- 
brándolo del territorio nacional; 


4.° El peruano que entregue á los enemigos 
de su patria alguna ciudad, fortaleza ó fuerza ar- 
mada naval ó terrestre; 

52 El peruano que incite á úna potencia ex- 
tranjera á hacer la guerra al Perú, ó se concierte 
con ella para tal objeto; 

6.° El peruano que facilite á los enemigos de 
su patria la entrada en el territorio nacional. 

Art. 109. — ( cíe hecho sustituido por el art. 229 
del C.J. en razón de estar comprendidos todos 
los casos del ant. en el art . 229 del mencionado 
código) — Los reos comprendidos en los incisos 
1, y 2. del artículo precedente, serán condenados 
a cxpati íacion en quinto grado; los comprendidos 

en los demás incisos, á expatriación en tercei* 

grado. 


Ai L 110. Cometen también delito de traición; 

12 Los peruanos que favorezcan la toma de 

ciudad, fortaleza, embarcación, cuerpo de tropas ó 
almacenes de parque; 

2. Los peruanos que contribuyan á los pro- 
giesos del enemigo de su patria, suministrándole 
.inaniciones u otros elementos de guerra; 

. . k° s peínanos que revelen id enemigo no- 
ticias o k proporcionen documentos que conduz- 
can directamente á dañar al Perú; 1 

SKCSSffiSS quc lMbiese invacHdo 6 
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OI 


Ó ° 

e/ • 


Los peruanos que directamente impidan 
ó embaracen que las ciudades, fortalezas, puestos 
militares ó marítimos, embarcaciones ó escuadras 
de la República, reciban en tiempo de guerra los 
auxilios necesarios, las noticias ó documentos que 
sean útiles á la causa nacional; 

G.° Los peruanos que, en estado de guerra, 
seduzcan oficiales, soldados ó marineros, para que 
se pasen al enemigo de la patria ó deserten de sus 
banderas ó cometan cualquier otro acto de trai- 
ción. 

Art. 111. — { de hecho sustituido , como e/109 
por el art. 229 del C. J. M. ) Los reos comprendi- 
dos en los incisos 12 y 2." del artículo anterior, se- 
rán condenados á expatriación en segundo grado; 
y los demás, á expatriación en primer grado. 

Art. 112.— Eli caso de reincidencia, durante la 
condena, los reos comprendidos en el artículo 108, 
serán penados con penitencian a; y los comprendi- 
dos en el artículo 110, con carchi, por igual tiempo 
al de la primitiva condena. Uíh 

Art 113 — Los empleados doda.fepública 
incurran en cualquiera de los. delitos expresac 
en los artículos IOS y 110, además de la pena se- 
ñalada, sufrirán la destitución dé sus empleos 

Art 114 —Los extranjeros que ataquen la in- 
.fcpct.ímcia á sotara.*. 

de los medios expresados en _ o& « m : smal , ena 
que los peruanos; y si 

reincidentes peruanos, dismnnud en dosgraa . 

A t -i i - _ei peruano que, llamado lc n a 

te á un servicio publico, c 1 insta causa, 

rior, huyere ó rehusare obedecer «n us a ^ 
será castigado con la pena de a! ¡esto mar 


ue 

os 


s 
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gando grado, smpeqmao ac 
tar el servicio, (i - óe> > 1 > 


de ser compélalo a pies- 


l ÍTULO II 


DE L0S OBUVOS QVB COMP— LA 

V , i 16. — Comprometen la independencia del 

EStaC Í» Los que ejecuten oficialmente en la Repii- 
blica bula breve, ó rescripto pontificio, o les den 
eurK>,_¿n cumplir con los requisitos que las leyes 

prescriben^ 1 ) ofic¡almentc ejecuten cualquiera 

orden de un Gobierno extranjero, que ofenda a la 

soberanía del Estado. , . • 

p^ r \- 1 ; 7. — Los reos comprendidos en el inciso 

l.° del precedente artículo, sufrirán una multa de 

doscientos á dos mil pesos. ( P. 53 ) 

Los reos del inciso 2.°, sufrirán la pena de con- 
finamiento en cuarto grado y la destitución ele sus 

empleos. ( P. 34 r 86i78 ) 

tj - > V j 


Í V 


rj | 


TITULO Iil 


DE LOS DELITOS CONTRA EL DERECHO DE GENTES ( 2 ) 


Art. 118. — Son reos de delito contra el derecho 
de gentes : 

( 1 ) Al Presidente de la República corresponde conce- 
der ó negar el pase á los decretos conciliares, bulas, breves, 
y rescriptos pontificios, con asentimiento del Congreso; y 
oyendo previamente á la Corte Suprema de Justicia, si 
fueren relativos á asuntos contenciosos. ( Const. 94 § 19 ) 


(2) Según el artículo 1 1 § 5 del J. M., la jurisdicción 

de guerra conoce de las causas que contra cualquiera per- 

sona se instruya por los delitos de derecho de gentes com- 

prendidos en los artículos 233 del mencionado Código. 


rtstí/VL 
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1 3 Los piratas* ( 1 ) J 

2. ° Los que, sin autorización del Gobierno; 
cometen hostilidades contra otra nación; (J.M, 

233 § l.°) 

3. ° Los que violan armisticio, tregua ú otra 
convención legítima del Perú con otra potencia; 

(J.M- 233 §23) 

4. e Los que violan el domicilio dé algún agen- 
te diplomático. ( J. M. 233 § 3.° ) 

Art. 119, — El jefe ó comandante de una em- 
barcación que ejerza piratería, será castigado con 
la pena de penitenciaría, en tei'cer grado; y los in- 
dividuos de la tripulación, con la misma pena en 

primer grado. ( P. 34, 35, 71 ) ( 2 ) 

F Art- 120.— Serán considerados y castigados co- 
mo piratas : 

13 Los corsarios cuyas naves pertenezcan a 
cualquiera de las naciones que hubiesen aceptado; 
los cuatro principios del Congreso de París; ( 3) 

23 Los corsarios que perteneciendo a una na- 
ción donde subsista el corso, no presenten ¡pi 


Clí 1 os | 2 * * S l% S t e 9 ) s3vo So de 

fíS sg&S» "" w d< 

otra potencia. ( E. I . 3, 7 ) — i 


(2) La ley de 

que se les manifieste ^ l * nunc ¡ a da por Juez competen 
sentencia ejecuto ñachi, i 9 

te. ( E. P. Í84 ) 


( E. P. 184) . „ niipnala presa marítima, 

La declaratoria de si es o n presas cuyos procedí- 

ae Abru * ? 
(3) Por ley ¿“kSi 


/ON Por lev de 5 de Octuore uc ^ Congreso 
aceptólos cuatro princi^os acorfa P d(;dara cor so 

\ oei5 ™ parís, de los cuales u 


de 1 856 en 
abolido. 
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legítima, ó cuyos actos carezcan de los requisitos 

necesarios para ser reputados legales, ^ 

3. a Los que ejecuten la expatriación de un 
ciudadano, sin que hubiere sido condenado a tal 
pena por los tribuna es de justicia déla Lepa ) ica. 

( Const. 20 P. 168 § 11, 12 E. P. 1S4 ) ^ 

Si fuere empleado el reo de este delito, siihua 

además la destitución de su empleo. 

Art. 121.— Los delitos especiales que cometan 

los piratas, serán castigados con uno ó dos térmi- 
nos más déla pena que la ley designe para tales 

delitos. . - 

Art. 122 —El que en territorio peruano trafica- 
re á sabiendas con piratas, será castigado con 
cárcel en cuarto grado. 

Art. 123. — ( de hecho sustituido por el artículo 
233 del C. /. M ) 1 ) El reo comprendido en el in- 

ciso segundo del articuló 118, sufrirá cárcel en ter- 
cer grado, si por consecuencia de su delito sufriere 
la República represalias : sise le declarase la gue- 
rra, sufrirá cárcel en quinto grado. 

Art. 124. — ( de hecho sustituido , como el ante - 
ñor, por el artículo 233 del C. /. M. ) ( 1 ) El que 
viole armisticio, tregua ó tratado, será condenado 
á carecí en tercer grado; v el que viole el domicilio 
de un agente diplomático, á arresto mayor en 
cuui to gi ado, por sólo el lieclio de la violación, i 2 : 


(1) hl artículo 233 
la de reclusión. 


del C. J. M . impone como pena 


( 2 ) El reo de delitos comunes que se asile en una T e- 
p ación, deberá ser entregado por el jefe de ella á las auto 
ndades locales, previa gestión del Ministerio de Relacé 

mu mmmÉ : por 
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SECCION TERCERA 


De los delitos contra la seguridad interior 

del Estado. { 1 ) 


TITULO I 


DE LOS DELITOS CONTRA LA CONSTITUCION POLITICA DEL 

ESTADO 


Art. 125. — La tentativa para destruir ó alte- 


rar por vías de hechos, la Constitución política del 
Estado, se castigará con expatriación en segundo 

grado. ' ■ ¿ §ll 

Art. T26.— El que publicamente y de una mane- 


ra subversiva desprestigie la Constitución del Es- 
tado ó incite á su inobservancia, sufrirá arresto 


mayor en tercer grado y suspensión de los derechos 
políticos por dos años. 






- 






{ 1 ) Los Fiscales y Agentes fiscales están wtncteM- 
:e obligados á promover el juicio de respo^e n *^ arQ 

ninal contra los empleados qtie lia van pu . mional 

a seguridad del Estado, invertido el oic" en c . j 28 

dañado la Hacienda pública. (Afrtjk** M 
- Sf-ntlemhr,. do 1868 inserta en el Apéndice. ) 
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TÍTULO II 


DE LOS DELITOS DE REBELION ( P. 52) { 1 ) 


Art. 127.— Cometen delito de rebelión, los fun- 
cionarios ó particulares que se alzan publicamente 

para cualquiera de los objetos siguientes . 

1. ° Variar la forma de Gobierno; (J. M. 239 

§ 1 ) 1 2 ) 

2. ° Deponer al Gobierno constituido; ( J. M. 
239 §2) 

3. ° Impedir la reunión del Congreso o disol- 
verlo; (J. M. 239 § 3) (2) 

4. ° Reformar las instituciones vigentes por 

medios violentos c ilegales; (J. M. 239 § 4 ) 

5. ° Impedir que las Cámaras funcionen libre- 
mente, ó que se practique la elección de electores, (3) 


ti) El C. J. M. establece la jurisdicción de guerra en 
los casos siguientes ; 

Art. 240.— 1 ai rebelión es delito militar, aún para los 
no militares, si concurre alguna de las circunstancias si- 
guientes : 

1. ' Que los rebeldes estén mandados por militares; 

6 que el movimiento se inicie, sostenga ó auxilie por fuer- 
zas del ejército. 

2. Que formen partida militarmente organizada v 
compuesta de diez ó más individuos. 

Q uc > ^nui formando partida en menor número de 
diez, exista en otro punto del territorio de la Nación otra 
partida ó fuerza que se proponga el mismo fin. 


t ^ 0S casos de los incisos 

de la República puede ser acusado 
( Const. 65. ) 


1 0 y 3.° el Presidente 
durante su período. 


gún la L délo dcNovíelWíler V< *° dh ' eCt0 ' ~ 


DEN AL, 
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la de Senadores y Diputados, Presidente y Vi ce 
Presidentes de la República. en un tercio ó más 
las provincias; ( J. M. 239 § 5 ) ( 1 ) ‘ s 


( 1 ) Considerando : 


1- Q« e formadas por unos pocos ciudada- 

nos, en algunos lugares de la República, desconociéndo la 
autoridad legal del Congreso, son un atentado contra el 
orden publico y contra la Constitución política del pTT 

do, é importan el delito de rebelión, consignado "n el im 

ciso 5.° del artículo 127 del Código Penal* 1 

2. ° One es deber del Cuerpo Legislativo prevenir seve 
ramente ese crimen, y dictar las medidas conducentes á la 
conservación de las instituciones; 

3. " Que los ciudadanos que, en cumplimiento de sus 
deberes, defienden el sistema constitucional, se hacen 
acreedores á los premios y recompensas que la justicia 
dispensa, y la gratitud nacional acuerda á sus buenos ser- 
vidores; 


lía dado la ley siguiente: 










1. ° Son reos del delito de rebelión y quedan, por con- 
siguiente, sujetos á las penas establecidas en el artículo 
132, {es decir , á las penas del artículo 2 de la ley deS de 
Noviembre de 1889) del Código Penal, todos los indivi- 
duos que inicien, secunden ó protejan, sea por vías de he- 
cho ó por medio de actos, el desconocimiento ó la resisten- 
cia al orden constitucional establecido en la República, 
representado por la autoridad legal del Congreso, el Eje- 
cutivo y el Poder Judicial de la Nación. 

2. ° E! Poder Ejecutivo procederá á la inmediata desti- 
tución y sometimiento á juicio de los funcionarios políti- 
cos que autoricen ó consientan las manifestaciones públi- 
cas que tiendan á la perpetración de este delito. ^ 

Art. 3.° Los generales, jefes y oficiales, estén ó no cm 
servicio, que incurran en algunos de los casos del aiticu of 
l.° de esta le 3 r , serán además borrados del escalafón S eae * 
ral del ejército y de la armada, así como privados fie to- 
dos sus derechos y goces ios empleados políticos, juc leía- 
les y de hacienda que se hagan reos del mismo crimen, y 

Art. 4.° El Congreso, y á su vez el i lobie: rno, acorda- 
rán las recompensas á que se hagan acreedores _ B . 
rales, jefes y oficiales del Ejército, de la Armada } ¿j 


<>!• 
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6 o Sustraer a la obediencia del Gobierno al- 
gún departamento Ó provincia ó parte de la fuer- 
va armada terrestre o naval; ( J. M » o ; 

7.° Investirse de autoridad ^ ^ntodesque 

no se hubiesen obtenido legaMente; s / ) 

Art 128— En los delitos de rebelión son reos 
de primera cíase: los que la proyectan y promue- 
ven; los que la organizan; y los que la tangen ( es- 
pites de haber estallado. 

Art. 1,29.— Sin reos de segunda clase: los que 
acaudillan la defección de tropas ó buques de gue- 
íTft, ó Iti sublevación de alguno o algunos clcpcii ta- 
meatos ó provincias, los generales y los jefes ó em- 
pleados políticos superiores que sirven á la rebe- 
lión. 

Art. 130.— Son reos de tercera clase: 

1. ° Los que fomentan la rebelión, .suminis- 
trando armas, caudales, municiones ó cualquiera 
otro elemento bélico; 

2. ° Los que coadyu van, imponiendo contri- 
buciones, haciendo reclutamientos, organizando 
la Guardia Nacional, ó promoviendo el levanta- 
miento de algún pueblo ó distrito; 

3. ° Los jgfes, oficiales y empleados inferiores 
que sirven á la rebelión; 

4. J Los empleados políticos, civiles ó ecle- 
siásticos, que, en band^, proclama, edicto, pasto- 
ral o sermón, inciten ai pueblo á unirse á los re- 
beldes. 


día Nacional y los domas ciudadanos que se distingan en 
la defensa del régimen constitucional. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

^ or tan ^o y no habiendo sido promulgada oportuna- 
mente por el Poder Ejecutivo, etc. 

Casa del Congreso en Lima, á 29 de Octubre de 1878. 

Camilo N Carrillo, Presidente del Congreso 
Augusto Altiiaus, Secretado del Congreso'. ‘ 
Manuel María del Valle, Secretario del C 


Congreso 


PENAL 


rv 1 l . lül. 


1, de 7a fcr de 8 

ÍSSfi? los. reos *£*??. ^4^ 
fnrán expatriación, en tercer 

ggr * ^ 

(1) Considerando: ’ 

Que los delitos contra la seguridad interior del Esta 
do revisten una gravedad one nn .* i , tySteL ' 

apreciada en los Códigos Penales* * ° ^^damente 

Ha dado la ley r siguiente: 

Art. 1. En los casos designados en los incisos prime- 
ro, segundo, tercero y cuarto del artículo 127 del Código 
Pena , ¡os reos de primera clase sufrirán penitenciaría ai 
tercei grado, los de segunda, penitenciaría en segundo 
grado, y los de tercera, cárcel en cuarto grado. ^ 

Ai t. 2. En los casos enumerados en los demás incisos 
del citado aiticuló 12 t , los i'eos de trímera clase sufrirán 
cárcel en tercer grado; los de segunda, reclusión en tercer 
grado; y los de tercera, reclusión en segundo grado. 

3 rt. 3.° En los casos comprendidos en los incisos pri- 
mero y segundo del artículo 133 del citado Código Penal, 
los reos de primera clase sufrirán la pena de cárcel en se- 
gundo grado; y los de segunda, reclusión en segundo 
grado. 

Art. 4." Los reos de delitos contra la seguridad inte- 
rior del Estado, son civil y criminalmente responsables 
por los homicidios y demás delitos privados que con oca- 
sión de aquellos cometieron. En la imposición de las pe- 
nas correspondientes á los delitos ele que se ocupa esta 
ley, los Jueces aplicarán el artículo 45 del Código Penal, 
t j. AI. 244 ) 

Art. 5.° Quedan derogados lo^. artículos 131, 132 y 
136 del Código Penal, 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. . 

I >ado en la Casa de Gobierno, en Lima a S de Noviem- 
bre de 1889. 

Andrés A, Cáceres. 

Guillermo A. Seoane. * i 

y 
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» í. i oo (Herooado: lo sustituye el artículo 

Art. 132 .— [ Clei 0 o o Asma anterior. ) 

2 de la misma ley ínsei - demás incisos del 

En los casos eiiumciac»!’ c clase sufrirán ex- 

artículo 127, los icos c p segunda, confi- 

patriación en primer g. ado los confi- 

namiento en tercer grado,? los 
namiento en segundo grado. 

TÍTULO III 

DE LOS DELITOS DE SEDICION ( P. 52, J. M. 248 , 

Art 133 -Cometen delito de sedición los que 
• rWmiocer al Gobierno constituido, se alzan 
públicamente para alguno de los objetos sigu.en- 

tCS: 1 ° Deponer á alguno ó algunos de jos em- 
pleados públicos del departamento, provincia o 
distrito; ó impedir que tomen posesiondel destino 

'los legítimamente nombrados o v . 

2 « Impedir la promulgación 6 ejecución de 

as leyes ó la celebración de las elecciones en alguna 

provincia ó distrito; . ti . 

1 3 ° Impedir que las autoridades ejerzan Li ni c- 

mente sus funciones 6 hagan cumplir sus providen- 
cias administrativas 6 judiciales; 

4. ° Ejercer actos de odio 6 de venganza con- 

tra la persona 6 bienes de cualquier funcionario 
público, ó contra alguna clase determinada de ciu- 
dadanos; , v .^ 

5. ° Allanar los lugares de prisión, o atacar a 

los que conducen a los reos de un lugar á otro, sea 
para salvar á éstos ó para maltratarlos. 

Art. 134 —En los delitos de sedición, son reos 
de primera clase : los que la proyectan y promue- 
ven, los que la hacen estallar, y los que la dirigen 
después de haber estallado. (1 ) 


( 1 ) Véase la ley inserta en la página anterior 


penal 
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Art. 135.— Son reos de segunda clase: los em- 
plead os subalternos de los sediciosos; los que coo- 
peran á la sedición o la fomentan con dinero, ar- 
mas ó municiones; y los que convocan á la multi- 
tud para que estalle y progrese. 

Art. 36 .—{derogado: lo sustituye el artículo 
3 de la ley inserta como nota al art . 131). En los 
casos comprendidos en los incisos primero y segun- 
do del artículo 133, los reos de primera clase sufri- 
rán confinamiento en segundo grado; y los de se- 
unda, reclusión en primer grado. 

Art. 137. — En los demás casos designados en 
el artículo 133, los reos de primera clase sufrirán 
confinamiento en primer grado; y los de segunda, 
arresto mayor en quinto grado. 


c r 


TITULO IV 

DE LOS DELITOS DE MOTIN Y ASONADA 

Art. 138.— Son reos de motín, los que, sin rebe- 
larse contra el 1 xóbierno m desconocer las autori- 
dades locales, se reúnen tumultuariamente para 
exigir de éstas, con violencias, gritos, insultos o 
amenazas, la deposición de algún funcionario su- 
balterno, la soltura de un preso, el castigo eun 

delincuente ú otra cosa semejante. 

Art. 139.— Cometen asonada, los que se reúnen 

en número que no baje de cuatro peí son as, pa^ 

causar alboroto en el pueblo, c°na ^ lU *^ r i PT1 va- 
que no esté comprendido en los delitos P re „ ^ 
ó para perturbar congrios, nijunas^P 
una reunión pública, ó la celebiacioi . ‘ n&rti- 
fiesta religiosa ó cívica; d para exigir 
culares alguna cosa justa ó mjus ^ * 0 , 

Art. 140.— Los cabecillas o promotwcs 

tía ó asonada, sufrirán reclusión/ P ° ■ 





os 
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y los demás reos, arresto mayor en tercer grado. 

1 P ' w 3 141 -La 'justicia de la petición con que se 
cattse'eí motín ó ia asonada, no cxmre c e responsa- 
bilidad; pero se considera como circunstancia ate- 

im án te . 



título y 


DISPOSICIONES COMUNES A LOS TRES TITULOS PRECEDENTES 


Art. 142.— Eli caso de disolverse el tumulto, 
sin haber causado otro mal que la perturbación 
momentánea del orden, sea que a dispersión se ve- 
rifique espontáneamente y de común acuerdo por 
los mismos sublevados, ó bien por obediencia á la 
intimación de la autoridad, sólo serán enjuiciados 
tos autores principales y el que hubiese tocado re- 
bato, y sufrirán dos grados menos de la pena que 
respectivamente les corresponda, según la especie 
del delito. 


Los demas cómplices quedarán bajo la vigilan- 
cia de la autoridad , de dos á seis meses: ( P. 48 ) 
Art. 143.— Se considerará como circunstancia 

atenuante, el que la reunión de los sublevados sea 
súbita y sin armas. 


Y it. 144.— Los empleddoá públicos que toma- 
1 . C11 | f í ¡ n cua l quiera de los delitos especificados 
2 f a Ü prudentes, Sufrirán además la pena 

■ ñol t Y 10 , 11 ' ° la d " mpmm de uno á cuatro 

‘ A’4 e iTr a y avtdad del delito. ( 1 ) 

tín ó asonnrlá 0vS reos de rebelión, sedición, mo- 

pedales que T delitos es ' 

en el ar ículo 45 ’ Servándose íg dispuesto 


( 1 ) Véase la 


Lota al art. 348 í 
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Art. 146.— Si no pudiese averiguarse quién de 

los sublevados cometió el delito especial, se hará 
responsable á los autores del tumulto. 

Art. 14 í . Los empleados que, estando encar- 
gados de conservar el orden público, no combatie- 
ren la rebelión, sedición, motín ó asonada, con los 

medios de que dispongan, serán considerados como 

cómplices. 

Art. 148.— Si los reos de rebelión ó sedición no 
pasaren de diez de cada clase, serán procesados y j 
sentenciados, ejecutándose en todos la sentencia. W 
Si fueren más de diez, todos serán igualmente 
procesados y sentenciados; pero la sentencia sólo 
se ejecutará en un número que no exceda de diez de 
cada clase, debiendo ser sacados por suerte. (P.70) 


TITULO VI 


DE LOS ATENTADOS Y DESACATOS CONTRA LA AUTORIDAD 






Art. 149 — Cometen atentado contraía auto- 
ridad, los c¡ ue emplean sobre ella, sin alzamiento 
público, intimidación ó fuerza, al tiempo de practi- 
car sus funciones o por consecuencia de haberlas 

practicado. 

Si el número de reos pasare de tres, el delito se- 
rá motín ó asonada, según los casos. 

Ar l . 150.— Si el atentado se cometiere con ar- 
mas, serán condenados los reos á reclusión en pri- 
mer grado. ( P. 34, 37, 72 ) , , 

Si se cometiere sin armas, la pam sera arresto 
mayor en quinto grado. (P- 34, 38, ) 

Art. 151 .-Se considera como atentado contra 

la autoridad, la extracción de los ro hecho 

sas de seguridad, por astucia, o * 

' i ,i„i ri ,. a tic mi si odie. ( P- 1/oJ 
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Ari. 1 52.— Cometen desacato contra la autori- 


dad : 

l.° Los que provocan 
amenazan á un funcionario 


á duelo, injurian ó 
publico, á causa del 


Ejercicio de sus funciones, . , . . 

2 0 Los que causan grave perturbación del 

orden en los fuzgados ó Tribunales, y en donde 
quiera que las autoridades públicas esten ejercien- 
do sus funciones; > 

3 # ?; — Los que entran armados, manifiesta u 

ocultamente, al salón de sesiones del Congreso ó 

de cualquiera de las Cámaras; 

4 a— L os que impiden que un Representante o 

funcionario público concurra á su Cámara ó des- 
pacho; 

Los que resisten ó desobedecen abierta- 


mente á la autoridad. 

Art. 153.— Los reos de cualquiera de los delitos 
comprendidos en el inciso primero, sufrirán la pe- 
na de arresto mayor en quinto grado, si el delito 
se cometiese en la casa de sesiones ó en el despacho 
ú oficina del empicado público : en tercer grado, si 
se cometiese fuera de las oficinas, pero en público; 
y en segundo grado, cuando se cometiese en pri- 
vado. 

Art. 154*. — Los reos de los delitos expresados 
en los incisos segundo, tercero y quinto, sufrirán 
la misma pena en primer grado, 

Art. 155.— Los reos del delito á que se contrae 
el inciso cuarto, sufrirán el mismo arresto en ter- 
cer grado, si la detención fuere violenta; en segun- 
do grado, si se verificare con engaño; y en primero, 
si sólo se realizare por astucia, sin engaño ni vio- 
lencia. 


penal 


71 


TÍTULO vil 

PE LOS DELITOS CON TKA EL EJERCICIO DEL SUFRAGIO (1 y 9) 

Art. 156.— Cometen delito contra el ejercicio 

del sufragio : 

( 1 ) El enjuiciamiento criminal de los funcionará 
electorales no requiere previo acuerdo de las Juntas de 

que forman parte. \ . Anales Judiciales de 1905 pág. 173. 

( 2 ) i ley de elecciones de 20 de Noviembre de 1896 
contiene las prescripciones siguientes : 

Art. 85.— Las autoridades políticas no podrán inter- 
venir por ningún motivo en los actos electorales. Los 
Prefectos, Subprefeetos y Gobernadores y sus subalter- 
nos, que de alguna manera contravengan *á esta disposi- 
ción ó coacten la libertad del sufragio, serán sometidos á 
juicio y castigados con la pena de cárcel en 4.° grado. 
(P. 34, 37, 72) 

Art. 86. — Sufrirán la pena de destitución é inhabilita- 
ción en tercer grado, las autoridades políticas que nega- 
ren su protección y el apoyo de la fuerza publicadlas Jun- 
tas Provinciales, Delegaciones de registros distritales, 
Comisiones receptoras de sufragios y Juntas escrutado- 
ras de provincia. A la misma pena se llarán acreedores 
los que no dieren curso ó pusieren impedimento á la remi- 
sión de las actas y demás documentos electorales y los 
administradores y empleados de correos que intercepten 
ó no den curso á las comunicaciones y paquetes de que 

trata esta lev. ( P. 34, 79 ) , A i 

Art. 87.— Los que se inscriban con nombres o datos 

falsos, se presenten á votar con nombre supuesto, p yo 

ten ante más de una comisión, serán sometidos t juicio > 

penados con multa de veinte a cincuenta soles o pus 

de tres á seis meses. „ . , , . , 

Art. 88,-Los miembros de la minoría de la* Junte. 

provinciales, i alegaciones distritales á e , 

siones receptoras de sufragios y Ju n t as esci ma ' ‘ f i eDen . 
departamento, que se separen pura unció ^ nme tidos á 
dientemente de la mayoría, serán tam 1 o „ ( j 0 
juicio y castigados con la pena de caree e1 ; ^ * cu a- 
Art. 89.— Los miembros de cuerpos electorales, 
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i • |,os funcioñarios públicos que abusen fie 
la autoridad que ejerzan, para coactar a los cru.la- 
danos, ó impelir que sufraguen con «itera liber- 
tad, ( arí. Só cíe la lev de elecciones ) 

2. " Los empleados políticos y militares que 

favorezcas y aioycn alguna candidatura, indu- 
ciendo á los ciudadanos, por medio ele o íeciuiien- 
tos ó amenazas, á sufragar en el sentido que dichas 
autoridades se propongan; {art. 8b de la ley de 
e lecciones ) 

3, Q Los misinos empicados que ^atirante la 
época eleccionaria manden apieliendei a algún ciu- 


lesquiera que fuesen, que incurrieren en el delito de suplan- 
tación, sufrirán la pena tle cárcel en 5." grado. 

Art. 90. — Los miembros de las Juntas Departamenta- 
les que incurrieren en los delitos penadas por esta ley, se- 
rán acusados, por acción popular, ante la Corte Supe- 
rior del respectivo distrito judicial, y serán penados, en 
caso de delincuencia, con arresto mayor en l. u ó 2." grado, 
ó multa de cincuenta á cien soles. ( P. 34-, .38, 74) 

Lo mismo se prescribí respecto de las infracciones que 
cometieren los funcionarios del Registro provincial y de 
las elecciones. 

Art. 91. — Los delitos que consistieren en negar injus- 
tamente los títulos de sufragio, recibir los votos ó trami- 
tar y resolver las reclamaciones que se entablasen ante 
los funcionarios que intervienen en los actos electorales, 
serán penados con multas de cincuenta á cíen soles, ó en- 
carcelamiento de diez días á eres meses; por fallo de los 
jueces de 1. a instancia. 

Art. 93.— Los que provocaren desórdenes que impidie- 
ren la libertad del sufragio, ó formaren tumultos con ar- 
mas, palos ó cualquier otro medio agresivo en los lugares 
en donde funcionen las juntas electorales ó sus respectivas 
comisiones, serán sometidos á juicio y penados, en caso 
de condenatoria, con multa de cincuenta á quinientos so- 
les o pnsión de quince días á seis meses; con la accesoria 
de queda i privados, durante dos año; del ejercicio del 
su sm perjuicio de aplicárseles también la pena que 

en e Código I enal se señala, por los delitos comunes á 
que dieren origen los indicados desórdenes. 

Alt. 94,— Las multas de que habla este título, que 
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dadano hábil, sal\o el caso de flagrante delí+n* 

( art. 85 de la ley de elecciones ) ( 1 ) t0> 

4. ° Los encargados de la formación del Re<bs 

tro Cívico, que se nieguen á insertar el nombre de 
un ciudadano hábil o suplanten nombres* í nvt qo 
de la ley de elecciones) y ‘ |1 \ ■ ir^i 

5. ° Los encargados de distribuir cartas de 
ciudadanía, que las expidan sin las tirinas y demás 
requisitos legales; que se nieguen á dar la que le 
corresponde á un ciudadano inscrito en el Registro 


que la pida personalmente; que la concedan al. que 
no esté inscrito; ó que se nieguen á efectuar la dis- 


tribución en público; f art. 1)1 de la ley de eleccio- 
nes ) 

6. ° Los empleados políticos y militares que, 
á pretexto de conservar el orden público, se ingie- 
ran en los actos electorales, penetren en el lugar 
de las elecciones, impidan que se acerque á él un 
ciudadano cualquiera, ó dispersen violentamente 
los grupos que se mantengan pacíficos y desarma- 
dos; ( art. 85 de la ley de elecciones ) 

7. ° Los presidentes de mesas electorales que 
impidan á los ciudadanos el libre acceso á ellas, ó 
se nieguen á recibir sus sufragios, o a insertar en 
el acta cualquiera circunstancia grave que om > in- 
dividuo de la mesa ó adjunto quiera consiguai en 
ella; ( art. 91 de la ley de elecciones ) 








i 


I ) Véase la nota al art. 27 E. F. 




no estén comprendidas entre las penas judicial es .serán 
aplicadas por los Presidentes de las Juntas de Registró 

provinciales, las Escrutadoras o Elector autor i. 

mentó según los casos, y se harán ^tivas.porhLa uton 

dad política, á beneficio de las reutas mume p t 

das á la instrucción primaria. libertad del 

Art. 95.- Las faltas ó. del dos contra 

sufragio ó contra los funcionarios e - ’ ,1 

acción popular. 
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S » Los ciudadanos que lleven armas al lu- 
<rar de las elecciones, ó formen alborotos en él o se 
Sieguen á despejar el local cuando lo mande el pre- 
sidente de la mesa; ( art. 93 de la ley deelecvones) 
9 0 Los ciue empleen cohecho o soboi no par a 
obtener ilegalmente cartas de ciudadanía, o sufra- 
guen á sabiendas con ellas. 

Art 157 — ( sustituido en parte por los nrts. 

de la ley de elecciones que concuerdan con los mis- 
mos del art. anterior) Los reos comprendidos en 
el inciso primero del artículo precedente, sufrirán 
la destitución le sus empleos e ínhabi ítaciou en 
primer grado, si el delito se cometiere empleando 
la fuerza pública; y suspensión de seis meses á un 
año, cuando no mediare fuerza ó violencia. ( P. 34, 


79) 

Los reos comprendidos en el inciso segundo, 
sufrirán suspensión le los á seis meses. 

Los comprendidos en el tercero, la misma pena; 
y además, multa de veinticinco á cien pesos. ( P. 53 ) 

Los comprendidos en los incisos cuarto, quin- 
to, sexto y séptimo, sufrirán inhabilitación absolu- 
ta en primer grado; 

Los comprendidos en el inciso octavo, suspen- 
sión de los derechos políticos de dos á cuatro años; 

Los comprendidos en el noveno, arresto ma- 
yor en primer grado. ( P. 34, 38, 74, 176 ) 

Art. 158. — Si los comprendidos en el inciso oc- 
tavo del artículo 156, hicieren uso de ¡as armas ó 

no las depusieren, serán condenados como reos de 
motín. ( P. 140 ) 

Art. 159. — En caso de cometerse algún delito 
especial en los actos electorales, se observará lo 
dispuesto en el artículo 45. 
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SECCION CUARTA 


De los delitos contra la salubridad 

pública. (P. 385 ) 


El que ci sabiendas elabore o expen- 


Art. 160.- 

da sustancias nocivas a la salud, sufrirá arresto 
mayor en primer grado y multa de ciento á mil ne- 

sos*: (P. 34, 38, 53,74) 

La misma pena sufrirá el que, sin autorización 
bastante, elabore productos químicos que puedan 
causar estragos. 

Si procediere con autorización, pero faltando á 
las formalidades prescritas por los reglamentos 
sobre fabricación ó expendio de tales productos, 
se reducirá la pena á multa de cincuenta á quinien- 
tos pesos. (P. 53) (1) 

Art. 161. — El que á sabiendas mezcle con las 
bebidas ó comestibles que se destinan al consumo 
publico, sustancias nocivas á lá salud, será casti- 
gado con arresto mayor en segundo grado y mul- 
ta de veinte á doscientos pesos. (2) ^ 

LrSi misma pena tendrá el tjue venda á sabien- 
das las bebidas ó comestibles asi mezclados. 

Art. 162. — El que venda á sabiendas medica- 
mentos deteriorados ó adulterados, ó los sustitu 
ya con otros, sufrirá reclusión en pntiier grado y 
multa de cincuenta á quiñi' <>> pesos, f • 1 > ’ 

53 72 ) 

1 Art. 163— Si á consecuencia de cualquiera de 
los delitos á que se contraen los artículos | <r veeden- 


( 1 ) Véase la nota al art. 34S P. 










(2) Cuando la adulteración es “ 

ioea destinadas al suministro de trop > , jg g del C. 

>onde á la jurisdicción degueira. (, * 

. M.) 
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tés resultaren daños que merezcan mayoi pena, se 

observara lo disjxies ¡ . * „ nq iarrmrénti 

4rl- 164- — Eos médicos, cirujanos, tai macen ti 

sección, sufrirán un grado mas de la pena que a tal 

^to corresponda. , . • . 

Art 165- -El médico ó cirujano que, sin justa 
causa rehúse, en circunstancias urgentes prestar 
los servicios de su profesión, o concurra fuera de 
tiempo, ó abandone al paciente smrnotivo grave, 
sufrirá una multa de veinte a doscientos pesos, a 
favor tic la famila ti am n i fi c ocL i . 


SECCION QUINTA 

De los delitos peculiares a los empleados 

públicos, (Const. 11, P. 175) (1) 

* 

TÍTULO I 


DE LA USURPACION DE AUTORIDAD 


Art. 166— Usurpa autoridad : ( E. C. 24 ) 

1. ° El que ejerce funciones públicas sin título 
ó nombramiento expedido por autoridad compe- 
tente; ( Const. 10 ) 

2. ° El que bál Jándose destituido 6 suspenso 
de un cargo, publico, continúa ejerciendo las fun- 
cionen anexas á él; 


°* El empleado público que ejerce atribucio- 
nes que no le competen por \cy\ 

4. El juez 6 tribunal que ejerce jurisdicción 
pfí4v2 ! ey c l ue , fallece e l modo y forma de hacei 

halla edel Apéndic a c blUdad de lt>S funcionarios P úblicos s< 
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contraviniendo á lo dispuesto sobre esta materia 

por el Lodigo clc bnjuiciam.ei.tos en materia civil 
ó penal. ( P,. C. 14 y sig. E. P. 4 v sig ) 

Art. 167 .-A ¡os reos comprendidos en el inciso 

primero del articulo anterior, se les castigará con 
arresto mayor en segundo grado é inhabilitación 
en primero para el cargo usurpado. ( P 34 ao 
74, 80 ) V * ’ 

Si e¡ delito se comete falsificando títulos ú otro 
documento auténtico, se castigará conforme al ar- 
tículo 4o. ( P. 206 y sig. ) 

Eos comprendidos en el inciso segundo, serán 
castigados con inhabilitación en primer grado pa- 
ra el cargo de que fueron destituidos ó suspen- 
sos. ( 1 ) _ 

Los comprendidos cu los incisos tercero y cuar- 
to, sufrirán suspensión de uno á tres meses. (P.29) 


TITILO II 


DE LOS ABUSOS DE AUTORIDAD 




Art. 168. — Abusan de la autoridad : ( 2 ) 
l.° El empleado público que sin ser Juez im 

pone penas; 


( 1 ) Véase la nota al art. 348 P. 


(2) Los funcionarios que abusan en el ejeicício de 

sus atribuciones coactivas estári bajo la jurisdicción e 

Jueces comunes de primera instancia. 

Habiéndose querellado D. Alejandro Marquero con r 
el Tesorero del Concejo Departamental de Ai cquil < i. P - 
haberle puesto guardias, violado su domicilio \ ex 
prendas para el pago de una patente, el T uez 

sorero declinó de jurisdicción alegando qu p ■ * , ^ j a 

privativo» de Hacienda, correspondía su juzgi 

Corte Superior. „ . , «uwjyiéndo- 

Esa declinatoria fue declarada sin lug . > i us , ll3 ctl ¿1 

se en consecuencia que os funcionarios q 
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2 • El Juez que impone penas sin precedente 

• * ** 

JU1C10; Q . Pi T, 1PZ (l ue impone penas diferentes de 

las designada^por la ley para cada delito; 

1 4 » El Juez que de intento o por negligencia 

no procede á instruir el sumario, ó no practica las 
diligencias dél juicio dentro de los términos que la 

lev señala; (R. T. s a 22, 37, E. ’f.yf > 

5 o ei i iiez que no otorga la libertad al dete- 
nido ó preso, cuya soltura haya debido decretar 

conforme á la ley; ( E. P. 71 ) ( 1 ) 

6 .° El empleado público que prolonga la de- 
tención de un individuo por más de veinticuatro 
horas, sin ponerlo á disposición del Juez competen- 
te; (Const. 18, R. P. s a 7, C. 2203 ) (1) 





( 1 ) Véase la ley de Habeas corpas , que se halla en el 
Apéndice. 

ejercicio de sus atribuciones coactivas están bajo la juris- 
dicción de los lueces de primera instancia. 

Corte Superior 
Ilustrísimo Señor: 

En el auto apelado por el cual se declara incompetente 
el J uez de primera instancia de esta Provincia para juz- 
gar al Tesorero Departamental por abusos en el ejercicio 
de sus funciones, se ha resuelto llanamente una cuestión 
grave y trascendental sobre jurisdicción, contundiendo 
los principios propios del Derecho administrativo econó- 
mico, o sea de hacienda, con los del Derecho civil jurisdic- 
cional sobre que descansa la competencia. 

n e todo, es conveniente dejar sentado el principio, 
,- e ‘Ui o los cajeros fiscales que sustituyen á los an- 

n™^!L eS i 0rer0S c ? Tn .° . ^ os tesoreros departamentales y 
ceinV +;L a ? S C ^ Ue ^ministran bienes y rentas de los Con- 
faenl+nrfpc n ’ vir *ud de la ley y decretos supremos, las 
sus nrnns C °5 Ivas » para hacer efectivos los cobros de 
de renta q mil todos los administradores 
con t/i i d n[ i o, *+ a ^ t jenen esas facultades por su empleo; 
cuitándose entre cl os aun los directores de Beneficencia, 

i 
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7 El empleado público que allana el domici- 
lio de un ciudadano sra las formalidades prescrita 

por la ley o hiera de los casos que ella determina 

( Const ; 31 h. P 84 y s,g P . 315, J. M. 465,4661 

? . E empleado publico que no admite un re 
curso legal, o rehúsa despacharlo, ó deniega certi 
ficado de prisión o de otro acto judicial que se le 
pida con arreglo a la ley; (E. C, 40 § 2 ) 

9. El empleado público que pone en incomu- 
nicación sin decreto judicial á los reos sometidos á 
juicio, o que levanta la incomunicación ordenada 
por el Juez; ( R. T. s a 6 i 

10 . ° El empleado público que impone priva- 
ciones arbitrarias á los reos que se hallan á su cui- 
dado; 

11. ° El jete de la penitenciaria, ó el que haga 
sus veces, que recibe algún reo sin testimonio de la 
sentencia ejecutoriada en que se le hubiere impues- 
to tal pena; ( E. P. 182 ) 

123 Eos alcaides y demás empleados délas 
cárceles y otros lugares de detención y seguridad, 

-'. igifeB ' aiB 

según sus reglamentos — (y también decretos Supremos 

de 13 de Febrero de 1875 aclaratorios á este fin ). 

Más, porque á los tesoreros y administradores se les 
atribuya fas facultades apremiativas contra los deudores 
á la renta, no se sigue que la ley los considere como jueces en 
el sentido de jurisdicción que esta palabra tiene en derecho 
y como lo quiere el artículo 1 1 inciso 3.° C. E. C. y artícu- 
los 432, 439 R.de T concordantes con las leyes ¡orgánicas 
de los Tribunales privativos de hacienda. 

Los administradores de rentas públicas, ya se les u- 
me cajeros ó tesoreros de tal ramo establecido y determi- 
nado por la ley y sean nombrados portal autoric «u su 
perior, son siempre meros administradores responsa 
por el abuso que en ejercicio del cargo P. u ^ an 
conforme á la ley de 28 de Septiembre de 18b8, art. -o, 

194, al 199, C. E. P. ... • -eeún 

El juzgado de Hacienda en primera ^ n amiba 
las leyes citadas, lo debe formar el que an ‘ admi- 

administrador del Tesorero, y hoy cajero isc< 
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rme reden á un reo rematado sin constancia le- 
que rtei • . > ¿ algún individuo en clase de 

gal ele su ce autoridad competente, salvo 

«fS S m* < E - » 

27 1 M. 63(3 ) . , , 

’ ' rr '1 alcaide ó cualquier otro empleado que 
oculta á la autoridad un preso detenido que deba 
presentar, ó emplea con éste alguna severidad in- 
necesaria; ( Const. 19 ) 

14. u El empleado publico que pone a un pre- 
so ó detenido en otro lugar que no sea la carecí ó 
1 1 establecimiento publico señalado al electo, 

15. ° El empleado que, desempeñando un acto 
del servicio, comete cualquiera vejación contra las 
personas, o les aplica apremios ilegales é miiecesa 

a 

ríos* 

16. ° El Juez ó empleado que seduce á la mu- 
jer que litiga ó tiene pendiente alguna gestión an- 
te él; (P. 264 y sig. ) 

1T.° El alcaide ó encargado de las prisiones ó 
lugares de seguridad, que seduce á una mujer sen- 
tenciada ó detenida; { P. 264 y sig. ) 

18.° Los empleados que, en el ejercicio de sus 
funciones, no se sujetan á las prescripciones de las 
leyes y reglamentos especiales. 


lustrador de correos, ú otro jefe de oficina de hacienda, 
determinado por las Cortes Superiores, por el orden res- 
pectivo, seguí i estén expeditos; más, siempre asesorado 
)Or el juez ordinario del fuero común, so pena de nulidad, 

( art. del R. T. citado, y 45, 46, del C. E. C. ) 

\ es de notarse que para que exista ese Juzgado de 
acienda en primera instancia y el Cajero fiscal se revista 

c e a jurisdicción de tal Juez, es esencial que exista tilín- 

wn un juicio en que ei Estado ( i a renta ) sea demandan- 

ll icu-que es ésta una condición precisa pa~ 

i . & jurisdicción contenciosa, como literalmente 

así como la que designa el 

d.;;„ : nt0nces » s °^° eutó nces el mero administra- 
e as se convierte en Juez para sólo ese caso en 


i’EN.U, 


Alt. !<>.).— El que incurra m cualquiera délos 

delitos especificados por los incisos primero v ó! 

mulo, sulm-a multa de doscientos á dos mil vk* 
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Cf 

o 


atnbucio 
como 

pue- 


que tiene que juzgar y sentenciar los asuntos deconto 

versia y lit.gio, siendo muy diversas sus demás atribüdo 

nes en lp económico y administrativo de la renta v e 

su recaudador con facultades coactivas, orre nunca le 
den constituir en juez. 1 1 

Esas facultades coactivas que la lev pone en sus mi 
nos, no son en consideración & qne puede ser de primera 
instancia en el caso legal, sino como simple administrador 
por lo privilegiado de la renta; pues está visto que otros 
administradores tienen las mismas facultades sin ser me 
ces m aún remotamente como el Director de Beneficencia 
En el juicio deapremio y coacción establecido por ei 

art. 1,1 97, y siguientes del C. E. C., fio hay, ni puede ha- 
ber materia contenciosa, porque desaparecería por esa 
misma circunstancia aún el nombre de tal juicio. En él 
nada hay que resolver por el ejecutor. Se trata de un he 
cho ya juzgado; del cumplimiento de una ejecutoria, ó pa- 
go de un saldo consentido é indispensable liquidado for- 
malmente. El ejecutor debe proceder ante todo obser- 
•vando la ley, bajo de responsabilidad. El art. 1216 riel 
Código es consecuente con el 247 y el 251 del mismo; y 
los decretos, resoluciones y reglamentos de la materia, es- 
tán y tienen que estar en armonía con estas leyes cardi- 
nales, sin poderse observar éstos en contravención directa 
de aquellas. 

Si fuera admisible la pretensión del Tesorero Departa- 
mental del H. Concejo de creerse Juez de Hacienda por su 
título y como permanente, hay que conceder lo mismo al 
Administrador de Correos y demás jetes de oficinas de 
Hacienda, que también son llamados para ejercer juris- 
dicción sobre personas, casos y objetos especiales y pri- 
vativos (art. 10 C. E. C.); y el absurdo que resultaría 
para su enjuiciamiento en la práctica, en caso de abusos, 
en diferentes cargos de los de administración de justicia, 

O 

es manifiesto. , . 

La misma doctrina sería aceptable pata 
ces y adjuntos nombrados anualmente por las Coi es pa 

ra los careros judiciales. , . Ine 

Hay pues necesidad de deslindar y conocer 1 . . 
atribuciones diversas de que están encargaros ... 

11 


82 


CODIGO 

,. ... ,i c i a parte damnificada, y suspensión 
tavm de la ^ ^ (?? 29j 53) (1>2) 


delcfpléo de uno a 


7, , E n los juicios por abusos de autondad, no pro- 
cede el recluso extraoi a. y ^ en , a pág 3 dfi , tomo 

JJe Anaces Judiciales correspondiente al año 1905. 

( 2 ) Véase la nota al art. 34-8 P- 

¿strádores de rentas públicas para ^'«cir^P¿^ 
bilidad, y la autoridad que la puede nueci ciecm a en u- 

da aTro es pues que si el administrador desempeñando 
el oficio de TÚez en causa contenciosa ha cometido un abu- 
so de que es acusado y responsable, el Juez competente se- 
rá la Corte Superior, conforme al articulo o , del Codigo 
de Enjuiciamientos Penal, llamada por la ley como supe- 
rior inmediato de los privativos. Más si este abuso tu é 
perpetrado como administrador y íecaudadoi de rentas 
con facultades coactivas especiales, ó por cualquier otro 
acto en el ejercicio de su empleo, considerado en los Códi- 
gos, su juez natural es el de primera instancia del fuero 
común ordinario, porque entonces esa jurisdicción gerár- 
quica ordinaria queda expedita sin excepción de fueros, 
privilegios ni otra consideración alegada en favor de la 
cosa pública que se administra. 

Así sucede con lo$ jueces de paz que son juzgados por 
los de primera instancia por abusos en el desempeño de 
sus funciones (art. 1789 del Código de Enjuiciamientos 
Civil ), excepto cuando proceden á prevención de ellos, 
porque entonces la Corte es su Juez (art:, i 7, ley de Re- 
glamento de de 1861 ) . 

En el caso presente hay que observar además, (pie 
aunque al Tesorero del H. Concejo se le atribuyen faculta- 
des coactivas, no es el llamado por la ley para conocer 
como Juez de Hacienda en causa determinada. Hay nece- 
sidad de esclarecer si en esas facultades concedidas para 
la ejecución por apremio como á meros recaudadores, es- 
ta también invívita la de jurisdicción para conocer como 
jueces asesorados como dice la ley para con los antiguos 
i esoreros fiscales. Es pues, evidente que no : y que para 
semejante caso, la Ilusrrisima Corte está facultada para 
q erminar el jefe de Hacienda, según la jerarquía, la res- 

R dVT ° lin pedimento de los llamados. ( art. del 


PENA' 


83 


El que incurra en el delito de qué se encarga el 
inciso once, sufrirá multa de ciento á mil p2L ‘ 
destitución del empleo. y 


Y considerad^ el Tesorero municipal como mero em- 

píeado o funcionario publico nombrado por el Honomhi 
Concejo, según la ley orgánica, y ato como conce ¡"líe 
quiere, esta sujeto en todo caso á la jurisdicción del de 
primera instancia ordinario, conforme al art 17 de la lev 
de Municipalidades, para contestar por los abusos come- 
tidos eñ el ejercicio de sus funciones (art. 26 ley de Res- 
ponsabilidad ), ya sea contra los intereses públicos de la 
renta que administra, ya contra los particulares por la 
inobservancia de las reglas y preceptos apremiat bríos pa- 
ra ejecutar lo adeudado. 

Bajo estos principios, el Fiscal es de sentir que US. I. 
debe revocar el apelado te fojas 27 vuelta, por el que se 
declara incompetente el fuez de primera instancia Dr. Gu- 
tiérrez Cossio, para continuar conociendo en la querella 
interpuesta por Marquero contra et encargado del Teso- 
rero departamental del Honorable Concejo, y después con- 
tra éste; mandando que dicho Juez continúe el juicio, por 
ser el llamado por la ley para este caso. 

Arequipa, Mayo 31 de 1875. 

VlLLAVERDE. 


Arequipa, junio cinco de mil ochocientos setenta y cinco. 

Vistos y considerando los fundamentos con que está 
motivada la Vista qne precede del señor Fiscal, que se re- 
producen, revocaron el auto por el que se declara incom- 
petente el Juez de primera instancia Dr. Gutiérrez Cossio, 
para conocer en el juicio de don Alejandro Marquero con- 
tra el Cajero contador, ampliado contra el resotero ce 
Honorable Concejo Departamental, por usurpación ^ 
autoridad, con lo demás que contiene: declararon vp. 
tente á dicho J uez para conocer de la causa, y o 

Vler ° n; Valencia.— Garzón.— Walde. 

Salinas de Rivera, Secretario. 

Representada por los 'señores Vida urre, ^Y^ Z, J| r _ 
te Suprema declaró, con fecha 17 de Agosto de 1875, q 

7/0 hnhío nn/írío/-/ Mi í*I fílllo alltenOti 
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entre; o 


El que incurra en el delito de que luibla el inci- 
so diez y seis, inhabilitación especial en segundo 

grado. (P. 34,80) t ¿ 1 

El que incurra en el delito de que se ocupa el 

inciso diez y siete, cárcel en segundo grado. ( P. 34, 
37 72) 

1 Eos que incurran en cualquier otro cielito -de 
los contenidos en ios demás incisos, sufrirán sus- 
pensión de dos á seis meses, v multa de cincuenta 
á 'quinientos pesos en favor de la paite da ! unifi- 
cada. 


TÍTULO I ! I 


DEL PREVARICATO ( J. M. 277 ) ( 1 ) 


Art. 170. — Comete prevaricato: 

1. ° El Juez que expide sentencia definitiva 
manifiestamente injusta; ( 2 ) ( E. C. 1 .786 ) 

2. D El Juez que conoce en causa que patroci- 
nó como abogado; 

3. - El Juez que cita hechos ó resoluciones fal- 
sas; 

4. 3 El Juez que se niega á juzgar, bajo pretex- 
to de oscuridad ó insuficiencia de la ley; (C. IX) 

o. El Juez que se apoya en leyes supuestas ó 
derogadas. " 1 .. 

^os que inefirran en cualquiera de 

tírnln !S ^ ln P eios delitos comprendidos en el ar- 
ai1 enoi, serán castigados con suspensión 


los magistod7r r ( Comt P 130 S £ 1 popul f r , con . tra 

ción conforme ley inserta en ,1 *' 

M. preL^dSrítu^'l } 786 , ¥ C ‘ E ' C " el 277 del c - J- 

injusta, expide i'ii&JiciosMnwnte sentencia 


penal 


1784)^(1°) ^ SCÍS á "" ( P. 29, E. C . 

Los que incurran en los dos últimos delitos se 
ran condenados a suspensión de tres á ’ 

Art. i/-. Cometen también prevaricato los 
abogados y procuradores que defienden ó représen 

tan a ambas partes simultáneamente, ó que des' 

pues de patrocinar o representar á una parte de- 
fienden o representan a la contraria en la mism-i 

causa. e 

Art. 173— Los reos expresados en el articulo 
anterior, sufrirán multa de cincuenta á doscientos 
pesos. ( R. T. 153, P. 53) (1 ) 

Alt. 174. Los jueces arbitrios, los asesores y 
los peritos, quedan sujetos en sus respectivos ca- 
sos á las disposiciones de este título. I E. P. 4<S ) 


TITULO IV 

DEL COHECHO (2) 

Art. 175. — Cuando medie cohecho ó soborno 
en os delitos que los empleados públicos cometan 
en el ejercicio de sus funciones, se les aplicará la pe- 
na correspondiente á estos delitos, aumentada en 
un grado; y además, una multa del duplo del valor 
recibido ó del tanto del prometido ó aceptado. 

( R. T. s a 57 ) 

i 1 cohecho ó soborno, cuando sea para ejercer 
actos de justicia, se castigará cotila multa estable- 
cida en este artículo y con suspensión de dos me- 
ses á un año. ( P. 29, 53) 


( 1 ) Véase la nota al art. 348 P. 

( 2) El cohecho produce acción popular contra los 

magistrados. (Const. 130 §2) 
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4,-t 176 -Los que sobornen ó cohechen y los 

ene sirvan ríe agentes intermedíanos para lacla- 
que su < p castigados con arresto mayor 

diva oferta, set ati fe 

en segundo grado. ( P. 34, .5b, <+, <5*b s o .) 


¡ ÍTULO V 


ThAiiRORDÍNÁCION DELOS EMPLEADOS PUBLICOS E INEXAC- 
INSUBOKDIN AL1 en ejERCICI0 DE SUS FUNCIONES 


Art 177 — El empleado público que, en asun- 
tos del servicio, desobedezca abiertamente las ór- 
denes de sus superiores, sufrirá suspensión de tres 

á seis meses. . .. . 

Art. 178.— Incurren en la misma pena del ar- 
tículo anterior : „ . 

1. ° El Juez ó Tribunal que se mega a admi- 
nistrar usticia; (E. C. 40 § 1) 

2. ° El empleado político que rehúsa proteger 

la administración de justicia, ó hacer ejecutar las 
decisiones ó providencias judiciales; ( Const. 113, 
E. C. 36, R. T. sa24) (1) 

3. ° Los Fiscales y Agentes Fiscales que no in- 
terponen su acción en los casos en que la ley les 
impone este deber; ( Const, 11, E, P. 18 ) ( 2 ) 

4. ° Los escribanos, alguaciles y demás fun- 
cionarios, que debiendo intervenir de algún modo 
eu la administración de justicia, se niegan á hacer- 
lo en la parte que legalmente les corresponda, ( R. 
T. s a 56 ) 


( 1 ) Según el art. 13 ele la ley de Habeas corpas in- 
serta en el Apéndice, se ] tena con un año de cárcel á la au- 
toridad qué se resista á cumplir la orden judiciaJ de líber- 

taü i 

( ^ ) ,3 f ase .las Leves y Resoluciones vigentes relati- 
vas al Ministerio Fiscal, compiladas por la comisión que 

Fuentes 11 doctores A - Elmore, M. A. de la Lama y A. 


penal 
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v * ^ os ^cargados de conservar el or- 
den l 1,1 buco ' que, teniendo conocimiento del provec- 
to de un delito, no expiden conforme á sus atribu- 
ciones las providencias necesarias para impedir la 
perpetración, serán condenados á suspensión de 
nno á tres meses. (P. 29) 

Sufrirán suspensión de dos á seis meses, si sa- 
biendo la perpetración de un delito, omiten perse- 
guir ó aprehender á los delincuentes, i E P 18 
25 ) ^ ‘ ’ 

Art. ISO. El que sin motivo legal abandona 
el empleo ó cargo público que ejerce, será condena- 
do á inhabilitación especial en primer grado, yá la 
devolución de los sueldos ó emolumentos que hu- 
biese percil «ido durante el abandono. ( P. 34, SO ) 
Art. 181. — Será condenado á destitución, el 
empleado público que, habiendo recibido su nom- 
bramiento, no tome posesión del cargo, sin justa 
causa, en el término de noventa días. 




TITULO VI 


DE LA INFIDELIDAD EN «.A CUSTODIA DE PRESOS 

(P. 151. E. P. 126) 


Art. 182.— El empleado publico culpable de 
connivencia en la evasión de algún preso ó detem 
do, cuya custodia ó conducción le hubiere sido con- 
fiada, será castigado : , , 

1. ° Con reclusión por la tercena parte del 

tiempo de la condena del reo prófugo, si estuviere 

ejecutoriada la sentencia; (P. **0 it4 ) , , 

2. ° Con reclusión, por la cuarta paite W 

tiempo de la condena del prófugo, si a vel V ‘ ■ 
la evasión, no estuviese ejecutoriada la senten , 

:< E ' ÍÜSk bm ftmsáÉSbígfíS. 
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nreso ó leténiclo le dén soltura o favorezcan su fu- 
la serán castrados con arresto mayor en tercero 
f cuarto grado, según la gravedad del caso. ( P. 

34,38, 74) , ■ . 

' Art 1 84.— Si fueren vanos los reos a quienes 

<;e cié soltura* ó cuva fifea se favorezca, los culpa- 
bas ríe que tratan 'los artículos 182 y 183, sufri- 
rán la pena en estos desigual i a, con aumento de 

un grado. . , , , 

Si correspondiere al reo o reos la penarle muer- 
te, cárcel en quinto grado. (P. o4, o/, i 2, ) 

TÍTULO VII 

DE LA INFIDELIDAD EN LA CUSTODIA DE DOCUMENTOS 

Art. 185.— El empleado público que sustraiga, 
oculte, destruya ó inutilice los documentos coi dia- 
dos á su custodia, como escrituras, partidas de 
bautismo, de matrimonio ó defunción, ó los asien- 
tos del registro cívico, sufrirá reclusión en primer 
grado v multa de cincuenta á doscientos pesos. 
( P. 34, 37, 53, 72 ) 

Alt. i 86. — El empleado público cpie teniendo 
á su cargo la custodia de archivos, papeles ó efec- 
tos sellados por i a autoridad, viola los sellos ó 
consiente en su violación, será castigado con arres- 
to mayor en quinto grado y multa de cincuenta á 
doscientos pesos. ( P. 34, 38, 74) 

Art. 18 ( - El escribano que sustrae algún do- 
cumento original de sus archivos ó protocolos, ó 
consiente en esta sustracción, será castigado con 
i colusión en- segundo grado y multa de cincuenta á 

quinientos pesos. P. 347, 53 ) 

. , J ^ 1 Í' L1 .picado público que abre ó per- 

mite abril , sm autorización competente, papeles ó 
ocumentos cerrados cuya custodia le estuviere 

con ada por razón de oficio, sufrirá arresto mavor 
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S9 

en cuarto grado y multa de veinticinco á dosel™ 
tos pesos ( P. 34, 38, 74, 53 ) C,en ' 

Alt. lb>9. Las jpenas de reclusión y arresto de- 
signadas en los artículos anteriores, son aplicables 

con disminución de un grado, á los particulares 
encargados del despacho ó custodia de documen- 
tos ó papeles, ó que violen los sellos puestos por 
la autoridad. 


TÍTULO VIII 


DE LA REVELACION DE SECRETOS 


Art. 190. — El empleado que, en asuntos del 
servicio público, revele secretos de que tenga cono- 
cimiento por razón de su cargo, será castigado con 
suspensión del empleo de tres á seis meses. 

Si de la revelación resultare grave daño á la 
causa pública, la pena será reclusión en segundo 

grado. ( P. 34, 37, 72 ) 

Árt. 191. — El empleado que abusa de su cargo 
para interceptar, sustraer, inspeccionar, ocultar ó 
publicar cartas ó documentos particulares, seta 
castigado con reclusión en pnnu r grado 

Si el abuso recae en documentos públicos, se 


agravará la pena en un término. 

Art. 192.— El empleado público que revela se- 
cretos de un particular, de que tenga conocimiento 
por razón de oficio, sufrirá suspensión re os a sei 


Leses. (P. 29) . . . / i „ 

Art. 193. — Sufrirán multa de veinticinco a dos- 

entos pesos, los abogados, médicos, cir ¿ 
idos ! os que revelan los secretos que sev ^ ca _ 
or razón de la profesión que ejerzan, sa j , -w o n* 


nes. i P. 53 ) 
12 
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título IX 

1 

DE LA MALVERSACION DE CAUDALES PUBLICOS (1, 2) 

\i*t 194 — reformado por la ley de 24? de Octu- 

bre ! de 1896 ( 3 )-El emplearlo público que temen- 
do á su cargo caudales o e ^ctos de la Nación, les 
dá una aplicación publica distinta (le la señalada 
por las leves, será condenado a suspensión de dos 
fi seis meses; y ademas sniiiiD, una multa de diez a 

(: 1 ) El término ¿le la prescripción comienza en los de- 
litos de malversación con la fecha de la rendición de cuen- 
tas. V. la nota 4 del art. 96 C. P. , 

El Ministerio Fiscal está estrictamente obligado a 
promover juicio criminal contra ios empleados que hayan 
dañado la i lacienda pública. ( art, 5 de la lej de 28 de 
Septiembre de 1.868 inserta en el Apéndice. ) 

(2) En los delitos sobre malversación, de los admi- 
nistradores de fondos fiscales, no procede el enjuiciamien- 
to criminal sin el previo juicio en el Tribunal Mayor de 
Cuentas. 

Tribunal Mayor de Cuentas 

Lima , 18 de Abril de 1878. 

Visto este expediente para que se entable juicio de 
competencia de jurisdicción al Juez de primera instancia 
de la ciudad de Avaciícho; y teniendo en consideración 
que según aparece de los documentos que se acompañan, 
el juicio instaurado en Ayacucho por el Juez de primera 

( 3 ) Considerando : 

W 

Que los artículos 19 i-, 195 y 196 del Código Penal, no 
llenan el fin para el que fueron dictados, por la insuficien- 
cia de las penas que contienen. 

Ha dado la ley siguiente : 

Quedan reformados los artículos 194, 195 y 196 del 
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cincuenta por ciento sobre la cantidad mal aplica 
da, si resultare daño o entorpecimiento del servició 

publico. 

Alt. 19o, ~7 e formado por la misma ley de 24 
de Octubre de 1896— El empleado que hace uso pa- 
ra sí ó para otro de os caudales que custodia ó ad- 

Código Penal, en los siguientes términos: 

Artículo 194.— El empleado público que teniendo á su 
cargo caudales, efectos ó bienes dé la Nación, les da una 1 
aplicación pública distinta de la señalada por las leves 3 
será condenado á la pena de destitución y al reintegro de 
los bienes mal aplicados. ' 

Artículo 195.— ! 1 empleado que hace uso para sí ó pa- 
ra otro, de os caudales, efectos ó bienes que custodia ó 
administra, será castigado como defraudador con la pena 
de reclusión en tercer grado, sin perjuicio del reintegro de 
los caudales, efectos ó bienes de que hubiese hecho mal 
uso. (P. 34, 37, 72) 

Artículo 1.96. — El empleado que sustrae ó consiente 
que otro sustraiga los bienes, caudales ú otros valores pú- 
blicos confiados á su administración ó custodia, será cas- 
tigado con la pena de cárcel en tercero ó cuarto grado, 
según la entidad de lo sustraído. ( P. 34 37, 72) • 

Los particulares quesean coautores, sufrirán las penas 
designadas en los artículos 195 y 196, disminuidas en dos 
términos. | 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Dado en la Casa de Gobierno en Lima, á 24 de Octu- 
bre de 1896. _ , 

N. dePierola. 

Manuel P. Olaechea. • i 


instancia contra e'i ex-1 esoiero G., versa sobie aetos i efe 

rentes á la administración délos fondos fiscaesq . 
ron á su cargo, de los que se le imputa ser malve 1 sad 
que el j uzgamiento de los acto s ad mims uu i ■ 1 . , 

empleados de la Nación que manejan caite a u ^ - uz _ 
está exclusivamente reservado aeste Ti i y- » i ^ em . 
ga en primera y segunda instancia las ¡cuen ^ May0 de 

1848 que es ley del Estado por el articulo d 

titución : nue en eiercieio de su priva « j r r _„ nt . £ . r ,' íl 
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ministra, sufrirá suspensión de seis meses a un año 
y multa de cincuenta por ciento sobre la cantidad 
de cfue hubiere hecho uso, si la íemtegia después 
de haber causado daño al servicio publico. 

Si el reimegro se verifica antes de haber resulta- 
do daño ó entorpecimiento en el servicio, la sus- 

d^vacucho por el año de 1867, en la que hechos los re- 
liaros deducidos del examen practicado por el Juez Fiscal 
y contestados por el ex* tesorero G., se han pasado para - 
el mismo objeto al interventor don B. Cárdenas: y últi- 
mamente que debiendo ser la declaratoria de la culpabili- 
dad, el resultado del juicio seguido por este Tribunal an- 
tes de cuya sentencia no puede caer bajo la jurisdicción 
ordinaria sin infracción de las leyes citadas y usurpación 
de jurisdicción, como en idéntico caso lo tiene reconocido 
y resuelto la Corte Superior del Departamento de Caja- 
marea por auto de 7 de Febrero último, comunicado á 
este Tribunal, por nota de la Dirección del Ministerio de 
Hacienda, fecha 27 del mismo, fórmese competencia al ci- 
tado Juez de primera instancia más antiguo de Ayacucho, 
á fin de que se sirva sobreseer en el conocimiento de esta 
causa, remitiendo todo lo actuado á este Tribunal; líbre- 
se al efecto el correspondiente exhort oconforme al artícu - 
lo 383 del Código de Enjuiciamientos. 

* 

Angulo.— Calvo.— Bez anilla. 


Ilustrísimo. Señor: 

La competencia formada por la Sala de primera ins- 
tancia del Tribunal Mayor de Cuentas, sería accesible, 
si la causa en que está comprendido don F. G. tu ese me- 
ramente civil ¡)or alcances y reparos que hubiesen so- 
brevenido en el manejo de las rentas fiscales. Empero co- 
mo el asunto de que se trata es de carácter criminal por 
hechos perpetrados en ésta, no puede ni debe avocarse su 

conocimiento. 

Según el artículo 6.° del Código de Procedimientos Pe- 
11 r i? S J u f z com R|tente para el juzgamiento de los delitos 
y taitas el del lugar en que se cometen. 

. bt F. G. como empleado que fué de esta Tesorería, hoy 
Caja fiscal, malversó los caudales públicos en esta capi- 
tal. por consiguiente su juzgamiento corresponde al Juez 


penal 


ík; 


pensión será de uno á tres meses v la multa de seis 
á treinta por ciento. 

Si el empleado no reintegra espontáneamente 
la cantidad, será condenado como sustractor de 

caudales públicos. 

Art. 1 9 6 . — reformo. do por la ley de 24 de Octu- 
bre de 1896 (1 )— El empleado que sustrae ó con- 


( i ) Véase la lev en la página 90. 


simple vista aei articulo sección o. a , libro 2. del Códi- 
o-o Penal, desde que la malversación de caudales públicos 
es delito común, que debe conocer el juez de primera ins- 
tancia y la Corte Superior por apelación, consulta ó re- 
curso de queja • inciso 3.° y 4.°, art. 4.° C. E, P. ) y de nhr 
gini modo, la Sala arriba indicada, qué prestando oído 
á una exigencia ilegal y extemporánea, pretende abrir una 
competencia fuera de orden y muy ajena- de sus peculiares 
atribuciones, (art 9T reglamento 8 de Mayo de 1848.) 

Convéngase por un instante, que la Sala que ha susci- 
tado la competencia sea Capaz de conocer de cargos, co- 
mo los que pesan contra G.. no por eso debe creerse expe- 
dita en el caso actual desde que militan en contra razones 

de inconcuso poderío. , , , 

1 0 Los caudales ó valores públicos confiados á la acl- 
mostración y custodia de G. fueron nmlYersacosenesa 
población : por consiguiente su juzgamiento correspon 

al SfSK Étol aducirse en el sumario 
son de recusación y la de ¡nconi petenm por 
ser el de .distinto fuero ( párrafo ***.39, de Abril 

de 1867, interpuso por los escritos ^ e . la ¿y, sin que 

artículos de los señalados expresa .. declinatoria, que 
se hubiese hecho mérito de la excep - á los cinco 

ha venido á intercalar a des ien i * - ^ gtlinar i 0i 
años y diez meses ¡desde que se ui^ - ocurri6 recusar al 

Agente Fiscal y luego a f°h as ^ ^ por al ito de fojas 

tlcnlo de personería que fue áene^aco p^ dita i a j u - 

27; resultando de este mc ^\o _ u oríl fia creído incompe- 
risdicción del Juez que á última hora na 

• * * . xUmciblf*. 
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diente que otro sustraiga, los bienes, caudales ú 
iuros valores públicos confiados a su adnnmstra- 
ción ó custodia, será castigado con inhabilitaron 
absoluta en tercer grado y reclusión en primero, 

c¡ la sustracción fuere menor de quinientos pesos; 

aumentándose un término por cada quinientos 

mas, hasta el quinto grado 

Art 19? —Quedan sujetos a las disposiciones 
anteriores, los qne administran bienes municipales 
6 pertenecientes á establecientes de instrucción pú- 
i ,hca ó de beneficencia; así como los administrado- 
res y depositarios de caudales depositados por au- 
toridad competente, aunque peí tullezcan a paiti 

CU ^Art. 198.— El empleado público que teniendo 
fondos expeditos, demorare un pago ordinario ó 
decretado por auto ridad competente, sufrirá sus- 


Siendo una de las atribuciones del infrascrito defender 
la jurisdición ordinaria, tiene á bien indicar los fundamen- 
los ante dichos para que puedan obrar en el ánimo de los 
tenores que forman la Excma. Corte Suprema á quien in- 
sumbe dirimir la presente competencia en observancia de 
ea última parte del art 420 C. E. C., concordante con el 
14 C. E. P. 

Ay acucho, 29 de Noviembre de 1873. 

Saez. 

h 

Corte Suprema 


Enero treinta y uno de mil ochocientos setenta y cuatro 

\ istos : con lo expuesto por el señor Fiscal, declara- 
ron fun< lacla la competencia promovida por el Tribunal 
Mayor de Cuentas, para el previo juzgamiento de la ren- 
dida por el e.v-1 esorero de Ayacucho don F. G. del que re- 
sultara si hay ó no lugar al juicio criminal por malversa- 
ción de fondos fiscal es ] mandaron en su consecuencia se 
i emitan los cleda materia á dicho Tribunal, dándose aviso 

a Juzgado de primera instancia de la ciudad de Avaeit- 

cho. 

Muñoz. \ idaurre. — Oviedo 
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pensión de tres á seis meses y multa de (los a diez I 
por ciento sobre la cantidad no satisfecha á bene- I 
ficio de la parte damnificada. (P, 29, 53) |j 

Art. 199.— Es aplicable la pena anterior al em- I 
picado público que, requerido por autoridad com- 1 
pétente, rehusare entregar una cantidad ó efecto 1 
depositado ó puesto bajo su custodia 6 adminis- 1 
tración, debiendo graduarse la multa por el valor 1 
en que se justiprecie el efecto. (P. 53 ) j 

TÍTULO X i 

DE LOS FRAUDES V EXACCIONES (J. M. 332) (1) 1 

Art. 200. — El empleado público que, enlos con- 
tratos en que intervenga, por razón ele su cargo ó 
por comisión especia!, defraude al Estado, concer- 
tándose con los interesados en los convenios, ajus- 

( 1 ) El Congreso de la República Peruana ; 

Ha dado la ley siguiente : 1 


Artículo l.° — Cometen el delito de exacción : 

1 Las autoridades legal mente constituidas y las re- 
volucionarias que impongan á lospartadares 
contribución de guerra, en dinero o en f ^‘ L V,; t0 
ciuier genero ; sea con el nombre de cupos c cmpiestito 

zoso ó con cualquiera otra denominación; ~ an 

por la fuerza contribuciones no establecidas porla ley, se 

en dinero ó eñ especies; , puentes re- 

3. ° Las autoridades constituidas y 

volucionarios que, en tiempo c e mrtieulares, sin con- 
deren ó hagan uso de acémilas ce « su ; e ción á los re 

tratar y pagar los respectivos fletes con sujec. n 

glamentos que dicte el Poder J 1 atu i tos ó se apoderen 

4. ° Los que exijan set % icios y 

- * i . . ■ 








T* Ti, i J 1 

de fórrales, sin abonar su valor 
Artículo 2.“ — Los 


reos comprendidos en ^ n ^ e fen 

írior. serán eastig 0 soles 


Articulo -luó — r concarceiy» 

mero del artículo anterior, se c * _ Tj g e o-a á 500 soles, 

5 ■ extern Ci pl monto de la exacción no ue 0 
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tes liquidaciones ó suministros, sufrirá reclusión 

en tercer grado. (P.34, 3i, 

Art 20 í— El empleado .publico que, directa ó 

indirectamente, se interese en cualquiera clase de 
contrato ú operación, en que deba intervenir por 
razón de su cargo, será castigado con inhabilita- 
ción especial en segundo grado, v multa de diez a 

cincuenta por ciento sobre el valor de Imparte que 
hubiere tomado en el negocio. ( I . 34, o,., 80) __ 

Esta disposición es aplicable a los peritos, ar- 
bítros y contadores particulaies, lespecto de los 
iiienes ó cosas en cuja tasación, adjudicación ó 
partición intervinieren; y á los guardadores y al- 
iáceas, respecto de los pertenecientes á sus pupilos 


ó testamentarías, 

Art. 202.— El empleado publico que arbitra- 
riamente exija una contribución, ó cometa otras 
exacciones, aunque sea para el servicio público, su- 
frirá suspensión de cuatro meses á un año, y multa 
de cinco á veinticinco por ciento de la cantidad exi- 
gida. ( Const. 89, P, 29, 53 ) 

Si la exacción se verificase empleando fuerza, 
sufrirá destitución sin perjuicio de la muí ta. 


y con penitenciaría en primer grado, término mínimo si 

pasa de esa suma, y además, una multa de una cantidad 

igual á la exigida por exacción. t P. 34, 35, 37, 71, 72 ) 

Los reos comprendidos en el inciso segundo, serán cas- 

tigados con la pena señalada en el artículo 202 del Códi- 
go Penal. 


, Hos comprendidos en los incisos tercero y cuarto su- 
frirán la pena de cárcel en primer grado. 

hubierelu » > 1 * * ° exc ^ u 5 ren responsabilidad civil á que 

ii i 9 ^' CU ^ '“i 5011 reos del delito de exacción y serár 

riníf w ^ P ena dos como tales, los que impónganla exac- 
de hV C \ Ue a ha ^ n e ^ ec tíva y los jefes de las oficinas 

de Hacienda que reciban su impórte. 

vfln+po Se consideran como circunstancias agra 

en nronor^ nUant f r® este delito > eI monto de lo exigido 
P P i n con la fortuna del damnificado, la forma 
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Art. 203. Si el empleado convirtiere en prove 
olio propio las exacciones expresadas en el artícu 


de la imposición y los mecí, os de violencia empleados cara 
hacerla efectiva. tf«=auys para 

Articulo 5.”— La responsabilidad civil comprende la 

devolución de la cantidad indebidamente exigida v sus in- 
tereses correspondientes. 0 J 

Artículo 6.;— La responsabilidad civil de los reos del 
delito de exacción, es solidaria. 


El damnificado puede ejercitar su acción contra cual- 
quiera de ellos. - |l|i fl 

Artículo 7.°— La responsabilidad civil declarada en el 
artículo 5. a puede solicitarse antes y después, indepen- 
dientemente del juicio criminal. 

Arcículo 8.° Cuando los bienes de los reos no alcan- 
cen para cubrir la multa y la responsabilidad civil, se da- 
rá á ésta preferencia sobre aquella. 

Artículo 9.” — Los fueccs ó Tribunales que conozcan de 
estos juicios, darán cumplimiento bajo responsabilidad á 
lo dispuesto en el artículo 90 del Código de Enjuiciamien- 
tos Penal. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Y no habiendo sido oportunamente promulgada por 
el Ejecutivo, en observancia del artículo 71 de la Consti- 
tución, mando se imprima, publique, circule, y comunique 
al Ministerio de Justicia para que disponga lo necesa- 
rio á su cumplimiento. 

Casa del Congreso, en Lima, á los 21 días del mes de 
Octubre de 1897. 


Manuel Candamo, Presidente del Congreso. 
Leónidas Cárdenas, Secretario del Congreso. 
Oswaklo Seminario y Arámbnrii, Secretario del Con 

gres o. 


Él Congreso de la República Peruana 

Ha dado la ley siguiente : 

Artículo 1 .’- Ninguna persona ó coq.oraaon .esta 

obligada á pagar recibo al u n< * * fi 1,11111 L óoder 
cha sea anteriSr á la de los que conserva^^^^ r *s- 

Art. 2.“— Los sucesores en laconduu ^ . g prenda- 

ticos, explotación de fábricas u ot ' 


■ 
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lo anterior, sufrirá las penas impuestas a los sus- 

tractores de caudales públicos. (P. 194) 

Art. 204.— El empleado público que exija deré- 
chos ó propinas por lo que debe practicar gratui- 
tamente en virtud de su oficio, ó cobre mayores de- 
rechos que los designados por la ley, los devolve- 
rá con una multa del duplo al cuadruplo de la can- 
tidad que hubiese percibido. (R. T. s ¿i 57 i 

Si para efectuar estas exacciones supone órde- 
nes superiores, comisión, mandamiento judicial ú 
otra autorización legítima, sufrirá además un año 
de suspensión. ( P. 29 ) 

El culpable habitual de este delito, será desti- 
tuido del empleo ó cargo que ejerza, sin perjuicio 
de la restitución y de la multa. 

Art. 205. —Los empleados que nombren ó pro- 
pongan para cargos públicos á individuos que no 
tengan los requisitos legales, sufrirán suspensión 
de uno á tres meses, quedando además sin efecto el 
nombramiento. 

miento de locales urbanos, etc., no son responsables de 
las contribuciones industrial, de patentes, de alumbrado 

y serenazgo o cualesquiera otras que hubieren dejado de 

pagai sus antecesores. 

bucinnl^ 3 ' ~ La -? bl ' g i adón de P a S ar recibos por contri- 
|Duciomes, prescribe a los tres años, 

cute efL’tfip funcionario que ordene y el recaudador 

¿endo lo m í Vf 1Za algana P° r contribuciones contravi- 
ción. P sentó en e.ta ley, comete el delito de exac- 

Comuníquese al Poder Ejecutivo, etc. 
asa de Gobierno, Lima 20 de Octubre de 1906. 


A. B LejftiUj . 


José Pardo. 
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SECCION SEXTA fi 

De las falsedades. (J. M. 320 vais ) II 

* 1 / 

título i 1 

DELA FALSIFICACION DE SELLOS, FIRMAS Y MARCAS (1) 1 

Ai t. 206. El que falsifique el gran sello del Es 1 
tado, sera castigado con cárcel en quinto grado v I 
multa de mil á dos mil pesos. ( P. 34, 37, 72 , 53 ^ f 

(1) Véase el artículo 2 del Tratado sobre Derech^ 1 
Penal Internacional ( inserto en el Apéndice) del Cono-re- 3 
so Sud Americano de 1888-89. ° j 

—El siguiente caso se refiere á la fecha que debe to- 
marse en cuenta para la prescripción, en los delitos con- \ 
tínuos de falsedad. | 

Corte Suprema ¡ 

Excmo. Señor: í 


Habiéndose descubierto, con ocasión de una contro- 
versia sobre derechos reales, entre D. Juan Rcvoredo y do- 
ña Lorenza Dyer de Acuña, que el escribano público v de 
hipotecas D F. P., había otorgado en 3 de Febrero de 
1S76, un certificado de registro de dos hipotecas sobre 
una propiedad de D. Camilo Rodríguez; la primera cons- 
tituida en 22 de Diciembre de 1858 á favor de I*. M. Cajo, 
v la segunda en 21 de Enero del mismo ano del 76, sien- 
do así que no existía verdadera ni legalmente tal regís ro, 
el Tribunal Superior, al fallar sobre dicha controversia, 
que er?L una tercería entablada, por la señora D\ci c c 
ña para sostener la subsistencia de la hipoteca que ¿ I 
certificado acreditaba sobre la acción del comprador d 
Juan Revoredo, que sostenía á su vez ha.b e r ac q . 
bien, libre de gravamen, fundándose en un ~ ¿iiooto- 
opuesto tenor otorgado por el mismo esen ‘ P yi s tía hi- 
cas en 25 de julio de 1382, asegurando W e n ”° Tribunal 
lio teca alguna sobre el inmueble en cue , 
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A< U. of)7 El citi€ en documento público falsifi- 

nuekís otros sellos oficiales, ó la firma del Presi- 
ente d; la República, de los Presidentes de las Cá- 
máras de los Ministros de Estado o de los Agen- 
Íes Diplomáticos, será castigado con cárcel en 
cuarto grado y multa de ciento a mil pesos. 


resolviendo, como se dijo, dicho pleito, ordenó el enjuicia- 
miento del ya citado funcionario, y su mmediata suspen- 

81 Abierto en consecuencia, el respectivo juicio criminal 
para el esclarecimiento y castigo del delito de falsedad 
que le daba origen, D. Mariano Vargas, y luego su espo- 
sa dona Bárbara Vento de Vargas, han interpuesto suce- 
sivamente una demanda civil por indemnización de per- 
u icios V más tarde, una querella criminal, emanadas am- 
ias de la emisión de un falso certificado expedido por el 
propio escribano en 7 de Abril de 1884 asegurando que 
no existía hipoteca sobre una propiedad; que, en tal con- 
cepto, y descansando en esa certidumbre, sostenida por 
persona á quién la ley atribuía fé pública, compró la fami- 
ía Vargas á D. Antonio de la Puente, la cual propiedad 
resultó después hipotecada, desde 8 de Febrero del año 
S2, para la seguridad de un crédito que el mismo la Puen- 
te declaró en favor del doctor D. Julio Falret. Esta últi- 
ma causa, en la cual el acusado P, había formulado una 
articulación de incompetencia, por cuanto estaba pendien- 
te la civil isobre los daños causados por la falsedad, se 
mandó fuera acumulada á la que se había abierto de ofi- 
cio, á fin de apreciar por lo que resultare de ambas en un 
juzgamiento común, la responsabilidad del enjuiciado. 

Este, después de prestada instructiva, dedujo la excep- 
ción ele prescripción, fundándola en que desde la fecha del 
otorgamiento del primer certificado ( Febrero 3 de 1876) 

J? v a T el cíe abrir un juicio criminal, habían tras- 

A ° mt } s . , tres años, tiempo suficiente para extinguir 

delin « T f i * 1 i^’i 6 ^ erec ho de acusar, tratándose délos 
niarin 1n Sobre si . era 6 no admisible en el su- 

uii iii, i(Ípn+p? K ’Tr l ' )ereilbor ' a c ' e P res cr¡pción, se suscitó 
do lá nnorf C ^ l f resu< -fi° por auto superior, declaran- 

daudo c t :u P P : i V!ti y J Jr 0 t edeilcia & aquel artículo y man- 
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Art. 208 


El que falsifique la firma de cuaí- 

nleado i~ s se l] 0S) marcas 

un objeto ó ase- 
1 # 


i icuaiuque la i 
quiera otro empleado público, ó los 
ó contraseñas que, para ideivtifiearu 

tv a trr\ rl r-> í j. „ 


w iuua tincar un objeto ó ase- 

mirar el pago de impuestos, se usen en las oficinas 
del Estado, sera castigado con cárcel en tercer 
gi ado y mu ta de cincuenta a quinientos pesos. 




dos iespecti\ ámente, en los casos de Dver y Revoredo v 
de Puente 3 " v argas. " ' y 


El Superior que conoció del asunto, después de declarar 
fundada la queja que se interpuso por denegación de alza- 
da lia revocado ti auto de primera instancia en cuanto da 
por fundada y legal la prescripción, declarándolo insub- 
sistente en cuanto resuelve conjuntamente sobre la excep- 
ción de incompetencia deducida por el enjuiciado, en el 
juicio promovido por la Vento de Vargas, y mandando 

que el juez continúe sustanciando dicha excepción 

El Superior asienta que la prescripción del derecho de 
acusar sólo comienza á contarse desde la fecha en que se 
cometió el delito, cuando el hecho criminal es de suyo pu- 
nible y conocido; pero 110 cuando permanece oculto ó ig- 
norado, oes aparentemente lícito 3 ' sólo se convierte en pu- 
nible, por el daño que causa, y que 110 puede perderse un 
derecho que no se ha podido ejercer, por haber permane- 
cido oculto ó ignorado el hecho criminal 

Ni es cierto qne haya actos que sólo sean punibles por 
el daño que causan, ni es indispensable que las consecuen- 
cias de un delito consumado se hagan públicas y ostensi- 
bles, para que comience á correr el periodo de la prescrip- 
ción; ni hay hechos criminales que no sean ele suyo puni- 
bles, porque el nombre de crimen no puede aplicarse, sino 
á un acto que merece castigo, y las enunciaciones; puma- 
das, sobre las cuales llama el Adjunto la atención e ri 
bunal.no son sino verdaderas paradojas. Al través ciu 
ellas se descubre la escrupulosidad con que e ufr _ 
discurrido, buscando el terreno de los bueno_ . J 
principios al cual se ha acercado mucho, a £ índo- 
a exactitud de las ideas 3 r la percepción ca __ 2 c - n 
le de esta institución de derecho que se Ham P . 


ULUClUll Lie q- - * ■ p„tl1 

y de la naturaleza de ciertos delitos, (pie e^ . «, vdI n AT 


diar con mucho detenimiento para apreciarlos en relac.cn 

con aquello * . ]« vercloclefíicloctrincij 

El Adjunto se propone expon ^ ^ nota bles ex- 






no ateniéndose á su propio juicio, 
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, , oo9 — Se considera como falsificación, l a 
imnresióñ fraudulenta de} sello verdadero en docu- 
mento en que sea necesario. Este delito se castiga, 
rá con un ¿rado menos de la respectiva pena seña- 
lacla en los anteriores artículos. 

positores del Derecho Penal. Según ellos, y esta opinión 
nerece todo el respeto de la verdad, porque esta apoyada 
en la natural diversidad de las acciones humanas, no to- 
dos los delitos quedan consumados, en un solo acto, sino 
nue al minos se realizan, por una sene de actos y circuns- 
tancia? que entran en su generación Los primeros se lla- 
man delitos instantáneos ó permanentes. Los segundos, 

delitos continuos ó sucesivos. 

El que dá muerte á otro, ha cometido un delito de la 
primera categoría. La intención criminal se ha revelado 
en un instante y traducido á la práctica; el mal material 
la ha seguido de cerca. La alteración del orden, el escán- 
dalo consiguiente, el contagio del mal ejemplo, el alarma 
v la inquietud causadas, todo ello ha tenido lugar en rá- 
bido desenvolvimiento; y el criminal, en tanto que no se 
e detiene, ni se le persigue, ni se le acusa ó someted juicio, 
empieza desde ei momento mismo á aprovechar del curso 
de la prescripción, cuyo término se cuenta desde que el de- 
lito quedó consumado, es decir, desde el instante en que 
se practicó. Sí ese delito instantáneo se ha cometido en 
secreto; si la víctima no era conocida y nadie se apercibió 
tic su desaparición, no por eso correrá menos para el de- 
lincuente el período de la prescripción. Precisamente se 
funda ella, en la ignorancia del delito, en el olvido de su 
autor, en los esfuerzos que éste ha hecho para rodear de 
misterio la inmolación y sustraerla así como su persona, 

a las miradas é inquisiciones de la autoridad. De otra 

manera no se concibe ni se explica la prescripción, porque 

■MrSSS rvL S <i *í° nei i Se ri ’¡’^í 110 t aiTient c que los Jueces v en- 
rr n?nm - e í? rdetl p . úbllC0 - ten £an noticia cierta ele la 

>: no persigan al delincuente, 
cu torios ”rr° p ^ ríl ^castigarlo. Y si hay actos persc- 

querella SrKif”, ^ ~ 

ha ejercité rln ^ „ P arte eivil, el derecho de acusar se 

Alm ^ i •’ y cabe a P rescr ipción ni puede alegarse, 
que ha dejad oh Je?] ^ J ° d ■? f eb \° Pericamente cometido 

-Xr coL’LÍ rp.rato * alar ; 

ci aparato de su violencia y el 
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Art. 210. El que falsifique sello, firma, marca 
ó contra sena de individuos ó establecimientos par- 
ticulares, sufrirá arresto mayor en cuarto grado y 
multa de veinte á doscientos pesos. (P.34- 38 

74) (1) * ’ 

* 

( 1 ) En el siguiente caso, la Corte Suprema ha decla- 
rado que la exhibición de una marca de fábrica falsificada 
ante el Gobierno en solicitud de registro, sólo es acto pre- 
paratorio de delito. 

Excmo. Señor: 


En calidad de propietarios de la casa de cigarros y ci- 
garrillos “El Fígaro”, González y C.* se querellaron 
contra D. Mariano ligarte también cigarrero, impután- 
dole el delito de falsificación de su marca de fábrica regis- 
trada— por haber éste presentado al Gobierno para su 
inscripción como propia, con el nombre de “ElFígalo”, 
la marca cuyo facsímile anexo á la querella comprueba, 
según afirmación de los actores, el cuerpo del delito. 

Fundándose en que préviamente debe resolver el Eje- 
cutivo acerca de su solicitud, ligarte dedujo excepción ju- 
risdiccional que ha desestimado el fuez de la causa. 

Pero el auto de vista apoya en substancia tal oposi- 


horror de sus pormenores, por atrasado que esté el '->aís 
en que se cometa, y por grandes que sean la incuria de a 
autoridad y la deficiencia desús medios, ha deatraei, 
cuando menos, sobre el delincuente un simulacro de perse- 
cución y de enjuiciamiento bastante para tóferrumpir la 
prescripción; resulta, que ésta no puet.e „ 

cuanto al derecho de acusar, sino en los casos < - 
cia ó de secreto. Sostener precisamente que M . ? „ e n0 
ó ese secreto suspenden el curso de la presa íp . - SUC eda 

comenzará á correr, sino cuando a a a £ hacer aciue 
el conocimiento y el secreto sea divulp . > ¿ e es ta 

lia imposible, convertir en irrisoria a 11 falsear los 

manera de remitir las culpas y as p . fian 

mismos razonamientos que la cien r? or inapio declara- 
teñido en cuenta para establecerá El pnnapio^^^ 

do por la nuestra, en el articulo ocU Uación ó de la 

ignorancia del delito: el t» * 

mienza á contarse siempre para las acusae 

día en que se comete el delito. 
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Art 211 Si fuese empleado el que incurra en 

al ¡runo le los delitos comprendidos en los artícu- 
lof anteriores y lo cometiere abusando del cargo 
g o que ejerza, se agravara la pena en dos o tres 

términos. 


ción‘ v declara improcedente la acción penal interpuesta, 
porque no se acusa al reo “de haber usado indebidamen- 
te dicha marea", v el hecho solo de solicitar su registro 
•■no constituye el delito de usurpación del derecho de pro- 
piedad de una marca” conforme al art. 23 de la ley del 19 

de Diciembre de 1892. . 

Hay error, en concepto del Fiscal, en el fabo déla 

ÍItma. Corte Superior. . 

Ese artículo estatuye que se perpetra en ranas formas 

el delito sublitis; figurando en primer término como auto- 
res “los que falsifiquen ó adulteren de cualquier manera 

una marca comercial ó de fábrica ”. 

El dicho artículo prescinde en lo absoluto del uso de 

la cosa falsificada ó adulterada. . 

No existe en efecto razón plausible para que se le exija 
como condición sine qua non de enjuiciamiento criminal y 
pena, tanto porque si se le considera como parte última, 
consumativa del delito, el comienzo notorio de éste me- 
diante la falsificación ó adulteración constituiría el frus- 


Y aquí entra el examinar la naturaleza de ¡os delitos 
que se llaman continuos y sucesivos, que no quedan con- 
sumados en un solo acto, aún cuando él por sí sólo revela 
la intención criminal; sino que se perpetran paulatina- 
mente y por una serie de actos que es preciso que esté 
completa y desarrollada en todas sus consecuencias, para 
que el delico puec a decirse consumado. En los delitos ins- 
tantáneos, apenas realizados, cesa y no puede prolongar- 
se la acción criminal; pero hay otros en los que ésta se 
continúa y se prolonga y aún puede ser indefinida, según 
os, accidentes que sobrevengan entre el primer hecho 

practico y el ultimo que realiza su cabal y definitiva con- 
sumación. 

Ocupándose de la materia M. Ortolán, en sus íl Ele- 
inentos de Derecho Penal” dice: Los delitos continuos ó 
crónicos, son mas usualmente llamados delitos sucesivos. 
Esta ultima expresión qne nos viene de la antigua juris- 
prudencia tiene la ventaja de que indica bien, que en cual* 
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DE LA FALSIFICACION DE DOCUMENTOS EN GENERAL (i) 


en un docu- 


Ait. 212. Se comete falsedad 

mentó : 

. • i 11 * 1 ^ > . ento que no lia exis- 

tido en el libro o registro en que se inscriben los de 
su clase; * 


(1 ) El que en país extranjero falsifique instrumentos 
públicos nacionales, está sujeto á la jurisdicción criminal 
de la República. ( E. P. 2$ Q) 

Según el art. 11 § 7 del C. ]. M . ; la jurisdicción de 
guerra conoce de las causas qne contra cualquiera perso- 
na se instruya por el delito de falsificación de marcas v 
sellos usaci >s en las oficinas militares, ó de documentos 
que deban expedirse por las dependencias de guerra. 


trado ó cuando menos la tentativa, ambos punibles; 
cuanto principalmente porque el acto delictuoso , ya tan- 
gible y comprobable, se revela en el ardid fraudulento de 
la imitación de la cual aquel uso no es sino consecuencia 
que no siempre se produce, como ocurre en el caso del mo- 
nedero falso en cuyo taller descubre la autoridad todas las 
piezas corpus delieti, quizás no tan expeditas para la cir- 
culación como la marca que inicia la suya con la solicitud 

de registro ante el Gobierno. i I 

Descartado el requisito innecesario de! biso; y aten- 
diendo al relato que de los hechos formulan los querellan- 


quier momento que se considere al agente en tanto que 
dure la acción culpable, se le encuentre en estado ele cei 
to; pero tiene algo de inexacta en el sentido de que parece 
decir que, en el hecho de este agente hay como una mu i 

tud de delitos sucediéndose sin interi ujicíon, ml^n ras m e. 

en propiedad, la acción prohibida, siendo una a*unq , 
mayor ó menor duración, no forma verdaderame v 

un solo delito más ó menos prolongado. H- a p 
preferimos la denominación de delito continuo 

Y las reflexiones del ilustrado penal is a c q e ip 03 
por el estudio y por la práctica; son frecuentes los delito 
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2.” Dando testimonio ó copia certificada de 

documento que no existe, 

2” Alterando documentos verdaderos de al- 
milla de las maneras siguientes: 1 . Agiegando 

cláusulas, suprimiéndolas variándolas sustancial- 
mente ó borrándolas; 2.* Variando las firmas o f* 
,. 1 , 00 . 3 6 Suponiendo circuiis tancias o hechos tai- 
sos*^ 4. a ’ Ejecutando en los testimonios o copias cer- 
tificadas, que se expidan por razón de oficio, las al- 
teraciones que se enumeran en las tres primeras 
partes de este inciso. ( P. 346 § 10) 


tes — como lo preceptúa el código procesal a fin de ([tic el 
Juez del Crimen aprecie con propio criterio si lmy o no 

acto justiciable— no se desprende la ínadmisibihdad déla 

acción desechada en segunda instancia. 

Las muestras de las cubiertas de cajetillas que al de- 
cir de los actores son facsímiles de las marcas “ El Fíga- 
ro” y “ El Fígalo”, presentan á primera vista gran seme- 
janza por ser iguales sus emblemas y viñetas llamativas. 
En ambas, la figura principal de una de las mitades es una 
mujer cruzada de brazos junto á un escudo peruano; y de 
la otra, el de un hombre con calzón corto, á horcajadas. 

“La falsificación, observa Dalloz, resulta de la simili- 
tud entre dos ó más marcas, sin que sea indispensable la 
perfección de tal similitud. Rara vez se verá el caso de 
que el que pretenda usurpar una marea la copie servil- 


de naturaleza continua en los que lio sólo es lenta la gene- 
ración, sino que los actos mismos de realización, no pa- 
san simultánea sino sucesivamente. El delito de falsedad 
de sellos ó documentos se encuentra en esa categoría . No ' 
basta para que quede perpetrado, fabricar los falsos se- 
llos, redactar ú otorgar los ialsos documentos, sino que es 
indispensable que los objetos falsificados den principio á 
su circulación y la continúen hasta que se hayan colocado 
en el caso de producir el efecto á que están destinados, 
as a que se haya realizado el último acto de ejecución, 
es e o no seguido, del fraude ó del daño que deben ser su 
Consecuencia. Mientras se realiza todo esto, la prescrip- 
ción, no ha tenido punto de partida, porque no debe eo- 

a correr sino desde el día en que ha tenido fin el 
ultimo acto comprendido en el delito. 
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V 1 1- 21.,. El empleado que, abusando de su 
oficio, cometa falsedad en documento público será 
castigado con reclusión en tercer grado y multa de 
doscientos a dos mil pesos. ( P. 34 37 70 , 

1 j i 


mente. Basta que exista en la acomodación de los signos 

emblemáticos una mutación que pueda inducir al oúblicn 
en error . 1 

Aquella aparente identidad con malicia confeccionada 
á mentó ele la cual los compradores engañados van á re’ 
cibir una mercadería distinta de la queden realidad nklcn 
es la característica de la falsedad que también ha en con- 
secuencia de menoscabar los provechos y tal vez el crédi- 
to del establecimiento industrial cuyo visible distintivo se 
plagió 

Ratificando esa doctrina, el art. 5 de la lev especial de 
1892 declara que el registro de la marca de fábrica impor- 
ta el reconocimiento del absoluto dominio sobre ella por 
el que la obtuvo, y el derecho que puede ejercer oponiéndo- 
se ó persiguiendo legalmente el uso de cualquiera otra 
marca que directa ó imfiivctiniituitc anise confusión con 
artículos similares de distinta procedencia. 

Son elementos coexistentes esenciales del delito de fal- 
sificación, como lo enseñan los criminalistas, la alteración 


Aplicando estas observaciones, que hoy son incontro- 
vertibles en la doctrina jurídica penal, al caso que motiva 
este juicio, se verá cuanto hay en ellas de verdad y exacti- 
tud. 

Ante el escribano de ' Iipotecas D. E, P. t se otorgo una 
escritura mixta de locación y de mutuo hipotecario, cntie 
la señora Lucar de Dyer y don Camilo Rodríguez, en Ene- 
ro de 1876, siendo la materia un rancho situado en Cho- 
rrillos. La parte locatoria y mutuante, habiendo sido es- 
tipulada la hipoteca, y debiendo suponer que había sit o 
inmediatamente registrada, desde que el mismo escri ano 
del ramo había intervenido en el contrato principa , pi ' 
el certificado del registro de la hipoteca y se e o orgo ' _ 

3 de Febrero de 1876. El registro que existía y, a , . .. 

Ligaciones á que (lió lugar posteriormente, un jtu i 
entre aquel mutuante y el comprador de la uica, ■ V 
nifestado que se trató de enmendar ja fa a, ... q cq _ 
do una anotación irregular fuera de las ine _ _ j Q ye _ 

r respondiente, y anunciando, en todas sus > |Jj 

dado y clandestino del acto, ^ 
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Si el delito fuere cometido por un particular, se 
aplicará reclusión en segundo grado, y multa de 

ciento á mil pesos- - ' . , 

Se se cometiere la falsificación en documento 

privado, la pena será reclusión en primer grado y 

multa de cincuenta á quinientos pesos. ( P. 34, 37, 


ó supresión de la verdad, el propósito fraudulento de encu- 
brirla, v el perjuicio real ó posible que tal hecho cause á 

un tercero. 

Si pues los querellantes afirman que I garte ha perpé- 
tralo el que indica el art. 23 de la ley sobre marcas de fá- 
brica y de su relato aparecen reunidos los factores que lo 
constituyen, su acción para incoar el procedimiento cri- 
minal en el que están obligados á comprobar sus aseve- 
raciones, se encuentra explícitamente bajo el amparo del 
art. 29 de la mencionada ley. 

En cuanto á la excepción de jurisdicción interpuesta 
por ci querellado, es notoriamente ilegal porque sea cual 
fuere la decisión del Gobierno circunscrita á la órbita de 
lo administrativo, no influye para que aplacen las dili- 
gencias det sumario los Tribunales á quienes con entera 
independencia compete investigar la existencia del delito, 

El Fiscal concluye que hay nulidad, en el auto revoca- 
torio de vista; y que reformándolo VE. debe, en su eon- 


Evidentemente se había certificado sobre la existencia 
de un registro de hipoteca que no existía en las condicio- 
nes legales, que no se había hecho en su oportunidad, que 
se había procurado suplir con una informal anotación 
postenor, la cual no estaba ni aún firmada; y sólo vino á 
serlo, cuando el Juez de lo civil que conoció del pleito va 

meneado, practicó una inspección en el libro del escribano 
de hipotecas. 

I ero antes de continuar en el examen de la serie de he- 

a ?V l ( L UC 6 P n |cipi° el certificado de Febrero de 1876, 

. V J lin 0 1£Ua observar que ese documento quedó, como 

) L Y* p ° clcr persona que lo solicitó para su 
1 i la ?^ a l ue indispensable sostener los que 

. „ l s e erechos hipotecarios, contra el comprador de la 

„ i ¿eo ‘ U ¿ la ^ vevore d f >. La a dquisición tle este tuvo lugar 
• , L y be precedida de un certificado otorgado, por el 
sino esci i baño I en sentido enteramente opuesto, al 
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— -• - . * 7 oauiuiudí naga uso «le un 

documento o certificado lalso, ó deuno verdadero 

expedido para otra persona, cuyo nombre asume 
ó sustituye con el suyo, será castigado con arres- 
to mayor en segundo grado, y multa de diez á cin- 
cuenta siesos. { P. 34, 38, 74, 53) 


cepto, confirmar el del Juez Dr. Rada y Paz SoldáiMiue de- 
clara sin lugar la referida excepción. 

Lima, á 28 de Abril de 1903. 

Segase. 




r 




Lima, á 7 dé Mayo di- 1006, jM 
Vistos: con lo expuesto por el señor Fiscal y aten- 
diendo á que los hechos cu que se funda la querella rio 
constituyen delito sino actos preparatorios que solamen- ; 
te son justificables cuando media confabulación, conforme 
á lo prescrito en la segunda parte del art. L° del C. P.; de- 
clararon no haber nulidad en el auto de vista de f. 20 v. 
su fecha 1 1 de Noviembre último, que revocando el de pri- 
mera instancia de f. 17 y., su fecha ID de Septiembre del 
año próximo pasado declara fundada la: oposición del 
acusarlo Mariano Ugartc, deducida á f. 13 y que no pro- ^ 
cede en el presente caso la acción penal; v los devolvieron. 


Es pinosa . — 0 KTIZ 

FiÓuÉÉoa. 


ÜE Z E VALLO S . — V I L I , A K Á -N EgUIUUREN. 


Se publicó conforme á ley, siendo el voto de ios seño- 
res Espinosa v f igucroa por la nulidad de conloinudac 
con lo dictaminado por el señor fiscal; de que eei tífico. 

Luis Delucchi. 


ne ¡labia recibido y conservaba la senora Dyer. En csU. 
segura at|ucl funcionario <|»e la finca esta grawi'U c 

el señor D. M. Cajo por 500 pesos, y la otea «a-J*. 
hiero del 76 en favor de aquella sen nía libros 

in aquel sostiene v declara que ha icgis , 1872: 

e hipotecas, de diez años a la fecha, es t e Atea na.”.- De 
resultando del examen que np hay _ ,p _ ó / . r o-inal. 

lai vllT' do certificado, no puede mirarse 
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c: ,.i docnmcnto falso fuere presentado enjuicio 
como prueba, se aumentará un grado más de 

arresto y la multa será de cincuenta a (pimientos 

pesos. 

JZLtivo- siendo ambos dos actos diversos del mismo de- 
lito cu va ejecución se desarrolla en un largo período de 
tiempoi Los dos documentos se contradicen; pero los clos 
se completan, porque son revelaciones del mismo hecho 
punible. El certificado de 82 es el que mine atributos de 
más calificada falsedad, v el que ■. mo a precipitar los efec- 
tos del delito. El certificado de 1876, no puede decirse 
completamente falso porque el hecho de haberse conveni- 
do en la hipoteca que él dá por registrada, es verdadero : 
la ley no excusa la aseveración de existir un registro que 
no sé bahía sentado; pero en el orden de las consideracio- 
nes morales, cabe la equidad, para buscar la atenuación 
de responsabilidad en ese primer acto, si pudiera juzgarse 
solo. 

No sucede lo mismo con el segundo. El escribano que 
ha incurrido ya en la culpa de no registrar una hipoteca 
estipulada en contrato celebrado en su oficina, sacrifican- 
do así los derechos del que prestó su dinero, en tal segu- 
ridad y confianza; y de asegurar en un documento públi- 
co, garantido por su fe, que la hipoteca estaba registrada, 
otorga después á persona interesada en adquirir la finca, 
una seguridad de la misma naturaleza, de que ella no tie- 
ne gravamen alguno. Este documento es, sustancialmen- 
te falso; porque el gravamen había quedado acordado en- 
tre ambas partes contratantes, y faltaba sólo la formali- 
dad del registro, encomendarla al escribano v dependiente 
de su responsabilidad; sin este segundo documento, el pri- 
mero no hubiera producido el efecto de dañar, que es un 
elemento del delito, porque Revoredo, ni persona alguna, 
m n í.m t uní] irado Infinta, quedando siempre ésta al 
alcance de la señora Dyer, para el reembolso de su dinero. 
U bl dell . to no quedó pues cometido, en Febrero de 1876. 

í;A,f tuvo pr ! nci l> iü ’ pcro ^ rnAs grave manifesta- 

Tnlin rí .Vay^r 0 mas calificado de culpa, tuvo lugar 
con «sicmipti+í» k P re * Gn P c ión no había comenzado, por 
nt'íMsifn r l A i ^ 9 01 T er » fiesta esta fecha. Pero entonces, con 
mra el nno-il ^^j^utivo entablado por la señora Dyer, 
remate íh> + cimero prestado, juicio que llegó hasta el 

ranché v ríe lnH rren °® S ° br - e los quc estuvo edificado el 
cincho, y de la teicena que interpuso el comprador Revo- 
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TÍTULO III 

DE LA FALSIFICACION DE DOCUMENTOS DE CREDITO 

(E. P. 216) 



Art. 215— Falsifica documentos del crédito pu- 
blico: (P. 228) 

l.° El que fabrica, introduce ó expende á I 
sabiendas, falsos títulos de la deuda pública, de 
cualquiera denominación, y letras o libranzas del 
Ministerio ti otras oficinas superiores de Hacienda; 


redo, fundándose en su escritura de adquisición v en el 
certificado que le había inducido á llevarla á cabo, se 
practicaron actos de inquisición sobre los libros del escri- 
bano, los cuales fueron preparatorios del enjuiciamiento 
ordenado por la Corte Superior al pronunciar sentencia 
en el juicio de tercería entre la señora Dyer y D. Juan Ro- 
vo red o. 




et i o . 

Estos actos, fueron, en concepto del Adjunto, bastan- 
te eficaces para interrumpir la prescripción que debiera co- 
menzar á contarse desde 25 de Julio de 1882, fecha del 
certificado que sirvió de base á la compra de I >, Juan Re- 
voredo. De manera que para computar el término de la 
prescripción, en el delito de falsedad, no deben tomai.se 
aisladamente ni la fecha del primer certificado otorgado 
en Febrero de 1876, como se ha hecho por el Ministerio 
Fiscal, én ambas instancias para opinar en favor déla 
prescripción, con el olvido de los 

enjuiciamiento, con la cual se compara aquella; .mo que 
es preciso introducir como elementos c e , o p ’ . 

tificado de 1882 y los actos judiciales á qoc dio tu 

la sentencia ejecutoriada del 1 ribunal hupenor, quenepa 

ftCh pe™ si seírdsTera disligar dicha ejecutoriadle su^an- 
tecedentes lo cual va contra to ° Anda acción de 

miento, y considerar al culpabe (Febrero), lo 

justicia desde 1882 (Julio), hasta W7J™ ’J," j a 'fcj. 
cual va contra los hechos, no P u e F familia Vargas. 

Aquí no hay dos verda- 

M11P Q cpffii r?i no existe hipoteca, cli , 
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O 0 p| ene altera los documentos verdaderos, 

aumentando la cantidad que expresan, o borrando 
Z nnol.-ieiom-s .le cantidades amortizadas que 

co,lst o' 0 C p] C ( mc para recabar alguna cantidad del 
Fisco ira urna expedientes de créditos supuestos, 
ó aumenta maliciosamente la cantidad de una 
acreencia legítima, o apoya su ci edito con piuebas 

falsas; * 

fieramente registrada tíos años antes. Este último certi- 
ficado está otorgado en 20 de Abril de 1884, y somete al 
que lo otorgó á las consecuencias previstas y declaradas 
por Ja 2/ parte del art. 97 C. P. que dice: “Si antes de 
vencido el término, comete el reo otro delito de la misma 
especie ó que merezca igual ó mayor pena, la prescripción 
i ueda sin electo ”. A partir de 25 de Julio de 1882, fecha 
del 2. u certificado, no estaba cumplido el término de 3 
años, cuando el escribano de hipotecas, cometió un nuevo 
acto punible de la misma especie del anterior ( 20 de Abril 
84). !)c esta última fecha á la del mandato d«5 enjuicia- 
miento •( 14 (le Febrero 87), no han trascurrido los tres 
años de la prescripción, y por tanto, el acusado no puede 
ampararse en ella. 

id Adjunto ha procurado llenar su cometido, prescin- 
diendo con!) »letamente de las personas y lijándose sólo en 
a ( octrma, en las disposiciones de la ley r y en la naturale- 
7 . a y conexiones de los hechos que han dado moti vo á este 
juicio. El estudio detenido que ha hecho, le sugiere la eer- 

de totVi dc CJ i Ue * prescripción alegada, carece 

bm la faSr 6 ”* 0 7 dc C,Ue dcbe ^ntínua/d juicio so- 

Lima, Julio 6 de 1888. 

García. 

Vistos- dp rnnf . ■ 1 Agosto 16 <k 1888. 

üístério Fiscal cipria 1 . mi ^ aí ^ co f u ^ as conclusiones del Mi- 
vista de fojas su fecha° n 00 habermilidad en el auto de 
Superior de este Dt*nnrf a Hustrísiraa Corte 

tanda, re ™ea el de primera ins- 

de prescripción y los devolvieron^ infandada ^excepción 

Sanc i I l - z .- M i jñoz — Abuv fe A 

fírw M : AS ri C 1 1 A CALT AN A —A lyarejí . 

v ouzman.— Galindo. 
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.‘V f 1 r l« e Wsiiica papel sellado, libranzas ó 
leti as de Icitesoieiia u oficinas interiores de Ha- 
ciencia. - ja|| 

Art. -Ib.— Tos reos de cualquiera de los delitos 
designados en los tres primeros incisos del artículo 
precedente, sufriian qiciu v ciaría en segundo gra - 
do y multa de trescientos á mil ilesos ( P 34 '"V, 
71,53) 1 v ’ ’ 

Los reos comprendidos en el inciso cuarto cár- 
cel en tercer grado y multa de ciento á mil tiesos 

( P. 34, 37, 72, 53 ) 1 

Art. 217.— Se considera circunstancia agravan- 
te en estos delitos, el que el reo sea empleado pú- 
blico, y abuse del empleo para cometerlos. 


TITULO IV 

DE LA FALSIFICACION DE MONEDA ( E. P. 2 § 6 ) ( 1 ) 

Art. 2 i 8. — Falsifica moneda; ( E. P. 2 § 6 ) (2) 
l.° El que fabrica, falta de peso ó de ley, mo- 

( 1 ) Véase el artículo 2 clel tratado de Derecho Penal 
Internacional ( inserto en el Apéndice ) sancionado por el 

Congreso Sud-Americano de 1888-89. 

(2) La fundición de piezas de estaño, imitando mo- 
neda, es falsificación: así lo resuelve el siguiente caso : 

Corte Superior 
Ilustrísimo Señor : 

Por la sentencia apelada de tojas... se condena á F. A. 
como autor de falsificación de moneda, a la pena de peni- 
tenciaría en segundó grado, término máximo, con la mul- 
ta de 420 soles y á S. A. y R. R. , como expendedoras de 
moneda falsa, á penitenciaría en segundo grado, término 
mínimo, y multa de 80 soles. 
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necia de oro ó plata que 


tenga curso legal en la Re- 


pública; 


2.° El que, sin 


la autorización competente, fa- 


E„ concepto 

S°d S d d&Tpor consecuencia en la aplicación de la 

pena. 4 , . - A „ r i P i código Penal, la falsificación 

Según la “'fabricando, falta- de pesó ó de 
de la moneda scc j 0 s ¡ n ] a autorizaeióu cora- 

ley, o de buen p r £ ñlnta cine tenga curso legal en 
FaRepúlS' ó fabricando dentro del territorio nacional 

”° s -ó fabricando moneda peruana de cobre sin automa- 
S ó por último, alterando de proposito la moneda de 
oro, plata ó cobre que este en circulación (art. 218 ). El 
delito que se juzga, que consiste en la fundición de piezas 
de estaño puro, imitando quintos de sol, asi en sus di- 
mensiones como en su forma y sello, no esta comprendido 
en ninguno de los casos enumerados, porque el material 
¿le que están hechos es distinto del que en términos preci- 
sos é inequívocos determina la ley como uno de los ele- 
mentos constitutivos de la falsificación de moneda. 

Si en concepto del artículo 218 del Código Penal, no 
basta imitar la moneda para falsificar sino que es condi- 
ción precisa imitarla con más ó menos perfección, pero de 
todas maneras en el mismo metal de que está formada, 
cuando se emplea metal distinto se comete sin duda un 
delito; pero no el de falsificación de moneda. Y cierta- 
mente (pie se pecaría contra un principio de justicia con- 
fundiendo bajo una misma sanción penal al monedero que 
lanza á la circulación piezas de un metal distinto del que 
constituye la, que se trata de imitar ó falsificar, y al que 
emplea el mismo metal de que se hace la moneda legítima 
para lucrar únicamente con la diferencia de peso ó lev, 
couei otando estas observaciones para mavor claridad al 
caso del inciso l.° del art. 218 del Código Penal. 

. mntrasel último ha producido en la sociedad un es- 
tado de alarma general proporcionado á la mayor simi- 
i ui t c as especies, con las turbaciones en el movimiento 

i consiguientes á la desconfianza que 

■dL-SSv e a c ? n ^ usl0n del numerario hace cundir, y que 
ece con os que iranios que la moneda falsa acarrea des- 
de que se incorpora en la masa circulante; el primero ape- 
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bi ica moneda de oí o ó plata que tenga curso legal 
en la K< publica, aunque sea de buen peso y buena 
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ñas habrá despertado la atención pública, que se ha de 
poner eii guaidia, sin graves inquietudes, descansando en 
a confianza de que la diferencia de la materia prima 
aparte de los defectos de hechura } sera el mejor sisj'no dis- 
tintivo de la especie falsa, que se revelará por sí, á poco 
esfuerzo de discernimiento, resultando por consiguiente 
de bastante menor gravedad y amplitud los efectos del 
delito, de los cuales no es posible desentenderse para fijar 
la naturaleza y la escala déla criminalidad. 

Justificada asi en la teoría la disposición legal que se 
analiza queda establecido que según el Código Penal la 
falsificación de moneda consiste en el defecto de peso ó de 
ley, ó en la falta de autorización competente para fabri- 
carla, pero no en la sustitución de un metal por otro. Es- 
te último delito no puede calificarse en rigor de derecho 
sino como estafa en conformidad al art. 345 del Código 
Penal, puesto que el hecho de que se acusa á los reos im- 
porta una verdadera defraudación perpetrada por medio 
de un ardid ó engaño. 

En tal concepto y calificando responsabilidades, cree 
el Fiscal que A. que fundió las pesetas de estaño, y la A. 
que las expendió, son autores ele la estafa, cuya entidad, 
si no excede de 500 pesos, pasa sin duda alguna de 50 pe- 
sos, teniendo en cuenta que la última, según su propia de- 
claración, llevaba á cambiar durante más de un mes á ra- 
zón de tres soles diarios. En cuanto á la R., que ni las fa- 
bricó ni las vendió, pues no está probado que a veces las 
suministraba á la A., su culpabilidad es la de encubrido- 
ra. Y concurriendo respecto á A , la circunstancia agra- 
vante que determina el art. 10, inciso 10 del Código Pe- 
nal, concluye opinando el Fiscal por que U. S. I. se sirva 
revocar la sentencia y condenar conforme al art. 345 in- 
ciso 2.° del citado Código, á A., á la pena de reclusión en 
tercer grado término mínimo; á la A , á la misma pena en 
primer grado, término máximo, con las accesorias co- 
rrespondientes y el abono de parte del tiempo de caree e- 
ría; y á la R., á arresto mayor en primer grado, términ 
máximo, que se dará por eompurgado, 

Lima, 15 de Mayo de 1897. 


C A YERO. 
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, . E , fabrica dentro del territorio, ino- 
nerla de oro I plata q«e no tenga curso legal en la 

República; 

— ' Lima 28 cíe Ma vo de ISO 7. 

v . , „S t . on lo expuesto por él señor Fiscal, confirma- 
ron te nencia de fojas... su fecha... por la que se impone 
!- í í í- nena (le penitenciaría en segundo grado termi- 
no máximo ó sean nueve años y la multa ele 240 soles; y 
á K R V S. A. la misma pena en segundo grado, termino 
mínimo; 6 sean siete años, á todos con las accesorias del 
art 35 del Código Penal, y además a los dos áltanos a 
inulta de 80 soles; debiendo contarse el termino para la 
principal desde el l.° de Julio delaño próximo pasado; y. 
los ríe volvieron. 

P.VR 15 DES. — J'LOKES. — LÉÓÑ. - PUENTE ARXAO.- BaDANI. 

Corte Suprema 

m 

Exento. Señor: 

Estos actuados y las propias aseveraciones de A. an- 
te el Intendente, según el parte de fojas... traen al ánimo 
el convencimiento de qne el mencionado asiático imitaba 
los (plintos de sol, empleando como materia prima el es- 
taño, y que por sí ó por medio de su mujer, había entre- 
gado diariamente á S. A., durante un mes más órnenos 
tres supuestos soles de plata peruanos en esos discos de 
estaño, para qne ella los con virtiera cu buena moneda, 
de la que se repartían por igual 

Alas, si es cierto que todos los funcionarios judiciales 
([lie han intervenido en la causa se hallan conformes á es- 
te respecto, no lo lian estado en cuanto á la calificación 
del cielito, pues el señor Fiscal de la íltma. Corte Superior 


, x \ é 1HUUlUi1 u sentido fine la ley ds 
seeupnmn S ! n ° L ? ino , un . a sbnple estafa, pidiendo, en coñ- 
ac al 'luir r* 1 *.?' í°y ui tullo, k fin de que se conde- 

cn \ --Pal A., contra quien obra la circustan- 

ua agravante de haberse valido de la cooperación de 

téniinonrf’S •% r de fusión en tercer grado, 
na en primer n-i'íi P ’ f 01110 coautora, á la misma pe- 
so segundo def artfculo'ító^S^kT’ P p ' c , |ue , el inci ‘ 
ra anlinr uno * , clel Codigo Penal faculta pa- 

J i o gi tido scg vm la entidad del engaño; 
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4." El Cpie de propósito altere el peso déla 
moneda de oro ó plata que este en circulación; 

ó.° El que sin autorización competente, fabri- 
ca ó altera moneda de cobre que tenga curso le^al 
en la República. & 

y á la R. como mera encubridora, á la pena de arresto 
mayor en primer grado, término máximo, que se dará por 
compurgada, abonándose á los dos anteriores parte del 
tiempo de carcelería. 1 

El que suscribe conceptúa también que no son aplica- 
lúes al caso los artículos 21 ü y 220 del citado Código Pe- 
nal, que han servido de apoyo á la sentencia condenato- 
ria. de primera y segunda instancia. 

A. no es reo del delito designado en el primer inciso 
del artículo 218 del propio Código que literalmente dice: 
“falsifica moneda el que fábrica, falta de peso ó de lev, mo- 
neda de oro ó plata que tenga curso legal en la República” 
A. no ha falsificado moneda de oro ó plata, falta de peso ó 
de ley ha simulado quintos de sol, usando únicamente esta- 
ño; y esta simulación, constituye estafa, fácil de ser sorpren- 
dida por cualquiera, perceptible al más ligero examen y que 
no entraña la gravedad niel refinamiento malicioso que re- 
vela la fabricación é introducción en el mercado de mone- 
das que siendo de oro ó plata llevan en sí una pérdida 
insospechable que no se conoce ó descubre fácilmente. 
Los que de semejante manera falsfican la moneda produ- 
cen grandes perturbaciones en nada comparables^ conlas 
que resultan de lina patente y grosera suplantación de los 
metales preciosos que regularmente entran en la compo- 
sición del numerario circulante; y esta es sin duda la ra- 
zón que tuvo el legislador, para no comprender en ningu- 
no de los casos de falsificación propiamente dicha de mo- 
neda, la del hecho que se juzga actualmente. 

Además, si al que fabrica dentro del territoi io, mone- 
da de oro ó plata que no tenga curso legal en la *e£ü|i| 
ca, y al que de propósito altera el peso _de esas «on^, 

castiga 


o sin autorizacióii eomi^tente fabrica ó altera la de cobre, 

que tenga curso legal en la Repiiblica, so o se 

con cárcel en segundo ó primer grado y a l *' ‘ L ¡ te¡1 . 

ta no se explica porqué habría ele penarse conpemten 

ciaría á delincuentes, cuya culpabilidad es de menor r< 

i 'í Sai-I (le vista no aduce fundamento alguno para 

ha hecho .le la ley, alterando la le- 


hacer la aplicación que 
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, r , 910 -El reo designado en el primer inciso 

del artículo precedente, sufrirá pemtenc, ana en se- 
gundo grado y multa de trescientos a tres mil pe- 
sos. (P. 34, 35, 53, 71 ) 


tnv el sentido (lelas disposiciones puntualizadas, 
tra y ei w.iil motivada exponiendo las razones 

sentencia debió sci motnaau.^F T L_.., ín 


Su 
que 


tuviera Eos artículos del Código Penal citados en la sen* 
tenda se refieren exclusivamente a la fabricación de mo- 
nedas de oro 6 plata, no de otro metal distmto; y deben 
aplicarse conforme á su tenor literal, porque soloa! Poder 
Legislativo compete la facultad de modificar las leyes. 

Y si se ha querido prescindir de la calidad del metal 
de la moneda ¿ por que no se han preferido las penas se- 
ñaladas á los que falsifican la moneda de cobre, lo que se- 
ría más aceptable siguiendo el principio general de justi- 
cia de ampliar lo favorable al reo y restringir lo que le sea 
odioso ? 

En resumen, siendo inexacta la calificación que se ha 
hecho del delito y debiendo ampliarse lo favorable á los 
reos, el Fiscal es de dictamen que se sirva Y. E. declarar 
que hav nulidad en el fallo de vista de fojas... y reformán- 
dolo revocar el de primera instancia de fojas... é imponer 
al asiático F. A. la pena de reclusión en segundo grado 
término máximo; á S. A. la misma pena en primer grado, 
con las accesorias de ley para ambos, computándose el 
tiempo de la^ principal desde el día que V. E. tuviere á bien 
designar; y a R. R. la de arresto mayor en primer grado, 
término máximo, que se dará por compurgada con la car- 
eelcna que ha sulrido; salvo mejor acuerdo. 

Lima, 28 de Junio de 1897. 

Aubayza. 

Lima, á 20 de Noviembre de 1807. 

ve años, v la multo al oa a ^ ei ! mmo m aximo o sean nue- 
misma pena en segundo «radn y - 1 , R : y J* A ’ a la 

últimas la multa de 80 ¿riW A e - y además á las dos 

■ üc soles > debiendo contarse el termi- 
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El designado en el inciso segundo, penitencia- 
ría en primer grado y multa de doscientos á dos 
mil pesos. 

Los designados en los incisos tercero y cuarto 
cárcel en segundo grado y multa de ciento á mil 
pesos. (P. 34, 37, 53, 72 ) 

Los designados en el inciso quinto, cárcel en 
primer grado y multa de ciento a quinientos pe- 
sos. 

Art. 220. — Los que á sabiendas introduzcan ó 
expendan moneda falsa, sufrirán respectivamente 
la pena designada para los falsificadores, disminui- 
da en uno 6 dos términos, y multa de ciento á mil 
pesos. 









TÍTULO V 


DEL FALSO TESTIMONIO (1) 

Art. 221. — El testigo falso será castigado en el 
orden siguiente : 


( 1 ) El Dr. Paz Soldán expone en la página 59S tomo 
1 de la Compilación de Vistas Fiscales, que el perjurio 
en que se incurra al absolver posiciones no es legalmente 
delito y no puede por lo tanto ser objeto de enjuiciamien- 
to criminal. 

No procede la acción por falso testimonio mientras no 
está concluido ó paralizado por algún motivo legal el jui- 
cio en que se prestó la declaración tachada de falsa. En 


no de las principales, desde el primero de Julio del ano 
próximo pasado; y los devolvieron. 

Loayza.—Vélez.— Corzo —Jiménez. — Fíguerbdo. 


El voto del señor Corzo fue por la nulidad, de acuer- 

o con el dictamen fiscal. . . 

En la Compilación de Vistas F iscales publicada por el 

>r. Gastón, se encuentra en la página 7 <3 del tomo - 
na del Dr. Ureta en conformidad con los fallos del caso 
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n o «i en virtud de su falso testimonio se im- 
» lV nena de muerte, sufrirá penitenciaria en se- 

gu „do líi-ado; ( - on ¿ 'penitenciaría, expatriación, 

’ ' ,ti>inhl litación, sufrirá cárcel por 

confinamiento o^ nha^ts ¿ conden ( P . ;!7i 

la tercera pai Le au 

721 q ° Si se impone cárcel, reclusión ó arresto, 

sufrirá respectivamente la torcera parte de la pena 

que cause; 

cTc-íso de la plg. 205 clel tomo de Anales Judiciales co- 
rrespondiente aT año 1905, el dictamen fiscal sostiene la 

doctrina contraria. 


Corte Superior 


Ilustrísímo. Señor: 


Don Angel Cancssa acusa de falso testimonio á don 
Pedro P. Astetc por una declaración prestada contra él 
til un juicio civil que actualmente se ventila: fundándose 
cu que no está expedita la acción criminal mientras no se 
resuelva la causa de donde deriva, ha deducido Astetc la 
excepción declinatoria que se ha declarado sin lugar por 
el auto materia de la alzada. 

Ocupándose el Fiscal antes de ahora en una cuestión 
análoga, emitió dictamen en los términos siguientes : 


“Aunque el grado versa solamente sobre la incidencia 
de prescripción, cumple al Fiscal llamar la atención de US. 
1. hacia otro punto qüe no carece de importancia, y que 
se relaciona con los autos de fojas... en que, á solicitud del 
piesunto reo, se dispone que se pase al Juez de turno copia 
te , as P ieza ® peí' t i n i.- ntes para que instaure juicio por fal- 
so A.LmMmu contrae, y M.s que han declarado como 
testigos presenciales de cargo. 

didííH- . U |v L d lK ‘ hi solicitud de fojas... á que se ha acee- 
cros ^ Caso £l . l^ aa de inhabilitar á dichos testi- 

todaví r«ní S a í ? Paipai, pues no han prestado 
de la alzarla ¿i s 1 lI ¡? 9 a . ^ incidente que es materia 
aún a*l)rír deljuicio por violación no permite 

1 ceso ciuniiiaí contra ellos porque según los 
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4. Si se impone suspensión ó multa, sufrirá 
arresto mayor en primer grado; y si destitución, 
arresto mayor en tercer grado. ( P. 34-, 38, 74 ) 


artículos 221 y 222 del Código Penal, la acusación por 
falsedad debe ser consecutiva á la resolución de la causa 
originaria, ó por lo menos á su paralización por algún mo- 
tivo legal, desde que la pena aplicable á los testigos falsos 
depende de la que se haya infligido á mérito de su testi- 
monio, siendo en los casos de absolución del reo ó de que- 
dar inconcluso el juicio, la que corresponde al calumnian- 
te ó al encubridor. 

Y no podría ser de otra manera. Rómpase el orden 
correlativo establecido por la >ey, y sucederá que el juicio 
por falsedad, que hubo de llegar al estado de sentencia 
antes de que concluyese el de violación, no podrá tallarse, 
en el caso propuesto sino cuando se haya pronunciado en 
este último la ejecutoria, que determinará la penalidad 
aplicable á los testigos falsos, para los cuales la obligada 
interrupción de procedimiento á que estuviesen prematu- 
ramente sujetos, implicaría cuando menos la prolonga- 
ción de su encierro en la cárcel, mientras se fijase la pena 

condigna. t , . , , 

He ahí precisamente la dificultad que la ley ha trata- 
do de obviar, ya que no fue posible determinar la sanción! 
del falso testimonio sin tenerse en cuenta el mal qu- pr< 
tlnjo el delito, para graduar la responsabilidad penal. 

Por otra parte, si se procediera como lo dispone el in- 
ferior, se seguirían dos causas por cuerdas distintas e m- 


defendientes' sobre una misma materia jurídica: la una 
respecto á la acusación interpuesta por la ‘ 


tra el violador, y la otra relativamente a la imputación 
de falsedad, de la cual se defenderían los eni melados tra^ 
tando de justificar la certidumbre desús afirmación , 


sea el hecho mismo de la violoción que presenciaron según 


lo exponen; podiendo resultar _ de ahi^ jsentuieias^imphc^ 




toñas en eí ¿aso de que á la absolución del «otado 
CaUSa £fb&j£SÍS testigos falsos, que 


guíese 


alcancen á acreditar la verdad de sus declaraciones. 


1 1 


es 


.ncen a acieuiuu 1Ll dictamen no 

Si la teoría sustentada en el piecLd de Y¡sta 

aplicable al caso de que se tía . , 'J j. ( , |U0 corres- 
de la correlación de la penal id a , P 1 , • específica- 

ponde al testimonio falso en juico pv ü esta í 

16 
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1 •> Si en virtud de su falso testimonio se im- 
pone la. pena de muerte, sufrirá penitenciaria en se- 

1,1, ido. Tildo; (P. 34,35, |1) . , t . .. 

E Si sé- impone penitenciaria, expatriación, 

confinamiento ó inhabilitación, sufrirá cárcel pol- 
la tercer:, parte del tiempo de la condena, (P. 37, 

72 ) < * ’ > 

3.° Si se itn pone cárcel, reclusión o atiesto, 

sufrirá respectivamente la tercera paite de la pena 
que cause; 


el caso de la pág. 205 del tomo de Anales Judiciales co- 
rrespondiente a) ano 1905, el dictamen fiscal sostiene la 

doctrina contraria. 


Lorie Superior 


Ilustrísimo. Señor : 


Don Angel Canessa acusa de falso testimonio á don 
Pedro i’. Astete poruña declaración prestada contra él 
en un juicio civil que actualmente se ventila: fundándose 
en que no está expedita la acción criminal mientras no se 
resuelva la causa de donde deriva, ha deducido Astete la 
excepción declinatoria que se ha declarado sin lugar por 
el auto materia de la alzada. 

Ocupándose el Fiscal antes de ahora en una cuestión 
análoga, emitió dictamen en los términos siguientes: 


Aunque el grado versa solamente sobre la incidencia 
de prescripción, cumple al Fiscal llamar la atención de US. 
1. hacia otro puntó que no carece de importancia, y ciue 
se iclaciona con los autos de tojas... en qué, á solicitud del 
presunto reo, se dispone que se pase al juez de turno copia 
t e las piezas pertinentes para que instaure juicio por fal- 
so testimonio contra C. y M. S que han declarado como 

testigos presenciales de cargo. 

Apai te de que la solicitud de fojas... á que se ha acce- 
dido, responde acaso al plan de inhabilitar á dichos testi- 

tod <i P v 1n a « d í ; í- ar e ? [o - P rinci PaV, pues no han prestado 
todav ía su testimonio sino en el incidente que es materia 

e n alzada, el estado del juicio por violación no permite 

aun abrir proceso criminal contra ellos porque según los 


i ' ; 1 £ * * V 


1 


4. Si se impone suspensión ó multa, sufrirá 
arresto mayor en primer grado; y si destitución 
arresto mayor en tercer grado. (I> 34 33 74, ^ ’ 


artículos 221 y 222 del Código Penal, la acusación 


falseda^dcbe ser consecutiva á la resiludón dé la caSsa 


originaria, ó por lo menos á su paralización poralgún mo- 
tivo legal desde que la pena aplicable á los testigos falsos 
depende de 1., - [’ie se haya infligido á mérito de su testi 
momo, siendo en los casos de absolución del reo ó de eme- 
dar inconclusa el juicio, la que corresponde al calumnian- 
te o al encubridor. 

Y no podría ser de otra manera. Rómpase el orden 
correlativo establecido por la ley. y sucederá que el juicio 
por falsedad, que hubo de llegar al estado de sentencia 
antes de que concluyese el de violación, no podrá fallarse, 

. en el casi \ puq tuesto sino cuando se haya pronunciado en 
este último la ejecutoria, que determinará la penalidad 
aplicable a los testigos falsos, para los cuales la obligada 
interrupción de procedimiento á que estuviesen prematu- 
ramente sujetos, implicaría cuando menos la prolonga- 
ción de su encierro en la cárcel, mientras se fijase la pena 
condigna. 

He ahí precisamente la dificultad que la ley ha trata- 
do de obviar, ya que no fue posible determinar la sanción 
i leí ¡'also testimonio sin tenerse en cuenta el mal que pro- 
dujo el delito, para graduar la responsabilidad penal. 

Por otra parte, si se procediera como lo dispone el in- 
ferior, se seguirían dos causas por cuerdas distintas é in- 
dependientes sobre una misma materia jurídica: launa 
respecto á la acusación interpuesta por la agraviada con- 
tra el violador, y la otra relativamente a la imputación 
de falsedad, de la cual se defenderían los enjuiciados tra- 
tando de justificar la certidumbre desús afirmaciones^ o 
sea el hecho mismo de la violoción que presenciaron según 
lo exponen; pndiend o resultar de ahí sentencias imp ica 
torias en el caso de que á la absolución del acusado 
causa originaria, por haber probado su inocencia, se - 
guíese la absolución de los presuntos testigos fa sos, | 
alcancen á acreditar la verdad de sus deelaraeione . 

Si la teoría sustentada en el precedente dictamen . 

es aplicable al caso de que se trata, bajo el P tm r , ^res- 
dé la correlación de la penalidad, porque P on e cífica- 

ponde al testimonio falso en juicio civil rs P 
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Art. 222.— Si el reo no llega á sufrir su conde- 
na, ó es absuelto, ó no termina el juicio por algún 
motivo legal, el testigo falso sufrirá la pena del ca- 

lumniautc. ( P. 2SS ) 

iñéñte determinada en el articuló 223 del Código, y es de 
cárcel en primero ó segundo grado o de arresto meuor en 
3 o ( ', gríidO) según la cuantía de 1 «l materia litigiosa, 
cabe aplicarla cu todo su rigor en cuanto á la implicación 
que resultaría de instaurarse el proceso criminal estando 
abierta la causa civil, nada menos que paia calificar en 
aquel un elemento probatorio producido en ésta, pudien- 
do provenir de ahí que en procesos simultáneos se conde- 
nase en el uno como delito de falsedad el testimonio en 
cuestión, 3 ' se aceptase en el otro como buena prueba. 

Cierto es que no debiendo regir en la causa por falso 
testimonio el criterio del Juez que conoció de los autos ori- 
ginarios, puede resultar la misma contradicción aunque 
se siguiesen, sucesiva y no simultáneamente los procesos; 
pero en tal caso no quedaría en tela de juicio sino la acción 
penal promovida sobre un hecho va juzgado bajo su as- 
pecto probatorio en materia civil, civva apreciación jurí- 
dica en su faz criminosa, dependería tan sólo del fallo de 
un Juez, obviándose así la implicación resultante de la si- 
multaneidad ó concomitancia en el procedimiento, á fa- 
vor de ese mismo orden sucesivo que ha establecido la ley 

para los casos en que el testimonio falso se produjese en 
causas criminales. 

En mérito de lo expuesto, concluye opinando el Fiscal 
por que se revoque el apelado, y se declare incompetente 

.1 , • . » . , _ querella mientras no se re- 

suelva el juicio civil de su referencia. 

Lima, 14 de Enero de 1 S 99 . 

HSi £ C a vero. 


l<j de Febrero de 1890. 

Autos y vistos : de conformidad, con lo dictaminado 
por e señor Fiscal: revocaron el apelado de fojas... su fe- 
chíi... declararon tu udada la excepción de incompetencia 
deducida á fojas... por don Pablo P. Astete; y enconse- 
cuencia incompetente el Juez mientras se resuelva el juicio 

civil iniciado; y ios devolvieron. 

Flores.— Varela y Valle.— B arreto. 
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Si la ’alsa declaración se hubiese prestado 

avor del reo, se impondrá al testigo la nen. 


fa\ 

encubridoi 


( I\ 49 ) 


la pena del 



Corte Suprema 

Excmo. Señor: 

No es indispensable que el juicio civil en el cual se ha 

dado un falso testimonio termine, para intentar la acción 
criminal que acuerda al peijudicado el artículo 223 de” 

t odigo 1 ena ; y no lo es porque para aplicar la pena no 
es preciso tener en consideración sino la cuantía del pk° 
to, a diferencia del falso testimonio cometido en causa 
criminal para cuyo castigo es preciso tener en cuenta hi 
sentencia, condenatoria ó absolutoria, pronunciada en 
virtud de la declaración que se estima ó califica de con- 
traria a la verdad, Ningún inconveniente hay, por otra 
parte, para que se siga el juicio crimina! por falso testi- 
monto, mientras se ventila el civil en que se prestó aque- 
lla declai ación, porque se sustancian ante jueces diversos 
y distintas jurisdicciones. 

En caso fie que e juicio criminal se sentencie primero 
habrá sí, la ventaja de poder comprobar en el civil la fal- 
sedad del testimonio atacado, y evitar que la causa se fa- 
lle en virtud de aseveraciones desprovistas de verdad y 
por consiguiente contra justicia. 

Por las consideraciones expuestas, 3 r el expreso teuor 
del art íeulo 223 antes citado, el Fiscal es de parecer que 
hay nulidad en el auto de vista de fojas... por el que se re- 
voca el apelado de fojas... que declara fundada la excep- 
ción de incompetencia deducida; y á V. E. pide que decla- 
rando dicha nulidad y reformando el auto de vista, se 
sirva V. E. confirmar llanamente el de primera instancia 
de fojas... 

Lima, Abril 21 de 1S99, 

Calle. 


Lima, Abril 25 de 1890 . 

Vistos: con lo expuesto por el señor Fiscal; declara- 
ron no haber nulidad en e 1 auto de vista, de fojas... que 
revocando el de primera instancia de fojas... declara fun- 
dada la excepción de incompetencia deducida por don ra- 
bio P. Astete; con lo demás que contiene y los devolvie 

ron. M 

Güzmán.— Espinosa.— Lama .—Solar. —Paredes. 
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Art 903 _E1 testigo falso en materia civil, 
sufrirá caree Í en primero 6 segundo grado, según 

la entidad del juicio. 1 _ , . 

Si este fuese fie menor cuantía, el miso testimo- 
nio se castigará como falta, con arresto menor en 
tercero ó'cuarto grado. ( P. 34 ; 74 E. C. 1240 ) 
Art. 224.— La pena del testigo talso por sobor- 
no, se agravará con una multa igual á la cantidad 
ofrecida, ó al duplo de la recibida. ( I . oo ) (1) 


( 1 ) En el juicio sobre perjurio del testigo falso por 
soborno, debe comprenderse al sobornante so pena de nu- 
lidad. 


Excmo. Señor: 


La querella de fojas 1." aún cuando va dirigida á acu- 
sar á Isaac Villagra y Vidal Paredes por el delito de per* 
jurio, expresa (pie este ha sido sometido por soborno de 
don Mariano Chacón y por lo mismo el juicio ha debido 
iniciarse no sólo contra los directamente acusados, sino 
también contra el sobornante que debe ser castigado co- 
mo el simple testigo falso, á tenor del artículo 224 del 
Código Penal. No ha sucedido así, sin embargo, pues en 
el sumario no se ha comprendido á Mariano Chacón. 

El auto de fojas 82 que manda pasar al plenario, es 
pues prematuro porque faltan las necesarias diligencias 
que deben practicarse respecto del acusado como sobór- 
name. Es indispensable, además, que se practique un ca- 
reo entre Villagra v Paredes y los testigos que estuvieron 

ocultos en la casa de Rodas la noche que los expresados 

hablaron dé las propuestas que habían recibido de Cha- 


. Po r lü expuesto, el Fiscal pide á VE. nue se sirva de 
clamr la nulidad é msubsist encía del referido auto y de 

^ r fíC f °J as r 8 A SU fecha 10 de Mayo último ; * 

|^^ra<d:mueu las diligencias del sumario respecto d 
> todos los demás que fueren conducentes al escíare 

coníb^eá^ ht ° y Ia CUlpabílid ^ * los delincueihte 


lama, Julio 7 de 1900. 


Calle. 


penal 
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i :i sobornante sufrirá la pena del simple testico 

falso. 

Art. 225.— La falsa exposición de los peritos c 
interpretes, se castigará con la pena respectiva 

mente designada para los testigos falsos, v multa 
ele diez á cien pesos. 

Art. -20. Cuando l a falsedad del testimonio ó 
exposición no recayere sobre la esencia, sino sobre 
nlg.tm incidente de joca entidad, se castigará como 
falta, según el prudente arbitrio del juez. 



TITU LO VI 






D ISPOSI C ION ÉS G EN E R A L ES 




Art. 227 —El que de cualquier otro modo que 
no esté especificado en los títulos precedentes, co- 
meta falsedad, simulando, suponiendo, alterando 
ú ocultando la verdad maliciosamente y con per- 
juicio de tercero, por palabras, escritos 6 hechos, 
usurpando nombre, calidad ó empleo que no le co- 
rresponda; suponiendo viva á una persona muerta 
6 que no ha existido, ó al contrario; sufrirá reclu- 
sión en primero ó según do grado. ( P. 34, 37, 72, 
293, 294, 295 

Art. 228.- El que á sabiendas fabricare, intro- 
dujere en la Repviblica ó conservare en su poder, 




« 


* 






Lima, Agosto 17 de 11)00* 

Vistos: de conformidad con lo opinado por el señor 
Fiscal, eñ su precedente dictamen, cuyos tunclamcntos se 
reproducen : declararon nulo el auto dé vista de tojas 
su lecha 10 de Mayo é insubsistente el de primera instan- 
cia de fojas 82 del 17 de Abril último : repusieron l^ausa 
al estado de sumario, para que se comprenda en es J 
ció á Mariano Chacón y se practiquen las demas chlige^ 
cías expresadas en el citado dictamen, } os t c\ 

Loayza— Espinosa— Lama— Jiménez— Solar. 
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cuños, marcas ó cualquiera otra clase ele útiles ó 
instrumentos, conocidamente destinados a la falsi- 
ficación de moneda, de papel sellado o de documen- 
tos de crédito, será castigado con un grado menos 
de la pena seña acia á los falsificadores, 3 inulta de 

ciento á mil pesos, ( P. 53 ) . „ . 

Art 229.— Los reos de falsificación que revelen 

el delito á la autoridad antes de haber producido 

su efecto ó causado perjuicio a tercero, quedaran 

exentos de responsabilidad criminal, pcio sujetos 

i ¡a vigilancia de la autoridad por el tiempo que 

designe el Juez. ( P. 84 ) 


SECCION SEPTIMA 

* 

De los delitos contra las personas. 

TÍTULO 1 

DEL HOMICIDIO 

Art. 230. — El que mata á otro, sufrirá peniten- 
ciaría en tercer grado. ( P. 34, 35, 71 ) 

Art. 231 .—El que á sabiendas matare á su pa- 
dre ó á su madre, será condenado á muerte. ( P 58 
68 ) ’ 

Al t. 232. En la misma pena de muerte mcu- 
lilla el que matare á otro, mediando cualquiera 
ele las siguientes circunstancias : 

luda’ ^ P° r precio recibido ó recompensa estipu- 
2. A traición ó sobre seguro; { 1 1 


O) 


Kxcmo. Señor: 


,l»i ? nc A ontr ? fl ° el cadáver de Ramón Quispe á orilla* 

del no Apurimac. especificó su reconocimiento Dericiílít 
cho por mandato del juez de paz de Copara q ue P enTa pro- 


- I 

3. a Empleando incendio ó veneno* 

, 4. Atacando el domicilio con el fin de rol jo r 

objeto; ( 1 ) pUbhco con el nusm o 

(1) La jurisdicción de guerra conoce de las caxisa¡ 

contra cualquiera oersnnn e « , causas 


que contra cualquiera persona se instruya por saHeam^ 
pertenezca a banda cuyo número no bije de tres (JM 


vincia de Canas que en la frente presentaba una lesión de 
forma circular del tamaño de una peseta al parecer cau- 


sada con arma hueca como cañón de revolver ó algún ins- 
trumento análogo, tras fa oreja izquierda otra herida co- 
mo de enchila o navaja en la garganta otra igual con 

dos pulgadas dt pi oíundidad, en el contorno deleuello 

una rozadura como de cordel grueso ó soga, enlamandí- 

uuLi destrozado el hueso izquierdo como consecuencia de 
contusiones con palo ó piedra que permitían presumir los 
equimosis negros de la piel. Faltábale además el brazo iz- 
quierdo desde el hombro, y se veía descarnadas las cos- 
tillas del mismo lado como si hubiera sido presa de la vo- 
racidad de los perros 

Aprehendido Isidro Pacco, declaró que en la noche del 
13 de Marzo de 1905, Quispe “ á quién había vendido una 
vaca el día anterior ” se hallaba alojado en su casa; que 
por mandato de Trinidad Huamani y á fin de que lo ayu- 
daran á asesinarlo para “robarle la plata que tena ", sa- 
lió á media noche en busca de Silverio Choqque y íuan 
Uscca, cuñado suyo el segundo y concabinario de su hija 
el primero; que penetraron en la habitación “donde dor- 
mía su huésped ”, que “ Huamani lo ahorcó con un Cable 
que era cabestro de la bestia de la víctima y después sa- 
cando una navrija le dió de puntazos y con un revólver le 
infirió golpes en la frente; que el declarante no hizo sino 
ayudar á aquel; que Uscca 3 r Choqque contuvieron el cuer- 
po pataleante ”; que después, sacaron y se repartieron el 
dinero; que “muí ilado un brazo del cadáver, éstefué tras- 
ladado por todos ellos á un lugar denominado Nasapor- 
cco donde al pié de un peñón lo cubrieron con piedras. 

Los nombrados coautores, excepto Huamani que nje 
ga su participación, hacen idéntico relato aclarando que- 
Pacco v dicho Huamani “echaron una lazada al cuello de 
la víctima con un cable que servía (le cabestro de su bes- 
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5* Aumentando felinamente y concrnU- 


víctima, por medio de 


t£¿S¡£lS&^ * <>tro — 


tía, y a 


pretando de ambos lados ^ahorearon'^qae Cho- 



Da ra^iaee r * uoí vos ' q íi e el Soto maltratóla fren- 
te con su revolver; que durante la perpetración, la mujer 
de éste Juliana Uscca “parecía sacar algunos objetos de 
la cabecera de la víctima y que probablemente eJ1 ^ Pau- 
taría la mayor parte del dinero, pues como tiene dich , 
sólo vieron y contaron 100 pesos en soles . 

No ha prestado instructiva esa inculpada que no pu- 
do ser habida. ... 

De sentir es que, fuera de aquellas confesiones libre, 

espontánea y legalmente producidas y otras diligencias 
del sumario, el Juez 110 completara sus pesquisas con uña 
inspección ocular en el teatro de los sucesos, con el exa- 
men de los instrumentos del homicidio, con las que requi- 
riere el hallazgo del brazo mutilado, el jarro de hierro de 
propiedad del occiso visto en casa de Pacco al que se re- 
fieren los peritos, el dinero robado y demás que hoy, por 
causa del tiempo transcurrido, resultarían estériles. 

Pero, prescindiendo de ía preventiva concordante de 
la viuda de Quispe, acreditado está con el testimonio de 
Florentino Mermayelde Francisco Acosta, que aquel salió 
de Arequipa, llevando fondos, en compañía del último en 
calidad de peón, con el propósito de comprar ganado va- 
cuno y trasladarlo á esa ciudad donde ejercía oficio de 
caí nicero; que en Yauli, se alojaron en casa del primer tes- 
tigo mencionado, ocho dias antes del carnaval “hasta el 
domingo de Tentación ”, que durante ese tiempo allí acu- 
dió Choqque ofreciendo reses en nombre de Pacco á cuya 
estancia prometió ir el presunto comprador; que el dicho 
domingo de Tentación ( 12 de Marzo, fecha de la venta de 
la vaca por Pacco según instructiva de éste, y víspera del 
asesinato) el mismo marchó con su sirviente hasta el 
pueblo de Caporaque, y después de misa, se dirigió — solo 
ya — á la indicada estancia, no habiéndosele desde entonces 
vuelto á ver. 

Esas disposiciones, la relativa eficacia recíproca de las 
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Art ¿33.— El que á sabiendas matare á cual- 
quiera de sus ascendientes, que no sean padre ó 
madre; a sus descendientes en línea recta- á su her 
mano, a su padre, madre ó hijo adoptivo, ó á su 

( R 34 S Ss!?! ) a Pen ' tCnC,aría en cuarto grado 

contestes de Paveo, Chaqque y Uscea unos respecto de 

talla el dictamen pericial, constituyen sobradamente con 
las demas actuaciones semiplena prueba de la delineueu 
eni de aquellos, semiplena prueba que unida á la confesión 
categórica de cada uno en cuanto á su pronia obm , n 

entero convencimiento jurídico y moral ’ aU a 

A pesar de las i-etractaciones tardías v contradictu- 

nas de los dos primeros con el visible objeto de salvar al 

segundo, esa delincuencia resalta en efecto evidenciada 

con la plena prueba que determina el art. 105 del C de 
h, P. 






Sólo queda en sospechas la responsabilidad de Hua- 
mani acerca de quien, por ser inconfeso, haber en diversos 
careos retirado uniformemente su inculpación los otros 
tres presos, y estar establecida la coartada, sobreseyó 
con cargo la Iltma. Corte Superior del Cuzco en el auto 
confirmatorio ejecutoriado de f. 65. 

Al reunirse los bandidos en altas horas de la noche en 
la estancia de Pacco, al concertar el asesinato que según 
su criterio dejaría el! robo impune, al introducirse juntos 
hasta el lecho del confiante huésped durante su sueño, al 
ahorcarlo y apuñalearlo unos mientras contenían otros 
sus movimientos convulsos, todos sin odio personal con- 
tra el infeliz á quien apenas conocían, hubo premeditación 
y doble crimen á la vez que traición á mansalva, como lo 
reconoce en sus considerandos la sentencia confirmada 
por el Superior. 

! J ero ambos fallos clasifican de hecho la especie co 
homicidio simple, con circunstancias agravantes; por lo 
que — constatada á f. 67 la ausencia de Üseca que fugó de 
su calabozo después del mandamiento de prisión, impo- 
nen á Pacco y Choqque penitenciaría en cuarto grado. 

En ese delito, la traición á mansalva no es como eu 
los demás, una circunstancia agravante. 
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Art 234. — El cónyuge que sorprendiendo en 
adulterio á su consorte, da en e acto a es 

ta ó á su cómplice ó 2G4 ) 

e " l'rt^-Los padres y los hermanos mayo- 
res que dan muerte á los que yacen con sus hijas o 
hermanas menores de 21 años, en el acto de sor- 
prenderlos infraganti, sufrirán cárcel en quinto 

grado. 

Caracteriza uno excepcional, particular, del que es 
* demento constitutivo; ó sea el de homicidio calificado 
previsto con la pena capital en el art. «3- inciso del 

código de la materia. . , , . 

Sujeto al imperio de la ley que los magistrados han a 

todo trance de aplicar en el ejercicio de sus funciones judi- 
ciales, el Fiscal omite las sujestivas pero en este caso in- 
oportunas doctrinas en pró de la i otomía. Dura lex sed 

Jcx, 

No puede menos de señalar la infracción cometida y 
hacer presente que según el citado art. 232 se hallan los 
reos incursos en la condena á muerte. 

cumplimiento de los incisos 13, 23 y 4.° del 70 del 
mismo Código, debe pues ejecutare al cabecilla Pacco; y 
encerrarse á Choqque en el Panóptico hasta que se captu- 
re á IJscca á fin de que si corriere éste igual suerte se pro- 
ceda al sorteo prescrito en la ley del 21 de Enero de 1S79, 
salvo que hubiere lugar por analogía á la exención de di- 
cho sorteo y continuación en la penitenciaría hasta cum- 
plir la pena en ! 0 grado, como lo determina la resolución 
legislativa del 20 del mismo mes y año. 

Concluyendo, el Fiscal dice que h&y nulidad en la sen- 
tencia confirmatoria; por lo que, reformándola y revo- 
cando la de 13 instancia, VE. debe en su concepto," impo- 
ner la pena capital y mandar que se cumpla en la forma 
expuesta. 

Lima, á 14 de Agosto de 1906. 

Seoane. 

Lima, 23 de Agosto de 1906. 

Con lo expuesto por el señor Fiscal declararon no ha ' 
ber nulidad en ia sentencia de vista de fojas ciento una 
vue;tí¡ su fecha veintitrés de Mayo del presente año, con- 
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Ayt. 23<>. Lo dispuesto en los dos artículos 
precedentes no aprovecha á los que hubieren pro- 
movido, causado ó tolerado la prostitución de sus 
mujeres, de sus hijas ó de sus hermanas. ; 

Alt. 23/. Si de una riña ó pelea resultare 
muerte y no se pudiere conocer al autor de ella, pe- 
ro sí á los que infirieron á la víctima lesiones gra- 
ves, se impondrá á éstos penitenciaría en primer 
grado. Tía 

Si no se pudiere conocer á los que cansaron las 
lesiones graves, se aplicará cárcel en quinto grado 
á tpdos los que hubiesen tomado parte activa cu 
la riña ó pelea. ( P. 252 ) 

Art. 238. — El que á sabiendas preste á otros, 
medios para que se suicide, será castigado con cár- 
cel en quinto grado. 

El que lo ayude á la ejecución del suicidio, coo- 
perando personalmente, sufrirá la pena del homi- 
cida. ( C. 230 ) 

Art. 230. -El reo cíe homicidio, además de su- 
frir ía pena que merezca según la naturaleza de la 
muerte, será condenado, si tuviere bienes, á dar á 
la viuda é hijos del difunto una pensión alimenticia 
en proporción de sus facultades, i C. 2200 ) 

Art. 240. — i ’ara que haya homicidio, es nece- 
sario que las heridas, golpes ó violencias, causen 
la muerte, como su electo preciso ó consecuencia 


firmatoria de la de primera instancia de fojas ochenta y 
una vuelta, su fecha 20 de Abril último, por la que se con- 
dena á Isidro Pacco y Silverio Choqque, reos del delito ele 
homicidio á la pena tle penitenciar a en cuarto grai o, .r- 

mino máximo, ó sean quince años, con las accesorias ce 

artículo treinta y cinco del l ódigo Penal, contarle ose j ^ 
ra ambos él término para la pena principal desee l ^3, 
te de Abril del año mil novecientos cinco; y los devolvie- 
ron. 


CaSTEL ¡ /A NOS — VnXARÁN 
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natural, dentro de los sesenta días después de «l- 

fCrÍ Art 241 -La tentativa será castigada como 
delito frustrado en los casos señalados poi los ai- 

t "culos 231, 232 y 233, y cuando se empleen armas 

<k ' r Los 0 encubiddores sufrirán en todo caso reclu- 
sión en tercer grado. ( P. 34, ¿í y 7^) 


( i ) \ T o comprobándose que el fallecimiento fue pro- 
ducido por las lesiones, el autor de éstas puede ser absuel- 
to como homicida. 


Excmo. Señor : 

[osé Rodríguez, de la guardia civil de Arequipa mal- 
trató á su muger Valenciana Roque, en el pueblo de Tin- 
go, aplicándole un puntapié en el abdomen que le ocasio- 
nó la muerte. El hecho está comprobado plenamente; pe- 
ro militan en favor del reo las circunstancias atenuantes 
de la excitación producida por el licor y por los celos, por 
que la mujer no observaba buena conducta y 'altaba os- 
tensiblemente á sus deberes. Rodríguez alega, además, 
en su favor, que no tuvo la intención de matar, sino de 
corregir á su muger, y como no aparece del proceso, pre- 
meditación, ensañamiento y circunstancia alguna que de- 
muestre el propósito de victimar á la Roque, se ha califi- 
cado el delito de homicidio por imprudencia temeraria y 
se ha sentenciado al reo á la pena de penitenciaría en 2. a 
grado término mínimo por el Juez de Arequipa, fallo de 
fojas 54; más el Superior ha revocado la sentencia en cuan- 
to á la pena, y ha condenad ) al reo á la de cárcel en 4.‘ fc 
grado con el descuento del tiempo de carcelería, fallo de 
vista de fojas G6. 

En concepto del Fiscal está arreglada á la lev la reso- 
lución de vista, porque, si bien está comprobado el delito 
de homicidio, hay a iavor del reo todas las circunstancias 
atenuantes indispensables para calificarse el hecho de im- 
prudente, siendo aplicable el artículo 60 del C. P. que ha 
permitido al Superior rebajar la pena en más de dos gra- 
dos hasta reducirla á cárcel en 4.° grado, pena que no pue- 
de dejar de aplicarse, dada la temeridad con que procedió 
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TITULO II I 

DEL INFANTICIDIO 1 

ai 

Art. 242.— La mujer de buena lama, que, por j 

ocultar su deshonra, matare á su hijo en el mo- 1 
mentó de nacer, sufrirá carecí en quinto grado i P 1 
34, 37, 72 ) L 

Sí el delito fuese cometido por los abuelos ma- 
ternos, en Las mismas circunstancias, la pena será 
penitenciaría en primer grado. (F. 34, 35, 71 ) j 

Fuera de estos casos, el infanticidio será casti- j 

gado con penitenciaría en tercer grado. ’ 9 

TÍTULO III I 


DEL ABORTO 


Art. 243. — La mujer embarazada que de pro- 
pósito causare su aborto ó consintiere en que otro 
o cause, sufrirá reclusión encuarto grado. I P.34, 

37, 72 ) 




Rodríguez al maltratar á su muger, aunque su animo no ^ 

hubiera sido ocasionarle la muerte. 

En mérito de lo expuesto, puede \ . E. declarai que no 
hay nulidad en la resolución de vista, salvo mejoi a- 

euerdo. 


Lima, 21 de Enero de 1901, 


Calvez. 


Linm, 7 /■ de Murta de 


* 

Vistos: con lo expuesto por el señor Fiscal, y 
rando, que de autos y especialmente del cei i _ c j e 

eo de fojas 8 vuelta, no está probado Jl l,e ‘ sufrió en 
Valeriana Roque fue producida por la lesioi i p ^ ríosciexi- 
el vientre v estando á lo dispuesto en el ar «h-ípuIo 
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Si fuere <ic buena fama, y cometiere él delito 

obcecada por c temor de cjue se d esc ubi a su b agí* 

lidad, se rebajará un grado de la pena. 

Art. 244.— El que de proposito ocasione el 

aborto de una mujer, empleando violencias, bebi- 
das ú otros medios, sufrirá cárcel en cuarto grado. 
(P. 34, 37, 72) 

vSe rebajará migrado de esta pena, si la mujer 

hubiere solicitado el aborto. 

Se rebajarán dos grados, si se ocasionare el 
aborto con maltratos, bebidas ú otros medios, que 
no hubiesen tenido por objeto directo hacer abor- 
ta)', sino producir otro mal menor. 

Art. 245.— Los médicos, cirujanos, parteras ó 
farmacéuticos, que abusen de su arte para causar 
el aborto, sufrirán cárcel en quinto grado. 

Los que confeccionen ó expendan, á sabiendas, 
bebidas destinadas á causar abortos, sufrirán cár- 
cel en tercer grado. 


TITULO IV 

# _ 

DK LAS LESIONES CORPORALES { 2201, P. 394 ) 

Art. 240 —El que de propósito sacare á otro 
Hda° J< f p 5 •>30’) Strí ¡ re ’ SCrá casti S ado como hoiui; 

. A 1 247,—Si la castración se verificare en el ac- 
¡ode un ultraje violento contra el pudor, por la 

ciento ocho del Código de Enjuiciamientos Penal- dedT 
snfeV^'de S» de vista de fojas 66, 

do la de fbj su™eha 4J9<J<? ktrv iendír™' dd UoZ- 

y 1 íosdevcdvieron* V ' er0n * J ° Sé Rod ^« 


ES “xós LMORE '~ S0LAR ' - Castei ™- 


Ortiz de 
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persona ofendida, se disminuirá la pena en rlns 1 
grados. (P. 269) fl 

Art. 248.— Cualquiera otra mutilación de un 
miembro principal del cuerpo se castigará con pe- 1 
níténciaría en primer grado. ( P. 34, 35, 71) 9 

Art. 249.— Sufrirán la pena de cárcel en cuarto -1 
grado : ( P. 34, 37, 72 ) 

1. ° Los que hirieren, golpearen ó maltrata- ' 

ren de obra á otro, si de las lesiones sobre vinie- | 

ren al ofendido, demencia, inutilidad para el tra- 
bajo, impotencia, pérdida del uso de algún miem- 
bro, 6 notable deformidad; ( 1 ) I 

i ¥ — ^ Él ^ 

2. a Los que sin intención de matar, suminis- 
traren á otro bebidas nocivas que le produzcan 
los mismos efectos designados en el inciso anterior; 

3. ° Los que, á sabiendas, hirieren ó maltra- 
taren gravemente á sus padres; : 

4. ° Los que causaren lesiones graves por me- | 
dio de la flagelación, ó con circunstancias ignomi- 


niosas- 

Art. 250— Se impondrá la pena de cárcel en 


primer grado : 

1 * Cuando las lesiones, sin causar los elec- 
tos del artículo anterior, produzcan enfermedad o 
incapacidad para trabajar por más cíe treinta 


iías; 


2.° Cuando dejen señal en el rostro, o sean 
inferidas contra ascendientes, guardadores, sacer- 
dotes, maestros, superiores ó personas constit 

das en dignidad, i P. 394 ) . r , . 

Art. 251. — Si las lesiones produjeren eufe. une 

dado incapacidad para trabajar P°f 11 , 
treinta días, pero más de veinte “ gS p1 ^ 256 ) 
to mayor en tercer grado, (i \ ’ S trabáio 





Para que la deformidad 




--l Klp 1 1 ebe 
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fuese de cuatro á veinte días, se impondrá arresto 
mayor en primero 6 secundo giado, según la gin- 

vedad del caso. ( 1 ) . , , . r . . 

Art. 252.— Si en una riña o pelea se uniere a al- 

ortin o lesiones graves y leves, y no constaie el au- 
tor de las graves, pero sí el de las leves, se aplicará 
á éste la pena que corresponda á las lesiones gra- 
ves disminuida cu un grado. 

Si tampoco fuese conocido el autor de as le- 
siones' Je ves, se aplicará á todos los que tomaron 
pane en la pelea contra el ofendido, la pena co- 
rrespondiente á las lesiones graves, disminuida en 
dos grados. ( P. 237 ) 


( 1 ) 


Excmo. Señor: 


tas lesiones que producen .enfermedad ó incapacidad 
para el trabajo desde 4 á 20 días, á las cuales se refiere en 
su segundo párrafo el art. 251 del C. P. constituyen delito; 
y en consecuencia, tienen jurídicamente calidad de graves. 

A mérito de lo dispuesto en los arfes. 18 y 129 del de 
enjuiciamientos, obligan la intervención activa del Minis- 
terio Público y dan margen á los trámites prescritos pa- 
ra el juzgamiento de oficio. 

Tal es el caso en el presente proceso contra doña Lo- 
renza I iu.1 acochea Zcvallos en el que las lesiones sufridas 
por dona Carmen Indacochea Zeballos requirieron para 
su curación según los certificados periciales de fojas 4 y 8 

mas de 4 días con abstención de trabajo. 

El hecho de no haber reclamado la querellante opor- 
tunamente después del auto de fojas 67 que abrió la cau- 
sa á prueba como si ventilase un punto en el que no debe 
acusar m cooperar el Ministerio, no legaliza el «rocedi- 

Són n in.r,í“ ne °l y nu l°\P or< l" e !°s trámites de substancia - 
coh absoluta Vir-s J 1 ". J 1C . 0: s . e ™ponen imperativamente 

i P , n P r3? n i“ c ‘ t i Je , de las partes . 

to conforme -i £ rt 1 Su P enor , de Arequipa ha pues resuel- 
to Loniurmt .i le v al reponer la causa al estado! ¡e fotasfiT 

mandando que continúe como criminal de oficio J ’ 

do auto de vista dU ' C C ‘ l "-‘ D ° ^ cn el <“™ciona- 
Lima, á 20 de Octubre de 1906, 


Seoane. 
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Art. 2o3.— St los contendores se lifbieren 
sado reciprocamente las lesiones, serán castigados 
todos con la pena respectiva, disminuyéndose en 
uno o dos términos al qÜe quedare más entermo ó 

si ei " n ° 

Art. 254.-— Las lesiones que se infieran los cón- 
vaiges, no podran penarse sino por acusación^ 
ellos nusmos exceptolas comprendidas en los ar- 
tículos 24b, 24S y 249. ( E. P. 1S, 20 j 

Art. 2o5 — El que sorprendiendo en adulterio á 

su cónyuge, le causare a éste ó a su cómplice algu- 
na legión giaye, será castigado con arrestó mavor 
en tercer grado. ( I \ 34, 38, 74, 234, 256 ) 

Esta disposición es aplicable, en análogas cir- 
cunstancias, á los padres, respecto de sus hijas me- 
nóics de veintiún años y de sus corruptores, mien- 
tras aquellas vivan en la casa paterna, con tal que 
ellos no I layan facilitado ó permitido su prostitu- 
ción. ( P. 235, 236, 25G ) 


Art. 256. — Los que, por corregir las faltas de 
sus hijos ó nietos, les causen lesiones leves; y los 
cónyuges, padres y hermanos mayores que infie- 
ran lesiones cuya duración no pase de treinta días, 
á su cóiqvuge, hija ó hermana menor, en el momen- 
to de sorprenderla en acto carnal, quedarán exen- 
tos de responsabilidad criminal. P. 251) 


Lima, á 29 de Octubre de 1906. 

Vistos: de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor Fiscal; declararon no haber nulidad en el auto de vis- 
ta de fojas 82, su fecha 12 de Julio último, que declaran- 
do nulo el apelado de fojas 71 vuelta y todo lo actuado 
desde f. 67, repone la causa á este estado para que conti- 
núe tramitándose como juicio criminal de oficio; y los de- 
volvieron. 


i Espinosa. — V i l la rán . — León. — F igueroa . 


la 


CüDH'.O 


título v 


del duelo 


Art 257 -Los que se batieren en duelo, sufrí, 
rán arresto mayor en tercer grado s: no resultare 

muerte ni heridas graves. ( P. •>+, f*>, <± ) 

En el caso de resultar muerte, la pena sera car- 
. ven el de heridas o lesiones 

Claves, reclusión en tercer grado. ( I . 34, 37, 72 ) 
. Vrt 258 -El que instigue á otro á provocar o 
aceptar" un duelo, si éste se lleva á efecto, será cas- 
tigado respectivamente con las mismas penas se- 
ñ alad as en el articulo anterior. 

El que desacredite públicamente a otro por ha- 
ber rehusado un duelo, será castigado como reo 

de injurias graves. (P. 2S2) , 

Art. 259.— Los padriuos de un duelo sufrirán 

las penas le los autores: — !. 0 Si usaren cualquier 
genero de alevosía en la ejecución del duelo ó en el 
arreglo de sus condiciones;— 2.° Si lo concertaren á 
muerte, o con conocida ventaja de uno de los com- 
batientes. 

SÍ ellos hubieren instigado al duelo, sufrirán 
un grado más de pena que los instigadores comu- 


nes. 


En los demás casos, serán castigados como 
cómplices. 

Art. 260. — Los que se batieren sin asistencia 
de dos ó más padrinos mayores de edad, y sin que 
éstos elijan las armas y arreglen las demás condi- 
ciones, sufrirán penitenciaría en segundo grado, si 
resultare muerte; cárcel en quinto grado, si resul- 
taren lesiones graves; y cárcel en tercer grado, en 
cualquier otro caso, ( I\ 34, 35. 37, 74 

Art. 261. — Se impondrá un grado más de las 
penas señaladas en L articulo 257 : 
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1 Al que provoque ó de causa aun desafío, 
proponiéndose uu interés pecuniario ó un objeto 

inmoral; 

2. ° Al combatiente que falte, en daño de su 
adversario, á las condiciones ajustadas por los pa- 
drinos; 

3. ° Al que habiendo injuriado á su adversa- 
rio, se niegue á darle una satisfacción decorosa; 

4. ° Al provocador que se negare á explicar á 
su adversario los motivos del desafio; 

5. ° Al que desechare las explicaciones suficien- 
tes, ó la satisfacción decorosa que le ofrezca su ad- 






versarlo; 

6.° Al que tuviere hábito de retar ó de buscar 
ocasiones de reñir. 

Art. 202. — Se impondrá Un grado menos de las 
penas designadas en el artículo 257 : 

1 . ° Al injuriado que se batiere por no haber 
podido obtener de su ofensor la satisfacción deco- 
rosa que le hubiese pedido; 

2. ° Al desaf iado que se batiere por no haber 
•)odit o obtener de su adversario la explicación de 

' os motivos del duelo; ! 

3. ° Al que se batiere por haber desechado su 

adversario la explicación de los motivos del duelo, 

ó la satisfacción decorosa del agravio. 

Art. 263.— El que se batiere por grave ofensa 
inferida á su esposa, madre ó hija, sufiiiá dos gia- 
dos menos de las penas señaladas en este titu o pa 

ra los duelistas. . , - 

vSi la ofensa se hubiere hecho a su padre o a su 

hijo, la atenuación será sólo de un grado. ( 
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SECCION OCTAVA 


De los delitos contra la honestidad, ( E. P. 18 ) 

TÍTULO I 


1 1 E L ADULTERIO 


Art. 264.— La mujer que cometa adulterio sera 
castigada con reclusión en segundo grado, f P. 34-, 
37,72) 

El codelincuente sufrirá confinamiento en el 
mismo grado. (P. 34, 36, 78) 

Art. 265. — El marido qué incurra en adulterio 
¡teniendo manceba en la casa conyugal, será casti- 
gado con reclusión en segundo grado; y con la mis- 
ma pena en primer grado, si la. tuviese fuera. 

a manceba sufrirá en el primer caso, confina- 
miento en segundo grado; y confinamiento en pri- 
mer grado, en el segundo caso. 

Alt. 266. El cónyuge ofendido es el único cine 
de acusar por delito de adulterio. ( K. P. 20 ) 

■, i P oc ^ l * a intentar esta acción penal, si ha 

abandonado a su consorte, separándose de la vida 
conyugal. 

ml f cónyuge ofendido puede en cual- 

q ier tiempo remitir la pena á su consorte 

¡dé lá pena°" dC l0S tÓU -' UfíeS Produce la remisión 
ticoiiTj'if T llíU - cl ° SC an LlJ «1 .1 uez Eclesiás- 

no haber h^ dn :?T° P ° r si se declara 

necesidad de nuevo juicio ante la autoridad civil 
pata la aplicación de la pena. ’ 
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título ii 

DE LA VIOLACION, ESTUPRO, RAPTO Y OTROS DELITOS 

Art. 269, -El que viole á una mujer emplean- 
do fueiza o violencia, o privándola del uso de los 
sentidos con narcóticos ú otros medios, sufrirá ne 
ni teñe tana en primer grado. (P 34 35 71 o ±7 \ 

En la misma pena fncurrirá el ¿ viole a ula 
virgen impúber, aunque sea con su consentimiento 
ó a una mujer casada haciéndole creer que es su 
marido. 

Ai t. 2 ¡ 0. El que estupre á una virgen mavor 
de doce anos y rilen 01 de veintiuno, empleando só- 
lo la seducción, será castigado con reclusión en 
tercer grado. (P. 34, 37, 72 ) 

Art. 2 í 1. — Si el estupro fuese cometido por per- 
sona que ejerza autoridad, ó por sacerdote, tutor 
ó maestro, ó por cualquiera persona encargada de 
la educación ó guarda de la menor, ó por su as- 
cendiente ó hermano, se aumentará la pena en dos 
grados. ( P. 168 § 17 ) 

Art. 272.— -Las mismas penas de los anteriores 
artículos se aplicaran respectivamente al reo de 
sodomía. 

Art. 273. — El rapto de una mujer casada, don- 
cella ó viuda honesta, ejecutado con violencia, se 
castigará con carecí en quinto grado. 

Si recayere en otra clase de mujer, la pena será 
cárcel en tercer grado. { P. 34, 37, 72 1 

Art. 274.— El rapto de una doncella ejecutado 
sin violencia de ella, ni de las personas en tina 
guarda ó potestad se halle, será castigado con re- 
clusión en tercer grado. * 1 i? I 

Si se ejecutare también sin violencia, con c e- 

sigmo de contraer matrimonio, se impondrá íec u 

sión en primer grado. ( P. 21 i.) i 
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Cuando en el rapto hubiere violación o cstupi o, 
se observará lo dispuesto en el artículo 4-o.^ 

Art. 275.— El raptor que no entregare a la per- 
sona robada o no diere inzon satisfactoiia dcjsti 
paradero, será castigado como homicida. ( P. 280 

y sig, ) 

Art. 276. — Los reos de violación, estupro o 
rapto, serán además, condenados a dotar ala 
ofendida si fuere soltera ó viuda, en proporción á 
sus facultades, v á mantener i a prole que resul- 
te. (C. 244) 

Art. 277.— Eñ los casos de estupro, violación ó 
rapto de una mujer soltera, quedará exento de pe- 
na el delincuente, si se casare con la ofendida, pres- 
tando ella su libre consentimient o, después de res- 
tituida á poder de su padre ó guardador, ó á otro 
Jugar seguro, 

Art. 278.— No se procederá á formar causa por 
los delitos á que se refiere este título, sino por acu- 
sación ó instancia de la interesada, ó de la persona 
bajo cuyo poder se hubiere hallado cuando se co- 
nictiÓ el delito; debiendo el consejo de familianom- 

brai a la agí aviada, en caso necesario, el corres** 
pendiente defensor. ( 1 ) 


vnríiV ? Stc * r í icu !° Ila s,cl ° interpretado en sentido fa- 
ÜT™?*? justificando en ciertos casos la 

áutoricUicl ’ 7 ai ” P ,and ° Cl alcance dela r l” c j a antela 

Asi es como en los siguientes casos, se ha setruido can 
sa de oficio por delitos contra la ho.t-sti-hid de una mu 

Corte Superior 
H ^ IJustrísimo Señor: 
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Si el delito se cometiere contra una impúber 
que no tenga padres m guardador, puede acusar 
cualquiera del pueblo, y procedersc de oficio. (Es 
P. 17, 1S ) • r a 

Art. 27 9. El que habitualmente, ó con abuso 
ele aut ondad o confianza, promoviere ó facilitare 
la prostitución de las personas menores de edad 
para satis- acer los deseos de otro, sufrirá la pena 
de cárcel en cuarto grado. ( P. 34 , 37 ( 70 ) 


U. S. I*, poi la alzacla interpuesta' por el Agente Fiscal 
del auto en que contra su opinión, se ordena que continúe 
sustanciándose por la misma vía en que se inició, á pesar 
de no tratarse smo de un delito contra la honestidad y 
no ser la agraviada impúber, falta de padres ó de suarda- 

-i¡ * O 

dor. 

Si la causa que se ventila fuera de simple violación, 
más ó menos grave, pero que sólo afectase al pudor y los 
intereses meramente personales de la agraviada, cierta- 
mente que 110 sería justiciable el hecho sino por querella ó 
á instancia de parte, desde que en casos de esta naturale- 
za no procede la intervención del Ministerio Fiscal. Pero 
cuando, como aparece de los actuados, la ofendida es una 
pobre mujer del campo, que ha caído en estado de demen- 
cia por la intensidad de la pesadumbre que causó en ella 
la muerte reciente de su padre; cuando el delito se ha per- 
petrado en complot y en despoblado contra una huérfa- 
na indefensa, abusando de su soledad en el campo por 
donde vagaba sin rumbo fijo, inducida á no dudarlo, por 
su mente extraviada; cuando en vez de la conmiseración 
que sus circunstancias debieron inspirar, como inspnaron 
en efecto, á las personas que acudieron tardíamente en su 
amparo, fué la víctima de un brutal desenfreno délas mas 

bajas pasiones, la ofensa reviste todos los caracteres te 
J • . n . . • a i« noremifl rnntra cruien 




un gravísimo ultraje, más, que á la persona contra quien 
& - - general que no ha podido me- j 


se atentó, á la sociedad en . . 

nos de conmoverse y alarmarse pmhmdamen e, ce 

chos que atacan la moral pública y las gama j 2. 
guridad personal, sobre las cuales descansa a 9 yg| 

“si. * >„ -.«sas 




tidos en esta causa, no puede el Ministerio P&bg° des en- 

eín tríiieionar su misión, abandonanuoia 


tenderse de ellos sin traicionar ...... — . - habría 

á la acción particular de ia agravada, que acaso habna 
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' » r , o, so Los ascendientes y guardadores que 

contribuyan como cómplices á la violación, estu- 
pro ó rapto de sus descendientes o pupilas, serán 

castigados como autoics. 

J os maestros ó encargados de 3a educación 

que resultaren cómplices, serán también castiga- 
dos como autores. 


preferido devorar en silencio stíá ultrajes, si este proceso 
no se hubiera abierto por la denuncia oficial de I. 2. 

En mérito de lo expuesto, concluye opinando este .Mi- 
nisterio por que se confirme el apelado, mandando prose- 
guir de oficio la instrucción del sumario. 

Lima', Junio 14 de 1S94. 

Cavero. 


Lima , 16 de Junio de 1894. 

Autos y vistos: de conformidad con lo opinado por el 
señor Fiscal, confirmaron el auto de fojas... por el que se 
declara que esta causa debe proseguirse de oficio: v los de- 
volvieron. 

Flor es .—Serpa .—A rías. 

Lima , Diciembre 2 de 1894. 
Autos v vistos : de conformidad con lo expuesto por 
el señor Fiscal, y considerando : que las causas crimina' 
es pueden iniciarse por querella ó por denuncia; que ésta 
ultima puede hacerse ante la autoridad política ó ante 
juez competente; que habiendo denunciado S O. ante el 

de l ollcía 4 í‘ como autor del estupro eo- 

<>ri W1 t , ll .,«A^iT na 1 e su , hl Í a . de trcs aiios > aquella au- 
do el eertifieni?, ' e ' ofiyio de fojas 1, acompañan- 

.que el Juez sin tomar 
din' I ' n wf d ' dCnune,an . te y del acusado, ha or- 
artlculo ‘J78 riel rtop^T> eSt ° cn Ííhertáfl fundándose en el 

S&idoitrina di 3“ informe á la interpreta- 
prenia declarad*. ‘ ^ aa - aun de la Exema. Corte Su- 
aplicable á los delitos de SSífT i - articulo es 
adultas pero no á los de ranto vLi > s< r duc 5 lon de mujeres 

e« este concepto la segunda partiVeSdo^S clis- 


penal 
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SECCION NOVENA 

De los delitos contra el honor. (E. P. 18) 

título único 

DE LAS INJURIAS Y CALUMNIAS (C. 2202, E. P. 130 y SJO ) 

Art. 281.— Comete delito de injuria, el que des- 
honra, desacredita o menosprecia á otro, por me 
dio de palabras, escritos (1,2 ) ó acciones. 

( 1 ) Véase la nota al art. 287 P. 


( 2 ) Los términos deshonrosos empleados en docu- 
mentos oficiales sm ánimo de ofender, no constituyen de- 
lito de injuria. J • ‘ \ 


Corte Superior 
llustrísimo Señor : 

La precedente querella se ha interpuesto contra el Co- 
misario de Policía, acusándolo de injurias por los térmi- 
nos en que se expresó al poner en conocimiento de la au- 
toridad superior, por vía de parte oficial, ó informe, cier- 
tos ! techos en que aparecía complicado el querellante, de 
quién dijo que se encontraba preso por hallarse en comple- 

pone que, si el delito se cometiere conl ra una impúber que 
no tenga padres ni guardador, puede acusar cualquiera 
del pueblo, y procederse de oficio; que si para el enjuicia- 
miento por delitos de violación ó rapto así como para el 
de estupro de una impúber fuera preciso querella de parte 
ó denuncia judicial, muchos de estos delitos quedarían im- 
punes por la falta de tiempo ó de dinero en los interesa- 
dos, fomentándose con la impunidad tan execrables crí- 
menes contra la moral y el orden público, sin que bastara 
á impedirlos la más solícita vigilancia de las familias, o 
tanto: revocaron el apelado de... por el cual se aeclaríV¡ 

.1 9 


t *9. 
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Art 9S2.— Son injurias graves : (P. 2oS ) 

ss,r»: 

cor 


imputación cie un u nuv, — 

«B, „o corresponde al Ministerio Fiscal; ( E. 

P. 1S ) 

• , , "ii-ia mi** v haber cometido escándalos 

to estado de embr y a j r ada. Como se echa de 

ver por los por abuso dé 

autoridad é injurias verbales refiriéndose á los hechos ex- 
orcsados. Pero como se admitiese la querella tan solo en 

So á lo primero, dejándose á salvo la acción del ofen- 
dido para deducirla en la vía correspondiente respecto a 
Jo último, hubo de iniciarse por cuerda separada Ja causa 

á ciuc se contrae este dictamen. ^ . 

Estima fundada el Fiscal la excepción declinatoria de- 
ducida jor el acusado, alegando (pie en los hechos que se 
¡e atribuyen no hav materia justificable en el orden crimi- 
nal. Según la definición del art. 281 del C. P., la injuria 
consiste en deshonrar, desacreditar ó menospreciar por 
medio de palabras, escritos ó acciones. De suerte que el 
empleo de palabras que, aunque por su sentido grai ¡íati- 

sin lugar la oposición del Ministerio Fiscal al auto que 
ordena poner en libertad al enjuiciado : mandaron que 
éste continúe en detención, con lo acordado y lo devolvie- 
ron, 

Paredes.— Varela y Valle.— Puente Arnao. 




Excmo. Señor: 

El delito de estupro cometido por Guadalupe Mísama, 
en la menor Isidora Chinga, está suficientemente compro- 
bado con las declaraciones del mismo reo en sus instruc- 
tivas y confesión de fojas 4, 15 y 41, la del testigo Lo- 
renzo Zapata á fojas 18, la del menor Anastasio Arismen- 

dis a fojas 19 y los reconocimientos periciales de fojas 7 y 
fojas 21. ■ 

Según aparece de la partida bautismal de fojas 18, Isi- 

doia Chinga contaba doce años y once meses cuando fue 
estuprada. 

Se trata pues del delito previsto en él art. 270 del Có- 


digo Penal, que es uno de 
dad. 


os delitos contra la honesti- 


Aún cuando este juicio se instaró por denuncia déla 


■renal 




2. a La imputación de un vicio ó falta de mo- 1 
ralidad, que pueda perjudicar considerablemente 1 
la fama, el crédito ó los intereses del agraviado; 9 

cal impliquen una ofensa al honor, responden á un objeto 1 
lícito que excluye el propósito gratuito y la intención de- \ 
liberada de menospreciar, no constituye el delito que se 
analiza. S 

De aquí que, por ejemplo, el testimonio producido pa- ; 
ra acreditar en juicio una tacha legal por causas que 
aparejen mengua ó descrédito, no importaría una injuria 
en el concepto del Derecho Penal, precisamente porque no 
se habría procedido con el ánimo criminoso de ofender, 
sino solamente con el de contribuir al esclarecimiento de 
un hecho que se trata de averiguar por ciertos efectos ju- 
rídicos. Por eso mismo no cabe delincuencia contra el 
honor en el informe verbal ó escrito á que se refiere la que- 
rella, puesto que el Comisario lo emitió en cumplimiento 
de un mandato superior y en ejercicio de las funciones de 

su cargo. # 1 

¿ Falseó la verdad de los hechos, haciendo imputacio- 
nes deshonrosas contra el ofendido, para cohonestar el 
tratamiento de que éste fuera víctima? Pues entonces ha- 


madre de la estuprada, Cruz Flores, quién formuló más 
tarde querella en forma, se ha desistido reiteradamente de 
la acusación, como aparece de sus escritos de fojas 2.8 y 48* 
En concepto del Adjunto no puede seguirse de ohcio 

este juicio. Las disposiciones contenidas en el art. l- te 

Código de Enjuiciamiento Penal y en el 278 del 1 enal,son 

terminantes v ito necesitan de interpretación. , __ 

La circunstancia de haberse iniciado y seguido e i p o- 
ceso á mérito de una denuncia y de una querer la, 1 

á los delitos contra la honestidad su carac j-Vmerefla 
dos; y en consecuencia cuando la denunci . ^„ e por 
desaparece por el! desistimiento, el juicio ( e ‘ uec ^ re . 

que no puede proseguirse por el mimsteri f i ¡posición 

ce de personería en ellos, según la terminante dispostciü 

de la segunda parte del art. 18, ya citac o- a m ee jda en 

La fea 4epci6.i de esta regía -la £ ^able^ 

la segunda parte del art. 278 del C 'g en los cas0 s en 
Cierto es que puede proceder de elito contra 

que con motivo ó como circunstancia _ j ¿ se com- 
ía honestidad se infiere grave lesión ^ r P ‘ ex i s te otro 
Prometa la vida de la víctima; pero entonces ex . , 
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ciernas instituidas en dignidad; ■ 

superiores y peí sonas cuuau 

, , i „ rt „+ m H verdacl o contra la libertad, incu- 

br * previstos en el art. 227 ó 168 del C. 

p’-rorow) contra ef honor. Frases injuriosas se emplean 

A menudo y no pueden dejar de emplearse en los docu- 

Ss oficiales, 1 particularmente en 1» 

atentado, resultaría el absurdo de quem el cumplimiento 

del deber se escaparía á la sanción penal. . . . 

Por otra parte, en el caso de que se trata, hay un jui- 
cio por abuso de autoridad, ó sea por prisión ai brtraua, 
en el cual se esclarecerán los hechos que se relacionan con 
la imputación. Y si resultasen probados, ó por lómenos 
no desmentidos los cargos que contiene el informe de la 
Comisaría, no por haber expuesto la verdad en el desem- 
peño de sus atribuciones, se habría sustraído el Comisario 


delito no exceptuado, lo que no ocurre en e caso actual. 

Én consecuencia, el Adjunto opina que hay nulidad 
en la sentencia de vista de fojas 83, confirmatoria de la de 
primera instancia de fojas 58 vuelta y en todo lo actuado 
desde fojas 24 y declarándolo así VE. debe mandar que á 
mérito del desistimiento contenido en esa foja se corte 
el procedimiento judicial salvo el parecer de VE. 

Lima, Enero 31 de 1901. 

Villa rán. 


Lima, Febrero 21 de 1001. 

, : de conformidad con el dictamen del Ministe- 

110 riscal, cu}' os rundamentos se reproducen, y estando a 
lo dispuesto en el artículo veintitrés del Código de Enjui- 
ciamiento Penal, declararon nula é insubsistente la sen- 
_eneia de vista de tojas ochenta y tres, su fecha once de 
íciem ne ultimo, así como todo lo actuado desde fojas 

Jnu K manc ! aron c l ue en mérito del desistimiento 
•| .v* 1C > /? a Cün tiene, se corte el séquito del presente 
JUICIO, poniéndose en libertad al acusado Guadalupe Ni- 
sama, y los devolvieron 


Espinosa.— Elmore.— Solar. 

Zevallos, 


— Castellanos. — Ortiz oí; 
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4.° Las palabras, dichos ó acciones, que, en 
concepto público, se tengan por afrentosas, en ra- 
zón de su naturaleza, ocasión ó circunstancias. 

Art. 283. — Son injurias leves, aquellas en que 
u o concurra ninguno de los requisitos del preceden- 
te artículo. 1 P. 395 ) 

Art. 284, — El que injurié á otro públicamente 
Y por escrito, sea de un modo directo, sea emplean- 
do alegorías ó pinturas, ó de cualquiera manera, 
imputándole delito, sufrirá reclusión en tercer gra- 
do v multa de veinte *á doscientos pesos, i P. 34, 

37* 72, 53) 

Si la imputación no lucre de delito, se rebajará 
un grado de la pena de reclusión. 

' Art. 285. — Cuando la injuria se infiera pública- 
mente de palabra, se rebajará respectivamente un 

— t i I 

á la nena del injuriante, si, como pretende el actor, se pro- 
cediera al doble enjuiciamiento contra el antedicho luii-d 
• ^ p ■ 

eiona ^ 0 p setvac j<' )n tiene tanta mayor fuerza, cuanto 
nue liara apreciar enjuicio la arbitrariedad del arresto, 
es indispensable inquirir los motivos que segCm el ip or jfj 
Z t rm naron Y para esa investigación está abierto el 

P En mérito de lo expuesto concluye 

'Sha u 'excepeiTn'prSsta. y declararla fundada. 


Lima, Mayo 6 de 1397. 


Cavero. 



Flores. 
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gV ado de la pena de reclusión designada en el ártí- 

'“^Art^SB-El que deshonrare á otro, flagelán- 
dolo «e no le origine les.on, o escup.endole 


(1) 


Corte Superior 


Ilustrísimo Señor: 


TV las ¡murías graves deque se acusan mutuamente 
C E rM A , las únicas que resultan acreditadas según 
el testimonio de iMra Santoni y Mana Santón, son las 
vertidas por la E„ contra la A. desde el ...tenor de su ca- 
sa contigua á la de Rosa Bañóte, cuando advirtió que la 
ofendida se encontraba ocasionalmente en esta última. 
Eso no obstante, y estimándose que las ofensas compro- 
badas no revisten el carácter de publicidad quq se requiere 
parala sanción penal, conforme al artículo 285 del Codi- 
to, se ha acabado por resolver la causa, absolviendo de 
la acusación á ambas enjuiciadas, por la sentencia que es 
materia del recurso de que conoce US. I., interpuesto por 

la A. 

En más de una ocasión ha manifestado el Escala 
US. I. la laguna que se advierte en la ley relativamente á 
la penalidad aplicable al delito de injurias, la cual no al- 
canza sino á las que se vierten públicamente, de palabra 
ó por escrito, según los artículos 284 y 285 del C. P. ( sin 
embargo de que la circunstancia de la publicidad no en- 
tra como elemento constitutivo del acto injurioso, á juz- 
gar por la definición del artículo 281 y la clasificación del 
artículo 282 del mismo Código, que ni siquiera la mencio- 
nan; en cuyo concepto el delito de que se trata consiste 
en deshonrar, desacreditar ó menospreciar á otro por me- 
dio de palabras, escritos ó acciones, pública ó privada- 
mente, A rio dudarlo, desde que no se hace al respecto nin - 

i * . , que las injurias privadas ca- 

recen de sanción penal eoh estar comprendidas en la no- 
cion legal del delito, que encarna correctamente la noción 
filosófica, pues si la difamación en privado no hace tanto 
daño como la que asume las proporciones de un escánda- 
lo pu ico, no por eso deja de atentar contra las garan- 
de! fncuencia >anU1 e ‘ lllCmor > cu y a violación constituyela 

Así la legislación española ( artículos 379 á 381 ) co- 


* 
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publicamente a la cara, ó practicando con él cual- 
quiera otro acto igualmente ignominioso, será tas 
tigado con reclusión en tercer grado. 

Si la injuria fuere inferida por el inferior á su 
superior, se aumentará la pena en un grado. 

I va injuria leve se castigará como falta. ( P. 395) 

mo la italiana ( artículos 393 y 395 ) con las cuales W 
la nuestra muchos y muy fundamentales puntos de aña- 3 
logia, definen el delito de injurias en términos que, si difie- 
ren en la iorma, están acordes en el fondo. En nin<nma de 
ellas se considera la publicidad como elemento constituti- 
vo del cielito, sino únicamente como circunstancia agra- 
vante. Y el código español, que clasifica las injurias en 
graves y leves, no a estima ni como condición de grave- 
dad. 11 

Nuestra legislación define el delito que se analiza de la 
misma manera que aquellas, y lleva la analogía con la 
española hasta clasificarlo también en graves y leves, 
asignando á 1.a publicidad, lo mismo que ambas, nada 
más que el carácter de circunstancia agravante. Pero, á 
diferencia de éstas, al fijar la penalidad, calificando de un 
modo general las injurias leves como meras faltas, ha es- 
tableen i o la sanción únicamente para las injurias graves 
perpetradas con publicidad, haciendo caso omiso de 

aquellas en que no concurre esa circunstancia. . í 

Resumiendo lo expuesto, cree este Ministerio que no 
caen bajo la sanción penal, mientras subsista en el Códi- 
go el vacío que se deja marcado, las injurias graves verti- 
das en privado, como las que son materia del proceso, de 
las cuales no se enteraron sino Laura y María Santoni 
desde su domicilio, vecino al de la E., y concluye opinan- 
do por que US. L, se sirva confirmar la sentencia en Ja 
parte apelada, en que se absuelve á esta. 


Lima, Agosto 13 de 1897. 


Cavero. 


Lima , Septiembre <> de 1897. 

Vistos: de conformidad co* 1< 1 expuesto por el señ or 
Fiscal, confirmaron la sentencia de foj as . . . ec • ■ ■ . . _ * 
parte apelada, en que se absuelve de la acusac 
rías á doña C. E.; y los devolvieron. 


Parkdbs. — Florbs.— León. — Puente Arnao.— Badari 
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fde ddftofS g |ilta S cómetidas ,»or un empleado 
¿Veo en ejercicio ^ sus li-ncmnc, const.tuve el 

delito de calumnia. ( Ti. I • - ' . ld0 1 *■ 

""(X) Así como el Dr. Miguel A déla 

¿ionario Penal de J“ r «P r P^“ a ^ 1 lS. ad t del Código de 

Vocetiiñiientos en materia penal, que el empleo de cahfi- 
c'ítivns provenientes de delitos en cuyo juzgamiento m- 
tervienc el Ministerio Fiscal, no constituye calumnia; y 
que para que ésta exista, es necesana la afirmación de 
un hecho concreto, como si se dijese a alguno que fue e 
quién cometió un hurto ó robo determinado, o que es el 

asesino de Fulano, etc. ” 

lili igual sentido ha resuelto la Corte Suprema en el 
* ■ 


siguiente caso : 


Excmo. Señor: 




El Juez de primera instancia de Pallases. Dr. D. Ben- 
jamín Alvarez del Villar se querella contra don Manuel 
Iv. Alvis por haber éste vociferado en la plaza pública ele 
Cabanas que es “un traidor ála patria” y también “un 
juez ladrón que vendía la justicia recibiendo como precio 
de su infamia reses y otros animales que conserva en su 
fundo de Huayllapuco 

Comprobada la delincuencia del r.eo, son condenato- 
rios los tallos délas dos instancias; pero divergen en la 
pena impuesta por cuanto el uno clasifica ambas impu- 
taciones como injurias, y el de vista sujeto á la resolución 
de VE. sólo declara tal la primera y calumnia la segunda. 

Comete delito de injuria el que deshonra, desacredita 
ó menosprecia á otro, por medio de palabras, escritos ó 
acciones (art. 281 del C. P.); y de calumnia, el que im- 
puta falsamente un delito en que tenga obligación de acu- 
sar el Ministerio Fiscal (art 287 idcin 

El peí sonero de la vindicta pública sólo procede al ad- 
qumr conocimiento de la perpetración de algún grave he- 
c o t e ie lioso determinadamente señalado, que no sea 
on ra la honestidad, el honor ú otros exceptuados. 

lnc 1 usa dentro del lato alcance de la injuria 

n nrnttnn+ ’ * ca l uraaia &£éhtfia pues el cargo deprimente, 

eio*: ó hóhq- Cn VQ ' genérico y por lo tanto vago de vi- 
cios o hábitos mas órnenos desdorosos referentes á déli- 


penal 


Art. 2SS. — rv j rct> fio 

respectivamente, con un Casti « ad ° 

injuriante. * as ” e pena que el 

Si probare la imputación, quedará Kbre ^ 


pena, 


to, apunta con la precisión que consté, , 

tores característicos el concreto ”®i ; tu 7 e Uno de sus fac- 
ble. acriminado acto puni- 

falsa dfvnig 2 aríón el de la 

público en ejercicio de sus fhtítíoncs pt P ° r i? em P leadu 
en el diminuto grupo de los ov ^ ? r ° no altera .eomo 

imputados á particulares la floof ^ pesc l uisa de oficio 
lia característica diferencial. na ^ ue es tableee aque- 


líefnteJos^^ttSpuedet^^ePorfi’-inarin C1 í y0 t f nor sola ‘ 

limita á declarar que también lo^oñ 


mente WL 

limita á declarar que tamliiéi^lnín q V° S f f n Cídurnn * a * se 
tas se atribuyen 1 

la sociedad * por ™-ig«ie„te, c„„ Jene d 

administración, que también en esa forma se descubra la 
delincuencia, grave siempre por haberse producido en el 
servicio oficial con daño del orden público. 

De las anteriores observaciones se deduce que es co- 
rrecta la calificación como injuria hecha en primera y se- 
gunda instancia de las palabras “traidor á la patria”. 

.. . u 'iigo de “ladrón porque un juez vende !a justicia 
recibiendo ganado en pago de su infamia” no exhibe un 
caso especial de prevaricato, cohecho, etc., porque no se- 
ñala litigante, proceso, ni dato alguno que autorice la iñ- 
tervención fundarla del Ministerio Fiscal. Su clasi ficacióii 
jurídica coi responde pues á la de la injuria, según lo dis- 
puesto en el art. 282 inc. 2.° del C. P,, porque se reduce en 
substancia al epíteto meramente ofensivo de concusiona- 
rio o sea á la imputación de un vicio ó falta de morali- 
dad. 


“■ # 

Este juicio no es pues por calumnia sino por injurias. 
Debióse ¡ ior tal motivo substanciársele en la forma 


uebiose ¡ «or tal motivo substanciársele en la íorma 
del art, 132 del C. de E. P. según cuyo precepto el Juez 
hade ordenar la comparecencia del querellante y el ¿icusa- 
do con el objeto de procurar éntre ellos la conciliación; y 
n ° en la del 136 sobre apertura inmediata del térmiuo de 
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**j*ass?A*» 

cirio nertinente si en el referido 

prueba que sólo hab". ■ : hu £ iese Alvis sostenido su di- 

A VB corresponde com ^ que se ^ 

C. de E. C. reponer el uugw 

e] vicio anulativo. nulidad en la sentencia re- 

E ' FÍ fdé ris"t? y y e que declarando insubsistente lo ac- 
túado? VEdcbe, su concepto, mandar que se provea la 
acción conforme á ley. 


Lima, á 25 de Mayo de 1906, 


Seoane 


Urna, á SO de mayo de 1906 . 

Vistos: con lo expuesto por el señor Fiscal y aten- 
diendo á que el delito que resulta comprobado es el de in- 
jurias comprendido en la querella de f. 1, y debe en conse- 
cuencia, imponerse la pena que señala el art. 285 del L. 
p Y tiüe la sentencia de vista hace una mala calificación 
dci delito; declararon haber nulidad en la referida sen- 
tencia de IV 99 vuelta, su fecha 14 de Diciembre último 
que revocando la de primera instancia dé f. 49, su fecha 6 
de Julio del año próximo pasado impone al reo Manuel R. 
Alvis, la pena de tres años de reclusión; reformándolo, 
confirmaron la citada de primera instancia que condena 
al citado reo Manuel R. Alvis, á 2 años de la misma pena 
de reclusión, con sus accesorias; y los devolvieron. 

Guzmán— Castellanos— Ribeyro. — Eguiguren. — Fígue- 

roa. 

—El fallo que sigue resuelve, aclarando los artículos 
26 y 136 E. P., que aunque emane de causa terminada 
con sobreseimiento, la querella por calumnia requiere tér- 
mino de prueba. 

Excmo. Señor: 

La falsa imputación á persona determinada de un de- 
lito concreto por el cual tiene obligación de acusar el Mi* 
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. 289; E1 1CO tlc , calumnia o injuria encu- 

bierta o equivoca, que rehúse dar en juicio, e "plL 

nisterio Fiscal, constituye calumnia; y cuando del 
r. o organizado a causa de tal imputación, resulta q“ no 
hulio delito m motivo fundado para sospechar su exhten 
cía, la denuncia se considera maliciosa y sujeto el denim- 
eiante a responsabilidad que se hace efectiva por só”o el 
mérito del sumario, según lo dispone el art 26 del C F p 
Pero esa presunción no basta para proceder, sin más 

tramite, a la imposición de pena. 

El sobreseimiento en que se basa el nuevo juicio ouede 

muchas veces emanar de la falta de pruebas sobre un cie- 
lito verdadero. 

Cabe pues la posibilidad de la buena fé en eldenun- 

ciante, sea por lo que personalmente le conste, sea ñor el 

engaño que hubiere sufrido. ^ 

Convertido en reo, le favorecee á su vez el principio 
establecido en el art. 2 del C. P. que le reconoce el derecho 
de defensa, acreditando que no denunció ó acusó con ma- 
licia, en cuyo caso desaparece su delincuencia. 

Por eso dispone el art. 136 del C. E. P. que interpues- 
ta la querella de calumnia, se reciba la causa á prueba 
por veinte días comunes, perentorios y con todos cargos. 

El art. 26 de cuyo texto emanad error está pues com- 
plementado por los dichos 2 del C. P. y 136 del C. E. P. 

La resolución del 21 de Agosto último corriente á f. 
11 0 infringe esa regla de substanciación, señalada ya en 
diversas ejecutorias de V. E., por cuanto en ella manda 
la Corte de Arequipa que se resuelva con sólo el mérito de 

sumario; 

Corresponde pues á V. E. hacer uso de la facultad que 
le confiere el art. 1749 del C. E. C., reponiendo la causa 
al estado en que se cometió el vicio anulativo. 

En mérito de lo expuesto, el Adjunto opina que V. E. 
debe declarar la insubsistencia de lo actuado desde í. 110, 
reformar el auto de 21 de agosto de 1902, y revocando el 
de f. 95, su feefia 4 de Mayo de 1899. mandar que se abra 
el término de prueba. 

Lima, á 10 de Julio de 1903. 

Seoane. 




Lima , A 6 de Agosto de 1903 . 

Vistos: de conformidad con las col J c ^*®” es . 
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cacióii satisfactoria sobre ella sufrirá la pena co- 
f respondiente á la injuria ó calumnia manifiestas, 

disminuida en un grado. 

^declararon nula la sentencia de vista de f. 132 su fecha 
2 de Abril filtimo é insubsistente a de 1. Instancia de 
7 1 7 SU fecha 12 de Diciembre del ano próximo pasado 
así como lo actuado en este expediente; mandaron se pro- 
vea la querella de don Juan Holgado con arreglo a la ley 
citada; y los devolvieron— con lo acordado. 


Espinosa. — JLoayza. — \ eLez, Elmore 


T 


Se publicó siendo el voto del señor Elmore por la nu- 
lidad cid auto de vista y por que se corte el séquito de es- 
te juicio, por haber estado paralizada la causa cerca de 
tres años (f. 98 v., y i. 99 ) y realizad ose así la prescrip- 
ción penal según la cuarta parte del art. 95 C. E. P, 

De que certifico. 

Luis Delucchi. 


— No procede el juicio de calumnia por causa de de- 
nuncia ante la autoridad (judicial ó administrativa) 
mientras no se haya resuelto que dicha renuncia es infun- 
dada. 

Corte Suprema 

Excmo. Señor: 


El Di . Arias ex-Síudico de Reritas del Concejo Dist 
ta! de Chorrillos, ha demandado á los ex- A leal des y 8 
f ico de (tastos de ese mismo Concejo don C. R. y don i 

calumniado en el oficio dirigido por 
A1 calde del Concejo Provincial de Lima, y lose 

ha r deducido la acepción de falta de jurisd 
asunto está sometido al Concejo Pi 

tenido la note d < é e foj‘as eSOlUCl6n calificaci6n del cc 

ró eonmetf*n+í*?á raera ^ nstano ' a ei1 lo criminal, se decl 
que los trámites ni 1 cot . lc y er . en la causa, fundándose 
procedimiento *i*r no deben embarazar 

otro moflo nn C aamal, pero el Superior ha juzgado 

reíerido ConceirPp est . and ° ^tigido el oficio de fojas... 

J lovmcuil, y correspondiéndole exan 
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Art. 290. Cuando la calumnia ó la injuria se 
huyere propagado por medio de la prensa el tul 
6 Tribunal ordenara, si lo pidiere el ofendido, que 


nar y calificar los procedimientos del Concern de Chorri- 
llos, no puede ni debe anticiparse resolución alguna fm- 

damento que ha servido también, ra desechar ú ara- 

pl, ación solicitada por el Dr. Arias respectoáun plazo Z- 
ra darse curso a la acción criminal 1 pa 

En concepto de este Ministerio, es legal el auto de vis- 
ta; porque refiriéndose la nota de fojas i á hechos relati- 
vos a la administración local de Chorrillos y á la conduc- 
ta oficial de los miembros del Concejo Distrital, debe esne- 
rarse la resolución del Concejo revisor para apreciar 1, 
conducta del Alcalde oficiante; v, opinaporque declare 
V. E. que no fui y nulidad en el auto de vista, salvo mejor 
acuerdo. 


Calvez. 


Lima, 7-7 de Mu ro de 7 894. 






Vistos : de conformidad con lo opinado por el señor 
Fiscal y considerando que el Dr. D. Diomedes Arias ha si- 
do denunciado en el oficio que motiva la querella de ea- 
•umnia, objeto del presente juicio; y que, mientras en la 
causa que ha fie seguirse conforme al artículo 26 del C. 
E. P., no resulte infundada la denuncia, no precede la ac- 
ción de calumnia; declararon no haber nulidad en el auto 
de vista, de fojas..., su fecha..., que revocando el de prime- 
ra instancia, de fojas..., su techa..,, declara fundada la 
excepción de jurisdicción deducida por los acusados ex-Al- 
calde y ex-Síndico municipal de Chorrillos; declararon asi- 
mismo no haber nulidad en el auto superior de fojas..., su 
fecha..., que deniega la declaratoria y ampliación solicita- 
das; y los devolvieron. 

Guzmán. — Espinosa.— Cokzo. — Elmore. Lama. 











Se publicó conforme á la ley siendo el voto del señor 
nzinán : porque siendo necesario esclarecer si 
nido ó no las diligencias á que Ka debido dar ln a _ 

icio que en copia corre á fojas 1, en que . , . t0 
cerínT/vn dafnia* fi . ps ñor la nulidad déla 
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los editores inserten, en los respectivos impresos o 
periódicos y ó costa del culpable, la sentencia o sa- 

tlSfí Art° 29 Í .—Estando vivo el ofendido, nadie si- 
no él puede acusar por injurias ó calumnias. Si hu- 
biese muerto, podrán ejercer la acción los ascen- 
dientes, descendientes, hermanos, o cónyuge del 
difunto agraviado, si fuere trascendental a ellos la 
ofensa; y en todo caso, el heredero. (E. P. 16, 

17 ) ( 2 ) 

(1) Véase art. 2152 de la ley de imprenta de 12 de 
Noviembre de 1823, inserta en el Apéndice, 


(2i 


Corte Superior 


1 1 u strísi tn o Sen or : 


Habiendo interpuesto i José Hernández la querella 
de fojas..., como personero legítimo de su esposa, por in- 
curias vertidas contra ésta, y no pudiendo actuarse la di* 
agencia de conciliación por no haber concurrido á ella las 
acusadas, se expidió el auto de fojas..., recibiéndose la 
causa á prueba. 

Jín este estado se ha interpuesto excepción de perso- 
nería contra el querellante, fundándose en que su carácter 
de esposo no le confiere título legal para acusar en repre- 
sentación de su cónyuge por el delito de injurias; excepción 
que ajuicio de este Ministerio descansa sobre un funda- 
mento legal. Son demasiado explícitos y claros los tér- 
minos en que está concebido el artículo 291 del C. P., pa- 
ra que pueda revocarse á duda que la acción por injurias 
nn {¡I n?<f rS °? a ^ y exclusiva, que nadie sino el ofendido 
asumí a ’ sa ^ vo v e ^ caso de muerte, que entonces la 
cónvu.;. fi pl C ?, a r ndieilteSí descendientes, hermanos ó 

sea t rascendenta! á ehosla 0^° **** c ‘ uecuando 

— VT 

á Prueba dicha exeep- 
auto de visto v sen ® r Espinosa iué por la nulidad del 
por los fundai-nen+n 011 ^ 171 ? 510 - ^ c ^ e Peinera instancia, 
te Fiscal de d dictaraen del A g e “' 

Luis Delucohi. 
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contra nn particular, queda eiSXC’S 
perdona el ofendido. P. 27) (1) P na si lo 

( 1 ) En los juicios en que no interviene el + ~ 

Fiscal, la parte agraviada después de pronune ada h séñ° 
tencia condenatoria, no puede libertar A* Til , Stn * 

sólo procede yael indulto por el Congreso. AsUo dcckróh 
Corte Suprema en el caso siguiente: ueciaro la 

Exento. Señor: 

María y Andrés Farfán, invocando una bien extraña 
teona, solicitaron en pnmera instancia, que en un pt“ 
so legal., lente fenecido, se libertase de la penad los ¿oncle- 
. lados, en virtud del indulto que aquellos les concedieran 
usando del derecho que creen tener ele indultar después d¿ 

la sentencia condenatoria, por ser el delito de aquellos en 

m m 

I ;in i r informe al derecho es la teoría que se sustenta 
que por el artículo 132 del C. E. P., que establece el pri- 
mer trámite del juicio sobre injurias, se requiere precisa- 
mente la comparecencia personal del agraviado, para el 
acto conciliatorio, pues sólo él tendrá derecho de entrar 
en arreglos de avenimiento sobre asuntos que afectan su 
honra, de ! a cual ningún otro podrá constituirse en Juez. 

En mérito de lo expuesto, es de sentir el Fiscal, que se 
revoque el auto apelado de fojas... en que se desecha la 
excepción de que se trata, y se la declare fundada. 


Lima, Agosto 26 de 1893. 


Cavero 


Lima , , 29 de Agosto de 1 898. 

Autos y vistos : con lo expuesto por el señor Fiscal, 
por los fundamentos del dictamen de fojas... y teniendo 
además en consideración que el marido es el personero e- 
gal de la sociedad doméstica, con arreglo á los articu os 
175 del C. C. y 137 inciso l.° del de E. C. : confirmaron el 
apto de fojas..., su fecha..., por el que se declara sin lugar 
la excepción de personería deducá la por la acusat a ., 
lo demás que contiene; y los devolvieron. 

Feo res Puente A rn ao. — Se rp a 
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SECCION DECIMA 


Pe los delitos contra el estado civil 

de las personas. 

título i 


DI : LA SUPOSICION DE PARIOS 1 OTRAS USURPACIONES DEL 

ESTADO. ( P. 227 ) 

Art. 293.— La mujer que finja preñez ó parto, 
para dar á su supuesto hijo derechos que no ie co- 
rrespondan, sufrirá reclusión en cuarto grado. 

(P. 34, 37, 72) 

En la misma pena incurrirá el médico, ó i a 
partera que coopere á la ejecución del delito. 

Art. 294. — Él que expusiere ú ocultare á un ni- 
ño, ó le su pusiese filiación, para hacerle perder su 
estado de familia ó los derechos que por él le co- 
rrespondan, sufrirá cárcel en cuarto grado. ( P. 34, 
37, 72 ) 

En la misma pena incurrirá el que supusiere fi- 
liación en favor de una persona, para defraudar 
los derechos que correspondan á o ¡ ra. 


que no tiene el Ministerio Fiscal obligación de acuse 
on nt en los peticionarios el derecho de abandonar 
p cí o, o i esistirse el agraviado en esta clase de juicios, 

^ ? < ^ onat a J rt $’ libertándolo así de la pe: 

cimv l e Jl ° im P°nérsele, con la facultad constit 

ia sent n - üngl \ eSo mdultar, después de pronuncia» 

es dfclTr ^ eU ^# ia y term i»ado el juicio. Como : 

limita \ Vi.,. ar , ^ tln ex travagante teoría, el Fiscal 

á que se refip e ¿S r f Sent 9 ue habiendo concluido eljuk 

tir sobre H mn + P^Y^onarios, no h ay nada que det 

se concreta A ln* 1 ^ • a - 11 * c u 1 1 >unales, cuya jurisdicci 
se concreta a los juicios, para dirigir el debite y ten 


VENAL' 




Si la falsa filiación tuviere por oíieto favore 

cera una persona, pero sm suplantarla en Uvarck 

otra cuya filiación se usurpe, la pena será reclusión 
en segundo grado. ? .S 

Art . 29D.—E1 (Jue en cualquier otro caso, que 
no sen de los especificados en los artículos anterio- 
res, «sui pe el estado civil de otro, será castigado 
con reclusión en primer grado, sin perjuicio de la 
pena que corresponda, cuando le defraude sus bie- 

nes o derechos. 





título ii 

DE LOS MATRIMONIOS ILEGALES (C.15G) 

Art. 296. -El que contrajere matrimonio, sien- 
do casado ó religioso profeso, ú ordenado la samé, 
sufrirá cárcel en cuarto grado. ( C. 142 § 5 0 6. a y 
72, P. 34, 37, 72 ) ’ 

narlo con su fallo; por cuya razón ha obrado en justicia 
la Ilustrísíma Corte Superior, confirmando el apelado, 
mandando archivar los autos y denegando el recurso de 
nulidad á toda luz improcedente. Puede pues servirse VE. 
declarar sin lugar la queja, salvo su mejor acuerdo. 

Lima, Diciembre 17 de 1S9S. 

Cárdenas. 


Lima. Enero 0 de 1899. 


Autos y vistos ; de conformidad con lo expuesto por 
el señor Fiscal, y reproduciendo los fundamentos de su 
dictamen; declararon sin lugar la queja mandado se ar- 
chiven los de la materia. 


Siete rúbricas de los señores: Presidente Alvarez 
— Muñoz — Cisneros— Sánchez — León Morales. 


* 
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contrajere ocultando al gu- 

p f n P t ro" U impe flimel,tOS T dis P e “ sabl f P or 

no de los otros ímp ^ ser á de cárcel eu tercer 
la Iglesia, t- 1 - ' lcL 1 

grado. , f e d e impedimentos clispen- 

Si la ° •" n a „ndrá reclusión en tercer grado y 
sablfes, seitnp 0 dosc j cn tos pesos; debiendo 

da T¿ídreí°íffl 0 pcdiinentp fuere de los que no 
a nu£ c matrimonio, la pena sera arresto mayor 
“cuarto grado, y multa de vemt.cinco a «en pe- 


SOS. 


• Art 0()7 -El eclesiástico que á sabiendas au- 
torice v¡n matrimonio ilegal, sufrirá confinamiento, 
en el mismo grado en que se aplique el contrayente 

la cárcel ó reclusión. ( P. 34, 36, 78 ) 

Hn el último caso del articulo aiitenoi, se uph 

cará al eclesiástico arresto mayor en tercer grado. 


(P. 34, 38,74) 

Art. 298.— El contrayente doloso pagara una 
multa de trescientos átres mil pesos, en favor de 
la mujer engañada. ( C. 1238, P . 53 ) 

Art. 299.-4® que en un matrimonio ilegal pe- 
ro válido, hiciere intervenir al párroco por so¡ pré* 
sa ó engaño, sufrirá reclusión en primer grado. 

(P. 34, 37,72) 

Si mediare violencia ó intimidación, la pena se- 
rá cárcel en segundo grado. 


(1) Permitido lioy por las leyes de 23 de Diciembre 
de 1897 y 22 de Noviembre de 1903 el matrimonio de las 

personas que no profesan la religión católica, parece inú- 
til observar que los impedimentos á que se hace reterencia 
son sulo relativos á las nupcias sujetas á las formalidades 
establecidas en el Concilio de ¡ rento. 
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SECCION UNDECIMA 

De os delitos contra la libertad y seguridad 
personal, inviolabilidad del domicilio y otras 

garantías individuales. 

TÍTULO I 

DE LOS ATENTADOS CONTRA LA LIBERTAD (C. 2203 ) 

Art. 3 >0.— 11 que prive á otro de su libertad, 
encerrándolo, ó deteniéndolo y el que proporcione 
rasa ó lugar para la detención ó encierro, sufrirán 
i colusión en primer grado ; * P. 34, 37, 72, 327 

§4) tSJ . 

i Si la secuestración dura más de un mes; 

2. ° Si se hubiese ejecutado simulando autori- 
dad pública; 

3. ° Si se hubiese amenazado de muerte al se- 
cuestrado, ó inferídosele alguna lesión que no me- 
rezca pena mayor. (P, 394) 

Art. 301.— Si la lesión mereciere pena mayor, ó 
se cometiese algfin otro delito con motivo de la se- 
cuestración, se observará lo dispuesto en el articu- 
lo 45. (P. 246 y sig.) , 

Art. 302.— Si la secuestración durare menos de 
tres días, ó se pusiere en lil lertad al detenido antes 
de iniciarse la causa, sin que concurra ninguna ce 
las circunstancias expresadas en los incisos segun^ 
do y tercero del artículo trescientos, la pena se - ' 
arresto mayor en primer grado. (P* ° > i J 

( 1 ) Corresponden á la j urisdicción 
«as que contra cualquiera P á 


l ) de secuestro, siempre qpe el delineaente ?er ( 

banda cuyo número no baje de ti es. (J- 


) 
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, , O, ,3 __Si la secuestración durare más de 
i- ' P n n<= de treinta, se agravara la pena 
dXSo antcrior, con un término por cada tres 

d!a Art 304. -El que reclutare á otro para que sir- 

grado; ,H. autoridad»»* 

ks ó m'Htares que hubiesen ordenado el reclutfi- 
á doscientos pesos en favor del agraviado. - . 34, 

37 , 53, 72 ) 


TÍTULO II 


de LA SUSTRACCION DE MENORES 


Art. 305.— El que sustrajere aun menor de nue- 
ve años del poder de sus padres, sufrirá arresto 
mayor en tercer grado, i 18. 34, 88 , <4 ) 

Si el menor sustraído hubiese estado en poder 
tic su guardador, ó de cualquiera otra persona en- 
cargada de su custodia, la pena será arresto ma- 
yor en segundo grado. 

Art. 306. — Si la sustracción se hiciere con el ob- 


jeto de privar al menor de algún derecho civil, ó de 
aprovecharse desús servicios ó de sus bienes, se 
aplicará cárcel en primer grado v multa de veinti- 
cinco á quinientos pesos. '( P. 34," 37, 53, 74) 

. Art. 307 . — En la misma pena del artículo an- 
terior incurrirá el que, hallándose encargado de la 
peí so n a de un menor de nueve anos, no lo presen- 
te a sus padres ó guardadores que lo soliciten, ó 
no de íazón satisfactoria sobre su desaparición. 

Art. 308.— El que indujere al mayor de nueve 
y menoi de quince años, á que fugue de casa de sus 
paf res, guardadores ó encargados de su persona, 
su nía ai i esto mayor en primer grado y muta de 

diez a cien pesos, 
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Art. 309. El que a sabiendas reciba ú oculte 
á los menores sustraídos ó seducidos, será easti 
gado como cómplice. (P. 48) 

Art. 310.— I m todos los casos de los anterio- 
res artículos de este título, se exigirá á los reos la 
caución correspondiente. ( P. 86 

Art. 311.— El que abandone á un menor de sieJ 
te años que este á su cuidado, sufrirá arresto nía" 
vor en quinto grado. 

Art. 312. Si á consecuencia del abandono mu- 
riese el menor, se aplicará penitenciaría en primer 
grado. (P. 34, 35, 71) 

Si solamente estuviese en peligro su vida, cár- 
cel en segundo grado. (P. 34, 37, 72 )' ¥ §|H 

Se aplicará reclusión en segundo grado, al que 
pudíendo, no auxilie á un niño, cuya vida estuvie- 
re en inminente peligro por causa ele desamparo. 
( P. 34, 37, 72 ) 

A t. 31 3. — El que teniendo á su cargo la crian- 
za ó educación de un menor, lo pusiese en un- hos- 
picio público ó lo entregare á alguna persona sin 
;a anuencia de sus padres ó guardadores, ó de la 
autoridad local á falta de unos y otros, será casti- 
gado con inulta de cincuenta á quinientos pe- 


sos. ( P. 53) ( 1 ) 

Art. 314.— El que, encontrando perdido o des- 
amparado á un menor de siete anos, no lo recogie- 
re ó lo depositare en lugar según i, dando cuenta a 
los padres ó guardadores del menor, ó a la autori- 
dad, será castigado con multa de veinticinco a 


¡ 1 tnc 




( 1 ) Véase la nota al art. 848 P. 


código 


I 
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título III 

de la VIOLACION DEL DOMICILIO (Const. 31, P. f8§7) (1) 

W', Al 4 315 —El que entre en casa ajena contra la 
voluntad efe su dueño, sufrirá arresto mayor en 
primer grado y multa de diez a cien pesos. ( P. 34, 

3S 53 *74 ) 

‘ ’ Si el allanamiento se verifica con violencia ó 
intimidación, se aumentará en dos grados el arres- 
to. y la multa será de veinticinco á doscientos pe- 

SOS. - 

Art. 316.— La disposición del articulo anterior 
no es aplicable al que entra en la morada ajena pa- 
ra evitar un mal grave, á sí propio, á los morado- 
res ó á un tercero; ni al que lo hace por cumplir un 
deber de humanidad ó prestar auxilio á la justi- 
cia. (E. P. 84) 

Art. 317. — Lo dispuesto en la primera piarte 
del artículo 315, no tiene aplicación á los cales, 
tabernas, posadas y demás casas publicas, mien- 
tras estuvieren abiertas. (J.M. 466) (2) 


( 1 ) C. J. M. Art. 4-65. — Se reputa domicilio : 

J.‘ El edificio ó lugar cerrado, ó parte de él, desti- 
nado principalmente á la habitación de cualquier peruano 
ó extranjero; 

2. 41 Los buques mercantes. 


(2 ) C. J. M. Art. 4G7. — Se reputa edificios ó lugares 
publieos: 

, . T Los destinados á cualquier servicio del Estado, 

, e Departamento, de la Provincia, ó del Municipio, exccp- 

to la «abitada por los encargados de dicho servicio. 

q « ri° S t^stinados a reunión ó recreo públicos. 

, • ualescjuiera otros que noconstituvan domicilio 
exclusivo de un particular. 

4.' Los buques del Estado. 
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TÍTULO IV 

DH LAS AMENAZAS Y COACCIONES 



Art. 318. El que amenace por escrito con un 
mal que constituya delito, será castigado coala 
pena correspondiente á éste, disminuida en un gra- 
do, si ¡a amenaza se hiciere con el objeto de que sel 

deposite una suma de dinero ó se practique cual- 
quier otro acto. ! 

Art. 319. Si la amenaza luere incondicional, 
se castigará con arresto mayor en tercer °rado 
(P. 34, 38,74) ' 6 

Si fuere verba!, con arresto mayor en segundo 
grado. 

Si de mal que no constituya delito, con arresto 
mayor en primer grado. 

Art. 320. — El reo de cualquiera de los delitos 
expresados en los dos artículos anteriores, queda- 
rá sujeto á la canción de no ofender, ó á la vigi- 
lancia de la autoridad de dos á seis meses. ( P. 84, 
86 ) 

Art. 321 . — El que impidiere á otro, con violen- 
cia, hacer lo que la lev no prohíbe, ó le compeHere 
á ejecutar lo que no quiere, sutrirá arresto mayor 
en primero ó segundo grado, y multa de veinticin- 
co á cien pesos. ( ConSt. 14, P. 53 ) 

Art. 322. — El que con amenazas ó violencias se 

hiciere justicia por sí mismo, tomando una cosa de 
su deudor para hacerse pago con ella, sufrirá 
arresto mayor en segundo ó tercer grado, y multa 
del tanto al doble del valor de la cosa. 
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TÍTULO v 

DE LA VIOLACION UB SECRETOS 

. . —El que se apodere de papeles ó car- 

V’n ’ v , -ovóle los secretos que contengan, 
tas de ol« o, } esto mayor en segundo gra- 

•» í p - 

**> a^tdílé ¡inpúesto di los «ctMO», «inqu,- 
no fós revele, sufrirá arresto mayor en primer 

gI ad \rt 3° 4 -El que descubra el secreto de alguna 

invención 6 procedimiento industrial que se le con- 
fíe en calidad de amigo, discípulo, dependiente o 
socio, sufrirá arresto mayor en pnmci giaco \ 
multa de veinticinco á doscientc >s ¡ ¿osos. 

Art. 325. — El administrador, dependiente o 
criado, que divulgue los secretos .de su patrón, de 
los cuales hubiere tenido [conocimiento, estando al 
servicio de este, sera castigado con arresto mayoi 
en segundo grado y la multa del artículo ante- 
rior. 


SECCION DUODECIMA 

De los delitos contra la propiedad particular. 

TÍTULO I 

“ *• 

DE LOS ROBOS Y HURTOS (1) 

Art. 320. — El que cometa robo, hiriendo 6 mal* 
tratando á una persona, para que descubra, en- 
tregue 6 no defienda la cosa que intenta robar, su- 
frirá penitenciaría en tercer grado. (P. 34, 35, 71) 

. , ( 1 ) Según el artículo 11 § 6 del C. J. M., la jurisdic - 
cion de guerra conoce de las causas que contra cualquiera 
persona se insí ruyá por robo y por hurto de caudales o 
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Art. 327. -Serán castigados con penitenciaría 1 

cu prime r g rad o : |.| 



efectos pertenecientes á la hacienda militar ó á los r-77D7 ‘ 

pos del ejército. ■ ófl 

-El delito de contrabando está equiparado con los 1 
de hurto, robo o defraudación, ‘ I 

Considerando : a 

Que la suprema resolución de 1 • de Febrero de 1832 '■? 

v la ley de 2 / de A ' ayo de 1831, á cjue se refiere, carecen ; 
de la necesaria eficacia para reprimir el contrabando, no 
obstante de que con arreglo á ellas, ese delito está equipa- 
rado á los de hurto, robo ‘ó defraudación. I I 

Que conviene cautelar debidamente los intereses fisca- 
les, asociando á las penas de comiso y multa, la corporal 
aflictiva con la que se castiga los delitos contra la pro- 
piedad. 

Ha dado la ley siguiente: 


Art. 1 0 — El delito de contrabando será castigado con 
las penas de comiso y multa, prescritas en los reglamen- 
tos fiscales, y además con pena corporal aflictiva, como 
hurto, robo ó defraudación, según las circunstancias. 

Art. 2.°— El juicio de comiso se seguirá por las autori- 
dades flécales competentes, las que decretarán la prisión 
preven uiva de los acusados, é impondrán las penas de co- 
miso y multas respectivas, remitiendo el pi oceso, junto 
con el reo, á los Jueces del Crimen que tengan jurisdicción, 
para que éstos impongan la pena corporal aflictiva, con- 1 
siderando el inicio de comiso como un proceso ieiiecido. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. ^ 

Dada en la casa de Gobierno en Lima, á los 7 días de 

mes de Enero de 1896. , i> r ¿ w m v 

Nicol ás de Fiero la. 

Manuel A. Barinaga. 

Al asumir la jurisdicción, á que f «<iere rí ^ jVde 
la ley anterior, el Juez del Crimen e está resuelto en 

criminal con la confesión tai reo, 0 

el siguiente caso : 

22 


. . 1 > l. i. -1-.ÍVS •- 
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1 . F1 ouc amenacé ó intimide para que se 

descubra, entregue, o no se 

Corte Superior 

Ilustrísimo Señor: 

/-,-nciil tarín de fojas 6 se condena á 

f '°. r H nenTde a reclusión en primer grado, término 
mSmol por contrabando de nueve y media libra de 

° PÍ °Todo e. juicio se recbKe^al acta de^as 1, en^ue se 

d*cca°df& Intendencia, el Subprefecto delaprovinda y 

dadonfde impuestos y a mérito déla exposición verbal 
presentada por el acusado y tres empleados la nm.ma 
Sociedad, declararon el comiso con la consiguiente con- 
fiscación déla mercadería v de la acémila que la conducía, 
y la aplicación de la multa de 2,090 soles, nsa acta remi 
tida al Juzgado con el oficio de fojas 3, conforme a la ley 
de 7 de Enero de 1898, constituye el proceso en que ha re- 
caído el fallo condenatorio de que conoce U. S. 1. 

Cierto es que conforme al artículo segundo de la cita- 
da lev, las autoridades fiscales que conocen de ¡as causas 
de contrabando una vez que han tallado condenando a 
los culpables 5 las penas de comiso y multa, deben remitir 
el juicio al juzgado del fuero común, para que les inflija, 
por su parte, la pena corporal aflictiva que corresponda, 
estimando lo actuado como proceso fenecido. Pero esa 
disposición no afecta, ni por su espíritu ni por su texto 
expreso, la independencia del Juez del Crimen hasta su- 
bordina: fatalmente su criterio á lo resuelto por el priva- 
tivo de Comiso, de manera que su jurisdicción quede re- 
ducida a la simple tarea de calificar el delito é imponer la 
pena, sin ocuparse en la apreciación técnica del proceso 

para absolver ó para condenar según el mérito legal que 
de su examen resulte. 

La conciencia del juez es inviolable, y ella tiene que 
inspirai se en elementos de convicción producidos en el jui- 
cio, estimándolos conforme al valor jurídico de que están 
revestidos por la ley. 

Desde ese punto de vista, el acta de fojas 1, aún conce- 
diendo que se hayan actuado con las formalidades nece- 
nas as diligencias a que se refiere vagamente, no encic- 
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2. ° El que roba empleando armas, ó en des- I 

tp oblad o ó camino público; ( 1 ) I 

3. ° El que se hubiere asociado á tres ó más 1 

personas para cometer el robo; (1 ) i 

4. ° El que retuviere en rehenes á una persona j 

para sacar rescate. ( P. 300 ) ( 1 ) 1 

( 1 ) Procede la misma jurisdicción de .guerra por el 
delito de salteamiento aunque fuere en poblado y por el 
secuestro de personas, siempre que el delincuente perte- 
nezca á banda cuyo número no baje de tres. (j. M, 11 § 9) 4 


rra más elemento probatorio que la confesión del reo, 
pues las declaraciones de los empleádos de la Sociedad re- 
caudadora, no pueden constituir prueba testimonial, fi- 
gurando en el juicio como interesados directos, con opción 
á la totalidad del comiso, según los artículos 14- y 29 del 
Reglamento del estanco del opio. 

°Por muy legítimas que sean las medidas de rigor em- 
pleadas para prevenir y castigar el contrabando en defen- 
sa de los intereses fiscales, que viene menoscabando en 
proporciones alarmantes, es necesario poner á salvo los 
principios tutelares de la justicia penal, que amparan has- 
ta el más avezado de los malhechores franqueándole las 
miran tí as indeclinables que cumplen á su defensa. Una de 
ellas consiste en la que consagra el artículo IOS del Coch- 
ero de Enjuiciamientos Penal, según el cual se requiere 
esencialmente para el fallo condenatorio M ^ueba^plena 
de la delincuencia, tan plena que no quepa deducir de ella 
otra consecuencia que la culpabilidad del acusado. Y bien 

se comprende que la confesión del «XlSo 
cuando está rodeada de los requisitos del articulo 105 cíe 




mismo Código. rrpp el Fiscal queda senten- 

Resunnendo lo expuesto, ci fundada en prtie- 

cia sobre que versa la consulta, n es c clesapro b ar l a : 
ba plena, y opina por qm ES. L se ^ confo i rrnidac l á 

absolviendo de la instancia al c ’ de Enjuicía- 

la última parte del artículo 103 del CocUjp 

m t ^ 




Lima, Diciembre 3 de 1S9S. 


Cavero. 
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Art. 328. 


-Los que cometen tobo sin violencia 

Lima, Diciembre 15 de 1898. 

t „.„ ae sto por el señor Fiscal; áproba- 
Vistos: «?!»'; feia... por laque se condena 

ron la sentencia , e rec l us ión en primer grado, 

al asiático Aloy al 1 Q d j as accesorias del ar- 

término ináwaOj O ^nal contánd se el término dé la 

prindpal desde el 4 de Noviembre prox.mo pasado; y los 
devolvieron. 

pioi’ERiino.— F i.okes. - León.-Puente Arnao.-Badani. 


Corte Suprema 


Lima, Marzo 27 de 1899. 

Vistos: en discordia de votos, con lo expuesto poi el 
señor Fiscal, y considerando, que la ley de 7 de Enero de 
1896, dispone que ¡os procesos sobre comisos se remitan 
al Juez del Crimen para la imposición de la respectiva pe- 
na, según sea el delito de robo, liurto ó defraudación : que 
d proceso fenecido de que habla la ley citada no puede re- 
ferirse sino al expediente administrativo, cuya resolución 
se cumple, sin ac mitirse ningún recurso: que la acción ju- 
dicial tiene por objeto calificar el delito é imponer al en- 
juiciado la pena que le corresponde corno autor ó cómpli- 
ce, ó encubridor, ó absolverlo, si resulta inculpado: que 
por tanto no pueden omitirse los trámites esenciales del 
procedimiento, sin infringirse el artículo 130 inciso terce- 
ro de la Constitución del Estado, que hace responsables 
á los jueces y magistrados por la abreviación ó suspensión 
de las formas judiciales : que la sentencia de vista se lia- 
!ln incursa en la nulidad que determina el inciso cuarto 
del artículo 159 del Código de Enjuiciamientos Penal : de - 
clararon nula la indicada sentencia de vista de fojas... su 
lecha... é insubsistente la de primera instancia de fojas... 
su fecha...; repusieron la causa al estado de recibírsela 
confesión al reo Alojq para que continúe el plenario por 
os tramites establecidos por la ! ey; y los devolvieron. 

Guzmán Sánchez — Espinosa — Lama — Jiménez — Soeak 
Paredes— O itriz de Zevallos— Castellanos 
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intimidación á la persona, sufrirán cárcel en quin 

to grado : (1) 4um " 


(1) La pena está modificada 


sigue . 


Considerando : 


por la ley cuyo tenor 








entre el delito y la pena; 

2 .* Que el artículo 328 del Código Penal referente al 
robo perpetrado sin violencia en las personas, no estable 
ce esa justa proporción: 

Fia dado la ley siguiente: 


Articulo único. Los que cometan robo con al luna de 
las calidades previstas en el artículo 328 del Código Pe- 
nal, sufrirán la pena de cárcel en 4 0 ó 5.° grado, semm el 
valor de la cosa robada, el perjuicio que sufra el ofendido 
y el provecho que obtenga el culpable. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Por tanto: y no habiendo sido promulgada opon i- 
namente por el Ejecutivo, en observancia del artículo 71 


Se publicó conforme á ley, siendo el voto de los seño- 
res Presidente, Ortiz de Zevallos y Castellanos, el si- 
guiente : 

Considerando : que para la imposición de pena corpo- 
ral por causa de contrabando es necesario que en su rea- 
lización hayan concurrido las circunstancias constituti- 
vas de alguno de los delitos de hurto, robo ó defrauda- 
ción, á tenor de lo dispuesto en el art. primero de la ley de 
7 de Enero de 1896; que por no resultar de lo actuado 
acreditada la comisión de ninguno de los delitos expresa- 
dos, no procede la aplicación ele otras penas que las im- 
puestas por el mero hecho del contrabando, desde que de- 
biéndose tener, conforme al art. segundo de la citada lev, 
:omo un proceso fenecido este expediente, si en el no ^ apa- 
rece comprobada la delincuencia del detenido, no c. e pe c i- 
erirse hasta la terminación de ulteriores un es ^ 

d pronunciamiento sobre la condición jurídica ce 1, « 
íado, subordinada exclusivamente por precep o p . c 
ro y terminante al mérito de las actuaciones J ‘ 

-ivas referentes á la comprobación del con * lc n ‘ A nor 
a sentencia de vista en que se impone pene p •• 
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i . rnntido el robo se perpetre con escala- 
1. Cuándo c j g cerca; o introdu- 

miento, gsrloraciou O P J r ¿^eo, ó por vía que 

ciándose por eondueto su ^ ^ ^ edlficio . 

°° es t.“l Wa fractura de puerta, venta- 
na ó ^"SandVse h a aga uso de ganzúa, llave fal- 

, otro instrumento semejante, para abrir una 
cerradura! 6 de la llave verdadera que hubiese sod. 

SUSt ''‘t' a Cuando el robo se ejecute de noche, ó con 

auxilio de un doméstico o dependiente ck a casa, 

al cual se hubiere sobornado; 

5 • Cuando para cometer el r|bo se supon- 
ga el deliuetiente empleado público, o finja orden 

de la autoridad. __ 

de la Constitución, mando se imprima, publique, circule y 
comunique al Ministerio de Justicia para que disponga lo 
necesario á su cumplimiento. 


r 

Casa del Congreso en Lima, á los seis (lías del mes de 
Noviembre de Mí ochocientos noventa y siete. 

C. de Piérgla, Presidente del Congreso. 

Rafael Paredes , Secretario del Congreso. 

Oswaldo Seminario y Arámhitru, Secretario del Con- 
greso. 


un delito no comprobado, está comprendida en la dispo- 
sición del art. 110 del Código de Enjuiciamientos en ma- 
teria Penal: sus votos fueron por que se declare la nuli- 
dad de la expresada sentencia de vista y sin lugar la im- 
posición de la pena corporal aflictiva, debiéndose en con- 
secuencia poner en libertad al detenido . El del señor Ji- 
ménez, fue por la no nulidad, de que certifico. 


Luis Delucci-ii. 

# 

En otro juicio por contrabando contra e: asiático 

Akan, votado el mismo día 27 de Marzo de 1899,1a Excma. 

Corte Suprema resolvió en los mismos términos del caso 
anterior. 
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Art. 329. — El 


que cometa hurto ó sustraiga 
clandestinamente la cosa, sm concurrir ninguna 
ele las circunstancias ele los artículos anteriores 
será castigado con cárcel en tercero ó cuarto gra- 
do, según la entidad de la cosa hurtada iP w 
37,72) (1) ‘ y ^ 

Art. 330— Cuando e'i valor de la cosa hurtada 

no exceda de doscientos pesos, la pena será cárcel 
en primer grado : si no pasare de cien pesos, se apii- 
cara arresto mayor en cuarto grado. (P. 34 3S 
74) (2) ’ 

( 1 ) Siendo el robo de ganado, rige la siguiente lev : 

El Congreso, etc. 

Considerando : 

Que es necesario dictar leyes especiales para proteger 
la industria ganadera en el Perú: 

Ha dado la ley siguiente: 

Art. 1 -° El robo de ganados, de cualquiera especie que 
sean, que pasten en campo abierto, se castigará : con cár- 
cel en tercer grado, si el valor del ganado robado no pa- 
sa de cincuenta soles; con cárcel en 4.° grado, si pasa de 
esta suma y no excede de doscientos soles, y con cárcel en 

5. grado, si pasa de esta suma. 

Art. 2.° Si se empleare violencia ó intimidación, se 
impondrá las penas consignadas en los artículos 32G y 
327 del Código Penal, según los casos. 

Comuniqúese, etc. 

Dada en la Casa de Gobierno, en Lima, a los 16 días 

del mes de Octubre de 1900. _ _ 

Eduardo L. de Romana. 

Rafael Villanueva. 

En la especie publicada en la pág. 10 de los 
Judiciales de 1905, se declara que campo cerrado es el que 
está cercado por muros ó tapias que impiden , 

abierto el en que se puede transitar libiemen e. 

( 2 ) No excediendo de cincuenta pesos, (cuarenta *o- 
les ) la jurisdicción corresponde a un j - P 

P ' Wasl la nota sobre el valor de los pesos en la pág. 18. 
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. % o oí _si con motivo | ocasión del hurto ó 
robo, resultan- d ]j to contra la honestidad, 

Si»» a ™ á ,o di,p "“ to “ •> 

artículo 45^ una )anc iin a <Je tres ó más 

íiores' cmi' quienes hubiere perpetrado el ro- 
b'o ‘sc. Í castigado con uno ó dos temimos más de 

la P? 1 ? S gg3*l. d £i oci o habitual de una pandilla 
de malhechores, será considerado como codelin- 
cuente de éstos, en todo atentado que cometan, a 
no ser que pruebe no haber tenido participación 

alffuiñá en el delito. . 

‘ Art. 334.— El robo frusta*! o se castigara como 

cielito consumado, si se sorprendiere in fraganti al 
culpable. ( 1 ) 

Se castigará también como robo consumado, 
si el delito se frustrare después que el delincuente 
hubiese realizado alguna de las circunstancias ex- 
presadas en los artículos 326 y 327. 

Art. 335. — El que arrebate una cosa de valor 
del poder de la persona que la lleve, sufrirá cárcel 
en primero ó segundo grado, según la gravedad 
del caso. ( 2 ) 

(1 ) Véase la nota en el artículo 27 E. P. sobre lo cpie 
el C. J. M. reputa delito in fraganti. 


(2) Ese delito no se estima, como hurto sino como 
robe» con violencia ó intimidación, según lo ha resuelto la 
Corte Superior: 

Ihistrísimo Señor: 


Se sigue esta causa por el arrebatamiento de unas 

alhajas que llevaba consigo la señora Wakeniau, perpe- 

lado poi M. S., en una de las calles centrales del Callao 

por donde ti ansitaba ella, á eso de las 10 v 1/2 de la ma- 
ñana. 

Como las prendas están avaluadas en treinta soles, 


PRNA.L 
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Art :.í. 36 : - E1 que °’? U S ue á otro á firmar, otor- 


gar o entregar una escritura pública, letra Vale* 
documento, usando de violencia en ía peSna 
írira cárcel en tercer grado. ( P. 346 § 7, ;;4g , ’ 


su- 


el Juez de la causa, asimilando el hecho mi* ,, 

del* 0 de hurto, ha declarado que es de menor cSfay 

ía a c“orsr“ to por notaber ■**» p* 


Bastaexponer el procedimiento para hacerse cargo 


de la incorrección y del error sustancial que entraña/ Ño 


hay punta rle paridad entre un delito y otro. Si convienen 


e . n q«f. ambos constituyen un atentado contra la propie- 


• - 


dad, difieren en su naturaleza, en la manera de apreciarse’ 
su gravedad y de ventilarse enjuicio. El hurto consiste 
en la sustracción de alguna cosa sin violencia, ifuerza ni 

intimidación, 3 solo envuelve la idea de la astucia; es más 
ó menos grave según sea mayor ó menor la entidad de la 
cosa hurtada; y cuando el valor de ella no excede de 50 
soles, es apenas materia de un juicio verbal. Mientras que 
el delito que se comete arrebatando “una cosa de valor 
del poder de la persona que la lleva” previsto por el ar- 
tículo 335 de! C. P,, presupone la idea de fuerza y reviste 
por eso todos los caracteres del robo hecho con violencia 
ó intimidación en las persanas; la pena qué le es aplicable 
se gradúa conforme al mismo artículo, no por el valor de 
las especies robadas, sino por la gravedad del hecho mis- 
mo, que naturalmente ha de apreciarse, más que por el 
ataque ó lesión que la pro piedad sufre, por el atentado que 
se infiere á la persona; y por último, si por el artículo 42 
inciso l.° del C. E. P. al deslindar la competencia de los 
Juzgados de Piste, en tratándose de delitos, no se ha some- 
tido á ella sino solamente los de hurto y estafa cuyo inte- 
rés no pase de 50 soles, es violentar demasiado la ley, na- 
cerla extensiva á otros que no están expresamente deter- 
minados, sustrayéndolos á ¡a jurisdicción dé los Juzgados 
de primera instancia, por razones de analogía mal honda- 
das, que en todo caso no deben invocarse sino ‘ por taita, 
oscuridad ó insuficiencia de las leyes ’ ; pero no cuan o, 
como en el presente, son claras}' exph i tas. 

Po,r otra parte, la existencia de seis llaves y un , e J- ' 

■11 1 1 -« 1 j oAmr^nninn líl tfñ ~ 


tornillador en poder de un individuo sorprendido in 


ganti delito, asaltando en calle pública y 


un vecino del lugar, para arrebatarle las prendas que 


23 
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TÍTULO II 

D E LA USURPACION 

a I 337 —El que empleando violencia, despo- 

• ' tío de la posesión de una cosa raíz, o del uso, 
je a oti o ele w I , e e n ella goce, sufrirá 

r^í^ip^lencia. (E. C. 1370, 

P ' 3 Si’ Idespójtíe verificare en cuadrilla, seapli- 

cariíel máximum de la multa, y reclusión en tercer 

gr£l Si sííometleme Tin violencia, y sólo por fraude 
ó astucia, la pena corporal será arresto mayor en 

tercero ó cuarto grado. |P*34, jo, í^) 

Art 338 —El que. para cometer usurpación, 
destruya ó altere los términos ó linderos de las 
fincas ó heredades, sin causar eyección, sutnra re- 


vaba en su propia persona, dá mérito bastante para pro- 
cederse, sin más que eso, á la instrucción de un sumario, 
á fin de inquirir la conducta y antecedentes del tenedor de 
esos instrumentos destinados, según todas las apariencias, 
á la ejecución del robo. 

Por lo expuesto, el Fiscal es de opinión que se revoque 
el auto apelado, mandándose adelantar el sumario. 


Lima, 2 de Junio de 1893. 


Cavero. 


Lima, Junio 5 de 1893. 

Autos y vistos: de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Fiscal, revocaron el auto de fojas... lecha... 
mandaron que el Juez continúe conociendo de este juicio 
con arreglo á la ley y los devolvieron. 

Flores— Puenpe Arnao.— Serpa. 
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clusión en primer grado y multa de veinte á dos- 
cientos pesos. (1) 

En la misma pena incurrirá el que usurpe el de- 
recho de regad ío, variando el curso de las aguas. 

Si sólo variare la anchura de las tomas ó cau- 
ces, la pena, se reducirá á la multa. 




TITULO III 


DE LOS DEUDORES PUNIBLES 


Art. 339. — El deudor alzado sufrirá cárcel en 
cuarto grado. ( P. 34, 37, 72 ) 

El quebrado fraudulento, cárcel en segundo 
grado. ( Ccio. 2059, 1060, 1061 ) 

El quebrado simplemente culpable, arresto 
mayor en cuarto grado. (Ccio 1057, P. 34, 38,74) 
Art. 340.— ¡Sil los casos segundo y tercero del 
:>receden :e artículo, se rebajará un grado de 1.a res- 
pectiva pena, si la quiebra no excede de veinticin- 
co por ciento del capital, ó i o llega a mil pesos, (1) 
Art.341.-El deudor que niegue > deuda, 
oculte ó enagene maliciosamente sus bienes, o si- 
mule créditos en fraude de sus acreedores, sutnra 

reclusión en cuarto grado, si la deuda uere e íe 
mil pesos ó más. 1 P. 34, 37, 72 (2 ) 


( 1 ) Véase la nota en la página 18 sobre el valor de 
los pesos. 


( 2 ) Girado por D. L. Q. á favor de don fc* Seta* 
no un cheque .que el i Banco ño pa o P . rimer0; y h- 


el 












10 un cheque que el Banco no pagu ^ ~ imer0 ; y li- 
1 segundo inició juicio cíe estala _ con firmó el Supe- 
lirado el mandamiento de pnsió la Corte Su* 


brado el mandamiento ele pnsion que Corte Su- 

dor á pesar del demiento ddq|fg ad . 
prema resolvió como sigue el r 




Exemo. Señor: confirma lo s apelados 

El auto de vista de fojas q .. el juicl0 y se h- 
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1 ,v,;i m-sos menos, se rebajará un te'r- 

]>or cada mil «o. n pri¿er gríldo . 

mino c c la P“ a ^ á mil pesos, pero pasa de 
Si la deuda £ arresto ma yor en cuarto 

grado^rebajándose un término por cada cien pesos 
de “ e ”° 3 | 2 ._Se aplicarán respectivamente las 
mismas^penas ’ que , al tiempo 

como' 1 bienes U respon^able^ lís que no podían ser 
obli fados, ó callen ú oculten sus gravámenes o bi 

no te cas; ( P. 348 ) 

1 2. A los que, á sabiendas, compren o encu- 

bran los bienes que enagene ú oculte el deudoi en 
fraude de sus acrcedoies. 


bra mandamiento de prisión contra don L. Q. por el deli- 
to de estafa, está arreglado á la ley, pues iniciado el jui- 
cio aunque se desista el querellante, debe continuarse por 
el Ministerio Fiscal según el artículo 24 del Código de En- 
juieiamientos Penal, por lo cual puede decléiiíii ejuc 
no hay nulidad en el auto que motiva el recurso; salvo 
mejor acuerdo. 

Lima, Noviembre 22 de 1897. 

Gálvéz. 


Lima, 11 de Diciembre de 1897. 

Vistos: con lo expuesto por el señor Fiscal, y conside- 
rando que en los juicios de la naturaleza del presente, es 
aplicable lo dispuesto en el artículo 34 ¿ i del Código Penal, 
que prescribe que el deudor queda exento de la pena sí su 
acreedor lo releva de ella, que el desistimiento de don José 
Solimán o de fojas... importa el perdón á que dicho ar- 
tículo se contrae y por lo tanto carece de objeto la conti- 
nuación del presente juicio; por estos fundamentos, decla- 
raron haber nulidad en el auto de vista de fojas... su fe* 
cha... y reformándolo revocaron el de primera instancia 

de fojas... mandaron se corte el progreso de esta causa, y 
los devolvieron. 

Guzmán.— Espinosa.,— Lama.— Solar.-— Paredes 
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Art. 34 : 1 . —En las causas contra deudores pu- i 
rtibles, servirá de bastante sumario la calificación ~ 1 
de la quiebra hecha conforme al Código de Comer- I 
ció, ó á la prueba sobre el fraude, ocultación ó ne- 
negativa temeraria, legalmente producid a en inicio I 
civil. (E. P. 29) (1) J 1 

( 1 ) En el siguiente caso, el fallo de la Corte Suprema 
se basó en el artículo 159 § 2 E. P. y otras considerado- 1 
nes para mandar que la causa comenzara con la instruc- i 
tiva del reo. a 


Excmo. Señor: 


Por el auto de vista de fojas... ha sido confirmado el 
de fojas... que libra mandamiento de prisión contra don 
T. D-, considerándolo como deudor punible. 

El Fiscal de V. E. á pesar de la severidad con que 
acostumbra hacer sus apreciaciones, persiguiendo con 
inexorable tesón el descubrimiento del delito y el castigo 
del delincuente, no cree, Excmo. Señor, que en el presente 
caso haya llegado aún la vez de pronunciar el auto de 
mandamiento de prisión : juzga que el auto confirmato- 
rio v el confirmado son nulos é insubsistentes y que V. E. 
debe reponer la causa al estado de sustanciarse por sus 

debidos trámites la querella de f. 1. j 

Los señores Albarracín y Frcundt acusan de deudor 
punible á don T. D., porque éste < teseonoció la firma y el 
contenido de os vales de tojas...; y seguido el juicio para, 
el pago de esos « locumentos, íué pronunciada la sentencia 
de foias... confirmada por la ejecut* na de fojas... 

Partiendo de esos hechos y en virtud de lo prevenido 
en los artículos 341 y 343 del Código Penal, en los que se 
prescribe que el deudor que niegue la deuda, qcu e , 
gene maliciosamente sus bienes, sufra reclusión. J. 


grado; y que en las causas contra deudores punibles 


grauo y que en íus teiuoao - - * A t 

de bastante sumario la prueba sobre el írc m . e» , . — 


c’ionó negativa temeraria, se lia pedido ^ el jui^^ 
minal comience por el mandamiento de P ^ , a fTO <j e 


ítiiuai euiiuciicc uui w «uiu»»-..--- _ . ' „ t . 0 P 1 ní ,o-n 

de bastante sumario el que lúe iniciado p< P 




^ d pero si se fija bien la ~ 

M M * L Z “feTtral no está .comprendido en 


de las 
se 




verá que el caso de que se uum v “ 7 ] investiga- 

el artículo 343, porque falta la inves e 


lo prescrito en 
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Art. 34 1 4 -^]JevÍ°le q dK a ó L si prueba que há 

. , * n i reconocimiento - de los 

cíón esencia.! ó e qncja ^j^eraria ó maliciosa . .. 

No basta ajuicio dd ■ e { r uez que conoce de la 
itiaiidado niegue la cleud^ í^q para estimar que en el 
causa lo condene alpa-, ^ Coloque al deudor ó de- 

proeedinucnto ha\ • . , ' * deudor punible. 

mandado en la coud clos términos del artículo 341 

Conviene el I u cai I i r á dudas y discusiones, 
del Código I ,c ^> P^ d ; d ; al deudor que niegue la deuda, 
p0r r .'1 n^nene maliciosámefite sus bienes se le considere 

COm0 "íotX’No Suede dXXartf a priori que la 

nalabra” ñ'áliciósamente ” se refiera tanto al que oculte 
óenagene sue bienes, como á aquel que niegue la deuda. 

I o interpretación en este caso no debe ser aislada, 
sino que la que se haga del artículo 341 tiene que ser com- 
pletada con lo prevenido en el articulo 343 . 

En éste, la claridad de sus prescripciones no deja lu 
gar á duda. Las palabras pertinentes y que proyectan 
mucha luz, son éstas : “ negativa temeraria . 

De modo que puraque la negativa déla cicuta se 
considere como delito, es necesario que tenga la ealidac o 
el vicio de ser temeraria. 

Y no como quiera, sino que haya prueba de esa teme- 
ridad. 

En el caso actual y estudiando el cuaderno acom pa- 
ñado, no existe á juicio del Fiscal, la prueba fehaciente, 
plena de la temeridad de la negativa. 

Este es punto esencial. 

Y cuando falta al esclarecimiento la prueba de la te- 
meridad de la negativa, el juicio no puede comenzar por 
mandamiento de prisiión, sino que debe averiguarse, por 
los trámites comunes, si existe ó no esa temeridad en la 
negativa, á fin de apreciarse y calificar por el fuez para li- 
brar el mandamiento de prisión. 

Lo contrario, no es sólo abreviar los trámites si' 
ahogar la defensa: dar por probado lo que no lo está. 

El Fiscal no entra todavía á calificar el hecho de 
don T. D. 

Sólo tiene que ver por ahora que no está probada, en 
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TITULO IV j 

DE LAS ESTAFAS Y OTRAS DEFRAUDACIONES (1) I 

Alt. .»45.— Todo el que, con nombre supuesto 
ó beajo calidades imaginarias, falsos títulos ó in- 1 
fluencia mentida, defraude á otro, aparentando í 
bienes, crédito, comisión, empresa ó negociaciones, 

( 1 ) No excediendo la estafa de cincuenta pesos. lakT- 
risdicción corresponde á un iuez ele paz. ( E. P. 4 § 1 ) 

Según el art. 11 § 6 del C. J. M., la jurisdicción de gue- 
rra conoce de las cansas que contra cualquiera persona 
se instruya por estafa de caudales ó efectos pertenecientes 
á la hacienda militar ó á los cuerpos del Ejército. 

el juicio civil, la temeridad de la negativa al reconocimien- 
to de los vales de fojas...; y que por ese motivo, es necesa- 
rio esclarecerla en el juicio criminal. 

En esta virtud, el Piscal opina: que debe V. E. decla- 
rarla insubsistenciade los autos confirmatorio y confirma- 
do, resolviendo la cuestión en los términos indicados en 
este dictamen. | 

Lima, Octubre 18 de 1S94, ^ 

Aranibar. m 


Lima, Junio 11 de 1896. 

Vistos: en discordia, concordada en parte al tiempo 
de la votación, con los votos escritos de los señoies 3an 
chez, Corzo, Jiménez y Solar, que se agregarán; de confor- 
midad en parte con los fundamentas que contiene el ic- 
tamen del señor Fiscal, y considerando, acemas, que 
lo actuado en el juicio civil seguido contra on ■ ■ ■» 

mérito que contra éste se alega, como fum am _ S 
acción criminal, es el de haber negado la firma puesta 

los documentos con que se le cobraba eaí Lb r Que 
que esa negativa está consignada en la 1 J " i CO mo 
bajo de juramento prestó á tojas...; y 1 1 ’ 1 c d^. L L ‘ nn + 0 re0 
base del sumario esa declaración jurac a P 0 ^ j ar ! 
se incurre en la nulidad prevista en el maso 2. 

«culo 159 del C. E. deí C. E. C.: 
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X QT 

q1 ^cw-o de cualquier otro ardid 

Castigado :(U^> __ 

• rtffhlitvida en la página 15 de los 

( i ) En la especie p_ c or te Suprema declara que 
Analesjuchciales de 19 f a i se dad en la rendición 

en los j“ icI0S n [ , 0 0 c r e fla excépc 1 ón de jurisdicción cuando 

con ai 'terfónd ariT A la querellad entablo accon cvd. __ 

, • oacn se ha i ¿suelto por la Córte 

(2 ) En e Procede él enjlüciaííiieiito criminal por 
dofo r mientras no se conozca el resultado del juico civil en 
que se le baya deducido^ ^ & f)jcjcmhrc de 1S93 

Vistos ■ con lo expuesto por el señor < 'iscal y conside- 
rando que la jurisdicción de los Jueces del Crimen so o es- 
tá'expénita para el juzgamiento de los delitos que define 
e artículo 1 • del Código Penal : que para los efectos de 
esta disposición cuando media querella del damnificado, 
cdve el artículo 44 del Código de Enjuiciamientos en la 
misma materia, la narración completa de los hechos cjue 
constituyen el crimen, n ñu de cjtic esclarecidos convenien 
teniente, se declare si en efecto, se cometió el delito y á 
quienes sea imputable: que, los hechos relatados en la 
ijin ria+nínc refieren n nrac tirados 



declararon haber nulidad en el auto de vista de fojas,.., é 
insubsistente el de primera instancia de fojas..., su fecha... 
repusieron la causa al estado de sumario para que se re- 
ciba la instructiva del acusado y se practiquen las demás 
diligencias pertinentes á esa estación del juicio, y los de- 
volvieron. 

Loayza — Velez.— Espinosa,— Elmoke.— Lama. 


Se publicó conforme á ley, siendo los votos de los se- 
ñores Sánchez y Corzo por la no nulidad, el del señor Ji- 
ménez conforme con la resolución, el del señor Solar por 
la iiis ubsisténcia , de conlormidad con el dictamen del se- 
ntir fiscal, y el de los señores Espinosa y Elniore e ! si- 
guiente : 

De conlormidad con el voto por escrito del señor Vo- 
cal doctor Corzo, por los fundamentos del voto por escri- 
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1. ^ C°n arresto mayor en segundo ó tercer I 
grado, si la delrandacon no excede de cincuenta I 

pesos; ( 1 . 54, 5b, í4 } ( 1 ) fl 

2. ° Con reclusión en primero ó segundo gra 5 

do, si pasa de cincuenta pesos y no llega á quinien- 
tos; ( P. 34, 5 i ,.72 ) f 1 ) -jY* 

3. ° Con cárcel élí priméro ó segundo grado I 

ai excede de quinientos pesos. (P. 34, 37, 72) (X)fM 

( 1 ) ^ case la nota de la pagina 18 sobre valor de los 
pesos. i 

: 

que el dolo no se presume y debe probarse, y la responsa- : 
bilidad criminal por razón de él ó por razón de otros, ori- 
gen de obligaciones y derechos recíprocos, no puede apre- i 
ciarse, ni determinarse de una manera cierta, sino según 
el resultado del juicio civil que se siga sobre la nulidad 
ó validez del acto jurídico, que adoleciese de tales vicios: 
que esa necesidad del esclarecimiento en la vía civil, se 
confirma por tratarse de la tacha opuesta por Quintani- 
11a á instrumentos firmados y reconocidos por él; y espe- 
cialmente respecto de la escritura pública de fojas... cuya . 
nulidad sólo puede declararse en el juicio civil correspon- 
diente; que lo expuesto es aún más evidente en el presente 


to del señor Vocal doctor Sánchez; y considerando ade- 
más : que si bien está declarada por regla general la nece- 
sidad de que en todo sumario el enjuiciado preste su ins- 
tructiva sin juramento, no sucede lo mismo en los Jacios 
contra deudores punibles, porque el articulo 343 aelL^- 
digo Penal prescribe terminantemente que en tales juicios 
se tenga como sumario bastante, ya la ca-i cac J n 7 ' 


se tenga como suraíuiu ua^au^, j » . „ 1n nf11 .hq 

quiebra hecha conforme al C. de Comercio, 3' . P. , 

i r .i,. AP.iH-afinn ó negativa teraetaua 


sobre el fraude, ocultación ¿ negativa temeraria leg^^ 
mente producida en juicio civil, como siice ^ 
te caso; que por otra parte J. ^entona 


te caso; que por ozth pcti ^ V" , • ■ • ¡j n n \ S e ac- 

puesto que no se tome instructiva al enjuto , . 

fue el sumario en este juicio cnnnud, con a la e 


tue el sumario en este juicio e n el au- 

tacla ley; nuestro voto es por Jpe no _ J j de pr imera ins- 
to de vista de fojas..., que confirmando d de p D 

i;tra m 7r.r} si miento ele prisión contra I 


ttJ LLC V 1& Lci UL 1UJCVO.--J ' * - >p 

tancía, libra mandamiento de pusion 
de que certifico. Luis Delucchi 
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Art. 340. 


-Sufrirán respectivamente las penas 

, rnn " aumento de un grado.: 

anteriores con a teuden á ot ro en la sustancia, 
1- ■ L0S he ó i i„. q cosas que le entreguen en 

S31Í íffií a-», n !s , 

P. 3S7 ) 


— .icios civiles se trata de dar cnmpíimier.- 

.nso, potqoe enjini. • e l querellante; ves en esos 

í°^ IOS - P ^los el ían ^Consecuencia que deben escla- 
juicios ó en los que - la querella : que siéndola 

recerse los hechos m _ ia j constitutivo del delito á 
malimun elen^A , cita d 0 artículo primero del Có- 

,¡”o Penil v n P o pudiendo comprobarse la exrstene.a de 
cí ele mentof sino eu el respectivo juicio civil, según lo ex- 
puesto no procede al presente la acción criminal : que no 
se ha lía al arbitrio de los interesados desvirtuar la na- 
tu raleza de la acción civil, haciéndola criminal, m al eon- 
r -lo norc ue de hacerlo, se incurriría en la nulidad esta- 
blecida en el inciso tercero del art. 1733 del Código de En- 
juiciamientos Civil: que, por último, habiéndose deducido 
la acción ante un Juez de fuero diferente del Cjue debe co- 
nocercn la causa, hay lugar á la excepción de jurisdicción, 
con arreglo al artículo 39 del Código de Enjuiciamientos 
Penal Por tales fundamentos, declararon haber nulidad 
en el auto de vista de fojas..., su fecha... que confirma el 
de primera instancia; reformando el primerio y revocando 
el segundo, declararon fundada por ahora la declinatoria 
de jurisdicción interpuesta por los acusados. 

Guzmán.— Sánchez .— Elmore. — Lama . — Solar 


En el juicio seguido por Albarracín y Freüüdt contra 
don T. 0 . por deuda punible, mi voto es, dirimiendo la 
discordia, por que se declare que no hay nulidad en el au- 
to de vista de fojas..., su fecha... , confirmatorio del de pri- 
mera instancia ele fojas... por el que se libra mandamien- 
to de prisión contra D.; y fundo mi opinión en las razones 
siguientes : 

Consta del expediente «agregado que pedido por Alba- 
rracín y Freundt el reconocimiento de los vales de fojas... 
suscritos por T. D. se presentó éste en el [uzgado y decla- 
1 ó bajo de juramento que las firmas y el contenido de los 

referidos vales eran lalsos, porque él no los había sus- 
crito ; 
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i r i ■ >. 'j u J CLu 5ü prenderos ciue 
metan defraudación, alterando la calidad, ievó ne- 

f° F s meta 'es, en las obras que vendieren ó P se 
les hubiese confiado; o cambiando los diamantes ú 
otras piedras preciq|as con falsas ó de inferior ca- 
lidad; o vendiendo perlas ó piedras falsas por fi- 
ñas; r | a 

3.» Los comerciantes y traficantes que de 

fraúdela al comprador, vendiéndole como de oro 

plata u otio metal fino, objetos que sean de distin- 
ta materia 6 ]qj; 


Seguido el respectivo juicio ordinario, se pronunció 
sentencia en primera instancia, declarando la responsabi- 


lidad de D jal pago de los va.les, con los intereses legales y 


las costas del juicio; fundándose el Juez, entre otras prue- 
bas, en la diligencia de cotejo de fojas..., en que aparece la 
opinión uniforme de los peritos de resultar hechas por la 
misma mano las firmas de los vales, comparadas con las 
del mismo D. que obran en distintas actuaciones del jui- 
cio : esa sentencia fue confirmada por el Tribunal Superior 
á fojas... y quedó ejecutoriada por haberse desistido D. 
del recurso de nulidad que interpuso. 

Del tenor de la expresada ejecutoria se deduce la ma- 
licia con que D. negó la verdad del contenido y firmas de 
los vales cuj^o importe le fue demandado, constituyéndolo 
en deudor punible, en cuyo caso es de estricta aplicación 
lo que dispone el artículo 343 del C. P., como está ejecu- 
toriado por el auto superior de fojas...; 3 * como según el 
artículo 93 del C. E., debe procederse A la prisión del reo 
si del sumario resulta mérito para continuar la causa; y 
hay mérito según el artículo 91, cuando ademas de acre- 
ditarse la existencia del delito, aparece probada la culpa- 
bilidad del enjuiciado, aunque sea semiplenamente, como 
resulta en este caso por la diligencia del cotejo, al que a 
ley da la fuerza de prueba semiplena; es indudable a con- 
formidad del auto materia del recurso de nulidad con a 

disposiciones legales citadas. 


Chorrillos, Junio 1 0 de 1896. 




José Eusebio Sánchez. 
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4 .o Los que hagan «so de pesas ó medida 


s 


Él ‘ ■ X 

iíl]SaS 'r ° I os eme defrauden con pretexto de su- 
puesta remuneración á los iueees o a otros emplea- 

dos púWicos; ( P- l'^ rju;cio de otro, nieguen ha- 
6 :. • i° s ’e apropien ó distraigan dinero, 

efectos' ó cualquiera otra ^^g^Listr?- 

° blii “ i6n * 

tregar ó devolver, ( L. lo ' ■* ) 

77 , n cirios Freundt contra don T. D. por deudor puni- 
i 1 il vn+n riel Vocal que suscribe es el siguiente : _ 

Vistos de confonmdad con lo expuesto por el señor 
Fiscal por los fundamentos que aduce y teniendo ademas 
.. consideración que : no pueden abrevíame los tramites 

judiciales calificados por la ley c ™° f^°^’ 5 S 6 ° §§ 
Yki de nulidad conforme al inciso 2. del articulo r >o au 
C £ p : que constando el juicio criminal de sumai io y t e 
píenario, Art. 29 , cuando se trata ele delitos e^queinter- 
viene el Ministerio Fiscal, como el relativo a los deudores 
punibles, la omisión del sumario, primera parte del juicio, 
causa la nulidad prevista en el artículo ya citado : que esa 
omisión no se justifica con el juicio civil sol re cobro ele 
cantidad de soles, porque éste no equivale al suma ' 
donde el acusado presta su instructiva, se absuelven citas 
y demás diligencias que son indispensables para conocer 
si la negación de la deuda fue ó no maliciosa y temeraria , 
calidad que la ley señala para presumir si hubo sólo indi- 
cio de culpa ó prueba semiplena que autorice el manda- 
miento de prisión en forma: que conforme al artículo 343 
del C. P. el acreedor favorecido con la ejecutoria pronun- 
ciada en juicio civil sobre reconocimiento de una deuda 
puede presentar dicho juicio fenecido para que obre en 
parte piel sumario; pero el juez no puede suprimir del jui- 
cio criminal dicho sumario porque evta es la estación del 
juicio que tiene por objeto descubrir la existencia _ del de- 
lito y la persona del delincuente ( artículo 29 ya citado ), 
y en donde el Juez debe apreciar en el presente caso el con- 
tenido de la carta de fojas... referente á la aseveración 
que hace don Gustavo A. Bccker tenedor de libros de don 
Juan M. escurra sobre duplicación de las partidas que 


penal 




< que ucuduuen naciendo suscribir con 
engaño algún documento; ( P. 336 ) 

8-° Los que cometan alguna defraudación 
abusando ele firma en blanco, y extendiendo con 
ella algún documento, en perjuicio del mismo que 
la clio ó de un tercero. 1 


don T. D. invoca para explicar la negación de la deuda- 
así como debe tomarse en cuenta si el desistimiento del re- 
curso de nul dad y allanamiento en el juicio civil á que 
alude el mismo D., puede ó no modificar su responsabilidad 
en términos que hagan ilegal é injusto comenzar el presen- 

_ _ !■ i i -«■ ¡i. ^ «TI, 4 m I ■* '« -» "% ■ r' - V : j m -* r t. 1 -m- ■ ■ ■ 


L.11 i o ' ^ ilijuQLu vuuitll4£U ci prcSeu- 

te juicio por mandamiento de prisión contra el acusado : 

Ouc es regla de derecho ampliarlo favorable y restringir 
lo odioso, por lo que en el presente juicio debe permitírsela 
prestación de la instructiva y la absolución de citas y de- 
más diligencias necesarias al esclarecimiento de la verdad 
3' á la defensa que desde dicha instructiva tiene derecho de 
hacer el reo, joara que i as resoluciones judiciales recaigan 
sobre sus alegaciones y no se tachen de falta de justicia: 

Que así como en el juicio criminal contra el quebrado, 
no se procede á la detención del fallido sin la previa cali- 
ficación de la quiebra ( artículo 43 C. E. P.) y esa califi- 
cación debe hacerse conforme al C. de Comercio, esto es 
conforme a. los artículos 1200 y sus referentes para saber 
si se trata de insolvencia fraudulenta ó alzamiento, del 
mismo modo, no se puede librar desde luego mandamien- 
to de prisión contra el que ha negado una deuda, si no se 
ha calificado la “ t emerida d” de la negación, que correspon- 
de hacer al Juez en las diligencias previas del sumario, ya 
que la ley civil no ha puntualizado deque otia manera 
debe hacerse, del mismo modo que no basta que un juicio 

criminal termine favorablemente al acusado para que la 

contra querella de calumnia se sustancie omi íenc o p 
i_ _ -_ _ -i _ „i r. i-. A-r^l Imite en nrision por ca- 


ba, poniendo al primitivo querellante en P° r 

r el solo mérito del juicio fenecido en que 


ca- 

no 


hundíante por ei suiu mauu r -p p 

probó su imputación, aún cuando el articu oumaríó 

diga que absuelto el reo, lo actuado serví < 
para que continúe el juicio contra el 9 uei ,, • ‘ en üar . 

Que si dicho juicio criminal fenecido el trámi- 
te de la prueba que po puede omítase, p 1 . . 35 (y 

te señalado á los juicios de calumnia en f T ueC escóin- 
E. P.; y si durante la prueba es d^erde los Jueces c ^ 

pulsar conforme al artículo 26 del . u 7 ' • >> ^ fin de 

delito ni motivos para sospechar su existencia , 
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_ ) c<9 tl1 v<men á restituir la cosa aje- 

9 ! ^eseí! encontrado perdida, ó el depósito 
„n que hubiesen ei ico hubjese confiado ; (C.515, 


necesario que se 


1S4S 10.” Los qtte cometan el fraude en escritura 

, r «o r'nn filie procedió ó nó el querellante 

calificar la nuiliy ¿ nó cf ¡ h , mn ,a. y en consecuencia si 
v saber si ha h _ a ú n la m i sma pena, no se puede 

Hádele, á la luz dé esas disposiciones legales, análo- 
O no se (1LÜL J trata violentar el procedimiento y 

fomeiiz^r el juicio criminal contra e! deudor punible, por 
^Que”Mg^tS 6 'ealoÍTrictós civiles que declaran 

plícitamente la inculpabilidad sobre la negativa del deu- 
ílor porque los jueces civiles no han hecho m podido ha- 
cer investigaciones sobre la delincuencia, y por lo tanto es 
posible que las apariencias del delito se disipen en el su- 
mario: . . 

Que la responsabilidad civil y la responsabilidad cri- 
minal son de distinta naturaleza y poi eso el ait. 18. del 
C. P. dice: ,l todos los que son responsables en lo criminal 
lo son también civilmente’'; pero no establece el principio 
contrarío de que el responsable civilmente lo sea de un 
modo criminal porque el principio es falso y absurdo co- 
mo regla general; lo que demuestra que en este juicio no 
puede omitirse la instructiva y posteriores diligencias del 
sumario: 

Que por otra parte, los querellantes don José Albarra- 
cín y c!on Carlos Frenndt en nada se perjudican con un 
procedimiento que consulte mejor el espíritu de la ley y la 
equidad; porque si en el sumario se acredita “ la temeri- 
dad ” de la negativa de D,, el juicio criminal continuará 
sus trámites, y si no se acredita, tal circunstancia lio mo- 
difica la fuerza ele la deuda: 

Por estas consideraciones declararon nulo el auto de 

vista de fojas,., confirmatorio del apelado; reformando el 
primero y revocando el segundo, declararon nulo é insub- 
sistente lo actuado: íepusieron la causa al estado de fo- 
jas... para que tomando el Juez la instructiva continúe el 
sumario por sus debidos trámites: vlos devolvieron. 
Puna, Diciembre 3 de 1895. 

Josí: Mariano Jiménez. 
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Art 347 . Sufrirán respectivamente mi orado 

menos de las penas señaladas en el artículo 

los que cometieren defraudación, suslrayendo 

ocultando o inutilizando, en todo ó en parte al’ 
gún proceso, expediente, documento ú otro náñ¿ 
importante. ( P. 186 ) 1 ^ 

Art. 348.— -El que, fingiéndose dueño de una 
cosa, la enagene, grave, arriende ó empeñe, ó dis- 
ponga de ella, como libre á sabiendas que está gra- 
vada, será castigado con una multa del tanto al 
doble del valor del perjuicio que cause. ( P. 34° 

m a ) 

(1) En los juicios por delitos que no traen pena 
corporal, se pasa al plenario omitiéndose el mandamiento 
de prisión : así lo declara el siguiente fallo de la Corte Su- 
prema : 

Exano, Señor: 

Instruido sumario en virtud déla querella del Dr. Ma- 


i f 


a 


a 


Señor Presidente: 

Según los precisos términos del artículo 343 del C. P., 
eñ las causas contra deudores punibles, servirá de bas- 
tante samario, la prueba sobre el fraude, ocultación, ó 
negativa temeraria, ¡egalmente producida en un juicio 
- civil”. Hay pues necesidad: l.° de que el deudor sea 
oimible y el esto este probado y 2.° que esté también pro- 
bado en juicio civil el fraude ó negativa temeraria, i j 
una ni otra cosa aparecen de autos : luego el sumario ac- 
tuado no es bastante, ni el que la ley quiere que se actué, 
para librar el mandamiento de prisión en forma con ra 
acusado don T. D. Debe llenarse pues este requisito le- 
gal previamente, y si de él resulta mérito bas an e, 
brarse el mandamiento de prisión en forma. - . * j 

La opinión del que suscribe es pues, de 

con el dictamen del señor Fiscal, por la ****&*&*?■ 
los autos confirmatorio y confirmado, icponiei 
sa al estado de sustanciarse legalmente, 

Lima. 27 de Octubre de 1S95. 


P. A. del Solar. 
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Ar t 349 —El que abuse de las necesidades de- 
hilidades ó pasiones de un menor para privarle de 

los bienes muebles « ic que ? fr^jera forma 

aü“se hiciere ó disfrazare . esta negociación sera 
qut se ni primer grado y multa en 

favor del menor, del uno al diez poi en » e los 

frenes vendidos, ó de La can , dad del pagare u 

obligación otorgada. ( i • ° ■ 1 b ) 

L-Tb Velarde contra doña F. C. de Ch por el delito de 
" U taf f se ha librado el mandamiento de prisión que ha 
confirmado el Tribunal Superior, interponiendo la quere- 
liada el recurso extraordinario de nulidad. 

De los dos cuadernos agregados y de las actuaciones 
del sumario, resulta esclarecido el hecho de haber la Sra 
Ch otorgado un documento de plazo ya vencido, poi 2 >0 
soles que no lia satisfecho, en favor del querellante, ofre- 
ciéndole como garantía los arrendamientos de una hnca 
de sus menores hijos á sabiendas de que por escritura pú- 
blica anterior v en mérito de orden judicial debían cutic- 

garse al Sr. José Sánchez Lagomarsino, 

Como este delito se halla comprendido en el artículo 
34S del Código Penal, que sólo impone multa al que lo 
cometiere, en ein'o caso no ha 3 r lugar á mandamiento de 
prisión según el artículo 34 de la Sección adicional del 
Reglamentó de tribunales que está vigente, el Fiscal es de 
dictamen que se sirva VE. declarar que hay nulidad en la 
resolución de vista, en cuanto libra el referido manda- 
miento de prisión; y reformándolo en esta parte, 
la de primera instancia y ordenar que continúe 
con arreglo á la ley; salvo mejor acuerdo. 

Urna, Junio 16 de 189 S. 

Arbaiza 


revocar 
la causa 


Lima , Septiembre 19 de 1898. 

Vistas : de conformidad con las conclusiones del dic- 
tamen del señor Fiscal, y estando á lo dispuesto en el ar- 
tículo 348 del Código Penal, declararon haber nulidad en 
el auto de vista que confirmando el apelado, libra man- 
da, mentó de prisión contra doña F. C. de Ch.; reforman* 
do el primero y revocando el segundo, mandaron que con- 
tinué el juicio pasándose á plenario; y los devolvieron. 

Güzmán. — Espinosa.— Lama. — Solar. — Paredes 
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para no tomar parte en una subasta públVó filf 

Siriamente se presenten como postores para neriul 

a los verdaderos licitado res, sufrirán arresto™ 

yor en primer grado, y multa del medio al uno ñor 
mentó, sobre el valor de la cosa subastada P 

El voto ilel señor Guztnán fué por la no nulidad 

La simulación de bienes no es justiciable como’ delito 
ladefraudacíón° r m£<3l ° ^ ^ ha ->-nte 

Corte Superior ~ j 


Ilustrísimo Señor: 

Don Modesto Basadre dió á mutuo á doña A. \I. V. | 
la suma de 1 5 00 soles de plata, con la garantía de todos 
sus bienes habidos y por haber, y en especia 1 de la mitad 
de lina casa sita en la calle de San Bartolomé y de otra 
en la calle de Rufas. Habiéndose descubierto que de los 
fundos especialmente afectos al crédito, sólo era de pro- 
piedad de la deudora la mitad de la casa de Rufas, de la 
cual ha hecho cesión judicial á sus acreedores provocando 
el juicio de concurso que se sustancia actualmente, ha en- 
tablado el mutuante contra la mutnataria la querella de 
tojas..., imputándole el delito de estafa previsto por el ar- 
tículo 345 del C. P. 

Consta de autos que se sigue un juicio de concurso so- 
bre los bienes de la acusada, en el cual está comprendido 
el crédito del señor Basadre, cuyo pago depende, total ó 
parcialmente del grado de prefación que le corresponda 
sobre los demás acreedores y de la entidad de la masa 
concursada. De suerte que mientras no se ventile }■ re- ,| 
suelva esa causa, no puede determinarse si se cometió ó. J 
no la estafa que es materia de la querella, que, en el caso ^ 
de que se trata, no consistiría por cierto en la mera sumí- j 
Iación de bienes para inducir al préstamo, s¡n<>cn ¡ i .R 
iraudaeión real y efectiva de todo ó parte del dinero que 
lo constituye; defraudación que sólo ha de ser la conse-J 
cueneia de que los bienes afectos al pago de la deuda nq 
basten á satisfacerla. 

25 98 kB 


y 
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, . o-. El que estafe á los particulares, ven- 
Art '/ , r -i„ cobre la cual presto dinero, o 
dÍ ? nd °' «1nscH Ó disponiendo de ella sin previa 

tasación judicial j icma L lt<| dc cieilto á qni . 

mayor en purae •? ' ’ )e j a p ar te damnificada* 

nieutos pesos en tan oí 

(C -A°f°fcV_Bl prestamista sobre premias que 

Alt. Ocí-v- _ , 1 j ... ,1 nrpqí'l V fu* Víl- 


llO 


ifeve r¿ón de la cantidad que presta y del va- 

esta teoría legal el artículo de jurisdicción 

qUC enllblaSa^ontra ella, debe ser el efecto de la 

acción civil que j señ01 P Basaclre, siendo tal la implica- 

coatí ajo a ín\ . . inra ventilarse simultánea- 

ción entre ara 'f s , H S q ue segó,, sea la entidad del 

cíédito C que U qucde insoluto por deficiencia de los bienes del 

nal deTreo f graduar en proporción á ella la pena que 
corresponde al delito. Entre tanto, la simulación que se 
imputa á la V. no argüirá otra cosa que falsedad en con- 

rento cid nr^t* 227 dd C* P . % 

1 Por lo expuesto cree el Fiscal que es fundada y correc- 
ta la excepción dc incompetencia de que conoce lh b. 1. 
por apelación clcl auto de fojas..., que la declara ^ sin lu- 
gar, y opina porque se sirva revocarlo, dejando a salvo 
el derecho del querellante, respecto al delito de falsedad. 

Lima, Agosto 7 de 1S93. 


í ^ i t: o n 


Lima , 13 de Septiembre de 1893. 

Autos y vistos : en discordia de votos, de conformi- 
dad con lo expuesto por el señor Fiscal, revocaron el au 
to de fojas...; declararon fundada la excepción de júrisdic 
ción deducida por doña A. M. V., entendiéndose con la ca 
lidad de por ahora y los devolvieron. 

Paredes,— Flores.— Puente Arnao. — Serpa. 

Interpuesto recurso extraordinario, se declaró no ha 
bcr nulidad. . 


rr:x u. 
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lqr de la prenda , y que no dé al interesado una co- 
pia de dicha razón, sufrirá multa de diez á cien pe- 
sos. 

Si recibiere prenda de un doméstico, hijo de fe. 

nidia o persona notonamtnte vaga, perderá ade- 

mas la cantidad del préstamo. 

Art. 353. El que publicare una producción li- 
teraria sin consentimiento de su autor, sufrirá una 
multa de veinticinco á trescientos pesos, si no hu- 
biere expendido ningin ejemplar. En caso contra- 
rio, se duplicará la multa, sin perjuicio del comiso 
( P . 53 ) ( 1 ) 


( 1 ) En la expresión obras literarias y artísticas , se 
comprende los libros, folletos y cualesquiera otros escri- 
tos; las obras dramáticas ó dramático-musicales, las co* 
reográficas, las composiciones musicales con ó sin pala- 
bras; los dibujos, las pinturas, las escrituras, los graba- 
dos; las obras fotográficas, las litografías, las cartas geo- 
gráficas, los planos, croquis y ti abajos plásticos, relati- 
vos á geografía, á topografía, arquitectura ó á ciencias 
en general; y en fin, se comprende toda producción del do- 
minio literario ó artístico, que pueda publicarse por cual- 
quier modo dc impresión ó dc reproducción (art. 5.° del 
tratado sobre Propiedad literaria y artística, sancionado 
por el Congreso Sud Americano de 1888-89 y aprobado 
por resolución legislativa de 4 de Noviembre de 1889). 

Los artículos dc periódicos podrán reproducirse, ci- 
tándose la publicación de donde se toman. Se exceptúan 
los artícuios que versen sobre ciencias y artes, y cuya re- 
producción se hubiere prohibido expresamente por sus au- 
tores (art. 7 del mismo tratado . . 

Se considera reproducciones ilícitas las apropiaci 
nes indirectas no autorizadas, de una obra literaria - 
tística y que se designa con nombra diversos, v ■ 

adaptaciones, arreglos, etc., y que no s j )n nitl5 j c ^ U u 
dncción de aquella, sin presentar el carácter t e ■ 

ginal ( art. 9 del mismo tratado .) _ 

Las responsabilidades en que incurran los que»™ 
pen el derecho de propiedad literaria o ar is ‘ \ c i e ] 

país en que el fraude se haya cometido ( art. - ■ gó9 

tratado ) 
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En las mismas penas incurrirán los que, sm 

consentimiento riel autor, representen o hagan re- 
presentar una obra dramática, o publiquen sus in- 
venciones en ciencias ó ai tes. 


TÍTULO V 

jo: LOS INCENDIOS V OTROS ESTRAGOS 

m 

Art. 354— El que de propósito incendiare edi- 
ficio, buque ó Jugar habitado, arsenal, parque de 
artillería, almacén de pólvora ó astillero, sufrirá 
penitenciaría en tercer grado. 

Si resultase muerte, se aplicará la pena desig- 
nada en el artículo 232. (J. M. 329, 1*. 34*, 35, /l) 

Art. 355— Se aplicará penitenciaría en segun- 
do grado, cuando el incendio sea de almacén, esta- 
blecimiento industrial ó lugar de morada; de un 
edificio cualquiera en poblado, aunque no esté des- 
tinado á la habitación; ó de almacén de granos, 
eras, montes, viñedos, cañaverales, mieses y otros 
semejantes plantíos. 

Art. 356. — El incendiario de otros objetos no 
comprendidos en los artículos precedentes, sufrirá 
penitenciaría; en primer grado, si el valor de lo in- 
cendiado excediere de quinientos pesos. ( 1 ) 

Si no llegare á esa cantidad, pero pasare de 
cuatrocientos pesos, la pena será cárcel en cuarto 
grado; debiendo rebajarse mi grado por cada cien 
pesos de menos. ( P. 34, 37, 72 ) 

Art. 357. — El incendio de choza, pajar, ó cober- 
tizo, deshabitados, ó de cualquier o iro objeto cuyo 
valor no llegue á cincuenta pesos, y en que no ba- 
ja peligro de propagación será, castigado como 
daño leve. ( P. 393 ) 


( 1) \ éasc la nota de la página 1.8 sobre valor de los 

/o* _ 


I’IvXVL 


Art. 358.— 1 neurrirá n 
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respectivamente en las 


penas señaladas en los precedentes artículos ^4 
q tte ^tragos POí mediode sumersión n i. 


raímente de nave, explosión de mina, bomba ó 
máquina de vapor imuulaeión, ú otr o medio de 

destrucción tan poderoso como los expresados. (1) 

. Art * ;í 59 ' L1 queíuere sorprendido con bomba 

de incendio, mezcla u otro preparativo conocida- 
mente 1 destinado oaio incendiar o causar al mino 
délos estragos indicados, en este título, sufrirá car- 
ecí en cuarto ^ grado, si no diere explicación satisfac- 
toiia del fin a que se proponía aplicar esc elemen- 
to de destrucción. 

Art. 360. —El culpable ele incendio ó estragos 
no se eximirá de las penas impuestas en este título, 
aunque, para cometer el delito, hubiere incendiado 
ó destruido bienes de su propiedad. 


TITULO VI 


Di; LOS DAÑOS { P. 35)1 ) 


Art. 361— 1 /OS que por cualquier medio que no 
sea el incendio, ó los demás indicados en el título 
precedente, causen daño en casas, fábricas, gana- 
dos, heredades, establecimientos industriales u 
otras propiedades ajenas; ó en puentes, acequias, 
caminos u otros objetos de uso común, satinan 
arresto mayor en segundo grado y una multa equi- 
valente al duplo del valor del daño C£ yj sac J 0 » 
aplicará á la parte damnificada. ( 1 ■ ■ » > ' 

J. M. 11, § 93) 

( i ) La jurisdicción de guerra conoce j.j’ destrue- 
que contra cualquiera persona se msti u y. p ‘ jr 0 ] JS - 
ción de hilos telegráficos, lcvmitamien ( i estrucc ián de 
tracción de vías férreas, ó de otia es }í C i ’i: ncucn te perte- 
puentes, incendio, etc., siempre |Ue el d^ f j M n § 9) 


ti i Vil)#. 






tas 


có oír. o 


causare la mi- 


('nimio este valor no llegue á cincuenta pesos, 
se castigará como falta, á menos que recaiga en 

gallados. ( 1 ) . 

Si el daño, cualquiera que sea, 

„adel ofendido, se agravara en un grado la pena 

ele arres- o.^ ^ hiciere daño en documentos, 

evneleñtes á otras cosas que no puedan estimarse, 
sufrirá multa de veinte á doscientos pesos y arres- 
to mayor en primeé ó segundo grado. ( P. 53 ) 
Art. 363. — Si el autor del daño no pudiere sa- 
tisfacerla responsabilidad civil á que le sujeta este 
Código, suinra un grado mas de ai i esto. ( I . o o ) 


^ • TÍTULO Vil 

de los juegos y rifas 

Art. 364.— Los que establecieren juegos de suer- 
te ó azar, sufrirán arresto mayor en segundo gra- 
do. vSi reincidieren, sufrirán cárcel en primer gra- 
do. ( C. 1 736, E 34, 37, 38, 72, 74) 

Los dueños de fondas, cafés y demás estableci- 
mientos de esta especie, que consintieren el juego 
de azar, sufrirán multa de cincuenta á quinientos 
pesos. ( P. 53 ) (2.) 

Art. 365.— Serán castigados con cárcel en pri- 
me- grado y multa de veinte á doscientos pesos, 
los que, en las casas de juego que corran á su car- 
go, consientan hijos de familia, dependientes de al- 
macenes ii otros establecimientos de comercio ó in- 
dustiia, sirvientes domésticos ó personas notoria- 
mente vagas. ( P. 378 ) 

^ ^ cuse la nota de la página 18 sobre valor de los 


art ^¿8 l^ aSC nüta c ^ c página 18 v también- las del 
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Art 366.-14» que jueguen ó concurran con 

tal objeto a las casas de juego á que se refiere el ar 
tículo ob4 serán penados con arresto mavor en 

primer grado: los que jugaren á la mala,' serán 

castigados como estafadores. ( P. 345 v sin- ) 

Art. 367.- El dinero y los efectos encontrados 
en las mesas de los jugadores sorprendidos in fhi- 
ganti delito, se aplicarán á los establecimientos de 
beneficencia. ( 1 ) 

Art. 368.— Los que sin licencia de la autoridad 
competente, expendan billetes de rifas, sufrirán 
arresto mayor en primer grado y multa de diez á 
cien pesos. 


TÍTULO VIII 


DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 369. — Están exentos de responsabilidad 
criminal y sujetos únicamente á la civil, por los 
hurtos (2), defraudaciones ó daños que recíproca- 
mente se causen : 


( 1 ) Véase la nota al artículo 27 E. P. 


( 2 ) El Dr, Arias, en la pág. 53 de su Exposición ci- 
mentada del Código de Procedimientos en materia penal, 
opina que “ los hurtos tienen el carácter de doméñeos 
cuando el agraviado y el culpable son parlen . es y _ 
su familia, cualesquiera que sean la linea > gia p 

rentesco ”. . , ., T > P i nr 

En su Diccionario déla Legislación Peruana, 

García Calderón llama “hurto domestico el que 

te en una casa, v por las personas de la am 1 ' 

El Dr. Gálvez kpoyó como sigte en uno JWjf* 

menes la opinión sobre ese. punto de o r p Í^o K . r ¡or de 

“El señor Fiscal de la Ilustrísinia Cmte Super.0 ^ 

Arequipa ha demostrado con bastan c e l carácter 

hurtos cometidos por los sirvientes no , auu q U e vi- 
de domésticos en el sentido 8, «* 
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l.° Los cónyuges, y los ascendientes, descen- 
dientes v afines en la misma línea: ( h. i \ 20 ) 

o o pr j consorte viudo, icspccto ele Icis coséis 

rll , i„ iTévtciiéncia de su difunto cónyuge, mientras 

no hayan pasado á poder de otro . 

3 ° Los hennfüios y cnníicloSj si \ ívicicn j mv 

tos. ('e. p. 20 ) 

\rt ;; 70. La excepción del articulo anterior 

no es aplicable á los extraños que participen del 

delito. (P. 56) - 11 . i. 

Art 371.— Las penas señaladas en esta sección 

se aplicarán sin perjuicio de la institución de la co- 
sa sustraída ó defraudada. ( P. 1*1 ) 

Jiíhil'; libro LIdelC. P , sólo están exceptuados de res- 
ponsabilidad criminal por hurtos y defraudaciones, los 
cónyuges, los ascendientes, descendientes y afines en la 
mi si na línea y los hermanos y cuñados, si viven juntos; 
de manera que los mismos hermanos \ cunados si \i\en 
separados y todos los tiernas paiíentes están sujetos a 
responsabilidad criminal por fraudes y hurtos; y como 
por la honra de la familia no debe pi ocederse contra 
ellos sino en el caso de que preceda acusación de parte, 
debe entenderse que los hurtos domésticos á que se refie- 
re el art. 18 dei C. E. P. son los cometidos por esos pa- 
rientes, mas no por sirvientes asalariados, que no tienen 
vínculos con la familia, V contra quienes, hecha la denun- 
cia del delito por sus patrones, puede seguirse el juicio de 
oficio 1 ’. 





I-ÍBRO TERCERO 


De las faltas y de sus penas. ( P. l, E. P. 4 ) 

TÍTULO I 

■P 

DE LAS FALTAS CONTRA LA RELIGION (Const. 4 ) 

Art. 372— El que públicamente blasfemare de 
Dios, será castigado con arresto menor en tercer 

grado. ( P. 34, 74 ) 

Si blasfemare de la Virgen, de los Santos ó de 
¡ os dogmas de la religión, ó los ridiculizare con pa- 
labras ó hechos, la pena sera arresto menor en se- 
gundo grado. 

. Art. 373. — El que, en los templos ó lugares re- 
ligiosos, escandalice con actos de irreverencia, su- 
frirá arresto menor en primer grado. 

26 
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título ir 


m LAS FALTAS CONTRA LA MORAL 

. , o 7 4 _E1 que ofenda públicamente el pu- 
Aruof*. i nWotíáls, reticencias o ade- 

dor, con pa „^os" sufrirá 'arresto menor en primer 

ma Tnv multó de dos á diez pesos. ( P. 34, 53, 74 ) 
prado v nu j al e exhibiere o expen- 
de aplicar a , • tos ‘ deshonestos. 

d,ev f £" 375^-Él artista que, en sus exhibiciones ó 

representaciones públicas, incurra en alguna de 

. illas del artículo anterior, sera castigado con 
arresto menor en segundo grado y multa de cinco 

á veinticinco pesos. „ . 

Art. 376 -El ebrio escandaloso sera castiga- 
rlo con arresto menor en primer grado y multa de 


uno á cinco pesos. . , . 

Art. 377.— El que incite a un menor al juego, a 

la embriaguez 6 a otro acto inuioial, o le facilite 
la Entrada en los garitos u otros sitios (K i op- 
ción, será castigado con arresto menor en quinto 

grado. _ 

Art. 37S. -El dueño de establecimientos pú- 
blicos en donde haya juegos permitidos por la ley, 
que consienta en ellos á hijos de familia ó sirvien- 
tes domésticos, sufrirá inulta de dos á diez pesos. 
( P. 365 ) 

Art. 379.— El que, en los establecimientos pú- 
blicos, lalte al pudor ó escandalice con su conduc- 
ta, sufrirá reprensión v multa de dos á veinte pe- 
sos. (P, 53, 85) 


PENAL 
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TÍTULO III 

DE LAS FALTAS CONTRA LA SECURIDAD Y ORDEN PUBLICO 

nor^primeV^ío Tmííd T ««*> me- 
ses : | P. 34, 53, 74 ) a de dos A veinte pe- 

.i p— » *. 

co, wáiíS&s píbl ' 

las autoridades; ■ ° presentas por 

3 ° Los que, en reuniones ó espectáculos ™- 

bheos, turben el orden con palabras 5 L... t. P 
Ai t. ..81 .-Los que, con violación de los reda 

mentos, disparen armas de fuego, toquen campa- 
nas, o causen coa qmer detonación ó ruido que t ur- 
be la -tranquilidad de los vecinos, serán castigados 

53 1 S5^) lenS1 ° n 7 mi,lta : de úno á ¡quince pesos. ( P. 

Ait. oSJ. Cualquiera otra infracción de las 
disposiciones reglamentarias, que chitare la auto- 

ndad competente para mantener ti orden vía 
tranquilidad de las poblaciones, se castigará según 
Ja naturaleza de la falta, con arresto menor en se- 
gundo ó tercer grado, ó con multa de uno á trein- 
ta pesos. ( P. 399 ) 


TITULO IV 

DE LAS FALTAS CONTRA EL ASEO Y EL ORNATO PUBLICO 

Art. 383.— Los que arrojen en las plazas, ca- 
bes ó casas particulares, escombros ó materias in- 
mundas, sufrirán multa de uno á veinticinco pe- 

Pesos. ( P. 53 ) 


CÓPIGO 
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\rt 384 — Los que, en las alamedas u otros si- 
tí oséele recreo público, corten árboles, arranquen ó 
rlnñeii de cualquier manera las plantas, deterioren 
las estatuas, pinturas ú otros adornos, sufrirán 

arresto menor énpnmer § ia< ^°’ < ? 11111 a c1ecl °sa 

veinte pesos. (P. 3/, 53, 1 4, 39. ) 


TÍTULO V 

DE LAS FALTAS CONTRA LA SALUBRIDAD PUBLICA (P. 160) 

Art. 385.— Los que infrinjan los reglamentos 
sanitarios dados por la autoridad, ó las reglas ni- 
edénicas acordadas en tiempo de epidemia, sufrirán 
arresto menor en segundo grado y multa de uñó 

á diez pesos. ( P. 37, 53, 74 ) 

Si los infractores fueren directores 6 empleados 

de lipspi tales, ó dueños de mataderos, posadas, 
fondas ó puestos en donde se expendan comesti- 
bles, se aumentará el arresto en uno ó dos grados, 
y la multa desde el tanto hasta el quíntuplo de la 
designada en el precedente inciso. 

Art. 3S6. — Los ^boticarios 6 traficantes que 
contravengan á las reglas establecidas parala ela- 
boración, depósito ó venta de materias inflamables 
ó corrosivas, ó de productos químicos ti otros cho- 
tos de reconocido peligro para la vida ó la salud, 
sufrirán arresto menor en tercer grado y multa de 
cuatro á veinte pesos. 

Art. 387. — Los fonderos, al astecedores y vivan- 
deros que estafen á los consumidores, en la calidad 
ó cantidad de los artículos que expendan, subirán 
multa de dos á diez pesos, si la estafa no excediere 
de veinte peso#. En caso de exceder, serán casti- 
gados como reos de delito. ( P. 346 § 1 ) ( 1 ) 


(1 .) Cuarenta soles, segfm la nota de la página 18 


penal 


minnian na riL • • 

reglamentarias que dicte la autor dnrl r 1 1C1 ° nes 
para el uso ó distribución de las CDm P^te, 
ó de regadío, suirirán arresto mavor ^ P ° ta )l 1 c ® 

is? 53 fi ) lta dc cinc '° á -"ticTnr;: 0 n s.? P u t 

Art. 389. Quedan sujetos á las penas ¡M n r 
t,culo anterior, los que falten á la legalidad de tos 
pesos y medidas, o quebranten las reglas preseri 
tas por la autoridad para ferias, mercados mata- 
cleros, conser vac.on de caminos ó alumbrado m V 

buco. 1 

Ar t. 390.— En las infracciones que cometan los 
directores - leí alumbrado por gas, de ferrocarriles, 
pt o visión general dc aguas ú otras empresas seme- 
jantes, podrá extenderse la multa desde veinticin- 
co hasta quinientos pesos, conforme á la gravedad 
de la falta. ( P. 53 ) 


TITULO VI 


DÉ LOS DAÑOS LEVES (P. 301 ) 

| 

Art. 391 . — Sufrirá multa de dos á veinte pesos, 
el que cause en la propiedad ajena algún daño cu- 
yo importe no llegue á cincuenta pesos. (P. 53 } (1) 
Si se cometiere el daño obstruyendo los acue- 
ductos, ó desviando las aguas potables ó de rega- 
dío, la multa no bajará de cuatro pesos. 

Art. 392.— El que cause daño en heredad aje- 
na, con ganados ó con animales dc labianza, su- 
frirá una multa equivalente al valor del daño. 

Art. 393 —El que destruya ó deteriore en el 

campo, choza, cerca ó albergue, sera cas \ 

arresto menor en primer grado y mu ateci 
veinticinco pesos. ( P- 357 ) 
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TÍTULO VII 

DE las LESIONES E INJURIAS LEV ES (C. 2201, P. 24fi y sig. ) 

Art. 394-.— El qnc cause una lesión ó maltrata- 
miento leve, que lio impida al ofendido continuar 
en su traba] o u ocupación ordmaiia, m le deman- 
de asistencia de facultativos, sufrirá arresto me- 
nor en segundo grado y multa de cinco á veinti- 
cinco pesos. ( P. 34, 53, 74 ) 

Si estas faltas se cometieren contra alguna de 
las personas designadas en el inciso tercero, ar- 
tículo 282, se castigarán como delitos, con arres- 
to mayor en segundo grado. ( P. 34, 38, 74, 250 
§ 2 ) 

Art. 395. — Los que injurien levemente á otro 
serán castigados con arresto menor en primero ó 
segundo grado, y una multa proporcionada á la 
condición del ofendido respecto del ofensor, con 
tal que no exceda de cincuenta pesos. ( P. 283 
Si la injuria se infiriere en el calor de una re- 
yerta, se castigará con reprensión y multa de dos 
á diez pesos. ( P. 85 ) 


TITULO VIII 

■ 

DISPOSICIONES COMUNES A LAS FALTAS 

Art. 396. — Los cómplices y encubridores de jal- 
las sufrirán una pena proporcionada á la de los 
autores, según elprud ente arbitrio del Tuez. (P. 15, 

16,17,48,49,50) 

Ai t. 39 i . — El comiso de los instrumentos con 
que se cometa la taita y de los efectos que de ella 
resulten, se decretará según el prudente arbitrio 

del Juez. 


penal 


Los Utiles destinados para el jtie J prohibido 
las llaves maestras, ganzúas, medidas y pesas f a í 
sas, las bebidas y comestibles nocivos ó adultera 
dos, y otros electos análogos, se decomisarán en 
todo caso. 

Alt. 398. Toda falta lleva consigo la repara- 
ción del daño y de los perjuicios que cause, á más 
f le la pena que le está designada. (P. 18 19 C 
2,191) * ’ 

Art. 399.- En los casos en que se deja al arbi- 
trio del Juez el castigar las faltas con arresto me- 
nor ó con multa, se preferirá la multa, si no hubie- 
re habido depravación de parte del culpable, i P. 
382,384,400) 

Art. 400. — Cualquiera 'alta que, estando cali- 
ficada de tal, no resulte comprendida en los títu- 
los ] treced entes, será castigada con arresto menor 
que no exceda del cuarto grado, ó con multa que 
no pase de cincuenta pesos. ( P. 53, 399 i - ; 
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l\l J LJ I O I A M I E N T<&3. 


EN HATERIA PENAL 


LIBRO PRIMERO 


De ía jurisdicción de los Jueces y otras personas 

que intervienen en los juicios. 


SECCION PRIMERA 


! i TELO I 


DE LA JURISDICCION 




Art. 1.— La facultad de administrar Justicia en 
latería criminal corresponde exclusivamen e a os a 
izgados v tribunales establecidos por las leyes. 

E. l\4, 5) (1) 


(1)A más de los («gados y Tribunales stíal^osw 
te Código, administran justicia en materia , „ ■ 

rados de imprenta (ley de 1- ue 


Noviembre de 1823 
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AH . 2 —Están sujetos a la jurisdicción cnmi- 

i , r' w,rión ' ( Const. 5o, 65 ) 
nal de la I ^ ¿ n os v extranjeros que delinquen 

en el territorio de la República; 

9" Los agentes diplomáticos y consulares 
del Peni que, en el ejercicio de sus (luiciones, delin- 
quen en territorio extranjero; 

1 3 « Los peruanos y extranjeros naturaliza- 

dos qlie en cualquiera parte, cometan delito de 

traición á la patria; ( P. 10b .1 

4 ° Los peruanos y extranjeros que a bordo 

de 1 mques nacionales, delincan en aguas de la Re- 
pública o en alta niai , { 1 ) 

Los peruanos y exl ranjeros que en aguas 

de otra potencia, delincan en el ejercicio de sus 
empleos marítimos, á bordo de buques de guerra 
nacionales; 


( 1 ) Véase en el Apéndice los artículos 9, ! O, 11 y 1 2 
del tratado sobre Derecho Penal internacional dél Con- 
greso Sud Americano de 1888-89, aprobado por resolu- 
ción legislativa del 4 de Noviembre de 1889. 


inserta en el Apéndice), las autoridades á quienes está en- 
comendada la jurisdicción de guerra (art. 1 y sig. del C. 
J* M. ) y los jueces eclesiásticos en materia eclesiástica. 

Por causa de la ficción de extraterritorialidad, están 
exentos de la jurisdicción criminal de la Nación , los ex- 
tranjeros que se hallan en condiciones análogas á las de 
los incisos 2, 4 y 5 del artículo anotado. No sé refieren á 
los Cónsules los artículos 7 y 9 del tratado sobre Derecho 
1 enal Internacional antes citado. 

- El I íesidcnU' de la República tampoco puede ser 
enjuiciado durante su período, salvo en los casos de trai- 
eion, cíe atentado coutra la forma de Gobierno, ó contra 
. Congreso, según lo determina el art. 65 de la Const itu- 


.pf Senadoras y Diputados tampoco pueden ser 
tlescl , e u , n mes ailtes de abrirse las sesiones has- 

d'cKi n ^. es P“ d '«n-ato, salvo el caso de flagrante 
delito, sino en la forma que indican el art. 55 de la Cons- 
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sifiquen moneda nacional rl^ 1 extranjero, fal- 

público, ó instrumeXs pfc entOS - ** * 60 * 

212, 215, 218) 1) ' P cos na cionales; (P. 

alguno denlos 

írLSHca;^ aPrek " dÍd0S - ^ tffiSS 

metan ó extran Í cro - co ' 

^litrd puuanos, Si a su regreso fue- 
ren demandados por el agraviado- 

9 ;° o Los Platas. (P. 118 81) (2) 

Art S — Cesa la jurisdicción nacional si los de- 
liiicuentes a quienes se refieren los incisos 6.° 7.° y 
8. del ai ticulo anterior, hubiesen sido jltzgados y 
sentencicidt > - , " >i los tribunales de la nación en cu- 
yo territorio delinquieron. VjJ 

Cesa también, si los piratas lo hubiesen sido 
por los tribunales de cualquiera otra potencia. 


( 1 ) Véase en el Apéndice el artículo 2 del tratado so- 
bre Derecho Penal Internacional antes citado. 


( 2 ) Véase el artículo 13 del mismo tratado. 


titucíón y la nota al art, S2 de la ley de imprenta, inserta 
en el Apéndice. 

I ’or ese motivo, la querella contra ellos se reserva has- 
ta ([ue termine e! periodo de su inmunidad.^ Véase caso en 
la pág. 333 de los Anales J udiciales de 190o. 

Pero cuando la detención efectiva se ha realizado au- 
tes del período de inmunidades, el Representante no recu- 
pera su libertad ni el juicio se interrumpe. Tal ha ocurri- 
do con el Diputado Coronel D. Felipe S. Orée uva soici u 
de excarceración ( formulada en Julio de 1896 ) llet , _ 
gada por el Juez del Crimen, de Lima, Dr. Arias, en d . 
que confirmó la Ilustrisinia Corte Superior y ' re ^P _ 
cual declaró no haber nulidad la Exorna. Co e 1 P 
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TÍTULO II 

, DÉ Lós JUECES 

Ai*t. 4 —Ejercen jurisdicción ordinaria en ma- 
teria criminal : . . . 

1. ° Los Jueces de paz, en los juicios por fal- 
tas, y en los de hurto y estafa cuyo in teres no exce- 
da de cincuenta pesos; ( P. 3 í 2 y sig., 34-5 ) (1) 

2. a Los de primera instancia, por apelación ó 
recurso de queja, en los juicios á que se refiere el in- 
ciso anterior; 

3. ° Los ,'ueccs de primera instancia, en los 
juicios por delitos del filero común; (E. P. 11 3 j (2) 

4. ° Las Cortes Superiores, por apelación, 
consulta ó recurso de queja, en los juicios á que se 
refiere el precedente inciso; ( E. P. 140 sig. ) 

5. ° La Corte Suprema, en los casos que la ley 

dispone. ( E. i \ 156 y sig. ) 3 ) 

(1 ) De cuarenta soles, según se desprende de la nota 
inserta en la página 18. 


(2 ) La Jurisdicción de guerra conoce de los delitos y 
faltas cometidos por militares en acto de servicio, aunque 
sean comunes ( J. M. L3); también conoce de los delitos 
comunes contra cualquiera persona en los casos del art. 
31 del mismo Código de J. M. 

(3) El Congreso de la República Peruana 
Considerando : 

Queys necesario mantener la unidad del Poder Judicial, 

conociendo en la Corte Suprema la jurisdicción en últi- 
°' cualquiera que sea el fuero de las causas civiles 
> cnminales, así como la especial que le corresponde en 

Vilir¿!e C1 ° S ^ Ue se s *6 uen contra los altos funcionarios pú- 
blicos conforme á las leyes; 


pena r. 


13 


Art. 5. Ejercen jurisdicción especial • 

1," Las Cortes Sunerim-p^ i 

■ , t y u pe Llores, cuando conocen 

'■mera instancia cíe los delitos ouc . ,,, el 


e» primera instancia de los delitos quc , en el acrc . 
c,o de sus t unciones, cometan los Prefectos, ] Lees 

de pnmera instancia y Cónsules del Perú énelex- 
t raiijera; ( 1 ) 


( 1 ) Véase el art. 90 de la ley do elecciones en U n /,_ 

gina 12; y el art 4 § 2 de la ley sobre Responsabilidad, in- 
serta en el Apéndice. ’ 

— -Véase la nota 2 de la pagina 77 según cuvo caso 
los funcionarios, como el Tesorero Departamental que 
abusan en el ejercicio de sus funciones coactivas, están ba- 
jo la jurisdicción de los j ueces comunes ele primera instan- 
cia. 


Que con tal propósito, deben ser modificadas las dis- 
posiciones del código de justicia militar que destruyen esa 
unidad. 


Ha dado la ley siguiente: 


Art. 1." Corresponde á la Corte Suprema conocer del 
recurso de nulidad, que interpongan el Fiscal, ó la parte 
del enjuiciado, en los juicios del fuero de guerra, en los ca- 
sos en que puede interponerse conforme á esta ley. < # • 
Art. 2." Corresponde al mismo tribunal conocer origi- 
nariamente, en las causas sujetas al fuero de guerra, que 
se si a an contra los senadores, diputados, ministros de 
Estado, magistrados de la Corte Suprema, miembros del 
Consejo de Oficiales Generales, arzobispo, obispos y agentes 

diplomáticos del Perú en el extranjero. 

En la prosecución de estos juicios se observaran os 
trámites que corresponden á los que se míen contra 1 os 
altos funcionarios del Estado por delitos §foal«. J**?? 
aplicarán las penas establecidas en el o j 

Militar. . 

Art. 3.° El recurso de nulidad procede. , • ri 

1 ” Contra los autos que resuelvan los artículos jtu . 

rl ice i Olíales. , . ^„_ T1fTnn i n nena de 

2. ° Contra las sentencias que . impo ] & ^ aflos ó 

muerte, ó la de privación de 

menos, ó la de degradación. . _ . , n0 rla Sala re- 

3. " Contra las de 

visora del Consejo de Oficiales, 

icm ariamente este Cousej< . 


rnip nnnnrr orí 


- 1 
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o« la Corte Suprema cuándo conoce en se- 
gunda instancia, de las causas designadas en el in- 
ciso anterior; 

3 o La Corte Suprema en primera y segunda 
instancia, en las causas contra los Arzobispos, 
Obispos, Ministros de Estado, Agentes Diplomá- 
ticos id Perú, y Vocales de las Cortes Superiores, 
que individual ó colectivamente, delincan en el ejer- 
cicio de sus funciones; ( Const. 64 ) f 1 ) 

ÍT 4." La Corte Suprema, en el juicio de respon- 
sabilidad contra el Presidente y Vicepresidentes de 
la República; ( Const. 65 ) ¡2) 


( 1 ) La siguiente ley amplía el inciso anotado sena- 
lanclo también á los Senadores y Diputados : 

Considerando : 


Que es preciso concordar las disposiciones contenidas 
en el artículo 64 de la Constitución, el 22 de la ley de Res- 
ponsabilidad de los funcionarios públicos, y el inciso 3.° 
articulo o.° del Código de Enjuiciamientos Penal. 


Ha dado la Ie 3 r siguiente ; 

Artículo único.— Queda adicionado el inciso 3." artícu- 

+ f ) L° s Primeros procedimientos contra el Presiden- 
•í¡.fr vepubhca, los miembros de ambas Cámaras, los 
I n±° S de Estado y los Vocales y Fiscales de la Corte 
de Lie causa de ^? s delitos cometidos en el ejercicio 

táninfiicna° neS ’ ® usce Ptibles de penacorporal aflictiva, es- 

ífembreHMSR» l0 ? ar t S - 11 3' si ?: de la ^ & 28 de Sep- 

ríos oúblipne so ! 3le Responsabilidad de los Funciona- 
ríos públicos, inserta en el Apéndice. 

por delitos Ú ^oslnT^r^ abs ? lutoi ' ias en los juicios 

^^38» E t n este caso v p Ldran 

Art. 4.° En P 9 Cn i 1 1 1SUL1 ° m parte agraviada, 
de revisión ejerza ' 11c e f ^ R ‘. rninac ional, cuando el Consejo 
capital de la Riwu r l1nciones en campaña, fuera de la 
contra sus resoluciones ' ^ n ° S ° admitirá recurso alguno 
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íy \ ^ rr dninal de Responsabilidad judicial 

en los delitos que en el ejercicio desús funciones 
cometen los Vocales de la Corte Suprema. 

lo 5.” del Código de Enjuiciamientos, en los siguientes t¡7 

minos : ° 

. Inciso 3 —La Corté Suprema en primera y segunda 
instancia, en las causas contra los Arzobispos' Obispos 
Senadores, Diputados, Ministros de Estado, Apetites Di- 
plomáticos del Perú y Vocales de las Cortes Superiores 

que individual o colectivamente delincan en el ejercicio de 
sus funciones. J 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Dado en la Casa de Gobierno en Lima, á 3 de Octubre 
de 1896. 


Manuel P. < ípaechea 


N. de Pie rola. 


Art. 5.‘ J Compete á la Corte Suprema conocer del re- 
curso de reposición, contra las ejecutorias que hayan im- 
puesto algunas de las penas graves que indica el inciso 
2.° del artículo 3.° 

Art. 6.° El Consejo Supremo de Guerra y Marina se 
llamará en adelante “ Consejo de Oficiales Generales ’ ' y se 
compondrá de nueve Vocales, seis de ellos Generales y tres 
Contralmirantes, y de un Fiscal letrado. 

En caso de no haber el número de generales y contral- 
mirantes expeditos para iormar el Consejo, se les susti- 
tuirá por coroneles y capitanes de navio efectivos, respec- 
tivamente, por orden de rigurosa antigüedad. Si exis- 
tieran dos ó más de estos jefes igualmente antiguos, será 
preferido el que tenga mayor tiempo de servicio electivo. 

Art. 7.° Corresponden al Consejo de Oh cíales Gema ti- 
les las funciones de orden jurisdiccional y administra n o 
que el Código de Justicia Militar concede al Consejo .Su- 
premo de Guerra y Marina, en cuanto no es en en o posi 
ción con esta ley. Rigen, asimismo, tyspcy o te . 
Consejo las demás disposiciones del reterido o > 

í “ ¿tgs&wtfji «* «•» ‘lasa: 

de Justicia Militar y los demás que esten en oposición con 
í!t fe El Fiscal y el relator de Consejo Supremo de 
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TÍTULO III 

DE LA COMPETENCIA 

Art. (i.— Para el juzgamiento de los delitos y 

faltas, es juez competente el del lugar en que se co- 
meten. ( E. C. 127, 891, E. P. 14 J (1, 2 ) 

( 1 ) Dirimen las competencias las Cortes Superiores ó 
la Corte Suprema, ( art. 390 y 394 E. C. ) según la jerar- 
quía de los magistrados : contra el auto dirimente, no 
procede el recurso de nulidad (art. 3 § l.° de la ley de 24 
de Enero de 1896 ) 


El Congreso de la República Peruana 


Considerando : 

Que siendo la jurisdicción privativa una excepción de 
la ordinaria, conviene mantener, en todo caso, el principio 
consignado en los artículos 390 y 394 del Código de En- 
juiciamientos Civil, por los cuales corresponde á los tri- 
bunales ordinarios resolver las contiendas de competencia 
(pie ocurran con los tribunales privativos, aún cuando es- 
tos sean de^ la justicia militar: 

y ue es indispensable conservar el principio de la uni- 
dad del Poder Judicial, reconociendo en la Corte Suprema, 
como el más alto tribunal en el orden jerárquico, la fa- 
cultad de definir en último grado la jurisdicción que co- 

(2 ) Véase los artículos 1, 2, 3, 4 y 6 del tratado de 
ereeho Internacional Penal ( inserto en el Apéndice) san- 
cionado por el Congreso Su d- America no de 1888-89. 


L'II 


Gueira y Marina continuarán prestando sus servicios 
el Consejo de Oficiales Generales. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

i i £ asa de Gobierno, en Lima, á los 27 dias 

del mes de Octubre del año 1906. 

1 * <b 

Pedro JjL Miudx . 


José Pardo. 


' 1 EN AL 
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-u-t. /.-En los inicios por delitos cometidos 
en país ext ranjero, en alta mar, ó en a<mas 

potenca, a los cuales alcanza la jurisdicción nadV,- 

dfk TapitaP d^l n 0 ! ??p uec !r s 1 competentes los 

i Ja capital de la Repubhca o los del lugar en 

donde los delincuentes sean aprehendidos. 

, , rt ’ S.— Cuaiulo un individuo delinca en dos 
o mas lugares de diversa jurisdicción, será compe- 
tente d juez ele aquel en donde se cometa el delito 

mayor. (E. C. 392) 

Si los delitos fuesen de la misma naturaleza, ó 
se dudase de la mayor gravedad de alguno de 
ellos, sera juez competente el del lugar en donde se 
hubiese cometido el último delito. 

Ait. 9. Cuando se cometa un delito en los 
confines de dos lugares de diversa jurisdicción, se- 
na juez competente el que prevenga en la causa 

(E. C. 90, 91) 

-¡w* 

rresponde á los diversos tribunales de la República. 

Ha dado la ley siguiente: - Aj 

^ Artículo 1.’ Las contiendas de competencia éntrela 
jurisdicción ordinaria y la de guerra se dirimirán por la 
Corte Superior á cuyo distrito correspondan los jueces ó 
tribunales entre quienes ocurran. 

Art. 2. Si éstos no correspondieren al distrito de la 
misma Corte Superior, y si uno de los contendientes fuere 
el Consejo de Oficiales Generales, la competencia será re- 
suelta por la Corte Suprema. 

Art. 3.° En caso de duda entre una y otra jurisdic- 
ción, se dará la preferencia á la ordinaria. 

Art. 4.° Derógase el inciso 1 .° del artículo 49 y el ar- 
tículo 35 del Código de Justicia Militar y los demás (pie 
estén en oposición con esta ley. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Dada en la Casa de Gobierno en Lima, á los 27 días 

del mes de Octubre de 1906. - ' ;J| 

José Pardo. 

Pedro E. Muñiz. 


2S 
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Fn caso dé simultaneidad en (a prevención, lo 
scrá cíjuS del lugar más cercano a la Corte de su 

dÍSt AÍt' 10 -Las causas iniciadas contra un de- 
lincuente dé diversos delitos, o contra diversos de- 
• l íes de un mismo delito, se acumularan ante 

lmcuentes cíe un • . ., , 

j ¡uzeado competente. 1 í ■ 1 1 > 



H natiísimo Señor: 


Si en lo civil pnede, en ciertos casos, obligarse á un li- 
tigante á constituir apoderado que lo represente enjuicio, 
en lo criminal, cuando el reo no comparece personalmente 
á estar á derecho, tratándose de delitos no exceptuados, 
se le nombra de oficio un defensor que haga sus veces. De 
aquí que sea inaceptable la pretensión del querellante, de 
aplicar á esta causa el artículo 210, inciso 4.° del C. E. C., 
cuando son tan diversas al respecto las disposiciones le- 
gales que norman el procedimiento penal, y cuando por 
otra parte, la sola circunstancia de intervenir en el juicio 
como acusados no basta á establecer entre los reos tal so- 
lidaridad y armonía de intereses, que no puedan ponerse 
en pugna en el desenvolvimiento del proceso, haciendo im- 
posible la defensa común. 

Por lo expuesto, es de parecer el Fiscal que se confir- 
me el auto apelado, en que se declara sin lugar el nom- 
ina miento de personero común á que se pretende obligar 
a los acusados. 11 

Lima, Abril 17 de 1S94. 

Gatero. 


g . Lima, 19 de abril de 1894. 

FiscaW'nn’r con f° rm idad con lo opinado por el señor 
^decla™^ ar0n , d ailto fojas..., fecha...! por el cual 
que los acusado? lr querellante, relativa á 

volvieron. " constituyan personero común; y los de- 

Floriis, — Serpa, — Arias. 
rte Superior ha resuelto que en los juicios de 


PENAP 


219 


Ln los casos del artículo 8.°, si el reo tuviera 
codelincuentes ó cómplices en el delito ó delitoTco 
metidos en otros lugares, no se remitirá el procesó 

onguml sino el testimonio de las actuaciones co 
i respondientes a dicho reo. 

acumulación, no se paraliza el procedimiento sino en e¡tT- 
c o de sentencia y sólo— para los efectos del art. 45 P.— en 
lo que toca al acusado de diversos delitos. 


Lima, 22 de Agosto de 1892 . 

Autos y vistos : con lo expuesto por el señor Fiscal v 
atendiendo á que Jacinto T. no aparece complicado en 
los demas delitos por los que se juzga á Aníbal G. : que la 
segunda parte del art. 10 del C. E. P, se contrae á diver- 
sos delincuentes de un mismo delito, lo que no sucede en 

casOj sino tínicamente por el hecho imputado 
a los expresados en este sumario : que el art. 11 debe en- 
tenderse cuando los diversos enjuiciados sen acusados de 
un mismo delito: que de lo actuado resulta que la acusa- 
ción y la prueba se han concretado á T. cuando ha debido 
ser á ambos enjuiciados, para resolverse respecto á T. y 
reservarse el iallo en cuanto á G. hasta que terminen los 
demás juicios, para que tenga estricta aplicación el art. 
45 del C. P. : revocaron el auto de fojas..., su fecha...; re- 
pusieron la cansa al estado de que el Agente fiscal amplíe 
'. a. acusación respecto á G. y se proceda con arreglo á las 
leyes; y los devolvieron. 

A rbulú— Pa redes E n Á usqutx. 


— En el fallo que sigue, la Corte Suprema ha declara- 
do que no procede la acumulación por delitos cometidos 
en diversos lugares y tiempos, 

Exorno, Señor: 

í ai el juicio seguido por denuncia de don Eulogio 
Quintanilla contra D. M. J., sus hijos, y don P. R. por he- 
ridas, ha pedido el defensor de los acusados Dr. don Lo- 
renzo Talavera en el escrito de fojas. que se amplíe el 
auto cabeza de proceso á la‘ indagación de otros delitos 
perpetrados en distinto lugar, en que dice tomaron parte 
don Eulogio Quintanilla y otras personas, y como esa 
acumulación en un solo juicio de delitos cometidos cu dis- 
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. , 1 1 _i7 n r*l tmciÉ contra diversos reos, no 

i ' , . * oniiCo Chía 


\ rt I i / ii i Li * * 

sc dividirá ia continencia de la causa, sino cuando 1 

fconsecuenSa de la solicitud, no aprovechen di- 
•ccta ni indirectamente a los demás delincuentes. 

Art 12 —El juez competente para los autores, 
lo es también para los cómplices y encubridores. 

¡ ¡urischccion cspccifil sc extiende ci los coclc - 
lili cu entes y cómplices de los reos sujetos á ella, en 
los casos del artículo o. ( 1 ) 

( i ) Enjuiciadas personas de fuero distinto y en di- 
versos lugares, por delitos que pueden originar la acumu- 
lación, esta última no se efectúa sino en la oportunidad 

tintos lugares v tiempo no es legal, por la confusión 
que puede producir con detrimento de la vindicta pública 
y de los interesados en el juieio, se ha declarado sin lugar 
por el auto de fojas... 

En concepto del infrascrito, el auto de vista es legal 
porí [lie no debe comprenderse en un mismo juicio delitos 
distintos cometidos en diversos lugares y tiempos; y opi- 
na por que VE. puede declarar que no hay nulidad en el 
dicho auto de vista, quedando expedito el derecho de los 
defendidos del Dr. Talavera para hacerlo valer como vie- 
ren convenirles; salvo mejor acuerdo. 

Lima, Abril 2 de 1S97. 

Gályez. 

Lima, ó de Abril de 1S9T- 

^ istos : de conformidad don lo opinado por el señor 
fiscal, declararon no haber nulidad en el auto de vista de 
ojas..., que confirmando el de primera instancia de lo- 

r’.“. Sl, i ta ‘« a — » declara sin lugar la ampliación del auto 
en Jeza de proceso solicitada por el defensor de los acusa- 
T *.’ 1 pararon asimismo no haber nulidad en el anto su- 

«liriíc* ' C W-:*; su IL-Ta,.., que declara sin lugar la am- 
ion solicitada por el citado defensor ; y losdevolvie- 

i 1 | «¡ 


SÁNCHEZ - Loavza -Guzmán-Vélez 
Figueredo. 


Espinosa— Solar 


venal 
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TITULO IV 

m LA RECUSACION 

Alt. 13. En materia criminal son justas cau 
sas de recusación : ( E. C. 40 § 8) (1 ) ‘ ^ 


_ ( JO- Los artículos del C. E. C. relativos A la recusa- 
ción de los jueces de primera instancia v de los escribanos 
están ampliados por las leyes de 5 de Abril deis 73 io 
de Septiembre de 1898, 9 de Noviembre de 1899 y 5 de 

Septiembre de 1903, insertas en el Apéndice. 

— Cuando no se interpone recusación, la existencia de 


que determine el Superior, según lo ho resuelto la Corte 
Suprema en el siguiente caso : 

Excmo. Señor: 

En los juicios seguidos contra el coronel don T. C. por 
abusos cometidos en i íuaraz durante lo revolución de 
1894, se ha suscitado competencia entre el Juez de prime- 
ra instancia de Huaraz y la litma. Corte Superior de 
Lima. 

Dice el Juez de Huaraz. Dr. Hubner, que pudieudo 
efectuarse la acumulación de los juicios en cualquiera es- 
tación de éstos 3 ' estando radicado en Lima el conoci- 
miento délas cuestiones promovidas contra el ex-Pretéc- 
to de Ancachs Sr. II., en los que ésta comprendido el co- 
ronel C., es la Corte de Lima la que debe conocer de to- 
das las acusaciones contra C. La Ilustrísima Corte sos- 
tiene que habiéndose iniciado contra el coronel C., que no 
goza de fuero, juicios criminales por abusos contra parti- 
culares, y correspondiendo su conocimiento al Juez del 
Crinlen de 1 lugar donde se han cometido, debe continuar 
el Juez de Huaraz con la su st auciació n de esos juicios, sm 
perjuicio de que puedan acumularse ál juicio seguido con- 
tra el Sr. II., en que está comprendido el coronel C., si asi 

lo resolviese el Superior. , r 

En concepto del Fiscal, puede V E. dirimii la chscor ia 

el sentido que sostiene a Ilustrísima Corte de Lima, ph_ 
tratándose de juicios directos contra el coronel . , 

litos comunes, cuyo conocimiento cprrcsponac a J 
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1 ft Ser el juez o magistrado, ascendiente, des- 
rendiente, pariente colateral dentro del cuarto 
orado, a iín dentro del segundo ahyado. o compa- 
dre del acusador ó acusado, ( B. C. 9o § 1, 3 ) 

fjtTcaulal no afluía lo actuado. V. los Anales Judiciales 

dC ra* w? recusado que dicte providencias queda suje- 
ío ; i inicio de responsabilidad ( art. 29 ^ 3 de la ley sobre 
responsabilidad, ¡«serta en el Apéndice ) 

-Está resuelto en los siguientes fallos que los Jueces 
comisionados y los personeros del Ministerio Fiscal son 
también recusables. 

Exemo. Señor: 


Iniciado este proceso con la denuncia de Manuel Cal- 
sina y otros indígenas contra el Juez de primera instancia 
Dr. Carlos R. de la Fuente, el Subprefecto D. Juan Merca- 
do y los Gobernadores de la provincia de Sandia, por 
abuso de autoridad, flagelación y otros delitos, la Iltma. 


Huaraz, deber de éste es continuar el séquito de ellos, sin 
anticipar una acumulación que no está justificada toda- 
vía. 

Si la cuestión, según lo expuesto, está reducida á sa- 
ber, si es llegado ó no el caso de la acumulación, y corres- 
pondiendo decretarla á la Corte de Lima, caso de juzgar- 
a necesaria, por conocer de las responsabilidades que á 
C. le afectan como subordinado del ex- Prefecto lí., con* 

\ ’ L !-' V ^ biseai que puede declarar VE. como lo indica este 
Ministerio, salvo mejor acuerdo. 

Lima, Abril 1. a de 1S96. 

Gal vez. 


v - , 1 , Lmm, Abril 16 de 1896. 

ñor "J L L>on lormidad con lo dictaminado por el se- 
de su nrnrPíU t,ar ° n Se ^vuelvan estos autos al Juzgado 
forme Vi K cíppiÍ? H ae s *£ a conociendo de ellos, con- 

iuieio de la °F ia . ( iJ e *°jas..., el Juez originario, sin per- 
narla Ilustrísimn r C1< i+ 9 ue oportunamente pueda orde- 

4 - 

re— Lama chez— L e jayza — Vélez— Espinosa — Elmo- 


3’ENAL 


223 




r , , u mcigisttaclo, su esposa, <*us 

ascendientes o descendientes, herederos, legatarios 

comuneros, donatarios, adoptantes, adoptados ó 
guardadores,^ del acusador ó acusado; (E. C. 95 § 


* - — cu i ue DclZ correa- 

^iados*^ 6 ^ aia ^ UC rec ' ) cra * as instructivas de los enjui- 

Recnsado entonces por el Subprefecto con la causal 
que determina e art. 13 inciso 4.» del C. de E. P., el Juez 
de paz don F idel Mendizaval dispuso 6 f. 20 —refiriéndose 
á un pioyeído anterior en el que invoca su calidad de me- 
ro comisionado— que se elevara el expediente á la Corte 
Superior para la conveniente resolución. 

i :i Tribunal expidió el auto de f. 22 que manda devol- 
ver el exhoito y encomienda entre otras diligencias las de 
hacer practicar con peritos el reconocimiento del cuerpo 
del delito, recibir declaraciones, etc— pero prescindió en 
lo absoluto de la recusación. 


Rlcibido el ] iroceso después de varias incidencias, el 
mismo juez de paz Mcndizaval comenzó á actuar; y conti- 
nuó, á pesar de habérsele recusado nuevamente á f. 127, 
desestimando por ilegal la articulación. 

Fundándose en que no debió practicar acto alguno 
desde la mencionada f. 126, la Iltma. Corte declara, en 
la resolución elevada al conocimiento de VE., la nulidad 
de lo actuado por ese funcionario con la responsabilidad 
prescrita en el art. 2 de la ley del 5 de Abril de 1873. 

Estatuye el art. 244 del C. de E. C. que los comisio- 
nados judiciales carecen de facultad para cuanto excede 
los límites de la comisión á cuyo literal tenor han de ce- 
ñir se . 

Pero de allí no se desprende la ilegalidad del recurso 
’ de recusación que ■ permiten los preceptos generales de 
jurisprudencia, independientemente de los especiales de la 
comisión, ó sea la doctrina errónea de la irrecusabilidad. 

El derecho del litigante para apartar al magistrado 
inhábil surge con el emplazamiento y se mantiene confor- 
me á ley durante la secuela del litigio por causa sobrevi- 
niente ó variación en el personal, porque las actuaciones 
procesales son las más veces base fundamental del fallo; y 
en consecuencia requieren desde su comienzo tan absoluta 
imparcialidad que son recusables aun los oficiales subal- 
ternos. 
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3 «■ 3'cncr ínteres c 


en el éxito del juicio, de ma- 


nera que 


.. ,.,. sll l t e daño directo en sus bienes, o 

i vM-crtíiíi ó en la de su esposa, ma- 
deshonra en su pwwM>' 1? v 

dre ó hermana; ( b- b. * ' , . 

drC °|/ Tener enemistad capital o pleito pendien- 
te con el acusador ó acusado, (E. C. Jo * h ) 

1 

Si tal imparcialidad es exigiblc en el juez pt opio, lo es 
nnr finales motivos en el comisario cuyas sugestiones en 
prf 6 » contra de alguna do las partes tal vez influyan en 
el acto escrito cuyo espíritu forme el criterio de senten- 
e ador con tanta mavor razón al ser encomendadas las 
diligencias del sumario, cuanto que en estas obran mu- 
chas de importancia capital, como las concernientes a la 
comprobación del cuerpo del delito y las declaraciones 
consignadas á raíz del suceso que bastan paia el maiida- 
iniento de prisión y sus graves resultados, 

Ratificando lo expuesto, el art. 246 prevé, con el pro- 
pósito de señalar al sustituto, la emergencia de impedi- 
mento del juez comisario. No es lícito afirmar como se 
ha hecho que dicho impedimento consiste en el material 
por enfermedad ú otras causales análogas, porque no se 
debe distinguir donde la ley no distingue, mucho menos 
contrariando los principios en que ella se inspira. 

El art. 94 permite recusar al magistrado que eonoee, 
es decir que interviene en el pleito, cual ocurre en los ca- 
sos de comisión; y el 16, concordante, declara que la juris* 
dicción, sin excluir la prorrogada del comisario, se suspen- 
de por la recusación, Lsas reglas no se pueden interpre- 
tar en sentido restrictivo, sino con la amplitud que para 

el ampatu (leí derecho de defensa requiere la buena admi- 
nistración de justicia. 

i EI M- * 2 .•? la M de Abril d e 1873 impone álosiue- 
meuto°legal lC1 ° n ^ excusarse cuando tienen un impedi- 

^^h'se . no 1° hacen, es obvia la fa- 

tornar práctica h iahSaídel onSL ° bh S aclOD ' para 
hl hmcionario comisionado 

mo que el comitente. 


i reet 


es pues recusable, lo mis- 
¿n prin C dp£ de Puno es por Io tant0 co ‘ 

fffd tón d \ éStC - ■ 

Juez de paz Mendizaval á í: 20, 
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ornearla- ó , Ia 3-CUSaciora O 

.icubacla, o con la ascendiente, descendiente ó her 

mana de alguna de ellas; ( E. C. 95 § 31 , 

■ , fi / Ser ei juez superior; ascendiente, descer- 

ciente o hermano del inferior que hubiese conocido 
en el juicio. (E. C. 95 84) conocido 

es desde ésta y no desde la 126 que surge la nuliduñü 

los actos por él practicados. k nadad de 

En concepto del Fiscal, VE. debe confirmar la mencio- 
nada resolución, ampliando su alcance hasta la fi 20, en 
o que a las actuaciones del dicho Juez concierne 
Lima, á 14 de Mayo de 1906/ 

&EOANE. 


. _ Lima» 9 de Junio efe X90& 

_ vistos : I le conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor frisca!, confirmaron el auto superior de f. 190 su fe- 
cha^ o de Diciembre del año próximo pasado por el que se 
declara nulo lo actuado en este sumario por el Juez de 
paz don Fidel Mendizaval, entendiéndose que la nulidad 
declarada es desde f, 20, con lo demás que contiene; man- 
dar on se cumpla con hacer el desglose ordenado en la re- 

. . — ' ^ s ^^1^ r fiél s con relación á la denun- 

cia formulada contra ei expresado Mendizaval, inclusive 
el dictamen fiscal de f. 96 y resolución suprema de f. 100 
que puso término á la incidencia; y los devolvieron. 

Espinosa. — ( )ktiz de Zl val los. — Yillarán. — Egui&uren. 

Figueroa. 

Se publicó conforme á ley, » 

Luis Delucchl 


Corte Superior 
llus trísim o Señor: 

Recusado por el querellante, el Promotor fiscal nom- 
brado, Dr. F, S-, como abogado del reo, se declaró siu lu- 
gar la recusación sin más trámite que el informe que emi- 
tió negando esa causal. Eso no obstante se recibió el in- 
cidente á prueba, á lo que se opuso el Dr. S., siendo la re- 
solución definitiva la de fojas... materia de la alzada, por 
la cual se invalida el auto probatorio y se sobrecarta el 
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Ari 14 —Las competencias y recusaciones se 

sustanciarán y resolverán, por lo? tramites presen- 
tos en el Código de Enjuic.amteutos en materna ei- 
cS reduciéndose á cuatro «Las el termino de prue- 
ba. ( competencias E. C.3bX T»W- ' . - 
'ti v si*’ • recusaciones E. C. Jo 3 ^o-> dJ ° > h V ) 

Art 15— M i«ez que conozca de la recusación, 

continuará instruyendo el sumario, mientras aque- 
lla se sustancie y resuelva. ( 1 ) 

(1) Dicho Juez es irrecusable en el incidente de la re- 
cusación ( ley del 5 de Abtil de 1S /3 ) ^ 

defoiás ... fundándose en tiue las funciones del Ministerio 
Fiscal son meramente ilustrativas, y no han menester el 

resguardo de la recusación. „ ^ n 

Olvida e] inferior que el articulo lob del L. E. C pro- 
híbe al Fiscal abrir dictamen en las causas en que por in- 
terés personal ú otros motivos que enumera, no pueda 
proceder con la rectitud y la imparcialidad que cumple á 
su ministerio, estableciendo así casos de impedimento pa- 
ra su ejercicio, que se resuelven en definitiva, respecto al 
funcionario impedido en la obligación jurídica de la excu- 
sa, so pena de la responsabilidad consiguiente á la viola- 
ción del precepto prohibitivo; y respecto á las partes, en 
el derecho de recusar, correlativo á esa obligación, sin el 
cual no se concibe cómo yen qué forma ha de hacerse 
efectiva la garantía de la imparcialidad en los represen- 
tantes del Ministerio Fiscal. 

Olvida también el Juez que no siempre es meramente 
consultatiVa Inmisión del Fiscal, pues interviene como 
parte en cleiensa de las instituciones ó de la sociedad en 
general en ciertas causas civiles y en las criminales por de- 
litos no exceptuados. Y en este orden puede acontecer, 
y acontece en efecto, que medien en el asunto intereses su- 
yos ó relaciones personales cou los procesados que no se 
armonicen con los intereses cüya defensa está librada á 

i v í— i i , 1 ' si la excusa no viene á allanar 

la dificultad, se impone de suyo la recusación en riño r de 
derecho. 

. fiudre las irregularidades de procedimiento que se ad- 
vierten en los autos relativamente á la incidencia de recu- 
sación, en la cual después de resuelta la que se interpuso, 
(asechándola, se recibe el Artículo aprueba, para volver 
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De las acusaciones y de, luncias 

título i 


E>E EOS ACUSADORES 


j ■’ Pf 5 ‘e i ueue derecho de acusar, 
per cualquier delito o falta que contra él se come- 

ta. ( b. i . 44 ) 

Por los menores ó incapaces, acusarán sus re- 
presentantes legales; sin embargo, el pupilo mayor 


en seguida sobre la misma resolución, no es la menos no- 
table la oposición deducida por el Promotor Fiscal al au- 
to de prueba, en cuya virtud hubo de declararse insub- 
sistente, siendo así que el mero hecho de promoverse el in- 
cidente, paraliza la intervención del funcionario recusado, 
á quien si le está permitido informar sobre las causales ale- 
gadas, no le compete bajo ningún respecto ta ingerencia 
de parte directa que ha asumido el Dr: S , acentuando los 
recelos del querellante, que determinaron la recusación. 

Por lo expuesto y porque ía cuestión de que se trata 
no debe resolverse como de puro derecho, contra lo dis- 
puesto en los artículos 14 y 39 del C. E. P., concluye el 
Fiscal que US. Utina. debe servirse declarar la insubsis- 
teueia del auto apelado de fojas... á fin de recibirlo á prue- 
ba, sustanciándose por cuerda separada, previo el nom- 
bramiento de otro Promotor. 

Lima, Mayo 24- de 1897. 

Cayero. 


Lima, junio 17 de 1897. 

Autos y vistos : de conformidad con lo expuesto por 
el señor Fiscal, declararon insubsistente el apelado de fo- 
jas..., repusieron la causa al estado de fojas..., para que 
se reciba á prueba el incidente de recusación, sustancian 
dolo por cuerda separada, previo el nombramiento e un 
Promotor Fiscal; y los devolvieron. 

Flores, — Puente Arnaó. — Bádani. 
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ele 15 años puede acusar á su guardador, coa li- 
cencia del consejó de familia, por delitos ó faltas 
que cometa en el desempeño de su cargo. 

Art. 17— Están facultados para acusar, á 
nombre del agraviado, salvas las restricciones del 
Código Penal, su cónyuge, sus ascendientes, des- 
cendientes, parientes colaterales dentro del cuarto 
grado ó afines dentro del segundo, y los padres é 
hijos adoptivos. ( P. 254, 278, 291 ) (1 ) 

( 1 ) Esa acusación y la que haga cualquiera del pue- 
blo está sujeta á la pena de las acusaciones maliciosas 
se tiene como tales las que no están fundadas por lo me- 
nos en prueba semiplena (art G, 7 y S de la le_y del 28 de 
Septiembre de 1S6S, inserta en el Apéndice ) 

—El siguiente fallo de la Corte Superior manifiesta 
que la mujer casada no necesita de autorización de su 
marido para querellarse criminalmente. 

Ilustrísimo Señor: 


Interpuesta la querella de fojas..., contra M. X. impu- 
tándole el delito de haber fraguado los documentos en 
cuya virtud se presentó en juicio civil su esposa Carolina 
Torres, como hija natural reconocida de Jacinto Torres, 
cónyuge de la ¡i: r eliante N., á pesar de que la citada Ca- 
rolina no podía ser sino hija espuria de Torres, pues en la 
época de su nacimiento éste era ya casado; ha deducido 
e presunto ico excepción de personería, fundándose en 

?rtnro ní0ime al . artícul ° 137 , inciso l.° del C. E. C., la 
& 0 + m0 T j r 1 casada ’ 110 Puede demandar >or sí. 
dee 1 a rá ncíoso 1 ad 0 d e f°j as . . . se ha resuelto el artículo, 
la ouerellíi íl °P 0Slc i ( >n de M. N. y sin objeto 

DersonenV Pn i ponto de vista de la excepción de 

que 110 DUdiéndo tLMimnos en Q ue fné propuesta, sino por- 

excénto norHl?r; CU r rS í Pacamente los cónyuges, 
del C E P p k l ° de adulterio, á tenor del articnlo 20 

cintoTom/ nlT' }á0 quc retluir . la c l^rella contra Ja- 
conocimiento a P a f cce inscribiendo la partida de re- 

dispuesto en dieho P artículo dmitírSCla S ‘ n contravenir á lo 

traiio perjuicio de los ° a P c * a do no se funda sino en el ex- 

la participación rio t a cances de la acusación respecto A 
1 uupacion de Torres en el delito imputado á M. N. 
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Art. 18. — Los que docp-n,,, - 
Fiscal tienen la obligación de acusar 4 M | nist «i° 
rar a la acusación que entable el a S.-áL'-C'i d e - c 0 °Pe- 
jo represente, excepto en los deludí 00 r l uie n. 
nestidad ó el honor, en los hurtos rín C< í n 1 t . ra ía ho- 

los maltratamientos ó leskúí ° domésticos y en 

264, 269, 281, 291, E. P . 20 ,?1 1 ^ ( * 254 ’ 

En los juicios por los delitos evr™+ i 
este artículo, el Ministerio Fiscal noW$? d °? en 

Hería, sino cuando la lev se laconeerl n< ^ ra P erso ~ 

te. ( P. 168, 1 16, 17, P. 278) a CX[Jrcsaille "- 

. f rt - \ 9 ~ B * l0S ,le , li 1 tos e }\ q«e, conforme al ar- 
ticiilo antenoi , tiene obligación de acusare! Minis. 

lo 369 P Véa¿e S ° brC hm ' tOS la nota al artáT 


exclusivamente por la esposa de aquel. Pero aun ruan- 
do fuera real y efectiva esa participación, no sería corree- 
toel procedimiento del Juez, ya porque no importaría 
otra cosa que consagrar el principio inmoral de la impu- 
nidad el negar á una mujer casada acción jurídica para 
acusar á los autores del delito perpetrado contra ella, 
que no fuera de adulterio, sólo porque estuviese compli- 
cado el marido en la responsabilidad del hecho, ya por- 
que la aetora procede en este juicio, no como agraviada 
directa, sino en representación legítima de sus hijos cuyos 
intereses están comprometidos en la usurpación det esta- 
do de familia que es materia de esta causa. 

Por las Consideraciones expuestas, cree el Fiscal que 
el auto de que se trata es de todo punto infundado, y 
concluye opinando porque US. I. se sirva revocarlo y 
mandar que se siga instruyendo la causa conforme á ley. 

Lima, 10 de Octubre de 1893. 

C A ver o. 

Lima , Octubre 12 de 1893. 

Autos y vistos : de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Fiscal : revocaron el auto de fojas... su fe- 
£ aa * candaron que el Juez siga instruyendo la causa con- 
Diiue a ley; y Jos devolvieron. 

Peores.— Puente Arnao. —Serta. 


CÓDIGO 


230 

terio Fiscal rutile hacerlo también, por acción po- 
pular, cualquier individuo, excepto los siguientes: 

fe p 20 2Í ) ( 1 

1 ‘ { o I :¡S(jlie no pueden comparecer en juicio 

por sí mismos; ( E. C. l*-»7 ) 

2.° Los que admunstran justicia en materia 

criminal; ( E. P. 1 ) . t . i j ■ 

3 0 Aquellos á quienes se hubiese probado ju- 
dicialmente el delito de perjuiio, ( P. 221 y sig. ) 

4 J Los que hayan intentado alguna acusa- 
ción, ó desistid ose de ella, por soborno; 

5.° Los que estén enjuiciados por un delito 
igual ó mayor que aquel de que acusan; 

G.° El sentenciado á reclusión ú otra pena 
mayor, haya cumplido ó 110 su condena; 

7, ° Él que haya entablado más de tres acu- 
saciones, que se hallen pendientes; 

8 . ° El cómplice en el mismo delito; 

S.° Los pobres de solemnidad; 

lo. 0 Los domésticos reápecto desús patrones; 
Art. 20. — No pueden acusarse recíprocamente 
como agraviados: 1." los ascendientes y descen- 
dientes; 2,° los hermanos; 3.° los cónyuges, excepto 

por delito dé adulterio. (P. 18, 254, 369 E. P.60, 
íi* a 142 § o ] 

tampoco pueden acusarse por acción popular, 
as peí sonas expresadas en el párrafo anterior, ni 
las demas que se designan en el artículo 17. 

1 r J V ^ c f lie 11 sa c ^ e acción popular, está 

0 ) ¡ ac ó a acusar personalmente y afianzar las 

1 osunas del juicio. (E. P. 19) 1 2 ) ~ 

cinc se rcfK'ron^w 1 ^[2^ u . cen acción popular los delitos á 

sertos como 1 ° n S + art,c ? los S>7 95-de la ley de elecciones, 
insertos tomo nota en las páginas 72 y 73. 

narios náblit^ n KtTfi í V aCC ^ 11 V°i )ular contra los funciq- 

déí 28 de 1 Septiembre deí^¿ liada ^ or elart - p ^ & ley 

pueinou. de Ibes inserta en el Apéndice. 
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Entablada la acusación, puede continuarla ñor 
apoderado especial. ( E. P. 203) P || 

Ai t. 22. Si se presentasen dos ó más acusa- 
ciones sobre un mismo delito, por acción popular 
el juez las admitirá todas, ordenando qué los acu- 
sadores nombren un personero común. 

Silos acu sacio res fuesen dos ó más de los ex- 
presados en el artículo 17, se preferirá la acusación 
del cónyuge ó la del pariente más cercano. 

Alt. 23. Las causas en que no tiene obliga' 
cion de acusar el Al 1 nisterio Piscal, pueden temí i* 
nar por desistimiento ó por abandono. ( E. P. 1S, 
P. 27) (1) 

Para declarar el desistimiento, se requiere que 
110 haya oposición fundada de parte del enjuiciado, 
ni del Ministerio Fiscal. 

Para el abandono, basta que deje de conti- 
nuarse la acusación por un año. 1 2 1 

Art. 24. — Cuando se desista el querellante en 
los delitos en que tiene obligación de acusar el Aíi- 
nisterio Fiscal, continuará la causa de oficio. ¡(P. 
27, C. 1709, 1720 § 3 J 


( 1 Vé'ase el caso de la pág. 117 en los Anales Judi- 
ciales de 1905. 


( 2 ) Cuando la paralización de la cansa no es impu- 
table al acusador ó querellante sino exclusivamente á los 
encargados de administrar justicia, no procede el aban- 
dono. 

Corte Suprema 
Excmo. Señor: 

En los autos seguidos por la Beneficencia de Huaraz 
contra don Anselmo López Olaza y doña Isabel Loli co- 
mo herederos del deudor, el Juez de primera instancia de- 
claró sin lugar las excepciones deducidas por los deman- 
dados. 

Interpuesta apelación, estos últimos la fundaron en 
su escrito de fojas... ante la Corte Superior, quien des- 
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tcrio Fiscal. paede hacerlo también, por acción po- 
le - \ T individuo, excepto los siguientes : 


pular. cualquier mti 

E. F. 20, 21 ) (1 


I E P §0. 21) U I . • ■ . 

1 . ¿os que no pueden comparecer enjuicio 

ñor sí misinos; ( E. C. 13i ) ... . 

1 2.° Los que administran justicia en materia 

criminal, \ qu ¡ enes sc hubiese probado ju- 

dicialmente el delito de perjurio; ( P. 221 y sig. ) 

4. ° Los que hayan intentado alguna acusa- 

cíón, ó desistídose dé ella, por soborno; 

5. ° Los que ésten enjuiciados por un delito 

igual ó mayor que aquel de que acusan, 

G.° L¡ sentenciado á reclusión u otra pena 
mayor, haya cumplido 6 no su condena; 

7.° El que haya entablado más de tres acu- 
saciones, que se hallen pendientes; 

S.° El cómplice en el mismo delito; 

S.° Los pobres de solemnidad; 

10.° Los domésticos respecto desús patrones; 
Art. 20. — No pueden acusarse recíprocamente 
como agraviados: 1.' los ascendientes y descen- 
dientes; Ü. u los hermanos; 3.° los cónyuges, excepto 
por delito de adulterio. ( P. 18, 254, 369 E. P.60, 
E. C. 142 § 5) 

lampoco pueden acusarse por acción popular, 
las personas expresadas en el párrafo anterior, ni 
las demás que se designan en el artículo 17. 

Al t. 21.— El que usa de la acción popular, está 
obligado á acusar personalmente y afianzar las 

resultas del juicio. (E. P. 1 9 ) (2)‘ 

También prpduc^i acción popular los delitos á 

uiBPrtn? ieien los ¡artículos 90 y 95 de la ley cíe elecciones, 
insertos como nota en las páginas 72 y 73' 

Uur fiaaza en la acción popular contra los funcio- 
¿j ool q ?. S| determinada por el art. 9 de la lev 
del 2b de Septiembre de 1868 inserta en el Apéndice. 
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Entablada la acusación, puede continuarla por 

apoderado especia • ^ dos ó más acusa- 
ciones sobre un mismo delito, por acción popular, 
el juez las admitirá todas, ordenando que los acu- 

so dores nombren un personero común. 

Si los acusadores fuesen dos o mus de los ex- 
presados en el artículo 17, se preferirá la acusación 

del cónyuge ó la del pariente mas cercano. 

Art 23— Las causas en que no tiene obliga- 
ción de acusar el Ministerio Fiscal, pueden termi- 
nar por desistimiento ó por abandono. ( b. 1 • ti , 

P. 27 ) ( 1 ) 

Para declarar el desistimiento, se requiere que 
no haya oposición fundada de parte del enjuiciado, 
ni del Ministerio Fiscal. 

Para el abandono, basta que deje de conti- 
nuarse la acusación por un año. ( 2 ) 

Art. 24— Cuando se desista el querellante en 

los delitos en que tiene obligación de acusar el Mi- 
nisterio Fiscal, continuará la cansa de oficio. ( P. 
27, C. 1709, 1720 § 3) 

1) Véase el caso de la pág. 1 1 7 en los Anales Judi- 
eiales de 1905. 


(2) Cuando la paralización de la causa ño es impu- 
table al acusador ó querellante sino exclusivamente á los 

encargados de administrar justicia, no procede el aban- 
dono. 

Corte Suprema 
Excmo. Señor: 


rn, i \ Al ? s 5 lrao López Olaza y doña Isabel Loli . 
rlarAe r - ed f rpS deudor, el Juez de primera instancia < 
dados 1 USai las .excepaímes deducidas por los de m; 

SUe ^HtTa eSt r a - apelación ^ estos últimos la fundaron 

( e ojas... ante la Corte Superior, quien t 
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TÍTULO II 


DE EOS DENUNCIANTES 


Art. 25 — Las autoridades y agentes subalter- 
nos encargados del orden público deben denunciar 
ínq rlelitoícn ciue es obligatoria la acusación del 
Ministerio Fiscal. (E. P, 18, 43, P. 179 ) 

Pueden hacerlo también, por escrito ó ver bal- 
mente v bajo juramento de calumnia, no solo el 
agraviado, sino cualquiera del pueblo, 

pues del dictamen fiscal, decretó á fojas... con fecha 20 de 
Septiembre de 1893, el “autos con citación 

En Abril de 1896, continuando la causa en el mismo 
estado, el personero de la Beneficencia ha pedido que se 
declare el abandono; y así lo ha resuelto el 'tribunal en el 
auto que motiva el recurso extraordinario. 

Cierto es que está con mucho exceso vencido el año 
que, para el abandono en segunda instancia, señala el ar- 
tículo 530 del C, E. C, 


Pero en esta causa no hay presunciones de desisti- 
miento tácito en el apelante, sino certidumbre de que’ por 

negligencia, la Corte de Huaraz ha dejado de administrar 
justicia. 


Para la resolución en grado sobre la articulación re- 
ferente á excepciones, bastó en efecto como trámite único 

la notificación del “autos con citación” que preceptúa el 
articulo 16S8 del C. E. C. 1 


Si pues el apelante ratificó su apelación laudándola 

oportunamente á fojas.., sin embargó de no obligarle á 
c o os ránutes del procetlimieútp, y la petición de au- 

. ^ ™!V!°Tr Cia , de lL lrt f s notificada á todos inclusive 
. * • . i 8 ? 0, se £úu lo indican las diligencias de fojas..., 

mente de/ fallo CaUSa ^bedÓ pendiente única y exclusiva- 


T r i lu! iv í? rp c n?* ? n 0 c s trascuírió más de un año sin que el 

pSo re eltSir 61 ’ ha hlCUrrido e " cu, P a no es la 

aumniai* 1 ^ C ^ UC Un ligante tenga la obligación de 

de adniiiiiVf-r'ii- ^ ue 5 eí ? P ara que éstos cumplan su deber 
de admmistuu justicia; y mucho menos que, por falta de 
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Alt. 2b. Si designado el delincuente, resultase 
del su man o que no hubo delito, ni motivo funda 
do para sospechar su existencia, la denuncia se 
considérala maliciosa, y sujeto eJ denunciante á 

responsabilidad, que se hará efectiva por sólo el 
mérito del sumario. ( 1 ) 

( 1) Mientras no se haya resuelto sobre si es ó~no 

fundada la denuncia, no procede el juicio de calumnia 

( vease el caso práctico relativo al Concejo de Chorrillos 
en la pág. 156 ) 

i 7 ^}- I)r ‘ V. Arias en su Exposición Comentada 
del Código de Procedimientos en materia penal (página 

71 ) opina que en el caso del artículo anotado, no debe 
imponerse pena inmediatamente sino esperar la querella 
del ofendido y abrir el término de prueba, para que el de- 
nunciante convertido en reo, acredite sus descargos, si 
los tuviere. 

Igual es la doctrina de la Excrna. Corte Suprema, se- 
gún lo manifiesta el caso publicado como nota en la pági- 
na 154. 

En la Compilación de Vistas Fiscales por el Dr, Gas- 
tón, el Dr. Ureta dictamina en sentido contrario (página 
787 tomo 2 ) pidiendo la nulidad de un auto de la Corte 
de Trujillo que abrió el termino de prueba, y la aplicación 
inmediata al denunciante de la pena respectiva. 

tales apremios que pueden prevenir desfavorablemente 
contra quién ¡os formule, los funcionarios morosos decla- 
ren omiso á ese litigante. 

El desistimiento tácito no puede lógicamente presu- 
ponerse cuando las partes han cumplido con todos los re- 
quisitos que les concierne, cuando han sido observados 
todos los trámites del procedimiento, y la suspensión del 
proceso proviene tan sólo de la espera del fallo judicial. 

No es pues pertinente en el presente caso el artículo 
530 del C. E. C. relativo á abandono; y la resolución de 
la Corte que en él se funda para devolver los autos á pri- 
mero instancia, constituye en consecuencia un denega- 
miento de justicia, con infracción del artículo 40 inciso l. # 
del mismo Código. 

Por esos motivos, el infrascrito Adjunto Fiscal opina 
que hay nulidad en el auto de vista; y que resolviendo el 
recurso en tal sentido, VE. debe, salvo mejor acuerdo, de- 
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, , _Eu los casos de m tragan t, delito, no 

es necesaria la den :g a ¿| para que proceda á la 

aviso dado á la auím'^Pj ^ ^ } (1 ) 

S£g Elque dí el aviso debe ser el primero en decía - 

ral - come > testgo^ rohib ido todo juicio criminal por 

anónimos o den oficio i 08 crímenes y 

los jueces que investiguen ue „ R -p 

persigan á los delincuentes. (E. I. 4á, Ul, K. i. 

C T M Alt. 636 — Se considerará flagrante to- 
do desprendido en el acto de su comisión, o mme- 

Ssrioe P l detenido 6 Persegu^inmediatmnente des- 
^TlmtóÉ^conSS-á reo de delito flagrante, el que 

fuere sorprendido inmediatamente después de cometerlo, 
con efectos ó instrumentos^ que infundan la presunción 
vehemente de su participación en el. 

(2) Los delitos de que dá cuenta la prensa — cuando 
son denunctables por el Ministerio Fiscal— pueden tam- 
bién originar juzgamiento de oficio en el tuero común : cu 
ese caso, los editores ó impresores no declaran insti ucti- 
vamente (véase la nota al art. 32 de la ley de imprenta, 
inserta en el Apéndice. 2_ 

ciarar su insubsistencia y mandar que la Corte Superior 
de Ancachs, cumpla con resolver respecto al auto aj "-la- 
do de primera instancia. 

Lima, Julio 21 de 1896. 




Lima, 4 de Septiembre de 1896. 
Vistos : de conformidad con el dictamen del Ministe- 
rio Fiscal, cuyos fundamentos se reproducen, declararon 
haber nulidad en el auto de vista de fojas..., su fecha..., 
por el que se declara abandonada la segunda instancia; 
reformándolo, mandaron que la Iltma. Corte de Ancachs 
proceda á absolver el grado pendiente; y los devolvieron. 

S .VN r C Ií E l — Lo AYZA — V ÉL íiZ — Es P INOSA — E L M O RE — L A M A — 

Solar. 



LIBRO SEGUNDO 


De las diligencias del juicio criminal. 


SECCION PRIMERA 

Disposiciones generales 

Art. 29. — El juicio criminal consta de sumarió 
y plenario. (J. M. 381. 386, 501, P. 343 ) (1) 

El sumario tiene por objeto descubrir la exis- 
tencia del delito y la persona del delincuente. 

El plenario, comprobar la culpabilidad 6 ino- 
cencia del enjuiciado y condenarlo ó absolverlo. 

( 1 ) Algunos juicios criminales se substancian sin su- 
mario, como son los que emanan de delitos exentos de la 
intervención del Ministerio Fiscal, (art. 131 y sig. E. P.) 

En otros, obra como sumario ó como parte del suma- 
rio un cuerpo de autos anterior. Tales son por ejemplo 
Jos casos citados en la nota al art. 111 E. P., el prove- 
niente de denuncia maliciosa (art. 26 E. P, ), de fuga de 
preso ó presos (art. 126 E. de quiebra ó deuda pu- 
nible (art. 343 P. y caso de la pág. 181), de contraban- 
do ( art. 2 de la ley inserta en la pág. 169 y caso práctico 
que le sigue ) , etc. 
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Art áO.— Las < Jiligpucias del sumario y .le pie- 
nso se practicarán conforme a o d.spuesto cu 

estc Eü g y j - observara lo prescrito cu 
una manera especia , • inntpnn. civil í f 

el Codito de Enjuiciamientos en materia cnil, ( L. 

P ‘ ^Art* ai.-En toda declaración se preguntará 
al declarante, su nombre y apellido, edad, patria, 
y eeindad Í residencia, estado, oficio y religión, 
omitiéndose estas preguntas cuando ya consten 
del proceso. Concluida, se leerá al declarante an- 
tes de que la firme, para que se ratifique en ella o 

k modifiqué: si quisiere leerla, se le permitirá ha- 
cerlo. (I. M. 421, R. T. s a 52, E. P. 56) 

Alt. 32.— Cuando el declarante ignore el idio- 
ma español, se nombrarán dos intérpretes, (R. 1. 
s a 51 ) ó uno, si no hubiese mas en el lugar del jui- 
cio, para que traduzcan las preguntas del juez y 
las respuestas del declarante, escribiéndose ambas 
en uno y otro idioma, si fuese posible. ( E. C. 268, 
275, E-'P. 40) 

El sordo-mudo declarará por escrito; y en ca- 
so de no saber escribir, se nombrarán dos personas 
acostumbradas á entenderle, para qne en calidad 
de intérpretes descifren sus respuestas. : E. P. 
60 § 2 ) 

Al menor de diez y ocho años, se le nombrará 
un curador ad litéxn . ( 1 ) 


(1) ha omisión de ese nombramiento es causa de 
nulidad (E. P. 159 ^3°) 

— El nombramiento de curador í tcl litcm no excluye la 

personería del padre para asumir la defensa del menor, 

según se ve en el caso siguiente resuelto por la Corte Su- 
perior : 

llustrísimo Señor: 

Acusado de r> ibo el menor R, V., se ha presentado en 
juicio su padre J. V., .mediante un per soltero legalnieute 
constituido, con el objeto de asumir la defensa del presun- 
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Alt. 3o. Toda declaración sera firmada por 
el juez, por el declarante ó un testigo, si rehusare ó 
no supiere escribir, y por los intérpretes y curado- 
res que intervengan; y la autorizará el escribano 
ó dos testigos de actuación. 

to reo. Fundándose el Juez en el nombramiento de un 
curad orad litem hecho á favor del mismo, ha denegado 
esa solicitud, por auto de fojas... materia de la apelación 
pendiente, concedida en un sólo efecto. 

En concepto del Fiscal, es ineontestabee la personería 
de J. \ . para patrocinar en ese proceso la causa de su ci- 
tado hijo, preferentemente al pers operó dativo deque se le 
ha previsto, por que la formalidad del nombramiento de 
curador para los reos menores de diez y ocho años, pres- 
crito por la ley cómo trámite esencial en este caso, cuya 
omisión implica nulidad, no puede estimarse sino como 
meramente supletoria de la representación legítima inhe- 
rente á la patria potestad, en cuya virtud compete á los 
padres el ejercicio de los derechos civiles de sus hijos du- 
rante la minoría. 

Y aunque la ley de procedimientos penal no consagra 
de manera expresa la intervención de los representantes 
legales á favor de los menores, sino para acusar á nombre 
de éstos cuando sean ofendidos ( articulo 16 C. E. I*. ) no 
cabría deducir del extraño olvido que en ello se nota, res- 
pecto á ¡a representación legal de los menores cuando 
fuesen acusados, la exclusión excepcional de la autoridad 
paterna para el caso de que se trata, en obsequio á la del 
curador ¿id litcm, sin romper con las leyes de la naturale- 
za y con los principios del Derecho que las reconocen y de- 
claran, instituyendo la patria potestad como la salva- 
guardia de los intereses de menores, entre los cuales nin- 
gtmo supera en importancia á la necesidad de la defensa 
contra una acusación por delito, cuyas graves trascen- 
dencias apenas es posible apreciar. 

Entre la representación del curador nombrado por el 
Juez y la del padre del encausado, no puede dejar de pre- 
valecer esta última, no sólo porque responde mejor á los 
propósitos de la ley en protección al reo; no sólo por los 
sentimientos en que está inspirada, de donde se derivan 
las más importantes relaciones jurídicas de lamilia, smo 
también porque si las leyes prohibitivas tienen que ser, 
como son, precisas y terminantes, no hay en el C. P. nin- 
guna disposición que restrinja los derechos y deberes ( c 
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Art. 34.— La incomunicación del enjuiciado ce- 
sará luego que preste su instructiva. Podrá con- 
tinuar sin embargo, con determinadas personas, 
basta que éstas declaren, si fuere necesario para el 
esclarecimiento de la verdad. ( R. i • s si 9, I . 


168 §9) . . 

Art. 35 — En ninguna clase de causas, y bajo 
ningún motivo ni pretexto, se podrá aplicar tor- 
mento á los reos. 1 R. 1 . s a 12, Const. 19 ) 

Art. 36.— No pueden ser embargados los bienes 
del enjuiciado sino por mandato escrito del juez de 
primera instancia, cuando haya responsabilidad 
civil, y sólo en la parte que baste para satisfacerla. 
(E. P. 90) 

Art. 37,— En las causas en que tiene obligación 
de acusar el Ministerio Fiscal, no hay día ni hora 


la autoridad paterna para acudir en protección de los 
menores que viven á su sombra, precisamente cuando la 
reclaman 'os más graves intereses que hayan podido 
afectarla . 

Por lo expuesto, y porque es posible conciliar basta el 
escrúpulo las prescripciones de la ley, refrendando la in- 
tervención del padre con el sello del nombramiento judi- 
cial; es de parecer este Ministerio que se revoque el apela- 
do, y se admita la personería dej. V., en representación 
de su hijo menor, mandando al efecto, que se confiera al 

apoderado que constituyó, el nombramiento de curador 
mi htvm del reo. 


Lima, Septiembre 19 de 1896. 


Cavero. 


Luna, Septiembre 25 de 1S96. 

el señor^Ficr3Í^ 0S ' C ^ e eon ^ 0rm idad con lo expuesto po 
el señor Fiscal , revocaron el auto en ciue se desconoce 1¡ 
personería de don T V narlrp r l*>i P e se uesconoce i. 

m'indorrm r,,... J * , pacire del menor enviciado R. Y. 
confien 1 1 Í n f C a<ini ta dic ta representación v cjiie s 

d * fq«el, don Timoteo S. Romero 
vieron cura dor ¿id ¡ítem del reo; y los devol 

Aiuiulú . — Paredes.^ Serpa. 
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que no sea hábil para practicar las diligencias del 
sumario. ( E. P, R. T. s a 18 ) ( 1 ) 

Art. 38. — Los jueces cuidarán de no prolongar 
los sumarios con diligencias innecesarias, ó á pre- 
texto de absolver citas que no sean indispensables 
(R. T. s a 32, E. P. 63, 66, 24) (2) 

( 1 ) Según el artículo l.° de la ley de 1 3 de Septiembre 
de 1889, es asunto de vacaciones la actuación de juicios 
criminales en que tenga obligación de acusar el Ministe- 
rio Fiscal, estén ó no detenidos los reos. 


(2) Ministerio de Justicia — Lima, Mayo 16 de 1 874. 
Señor Presidente de la Corte Superior de 

B1 artículo 3S del C. E. P. prescribe á los Jueces, que 
no prolonguen los sumarios con diligencias innecesarias, 
ó á pretexto de absolver citas que no sean indispensables; 
y los artículos 101,103 y 105 determinan con claridad 
cuando producen prueba plena las declaraciones de los 
testigos, los instrumentos ó la confesión del mismo reo; 
de tal suerte que, si después de comprobado legalmente el 
cuerpo del delito, el reo confiesa libremente y con espon- 
taneidad ante su Juez, ser él quien cometió el delito que se 
juzga, y existe en el mismo sentido la declaración de un 
testigo que dá razón de su dicho, ú otra cualquiera prue- 
ba semiplena; ó si inconfeso el reo, existen contra él las 
declaraciones de dos testigos presenciales y conformes en 
todas las circunstancias esenciales del hecho, e 1 Juez tiene 
va toda la luz necesaria para continuar dictando los trá- 
mites del juicio, sin detenerse á absolver todas las citas 
que se hayan hecho, y que deben reputarse diligencias in- 
necesarias en presencia de lo que dispone la ley. Sin em- 
bargo de tan terminantes prescripciones, el Gobierno re- 
cibe con frecuencia las sentidas quejas de los ciudadanos 
por la morosidad de los juicios criminales, y ve con pro- 
fundo pesar que ellas son fundadas en el mayor numero de 
casos; sin que sean bastante correctivo á este mal las con- 
tinuas excitaciones que se hacen á los Jueces de primera 

instancia por conducto de esa Corte. 

Resalta más el irregular procedimiento de los Jueces 
en el caso á que me refiero, si se considera que la demora 
en la sustanciación de los juicios criminales se nota princi- 
palmente en la estación del sumario, sin embargo de ti 
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Art 39 .- gas excepciones, incidentes ó árfcW-u- 
los que ocurran en el juicio. criminal, se sustancia- 
rán con traslado por veinticuatro horas á la parte 
contraria, si la hubiere, y dictamen fiscai: reci- 

dis posición terminante del artículo 73 del Código antes 
citado, en virtud del cual basta que resulten probadas, 
aunque sea semiplenamente, la existencia del delito y la 
culpabilidad del enjuiciado, para que el Juez pase al pie- 
nario, librando el' mandamiento de prisión en forma; lo 
qre no le impide mandar practicar;" en cualquier estado 
del juicio, las diligencias que estime necesarias para poder 
fallar con acierto, procurando el descubrimiento de la 
verdad. Los Tribunales de segunda instancia, son los 
llamarlos á corregir las faltas cometidas por los jueces in- 
feriores en el desempeño de sus funciones; y á dictar todas 
las providencias conducentes á la. mayor regularidad en el 
servicio judicial, y á que el despacho de las causas sea tan 
activo como lo prescriben las leyes. 

No puede servir de excusa á los Jueces de primera ins- 
tancia la í'altd de cooperación de la policía, en los casos 
en que solicitan su ayuda, como generalmente alegan en 
sus informes, ya porque hay provincias en que ía lev ha 
establecido agentes especiales en los juzgados del crimen 
para atender á ese servicio; ya porque, con pocas excepcio- 
nes, no se ministran á la policía datos seguros para el 
descubrimiento de las personas que tienen que prestar de- 
t la melones, ó son éstas de aquellas diligencias que no 
debieran paralizar el progreso de la causa. 

El Ejecutivo faltaría a un deber sagrado, si no ejerci- 
tara una de sus atribuciones para procurar que cese el 
gmvemal que causa á la sociedad el olvido lamentable 
¡ Cnmen < respecto de la ley de procedi- 

¡o de ei-ívi 11 -í 0nce P t0 m< ! diH J? 4 US. excitando el ce- 
1 ucees de ^ ar ? c l l:e Sl ? perjuicio de recordar á los 

leves en ln Lc^ 1 '^ afstaneia la exacta aplicación de las 

iletuiid'imeiUo anciacida c e caxisas criminales, fije muy 
uetenmamente su atención en las faltas de eso nñ+iimWn 

?n«Sr^ a Jt“ P ° f «« enaqm'llas ca sa l sea 
ES™ Jl responsabilidad eje de- 

rancia, omisión ó ° S - T r eCCS c J ue > porigrio- 

curso de los juicios. ° ’ P aia hzan o retardan el 

Dios guarde á US, 

José Eusebio Sánchez. 
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biéndose á prueba, en casó necesario, por cuatro 
dias perentorios y con todos cargos. ( 1 ) 

( 1 ) Véase la nota al art. 48 E. P. relativa á térmi- 
nos por horas. 


Corte Superior 


Ilustrísimo Señor : 

Por el auto apelado, se manda actuar para en parte 
del sumario las decía i-aciones de los testigos propuestos 
por el querellante. El querellado reclama de esa resolu- 
ción fundándose en que en la instrucción del sumario no 
proceden las diligencias testimoniales sino en cuanto im- 
pliquen la absolución de las citas hechas por el agraviado, 
los testigos ó los acusados, en conformidad al artículo 
63 del C. E. P. 

Si en mater a testimonial no fuera dable inquirir los 
hechos sino hasta donde lo permitiera la absolución de 
las citas que resultasen de las primeras declaraciones con 
que se abre el proceso, en el caso, que ocurre raras veces, 
de no hacerse referencia alguna, ó de que los hechos no se 
relacionen con los puntos principales de la causa, habría 
que renunciar á todo otro esclarecimiento y sobreseerse, 
ya que le estaba vedado al juez adelantar el sumario in- 
terrogando á los testigos quid, aunque no citados en la 
querella ó en la preventiva ó instructiva, son propuestos 

después por el acusador ó acusado. 

Pero lejos de prohibir el C. E. P. la investigación testi- 
monial en el sumario, la reconoce y aún pereeptúa de una 
manera expresa. Según el artículo 44 la quei ella debe 
contener, entre otros requisitos, el ofrecimiento de nitor- 
mación sumaria para la comprobación de los hechos. 
¿ Cómo se hará efectivo ese ofrecimiento si no es mediante 
la intervención de testigos? El artículo 112, al establecer 
en detalle la tramitación del sumario, dispone que se re- 
cibirán las declaraciones de los testigos y se absolverán 
las citas”. Por último, al ocuparse el mismo Código ele 
las diligencias del juicio criminal, enumeni entre as e 
sumario la declaración de testigos, en el titulo . , y as 
citas y careos en el título 4.°, sección 2. a del libro Es 
por consiguiente contravenir á la ley y restringir ar 1 . e . 
riamente los medios de sumaria investigación jn t 
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En el sumario no se admitirán más excepciones 
, " r f. ,-ecusación v la de incompetencia por ser 

el juez de distinto fuero. (E.l.ld, (i) 

1 1 1 La ciencia del procedimiento y la práctica au- 
torizan además ciertas articulaciones de cuya previa reso. 
hici'tii depende el inmediato rehacimiento o archivo del 

“t?«í la de nulidad de lo actuado fundada por ejem- 
plo cu la instructiva prestada con juramento, en la pre- 

íd^ar al plenario la intervención de los testigos en la 
? 'usa Si el sumario tiene por objeto descubrir la exis- 
tencia del delito y la persona del delincuente, no pueden 
menos de ser admisibles las diligencias conducentes a ese 
fin Lúe por otra parte, armonicen con el carácter tequia- 
tivo del procedimiento, desechándose tan solo las imper- 
tinentes ó las que sean propias del plenano. Tal es el 

principio general que rige cu la materia. ^ 

Ha creído necesario el Fiscal apoyar con algún dete- 
nimiento el auto que motiva la alzada, porque ad\ierte 
que viene generalizándose en la práctica el concepto que 
informad recursó. Y en mérito de las consideraciones 
expuestas, concluye opinando por que US. I. se sirva con- 
firmar el apelado. 


Lima, Septiembre 17 de 1897. 


Caveko 


Luna, Septiembre 22 de 1897. 

Autos y vistos : con lo expuesto por el señor Fiscal, 
y atendiendo: á que los artículos 44 y 45 del C. E, P. dis- 
ponen que en la querella y en la preventiva debe ofrecerse 
la información sumaria y el nombre de los testigos pre- 
senciales y «le las ¡ tersunas que pueden dar informes sobre 
el hecho criminal : y á que con arreglo al artículo 63 del 
mencionado Código, sólo deben absolverse las citas que 
el agraviado, los testigos 6 los delincuentes hicieren en 
sus declaraciones: revocaron el auto apelado en que se 
manda recibir las de los testigos propuestos por el apo- 
derado del querellante; declararon que no procede su ab- 
solución clarante el sumario; mandaron que se agregue 
este cuaderno á los autos principales; y los devolvieron. 

León.— Puente Arnao. — Badani. 
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Art. 40— Los peiTtos, intérpretes, curadores, 
promotores fiscales y demás personas que se nom- 
bren para funcionar en las causas, prestarán ante 
el juez respectivo, juramento de desempeñar bien y 
fielmente su cargo. (R. T. s a 51, E. C. 906. T. M. 
411, P. 225, 226) 


ventiva prestada sin él, ó en alguna otra falta sustancial 
como la del caso publicado como nota al art. 112 E. P. 

Tales son también las excepciones de personería, pues- 
to que la instancia iniciada por personas inhábiles para 
acusar ó querellarse no debe originar juicio; y las excep- 
ciones de prescripción v cosa juzgada, según lo maní lies- 
tan los casos prácticos insertos desde la página 50 como 
nota al artículo 97 P. y el siguiente resuelto por la Corte 
Suprema ; 

Excmo. Señor : 

m 

El asiático Clíáng On fué sometido á juicio por de- 
fraudación á su paisano Li I.: pero no habiéndose acredi- 
tado el delito ni comparecido el acusador, pues el juicio 
se inició de oficio á petición del Consulado Chino, se so- 
breseyó definitivamente en el conocimiento de la causa. 

Poco después se ha querellado Li 1, por defraudación 
contra C iiang* On y éste ha deducido la excepción de cosa 
juzgada. 

En primera instancia, ha declarado el Juez no proceder 
la excepción, porque en el sumario sé) ¡o tienen cabida 
las de falta de jurisdición y lás recusaciones; pero el Su- 
perior fundándose en que hay identidad en las personas, 
en los casos, y en la acción, y en que hay prohibición 
constitucional de revivir juicios fenecidos, ha decla- 
rado fundada la excepción. El Fiscal de VE. es de dicta- 
men, que el auto de vista es legal, porque procediendo en 
todo caso la excepción de cosa juzgada cuando reúne los 
requisitos de ley, porque es de orden público y una ga- 
rantía constitucional basada en los más obvios principios 
de la jurisprudencia universal no renovar pleitos feneci- 
dos, puede declarar VE. que no hay nulidad en el auto de 
vista que motiva el recurso; salvo mejor acuerdo. 

Lima, Enero 9 de 1898. 

Gályez. 

Lima , Febrero 9 de 1899. _ 

Vistos : de conformidad con el dictamen del señor 
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SECCION SEGUNDA 


De las cliliseucias del sumario. 

TÍTULO r 

& 

DEL PRINCÍPIO DEL SUMAR10.-PREVENTIVA E INSTRUCTIVA 


Art. 4:1 .—El smnario principia, ó por itn anto 
cabeza de proceso ó por querella. ( E. P. 44, 111) 
Art. 42.— El auto cabeza de proceso contendrá 
una breve relación clel delito cometido y del modo 
como hubiese llegado á noticia del juez, y el man- 
damiento de instruir el sumario. ¡ B. P. 28 ) 

Art. 43 —El auto cabeza de proceso puede ex- 
pedirse de oficio, ó á consecuencia de denuncia ver- 
bal ó escrita. ( E. P. 1S, 19, 25, 111 ) 

La denuncia debe contener la narración cir- 
cunstanciada clel delito, con designación de los de- 
lincuentes y de las personas cpie hubiesen visto co- 
meterlo ó tengan noticia de él. 

La denuncia verbal se formalizará por medio 
de una acta. 

Art. 44. — La Querella debe contener : el nombre 
del acusador, el nel acusado, su vecindad y demás 
señales que le hagan conocer; la narración circuns- 
tanciada del hecho criminal; el ofrecimiento de m- 


íseal, declararon no haber nulidad en el auto de vista de 
ojas... su lecha, que revocando el de primera instancia 
_ e su lecha..., declara fundada la excepción de co- 

sa juzga a, deducid pi >r Cliang On, y los devolvieron. 


V ÉLEZ.—J IMENEZ.— Sola r . 
LLANOS. 


— Ortiz de Zevallos. — Gaste* 
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formación sumaria para la comprobación de los 
hechos y castigo de los culpables, y el juramento 
de calumnia. ( E. P. 96. 127 ) (1) 

Art. 45, — En 1.a declaración preventiva, se pre- 
guntará al agraviado, bajo de juramento;, quién 
cometió el delito, ó onde, cómo y con qué instru- 
mentos; qué personas lo vieron cometer ó tienen 
conocimiento de su perpetración; y quienes puedan 
dar informes p ara descubrirá los delincuentes, ó pa- 
ra saber el lugar en donde se hallan. 2) 

Art. 16. — La declaración instructiva se tomará 
sin juramento, preguntando al declarante: si sabe 
quién lo aprehendió, cómo, en qué lugar, en qué 
día, á qué hora, y en qué circunstancias, si sabe ó 
presume la causa ó motivo de su detención; si sa- 
lle ó tiene noticia del hecho criminal; si conoce á 
sus autores ó cómplices, ó presume quienes lo sean; 
si conoce al agraviado y ha tenido alguna relación 
con él; donde, en compañía cíe quiénes, y en que 
ocupación se hallaba el día y hora que se cometió 
el delito; si antes ha sido enjuiciado ó preso, y poi 
qué causa; y los demás puntos que el juez c leyere 
necesarios para el mejor esclarecimiento de los he- 
chos, cuidando de que las preguntas sean directas 
acerca del delito é indirectas respecto del delin- 
cuente. { J. M. 440, E. P. 105, R. T. s a 4 ) (3 ) * 

1 ) La querella debe presentarse ante el Juez ele tur- 
no ( ley de 2 de Septiembre de 1S97 ). No es admisible sm 
j ura mentó de calumnia (R. h s a 31) 

( 2 ) La falta de juramento en la preventiva es causa 
nulidad. (E. P. 159 g 2) rjg 


3) La prestación de juramento en la instructiva es 

causa de nulidad. ( E. P. 159 § 2 ) nulidad 

—La omisión de la instructiva no fue causa de nulidad 

en el siguiente caso resuelto por la Corte Suprema . 


m "I 1 


Ilustrísimo Señor: , , 

.i luS íltCíl 
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Concluido el interrogatorio, se hará que reco- 
nozca el declarante los instrumento? con que se 
hubiese cometido el delito, sus vestigios y as pren- 
das que hubieren quedado en el lugar del crimen. 

( E. P. 112 ) 

Tídos cometidos cu la hacienda Moseatuua, se expidió el 
auto de fojas..., por el cual el Superior ordeno se librara 

mandamiento de prisión uniforma contra Pío O., Manuel 

Encarnación C. ; y como estaban prófugos, se les llamó 


por edictos. 

A fojas... se presento un escrito por algunos de los en- 
juiciados, diciendo de nulidad del auto de prisión; pero el 
'juez declaró sin lugar esa solicitud é inadmisible cualquie- 
ra otrn mientras no se presénten los acusados en la caree!. 

Contra ese auto se fueron de queja ante el Superior, 
quién la declaró improcedente á fojas... 

Aprehendido Manuel Encarnación C., se ha seguido el 
plenario contra él, y estando plenamente comprobada su 
participación en el asalto de la hacienda Moseatuua y de- 
fraudación de sus enseres y capitales se ha expedido la 
sentencia de fojas..., en la cual se condena al expresado 
Manuel Encarnación C. á la pena de cárcel en tercer gra- 
do término máximo, multa de 200 soles y los accesorios 
del artículo 37 del C. P. 

1 .! señor Fiscal de la Corte Superior doctor Cavero, 
después de manifestar algunas irregularidades del proceso 
lia pedido en sn dictamen de fojas..., que se declare la in- 
subsistencia de lo actuado para que en el sumario se tome 
la instructiva al reo; que practicada esa diligencia, se ele- 
ve al expediente en consulta al Superior respecto délos 
ausentes y que se aperciba y extrañe la conducta del Juez 
y del Agente Fiscal por los defectos del sumario. 

La Sala de vista, teniendo en cuenta que el Superior 
laxa aprobado el sumario y ordenado la prisión en for- 
ma ele los enjuiciados, según aparece de la resolución de 
ojas ha confirmado por la sentencia de tojas..., la ape- 

~ °J a 1 s ”- con Í ra I a cua -l han dicho de nulidad el se- 

ñor F iscal doctor Cavero y el enjuiciado. 

orrP^ri°, n í e f t0 C ! el Flscal deVE - el fallo de vista está 

no c*sWnl flp^ e í 0 i es ^ando comprobado el delito, 

ver nniin* * ^ UeS oe ^° años de iniciado el juicio, vol- 

t 'i v -1 íor ^hsanar una formalidad que toes- 

tairte ínc ,w ^ Su P erior i de manera que no obs- 

ectos, demoras, y vacíos del proceso, que cier- 
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Art, 4-7. — Cuando el reo aparezca privado de 
razón, mandará el juez que se le reconozca; y si re- 
sultare verdadera y permanente la enagenación 
mental, terminará el juicio, i j. M. 409, 410, P. 
8 § 1 ." ) 

Si la enagenación mental fuese verdadera pero 
ransitoria, se suspenderá la instructiva basta el 
restablecimiento del reo. 


TITULO II 

DEL CUERPO DEL DELITO 

Art. 48. — El reconocimiento del cuerpo del de- 
lito se practicará por medio de peritos, los cuales 
presentarán su dictamen escrito dentro de veinti- 
cuatro horas, después de aceptado el cargo, á no 

taínente dan mérito para el apercibimiento y extrañeza 
de que se ocupa el señor Fiscal doctor Cavero y acepta el 
Superior en la sentencia de vista, no hay sin embargo mo- 
tivo suficiente para anular lo hecho y demorar aún más 
tiempo este juicio; y concluye opinando por que declare 
VE. no haber mi lid ¿id en dicha sentencia de vista, salvo 
mejor acuerdo. 

Lima, Agosto 2 de 1894. 

Gal vez. 


Ljma, Febrero 28 de 1895, 

Vistos de conformidad con el dictamen del señor Fis- 
cal, declararon no haber nulidad en la sentencia de vista 
de fojas... su fecha..., confirmatoria de la de primera ins- 
tancia de fojas... su fecha..., por la que se condena á Ma- 
nuel Encarnación C., á la pena de cárcel en tercer grado 
término máximo ó sea tres años y multa de doscientos so- 
les, con las respectivas accesorias, debiendo contarse el 
término de la condena desde el veinticinco de Marzo de 
mil ochocientos noventa y dos; con lo demás (pie dicha 
sentencia de vista contiene; y los devolvieron. 

Sánchez. — Guzmán, — Espinosa. — Lama. — Jlmeñez. 
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h T.tpz les prorrogue el termino con justa 

f a ;r.É T r W,P074075, 178 § 4, J. M. 325, 
413) (1) 

í i 1 Lt Corte Suprema lia declarado que la fecha ini- 

y, 1 \ L * i,, Or.i día cine sigue al ele la notifi- 

cial lie lo ® * ° á ~ ¿SO de los Anales Judicialesde 1905. 

2p 0 í no haber» comprobado el cuerpo del delito en 
el sieuiente caso de abigeato, la Corte Suprema anulo el 
plcnario y expidió auto de sobreseimiento. 

Excino. Señor: 

Imputado el robo de reses 6 Gregorio Rubio por la 
querella de! personero de los indígenas Isidoro Huacha y 
2¡ latía A. Romero, se inició 3- continuó el juicio hasta el 
estado de sentencia en la cual el juez de primera instancia 
doctor Contreras, fundándose en la falta de comproba- 
ción del cuerpo de delito, absolvió definitivamente ai reo y 
condenó á la parte aetora á costas, daños y perjuicios. 

Apreciando la prueba testimonial producida por los 
querellantes en el sumario y en el plenario, la Ilustrísima 
corte de Caj amurca ha revocado ese fallo é impuesto la 
pena de cárcel en quinto grado á Rubio quién, por recurso 
de nulidad, trae el proceso ante VE. 

ba condenación sólo puede basarse en una plena con- 
vicción, como consecuencia única de las actuaciones sobre 
la delincuencia del enjuiciado. 

ba ciencia en materia criminal prefiere la impunidad 
del culpable, cuyos recelos expían en parte su delito, al 

castigo del inocente cuyos derechos debe á todo trance 
amparar. 

A fin de hacer práctica esa teoría de la que emana la 
regla relativa a la ampliación racional de lo favorable al 

^ * . * * , , ' ^^^1 1 s o , exige que la comprobación 

no sl limite a las afirmaciones y criterio susceptibles de 
error, sino que en lorma concreta, deje de relieve como ba- 

defiuT C l Uíi l¡(>n Prendimiento la existencia del hecho 


A causa eii efecto de la ignorancia ó mala fe 


no impo- 


nnc^mf ™ c l ue vez, cedan al engaño ó empe- 

testinuinLfi 81 ' ° ua l menfco de la pugna forense, la prueba 

H nerlo 1 iT a P¿sa !i de la conformidad en cuanto á 

tSlí ] °i' b tlcmpo y - al lu b rar > no siempre es 

d b nuin.i de la verdad, ni basta en consecuencia 
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lvn caso de discordia, el juez nombrará un ter- 
cero dirimente que practique nuevo reconocimien- 
to. ( 1 ) 

(1) Limé, Mayo 9 de 1898. 

Visto el oficio de la Junta Departamental de Apuri- 
mac, consultando si está ó no obligada á satisfacer los 
honorarios que por reconocimientos de personas ó cadá- 
veres reclamen los peritos que nombran los Subprefectos 

y Juzgados, cuando no hay médico titular que los practi- 
que; y 

Considerando : 

i 

Que el decreto supremo de 15 de Mayo de 1897 esta- 
blece como obligación de los médicos titulares, donde no 
los hubiere de policía, la de informar á la autoridad judi- 
cial sobre todos los asuntos médico- legales en que se les 
pidiere dictamen, practicando los reconocimientos y au- 
topsias necesarios; 

Que siendo rentados, tanto los médicos de policía co- 
mo los titulares, no tienen derecho á honorarios por las 
comisiones que reciban de los Subprefectos y Juzgados, 

por sí sola para exhibir aquel hecho punible, que en otra 
forma debe indispensablemente hacerse notorio. 

Poroso declaran el segundo párrafo del artículo 29 
del código de enjuiciamientos penal que el sumario tiene 
por objeto descubrir la existencia del delito; el 73, que só- 
lo después de comprobada se puede pasar al plenario; y el 
101, que no hay plena prueba, es decir, que nada justifica 
la pena, á pesar de la perspicacia del juez sobre la veraci- 
dad de los testigos, mientras no exista el corpus delicti. 

Ese cuerpo, no es ciertamente el hecho abstracto, pro- 
pio del fuero interno, de que prescinde a ciencia penal; si- 
no el tangible apreciable como corpus en el sentido del 
derecho romano, contrapuesto á la idea de incorpóreo, 
dentro de cuya acepción caben las acciones ú omisiones 
que lastiman la vindicta pública y por lo mismo requieren 
sanción humana. 

Esos me( lios comprobatorios externos que no se for- 
jan é inspiran entera certidumbre al magistrado sobre la 
perpetración del hecho originario de sus investigaciones, 
constituyen únicamente el cuerpo del delito, ó sea los 
elementos materiales que son forzosa é ineludiblemente 
objeto del examen poi peritos como lo indican el artículo 
48 y siguientes del código procesal citado. 

32 
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Art 49 Cuando las pruebas materiales de 

delito consistan en huellas, ras tros, señales ú otras 
cosas que puedan borrarse o desaparecer por ae- 

dentro de la provincia d M 

P Oue cuando á falta de médicos de policía y titulares, 
sea indispensable designar peritos que hagan sus veces, 
es de jüsticia pagar sus servicios, fuera de los bagajes y 
gastos, con sujeción á la tanfa legal, 

One corresponden á gastos generales, y no departa- 
mentales. los causados en la administración de justicia; 


Se resuelve: 

l.o En las provincias en que haya médicos de policía 
6 titulares, no podrán los Jueces de primera instancia en- 
cargar sino á ellos los reconocimientos y demás operario- . 
nes médico-legales; 

2.° Dichos médicos no percibirán retribución especial 
por tales servicios, y sólo tendrán derecho á las expensas 
de viaje, determinadas en el artículo 27, título IX de la 
ley arancelaria de 13 de Diciembre de 1889, y al costo de 
las sustancias médicas empleadas; 


Con sujeción á ese principio positivo, el reconocimien- 
to del cadáver ó cuando menos la partida funeral del occi- 
so ¡es indispensable enloscasos de homicidio; délas huellas, 
equimosis ó traumatismo eu los de lesiones etc.; así como 
en los de hurto y robo, no solo la preexistencia de lo hur- 
tado o robado bajo el dominio del ofendido, sino su exis- 
tencia actual en cuanto es dable en poder del acusado ó 
alguna otra persona, puesto que es preciso acreditar su 
identidad v proceder á su tasación, es decir conocer de 
v ¡su la cosa materia dd delito. 


En el presente proceso sobre abigeato, no se ha encon- 
trado ni pesquisado el paradero de ninguna de la reses 
([lie son objeto fie la querella; motivo por el que la tasa- 
eum a (|ue se refiere la Corte, no es tal, puesto que no es 
oirá ce peritos sino apreciación deficiente délos testigos á 
quienes el querellante preguntó en el tercer punto del in- 
eiiogu qiio de fojas 34- “si no es verdad que el valor de 
cada novillo es aproximadamente de S. 25 ” 

Luego no hay cuerpo de delito. 

Las declaraciones testimoniales contra Rubio no son 
por lo mismo fehacientes bajo su aspecto legal; con tanto 
i ayor moti\ o cuanto que es digno de notar entre ellas 
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eión clcl tiempo, corrupción íi otra causa, el juez 
que instruya el sumario, las reconocerá en el acto, 
asociado con los peritos, aunque se encuentren en 
territorio de ajena jurisdicción. 

3.° A falta de tales médicos, los Jueees en caso de ab- 
soluta necesidad, procederán en el nombramiento' de pe- 
ritos para tales reconocimientos y demás actos análogos, 
conforme á lo dispuesto en el art. 257 del Código de En- 
iuiciamien+o Civil, y se abonará el honorario correspon- 
diente, indicado en el inciso 7. a del artículo 2Q de la citada 
lev y los gastos de movilidad y reactivos; 

d . 0 En todo caso, no podrá hacerse aliono alguno á 
los médicos peritos, sin previa aprobación y oí den del 
Prefecto respectivo ; 

5.° Tales gastos deberán cubrirse con rentas genera- 
les á cuvo efecto se consignará en el proyecto de presu- 
puesto para 1S99 la partida correspondiente. 

Regístrese, comuniqúese y publíquese, para que sirva 
de regla general. 

Rúbrica de S. E. 

La VALLE. 


alguna falta de conformidad no siempre imputable ,á la 
astucia con que en las repreguntas pretendió confundir el 
agente del reo á los indígenas testigos de cargo. 

La sentencia revocatoria infringe así el citado artícu- 
lo 101 del código de enjuiciamientos penal. . 

Por otra liarte, para que el juicio criminal pase al es- 
tado ele plenario, basta la semiplena prueba sobre la cul- 
pabilidad del enjuiciado; pero es preciso que a la vez siem- 
pre esté plenamente acreditada la existencia del cuerpo 
del delito que es base del sumario y sin el cual el sobresei- 
miento se impone á mérito de lo dispuesto en el art. 91 


C. E. C. 

A causa de lo antes dicho sobre inexistencia de tal 
cuerpo de delito en este proceso, no se debió librar el 
mandamiento de prisión corriente á tojas 55. 

El no haber Rubio apelado de ese auto no le da tuerza 
de ejecutoria, porque las leyes del procedimiento son cíe 
orden publico y por lo tanto irrenuncií i b les . 

Hay pues 'nulidad en todo lo desde entonces ac- 
tuado. . - i 

Pnnrlnrln pii in pvrmesto el Fiscal opina ttue VE. sa y 
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Art. 50.— El juez mandará depositar, bajo de 
inventario y en persona de responsabilidad, los 

efectos aprehendidos, como instrumentos ó prue- 
bas del delito. ( E. P. 88 ) (1) 

) j Piu ra, Junio 10 de 1899. 

De conformidad, en parte, con lo opinado por el señor 
Fiseab y estando á lo que establece el artículo 405 del Re- 
glamento de Tribunales aplicable por analogía, absuélva- 
se la anterior consulta en el sentido de que los instrumen- 
tos con que se hubiere cometido un delito, serán devueltos 
á los enjuiciados cuando fueren absueltos ó se sobresea 
respecto de ellos; y en el caso de que se expida sentencia 
condenatoria ó mandamiento de prisión contra reos pró- 
fugos, las indicadas especies serán vendidas en remate pú- 
blico y el producto se aplicará á los gastos de justicia de 
que habla el artículo citado. 

Comuniqúese al Juez de Paita val del Cercado, Aya- 
baca, II uaucabamba y Tumbes, para que sirva de regía 
en los casos que ocurran en sus respectivos juzgados. 

I K ES 1 1 > K N TE . — C A BAL LER O . — T.V H O A DA . — Y EGA . — PERX \N- 

dkz, Secretario . 


mqor acuerdo debe declarar esa nulidad; reponer la 
dr i ei a urt C l t 7 Ao 0 i d fr'n 5 ^ ne - iercicio de la atribución que le 

Umá Q Txf lm,e , nt0 eon calidad de por ahora . 
i-ima i 9 de Mayo de 1904. 


Seoané, 


7 de Junio de 1904. 

cal, cuyos íunda^entos^ C ° n si dictamen del señor Fis- 

nulidad en el fallo de vístale* oducen; declararon haber 
Marzo del presente año /° J ? S 1 , S9 > su fecha 26 de 

taneia de fs. 179 su f e V -5 CÍ J to f 10 del de primera ins- 
ió todo lo actuado desde f^? segundo, declararon nu- 
¡ C ÍS ‘ 00 a c »yo estado repusieron 
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Art. 51 .—Los peritos diseñarán y describirán 
los instrumentos y Huellas del delito, con la posible 

ex no titud. (E. P.40, 104) 

Art. 52.— Si para verificar el reconocimiento 

fuese necesario alterar ó destruir la cosa que ha de 
reconocerse, el juez mandará qué se divida y se 
reserve una parte, la que se conservara intacta y 
en seguridad bajo el sello del juzgado. 

Art. 53.— En los delitos de homicidio, se reca- 
bará la partida funeral del i mado. Si el reconoci- 
miento del cadáver 110 se hubiese practicado antes 
de sepultarlo, se exhumará y comprobará su iden- 
tidad, dándose aviso previo á la autoridad ecle- 
siástica. 

Art. 54. — En los delitos de hurto y robo, se 
acreditará íá preexistencia de los objetos sustraí- 
dos; se eomprol jará, si fuese posible, la identidad 
de los que se encuentren en poder del reo ó de una 
tercera persona; y se reconocerá la fractura de 
puerta 6 arca, forado, escalamiento de pared ó 
muro, rezagos, vestigios u otros indicios del deli- 
to. ( J. M. 397 ) 

Art. 55.— En los de.itos contra la honestidad, 
se nombrará de peritos á personas que concillen el 
fin del reconocimiento con el pudor y la decencia, 

la causa: revocaron asimismo el auto de fojas 55, su fecha 
Junio 2 de 1903, por el que se libra mandamiento de pri- 
sión contra Gregorio Rubio, sobreseyeron con calidad res- 
pecto de éste; y los devolvieron. 

Ielez.— Solar.— » )rtiz de Zrvallos — Villar án.—Fh;ue- 
roa. 

Se publicó conforme á lev. 

w 


Luis Dklucchi. 
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TÍTULO I i I 


DF- LA DEC i, AR ACION DE TESTIGOS (R. T. s-a 60 y sig. 

I. M. *25 y sig) (1) 

t* 


Art. 5 (J. — La declaración de testigos se tomará 
bajo de juramento; y se Ies preguntará : si tienen 
noticia (leí delito 3 ' saben el lugar, día y hora en 
que se cometió, v que personas vieron cometerlo ó 
pueden dar razón le él; si conocen al agraviado 
v á los delincuentes, y que relación tienen con ellos, 
con qué motivo saben lo que declaran, y si vieron 
cometer el delito ú oyeron hablar de él, á qué per- 
sonas, dónde y en que tiempo; vio demás que se- 
gún los casos se creyere necesario. ( E. P. 31, 101, 
102 ) ( 2 ) 


Art. 57. — Están obligados á comparecer perso- 
nalmente en el juzgado, todos los que hubiesen 
visto ó presenciado la perpetración del delito ó tu- 
viesen algún conocimiento acerca de él. ( R. T. 
s a 62) 


Esta disposición no comprende á las personas 
que residan a mas de cinco leguas de distancia del 
ugai en donde se sigue el juicio, para cuya decla- 

•aciou se librará despacho ( 3 ); ni á las que por su 

indetnmzflriAn Íl+^ C “- 0S 94 ? R C $ 02 R- T. s a sotóte 
otro lugar ‘ ^f» 0 que vtve de* su jornal y reside en 

á " otíl al artícul ° 03 E - p - relativa 


, „ V“ ) La omisión del 
(E, P. 159 § 2 ) 


jai amento es causa de nulidad . 


so que el re suelto en el siguiente ca- 

darle eumpli miento> siu n Sud ditSsn.'iurio ^or con-‘ 


penai. 

imposibilidad física, decoro ó dignidad, deben de- 
clarar, según el Código de Enjuiciamientos en ma- 
teria civil, cu su propio domicilio ó en lugar deter- 
minado. ( E. C. 919 y sig., 1704) 

ducto del de primera instancia dentro de cuya jurisdicción 
funcione el mencionado Juez de Paz: 

Exorno. Señor: 

No es propiamente una competencia, la que se lia pro- 
metido entre el Juez de Lima doctor Pedráza y el fie San- 
ta, pues éste no pretende avocarse el conocimiento de la 
causa, sino el cumplimiento de ¡as comisiones de aquel; 
habiendo prohibido á los Jueces de Paz de su dependencia, 
que diligencien los exhortos si no llevan su cúmplase. Cree 
no obstante, el « ¡ue suscribe, que el caso es análogo al de 
la parte final del artículo 390 del Código de Enjuiciamien- 
tos, y que puede resolverlo VE. por tratarse de una dificul- 
tad sobre jurisdicción que se ha suscitado entre jueces de 
distintos distritos. 

Pero si ese punto ofrece duda, no cabe duda, no cabe 
ninguna en cuanto á lo principal, con sólo leer el artículo 
243 del citado Código . “ La comisión se dará á un Juez 

“ de primera instancia, si lo hubiere en el lugar donde se 
“ ha de practicar la diligencia y si no á un Juez de Paz". 

Por consiguiente, toda comisión para otro lugar que 
la capital de la provincia sedará al Juez de Paz de allí, 
sin tocar para nada con el de primera instancia, que no 
tiene facultad de impedir la diligencia, v cuyo visto bueno 
seria no sólo inútil, sino perjudicial, á causa del tiempo 
que haría perder si dista muchas leguas la referida capi- 
tal 

El Juez de Santa habla en su informe de los graves in- 
convenientes de las comisiones directas, pero no los de- 
muestra. Si los Jueces de Paz cumplen mal, lo mismo su- 
cedería recibiendo los despachos por conducto del supe- 
rior, y no es éste quien puede enmendar las faltas, sino el 
originario, que es el único con jurisdicción completa en el 
asunto. El otro Juez de primera instancia no tiene ni la 

encomendada. . . Jm 

Por tales razones, opina este Ministerio que debe \ L. 
servirse declarar que el Juez de Santa no puede oponerse 
á que los de Paz den cumplimiento á los exhortos que di- 
rectamente reciban, sin enmendar sus procedimientos, a 
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^ rt ',s —Si el testigo se resistiere á compare- 

,-er sení conducido al jn/.gado_ con el auxilio de | ;t 

fuei-Zíi pública; y si se negare a deelai ar, se le im- 

t k > i ul i-ii multa ó arresto, según el prudente arbitrio 

del juez. ( B. C. 475, 915 ) 

-9 El testigo que declare de una manera 

contradictoria, ó se manifieste inconsecuente con 
los hechos u con lo que lleva declaiado, podía ser 
detenido como sospechoso de perjurio ó de partici- 
pación en el delito. 

Esta detención durará hasta que se practiquen 
las diligencias concernientes al caso, con cuyo re- 
sultado se le pondrá en libertad, si _se acreditare su 
inocencia; quedará sujeto^ al juicio si apareciere 
participante en el delito; ó se le aplicará La pena 
correspondiente, si fuese culpable de perjurio. ( P. 
221 ) 

Art. p .—No pueden ser testigos : 

Por falta de capacidad física ó mental : 
i El menor de diez y ocho años, el ebrio ha- 
bitual, el fatuo y el loco; (LE. C. 871, P. S § 3 i 

cuyo efecto se le harán las prevenciones necesarias, devol- 
viéndose los antecedentes al doctor Pedraza, salvo el más 
acertado acuerdo de ese Supremo Tribunal 
Urna, Julio 21 de 1896. 


Vega. 


v . . Lima, Agosto 12 de 1896. 

ríiv Tfo f .^ e:C ÓBtormidad con el dictamen del Ministe- 

mied *[? U, í c lamentos se reproducen: declararon 

«hortt m2r < c ( r hmlbote debe dar cumplimiento al 
hS* .tí 13 rcn ?d*do directamente el Juez.de primera 

nm si U- ,;|;^y' U ' MUl1 de la causa: manda- 

tanei.1 rk- s.-,„ta debiemín H<: ‘ 0 ? al J . ue 2 de primera ins- 

dos los antecedentes ’uí ?f™ ? índ ° ae en consecuencia, to- 

“ceaenus aljue* de esta capital Dr. Pedraza. 

. GW &Z UAm - Ya « - Espinosa -CORZO- Elmore 


penal 


257 


2,° El ciego, el sorel o-niu do y el sordo, en los 
del&os sfijetos respectivamente al sentido deque 

están privados. ( E. C. 878 § 1 ) f 1 

por falta de imparcialidad : 

1. ° Las ascendientes, descendientes y cónyu- 
ge del acusador ó acusado; ¡ R. T. s a>4, E. C. 880 

| £ 2 j 

2. ° ! ,os parientes colaterales hasta el tereer 
crraclo, y los afilies hasta el segundo; ( E. C. 880 

f 3) 

3. ° El defensor y el apoderado, en las causas 
que patrocinan; ( E, C. 880 § 6) 

4. ° El adoptante, adoptado, guardador ó 
pupilo; (E. C. 880 §9, 11) 

5. ° Los compadres, padrinos ó a lujados, (E. 
C. 880 §4) 

6. e Los socios en algún género de industria; 
(E. C. 880 § 5) 

7. ° El enemigo capital dd acusado en contra 
de éste, y el enemigo capital del acusador, en favor 
del acusado. (,E. C. 880 $ 8 ) 

Por falta de moralidad : 
l.° El perjuro y el sobornado, judicialmente 
declarados; ( E. C. 877 § 8 ) 

2° El ladrón famoso y el ratero condenados; 

(E. C. 877 § 7 ) 

3.° La meretriz y el rufián; ( E. C.877 § 4,10) 
4. 6 El acusado de homicidio, robo, hurto, ó 

falsificación; 

5." MI enjuiciado contra quien se hubiese li- 
brado mandamiento de prisión, por delito que me- 
rezca pena de confinamiento, reclusión tí otra ma- 

yor. ( E. C. 877 § 6 ) 

Art. 61. — A los testigos inhábiles se les tomara 
su declaración, siempre que convenga, como un 
uiedio de inquirir la verdad; excepto á los ascen- 
dentes, descendientes, cónyuge y hermanos del 


33 
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reo, cuyo testimonio no se exigii á ni admitirá en 

ningún caso. (E. C. S7S ) 

\ rt |-o _^ ] os inhábiles por falta de morali- 
dad podrá adxnitrseles como testigos oculares ó 


(le o idas : . ■ ... , „ . 

1." En los delitos cometidos dentro de las 

prisiones, en los lupanares ú otros sitios, en donde 
no se pueda encontrar testigos de distinta calidad; 

2* En los delitos que los cómplices cometie- 
ren unos contra otros ó contra personas distintas, 
al tiempo de confabularse ó de perpetrar el delito 
de que todos se hallan acusados. 


TÍTULO IV 


DE LAS CITAS Y CAREOS (]- M. 446, 448 ) 


Art. JG3. — Si el agraviado, los testigos ó los de- 
lincuentes, se refiriesen en sus declaraciones á otras 
personas, afirmando que éstas vieron perpetrar el 
delito ú oyeron hablar de él, ó pueden dar noticia 
del hecho criminal, de los culpablrs ó del lugar en 
donde se hallen; y. en general, siempre que la refe- 
rencia por sí sola, ó combinada con otra, conduz- 
i al esclarecimiento de la verdad, el juez procede- 
rá sin demora á absolver la cita. ( É. P. 38 66 
94} (1) >* 


Jn rli»t r * ^ indicación, de los señores Vocales de laSa- 
ú- c l ue los escribanos de es- 
tar al nnrL^ Ai' Cn I a s ca itsas criminales de ano- 

v la tbiariwm ■ ° t .' S l c . c ' arac iones las citas que se hagan 
cesel iHintii'i] mi S a * JSUe ^as; encargándose á los fue- 

tk T ta f s P osid ™. y 

pone d artícH?o n i. ¿l<Ko b c ° rd;ultcs ' ■ co " M> >° d y 

acuerdo, de que eertilim r t ^ parte P erhuente de este 
W,’ /, LU tUlCO.— I • IGUIiRKDO . 

¡¡criar t¡ v Liin-i" 1 ,!,-! - '‘¡ UL ' r ^ 0 de la Jlustrísima Corte Su- 

ÜLÍ o de Mayo de 1893 ). 
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Art. 64. — Cuando resulte contradicción entre 
los testigos, ó entre estos y el agraviado ó los de- 
lincuentes, ó cutre estos últimos recíprocamente, 
e j j licz mandará practicar la diligencia del careo, 
siempre que lo creyere necesario, observándose las 

formalidades siguientes: 

1. a El juez hftrá comparecer de dos en dos á 
las personas entre quienes exista la contradicción, 
v tomándoles nuevo juramento, excepto á los pro- 

— Los gastos de movilidad y asistencia de los testigos 
incumben á la autoridad administrativa: 


Corte Superior 
iluStrísimo Señor: 

Por el auto de fojas... se dispuso que las diligencias de 
careo pendientes se actuaran ante el uiismo JueV.de la cau- 
sa ordenándose la comparecencia délos testigos, del lugar 
donde residen. Por el apelado de fojas... se mandó sus- 
pender los electos de dicho auto y que las expresadas dili- 
gencias se practicaran ante el Juez de paz de H u m a}” á cu- 
yo despacho serían conducidos para el efecto los reos en 
detención, á mérito de las dificultades que ofrece la con- 
currencia de los testigos á la capital ele la provincia: 

No sólo son de sentido vario, sino hasta contradicto- 
rias, las declaraciones cuya copia corre cn este expediente; 
siendo necesaria la intervención de un Juez letrado pata 
desentrañar la verd ad de los hechos de entre ese cúmulo de 
versiones diferentes que han embrollado el sumario, en 
términos que hay motivos para creer que no se adelanta- 
rá mucho en el esclarecimiento délas cosas, encomendán- 
dose á un Juez dé paz. generalmente poco versado en 
asuntos de esta naturaleza, la actuación de los careos. 

Por eso y por que los inconvenientes que se aducen 
para la comparecencia de los testigos en Pisco, deben 
allanarse por las autoridades encargadas de cooperar con 
auxilios eficaces á la acción de la justicia penal; opina este 
Ministerio por que se revoque el auto apelado, mandán- 
dose que las diligencias de que se trata se practiquen por 
e l Juez de la causa, mediante el concurso que debe solicitar 
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regidos ordenará se lean por el actuario los pim- 
íos en que las declaraciones se contrae!, gan, y pre- 
oa, ntará á cada uno de los declarantes, si se ratiñ- 

ca en su dicho ó tiene algo en que alterarlo. 

o » alffúiio altera su declaración en sentí- 

,io concordante con la de otro, el juez indagará la 
razón que tenga para alterarla, y la que tuvo pa- 
ni haber declarado en los termines en que antes lo 

n/ ° 3.* Si los discordantes se ratifican, el juez les 
manifestará la contradicción en que se hallan, y 
Ies amonestará á que se pongan de acuerdo en la 
verdad, sin permitirles que se desvíen del punto 

cuestionado. 

Art. 65.— La diligencia del careo se pondrá por 
acta, haciendo constar con la mayor exactitud, 
las preguntas y respuestas de los discordantes, 
las palabras de sus mu mas reconvenciones, vías 
demás circunstancias notables que hubiesen ocu- 
rrido en el acto. 

Art. 66, — Si del careo ó absolución de citas re- 
sultare alguna referencia que interese sustancial- 
mente al descubrimiento de la verdad, el juez pro- 
cederá á absolver la nueva cita. ( E. P. 38 ) 

de la Subprefectura, lo mismo que de la Junta Departa- 
mental, para los gastos de movilidad y asistencia de los 
testigos. 

Urna, Julio 3 de 1S93. 

C A VERO. 

<1*. JrrJ t E >' S 

Lima, Julio 10 de 1893. 

tí i. 'le conformidad con lo expuesto por 

lleve •iflfl /a" 1 i uvocnron £ 1 auto de f...; mandaron se 
ordeña nr c ° auto C ^ lL en co P líl corre por el que se 

ortluu practicar unas daten»™**, ^ 


debiendn ? senor Fiscal ; y los devolvieron, 

ju S ' ' y R cUse ^te expediente á los autos principa- 

Rubricas de los señores Paredes, Serpa y Flores. 

W 
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TÍTULO Y 


DE LA RUEDA DE PRESOS E IDENTIDAD DE LA PERSONA DEL 

DELINCUENTE (J M. 4-02) 

Art. 67.— Cuando no resulte comprobada la 
persona del reo, porque el agraviado ó los testigos 
ignoren el nombre y apellido de aquel, ó sus señales 
distintivas, pero digan (pie lo reconocerían si vol- 
vieran á verlo, se mandará practicar la diligencia 
del reconocimiento en rueda de presos, observán- 
dose las formalidades siguientes: 

i A Constituido el juez, con el actuario y tes- 
tigo reconocedor, en el lugar de detención del reo; 
mandará formar una rueda de diez 6 doce indivi- 
duos de dentro ó fuera de la prisión, lo más aná- 
logamente vestidos, entre los cuales debe estar el 
reo, con las mismas ropas, si fuere posible, que te- 
nía cuando cometió el delito; y, después de recibir 
juramento al testigo, le preguntará si en la rueda 
ha reconocido aí acusado; 

2. a Si el testigo respondiese afirmativamente, 
le ordenará el juez (pie saque al reo de la rueda, 
expresando si es el mismo á quien ha designado 
como autor ó cómplice del delito. 

Esta diligencia se sentará por acta, y podra 
reiterarse siempre que el juez lo estime con veniente. 

Art. 68. — Si dos ó más testigos se hallan eti el 
caso de proceder al reconocimiento en rueda, la 
prueba se verificará en actos distintos. 

Art. 69— Si el 'delincuente, al prestar su decla- 
ración, mega ó cambia su nombre, apellido, ve- 
Cl ndad ii otros accidentes que determinen su per- 
s °ua, se procederá: ¿n expediente separado á com- 
probar su identidad. Esta comprobación no impe- 
11 cL el pronunciamiento 'de la sentencia, la cual se 
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( ¡ccutará luego que se pruebe plenamente que el 
orocesado, cualesquiera que sean su nombre, ve- 
cindad ú otras circunstancias, es el mismo que co- 

metió el cielito. 


TÍTULO VI 

DE ¡,\ CAPTURA, DETENCION Y PRISION DE LOS REOS 
b {J. M. 454) 

Art. 70.— En las causas en que tiene obligación 
ele acusar el Ministerio Fiscal, se decretará, por 
precaución, la captura y detención de los presuntos 
reos, siempre que haya cuerpo de delito é indicios 
de su culpabilidad. ( Const. 1S, E. I\ 18, 107, R. 
T. su 3, 34) (i) 

In frngautl delito, se efectuará la captura sin 
necesidad de orden escrita. ( E. P. 27, J. M. 636) 

( 1 ) Favorecidos por la ley con la presunción de irres- 
])nnsaltilidad ( 1'. 8 ^ 2 y 3 ), los menores.de míe ve años 
mi deben ser detenidos; y los de quince años, sólo pueden 
ser depositadas en poder de persona garantida, como 
esta resuelto por la Corte Superior en el siguiente caso : 
lama, á 13 ele Abril de 1S92. 

A ti Los y v istos : ele conformidad en parte con lo dicta- 

o ir!' '/Vi " | L SCI . 1 ür P * scn 1 y considerando: qne enlaes- 
disfprnm - !’ ítA>e producirse la prueba acerca del 

nodidti rillr-o ° con 1 c l l . le menor Guillermo de la Cruz ha 
míe el valor íi’i . Ll ] Q \ 1CC ^ 10 materia de este juzgamiento; 
sentencia íimnl Ja—* 1 T^ba debe • ser establecido en la 
hilidnd del rifiY arC a res P§hsabiÍidád Ó la irresponsa- 

confirmaron el auto de fojas... 

Francisco Esnírlíi ° í ,imtlC a ? °ntinuar la causa contra 

el mismo auto, en la 

mandaron que se nase^l^ S e (,ulIlcrmo dé la Cruz; 
lie, cpm., está -lis .úisto^’r' 3 -' dcl + Do . ctor D : José M. Ga- 

volvieron. " Ul a c J e cutpna de t... y los de- 

JiiiK.Míz. 'Flores.— Erausocin, 
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Art. 71.— Si (le las primeras diligencias del su- 
frió resultare presunción mudada de culpabili- 
dad, mandará el juez que continúe la detención: en 
[L¿ contrario, podrá decretar la libertad del déte- 
lo. (B.P. 77 > 14 °) U) 

Art. 72.— Cuando él acusado ó denunciado sea 
transeúnte v sin bienes conocidos en el lugar, de 
mala faina, ó reo próltigo,^ se le capturara inme- 
diatamente, aunque no este acreditado el cuerpo 
del delito : si este resultare comprobado, se obser- 
vará lo dispuesto en el artículo anterior. 

Art. 73.- Cuando del sumario resulten proba- 
das la existencia del delito y la culpabilidad del en- 
juiciado, aunque sea semiplenamente, se librará 
mandamiento de prisión en forma. (E. P. 77, 91 
99^115) (2) 

(1) Está mandado por la resolución suprema del 28 
de Octubre de 1899 que las órdenes de excarceraeión dicta- 
das por los jueces, se cumplan directamente por el alcaide, 
sin necesidad de mandato de Lis autoridades políticas. 
(Véase “ El Derecho ” tomo VII pág. 723 ) 

—De la detención preventiva de los reos que se hallan 
en territorio extranjero, se ocupan los artículos 44, 45 y 
46 del tratado sobre Derecho Penal Internacional del 
Congreso Sud-Anáericano de 1888-89, inserto en el Apcm 
dice. 


(2) El mandamiento de prisión en forma es apelable 
en ambos efectos ( art. 1." de la ley del 21 de Diciembre de 
1S7S inserta como nota eñ la página 2Ü1 ). 

—En los juicios por delitos que no originan pena cor- 
poral, se pasa al plenario omitiéndose el mandamiento de 
prisión ( véase el caso práctico en la nota del art. 348 P, y 

^62 del tomo de Anales Judiciales de 1871 y 


. Cuando el acusado es mayor de nueve y menor de 
(punce años, no procede el sobreseimiento por causa de 
„„ ac I , debe pasarse al plenario, según está resuelto en el 

30 inserto epmo nota del art. 70 E. P. 

y. „~~y a calificación del delito sólo procede en el plenario. 

(le l905 CaS ° tle la P A S’- - 7 <S de los Anales judiciales 
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En caso cié hallarse detenido el reo, se reencar- 
nará su custodia. . i - * ^ 

* Art 74 —El mandamiento de prisión sera cum- 
plido por la persona á quién 'se cometa, ó por las 

autoridades encargadas del orden publico* a peti- 
ción escrita del juez, y contendrá el nombre y títu- 
lo del juez, el auto respectivo, y la designación del 
luo-arén donde deba asegurarse la persona del reo. 
(Const. 1 13, P. 178 § 2 ) 

1 Art. 75 —Librado el mandamiento de prisión, 
no podrá ponerse en libertad al reo, sin que el auto 
le soltura sea aprobado por el Tribunal Superior. 
R. T, s a 35, E. P. 77, 153 ) (1) • 

Podrá ejecutarse sin embargo, laexeareeraeión, 
bajo fianza, cuando la Corte diste más de diez le- 
guas del lugar del juicio. ( R. T. s a 36 ) 

Art. 76.— En las causas que requieren querella 
de parte, no se decretará detención; sino prisión en 
forma, cuando resulte mérito del sumario. ( E. P. 
1S, 73 ) • ' 


( 


TITULO V[I 


L>E LA SOLTURA EN FIADO 


. , ‘L— El reo puede libertarse de la deten - 

pon u de la prisión, otorgando fianza de haz ó 

caución jura tona, siempre que el delito no merezca 

a pena de confinamiento, reclusión ú otra ma- 
yor, ( 2 ) 

de c‘íeicri.4i‘in l j ln( / ílll ‘* tí í 1 ^? de Pasión ejecutoriado suspen- 

_ ejerciwo de la ciudadanía. ( Const. 40 § 3 ) 

Gastón li'!v n 5« >n V • d<í Vistas Fiscales por el Di\ 

en la ^ e ?L P “ ff&í P*g- Ssltomo I ) 

pone la existencin fli. „ Ví-? r C e ai \ tl culo anotado “su- 

ta con la simple acusación ^ comet 1 ldo q iie no se acredi- 

1 J11 » sino con las pruebas que arro- 
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Art. 78. — Lá lianza de haz se otorgará por per- 
sona notoriamente abonada y capaz de obligarse, 
ofreciendo entregar al reo en él lugar de la prisión 
ó detención, cuando lo mande el juez, ó sufrir, en 
caso contrario, la penad que se someta. ( C. C. 

2081, 2082 y sig. ) 1 1 J 

La fianza se otorgará á satisfacción del acu- 
sador público ó privado ó del juez, si aquellos no 
la aceptasen maliciosamente. 

, 1 ) Véase el caso sobre fianza de cárcel segura en la 
páí?. 105 de tos Anales Judiciales de 1906. 

. 1 * ** 
je el sumario. Darle otra inteligencia v aplicación, no só- 
lo sería contrario á los principios de justicia; sino tener 
abiertas las puertas de las prisiones al antojo y capricho 
de cuantos quieran llevar á ellas á sus enemigos ó rivales, 
imputándoles delitos graves que mereciesen penas aflicti- 
vas : semejante interpretación choca con todos los princi- 
pios de filosofía y legislación. y no es jurídico aceptarla, 
menos eu vista de los art. 11 ri y 115 del citado Código”. 

En el siguiente caso, se ha interpretado en igual senti- 
tklo el art. 77 : 

Señor J uez : 

La condición jurídica de G S. mientras se le sigue el 
juicio depende— no del hecho de haber arrebatado un pa- 
ñuelo á su dueño, por no ser ésta la cosa de valoi á cjue se 
refiere el art. 335 del C. P., ni de la naturaleza misma de 
la lesión, porque ésta sólo ha requerido 10 días para su 
reparación con igual tiempo de privación del trabajo y 6 
de asistencia médiea —sino de la autoridad que inviste el 

agraviado. 

Don Simón Márquez, es en efecto, Juez de Paz de Sur- 
c °,y el artículo 250 del C. P. señala pena de cárcel para 
ri autor de lesiones inferidas á personas constituidas en 

dignidad. 

Para el Agente ¡riscal, no es dudosa la pertinencia de 
es ta ley. El Código Penal en diversos pasajes, agrava la 
condición de los reos, cuando el ofendido es j >ersona cons- 
tituida en dignidad (artículos 282. 394); y aunque no 
explica el significado de esta frase, es evidente que con ella 
Alude, no á las dignidades eclesiásticas porque separada- 
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. _La canción jo ratonare pi cstara ba- 

Art. i Y _ | acusa do de notoria hoft- 

jo de juramento, i . á presentarse en la priL 

radez, c0 »P r °? e ¿‘' lo or dene, y á sufrir en caso con- 

síÓti cuando . 1 ^ ‘ _ obligue. 

trar A°rt a sT-PáraeI otorgamiento de la fianza de 
Art. ^ , úifa+mia basta cine el otor- 

haz ó de la Gau ^ 10 ^¿ r it 0 con su firma legalizada, 

gante P[ esent ® 1 "soectiva obligación. 

ql,C Irt Sl S t El fiador queda exento de responsa- 
Alt. o A. ^nnr+unametite hace presente al 

biliciaii, Lucí i . y el juez no libra en el 

acto mandamiento por su aprehensión.. En este 

Árt 82 — En caso de enfermedad grave del leo, 
el iut previo reconocimiento de peritos mandara 
qu ’ sé le traslade al hospital, consultando la segu- 

rulad necesaria. ( E. P. 4:0 ) j 

mente habla de los sacerdotes, sino á las personas consti- 
tuidas en autoridad pública, expresión que, en algunas le- 
gislaciones, se emplea como sinónima de la usada por la 

nuestra. . ... ■ - v 

Por limitado y modesto que sea el radio de la jurisdic- 
ción de los Jueces tic Paz, ejercen autoridad pública y si la 
pena señalada en el artículo 250 no permite la excarcela- 
ción bajo de fianza, conforme al artículo 77 del Código de 
Enjuiciamientos Penal, el Agente Fiscal es de opinión que 
puede US. denegar lo que solicita el enjuiciado; salvo me- 
jor acuerdo. 

Lima, Mayo 15 de 1S97. 

Barreto. 


Liáis., Majo 20 de 1S9T . 

Vistos : de conformidad con lo dictaminado por el 
Agente Fiscal, declárase sin lugar la fianza solicitada por 
el enjuiciado S. en su escrito de fojas... y adelántese el su- 
mario como está mandado. 

i i» ¿ : n! « Romero. 

A. Fernández. 


Jísc auto iué confirmado por la Iltma. Corte Superior, 
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podrá permitirle, sin embargo, que salga de la 
. • ' n bajo fianza, siempre que el delito no merezca 

P ns ‘ de confinamiento, reclusión ú otra mavor. 

]íl p " C v ’ \ ’ 1 H ' I | l H- 

I E. P- 1 ‘ * 


TITULO VIII 


L \ EXTRADICION Y ALLANAMIENTO Y DEL EMBARGO DE 
■ ] OS BIENES DEL REO (J. M. 464) 


Art. 83. — Cuando el reo contra quien se libre 
mandamiento de prisión, se halle en territorio ex- 
tranjero, Y el caso sea de extradición en concepto 
del juez, se dirigirá copia del sumario á la Corte 
Suprema, para que, examinando si hay lugar á la 
extradición, pida que el Gobierno la recabe. (J. 
M. 485,-48.6 ) ( 1 ) 

Art. 84. — El allanamiento de morada se verifi- 
cará en los casos siguientes. ( Gonst. 31, P. 

316) (2) 

l.° Cuando se trate de aprehender aun reo, 

(1 ) La extradición está regulada por la ley de 23 de 
Octubre de 1S8S cuyo texto se halla inaeifto en el Apén- 
dice. . 

A 

( 2 ) Véase en la nota de la página 166 lo que el C. J. 

M. reputa domicilio. . 

—El allanamiento no podrá practicarse, ordinaria- 
mente, antes de las siete de la mañana, ni después de las 

siete ele la noche. ( art. 46 S J. M. ) 

El allanamiento podrá practicarse en cual cimera hora. 

1. ° Cuando se persiga á un reo á consecuencia de deli- 
to flagrante. 

2. ° Cuando haya datos ciertos ó informes, fidedignos 
de que en esa morada se practican actos preparatorios de 
delito contra la seguridad de la Patria ó del Estado; ó^se 
trate de impedir la consumación de cualquier delito que_se 

e sté perpetrando. . :* ’ , 

3 “ Cuando se tema fundadamente la evasión del em- 

pa>le ó la desaparición de las pruebas del delito (ai 

J‘ M. ) 


2 OS 


CÓDIGO 


& 


-os; 


ins 
co 


contra d .|t« !? W librado lllan(lamicnt " de- 
tención ó de prisión, 

2 0 Cuando se persiga a un reo a eonsecuen- 

cia de delito in fragairti; ( E. P. 27 ) 

... Cuando se persiga a ladrones famosos o 

,. eos rematados ó enjuiciados, que se hallen prófu- 

4 * Cuando sg trate de impedir la consuma- 

ció» de un delito, que se está perpetrando; 

.V Cuando se trate ele socorrer a los mora- 

dores del domicilio contia un ataque actual, 

6.o Cuando se trate de recoger en la morada 
fj i,c se ha de allanar, la cosa robada ú otro objeto 
que constituya cuerpo de delito, o las armas 
trunientos u otros medios conque se hubies 
metido; 

7." Cuando se trate de recoger otros objeto: 
materiales, conducentes á comprobar la identidac 
de la persona ó la culpabilidad del enjuiciado; 

N." Cuando se trate de embargar los biene: 
del criminal, que intenta eludir su responsabilidac 
civil. 

Art. So.— El allanamiento de la morada del de 
Uncu ente se verificará sin necesidad de que precedí 
auto; mas, para el de la morada de otras personas 
es mdispensableíexpedirlo, en virtud de una infor 
macion suniarísima, y notificarlo al dueño ó habí 
Xante de la morada. (J. M. 469 ) 

i r-— ^ n . c ¿iso de que el dueño ó habitante 

tf.t i.iN.tse lesista á la entrega déla persona ( 

‘ a 7 X I1Ul I n testación de los aposentos ó ar 

curriríí p 1 ;^ nara e quebrantamiento, al cual con 

seedor ¿Al** 1 dueño ó actual po 

lugar L 1 1111,1 aca * ° { te dos testigos vecinos de 

rclndóu ccui el objeto Hdl lf C -° SaS que tengal 

Art. 87 _E1 Tu£ • allanamiento. 

U - ,l,ez inspeccionará los papeles < 
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documentos que encuentre, á presencia del intere- 
sado; y diesen peí tmentcs, los rubricará v a°re- 
«■afá a los autos, st no, los íestituira al lugar en 
iloiide los encontró. (J. M. 478, 474, 479) 

Art. 88.— Todo lo que mandare recoger el juez 
á consecuencia del allanamiento, se depositara en 

persona abonada, bajo de inventario. ( [. M 478 
fe.P.50) ‘ ’ 

Art. 89. — Para allanar los templos ú otros lu- 
gares sagi ados o i eligiosos, se pasara previamente 
un oficio al prelado o eclesiástico de quien depen- 
dan, pidiéndole que franquee el lugar. ( r. Al. 471 
U) ’ 

Para allanar los lugares públicos, como ] a ca- 
sa y las oficinas del Poder Ejecutivo ó Judicial, se 
dará igualmente previo aviso á la autoridad res- 
pectiva, exponiéndole la necesidad del allanamie-n 
to. ( J. M. 467, 471) (1 ) 

Para allanar el recinto de las Cámaras, duran- 
te el período de sus sesiones, se necesita su consen- 
timiento expreso. ( J. M. 47 1 § 2 | 

Para extraer á los delincuentes de la casa de 
un agente diplomático; se procederá como en el ca- 
so de extradición. ( I \ 1 48 § 4 ) ( 2 ) 

Art. 90. — El juez proveerá á la seguridad de 
los bienes del reo para la responsabilidad civil, em- 
pleando, en su respectivo caso, el depósito, la in- 
tervención ó La retención. ( E. P. 36, R. T. s a 5, f. 
M, 664 v sig. E. C, 553 y sig.) 


L 1) Véase en la nota del art. 317 P. lo que el C. J. M. 
K ‘pnta edificios ó lugares públicos. 


tratar ^ asc n °ta 2 de la página 60 ó el art. 17 del 
por %r Soar o P ere cho Penal Internacional, sancionado 
■^pend' ° n ^ TeSO Americano de 1888-89, inserto en e! 
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PIRULO IX 


, . r r COBRFSE1 MIENTO, DE EA CONFESION DEL REO Y DE LA 
DEL SODR ^“¡ minaciON dEL SUMARIO (J. M. 493) 


Art 93 —Cuantío del sumario no resulte acre- 
ditada la existencia del delito, ni la culpabilidad 
del enjuiciado, aunque sea semiplenamente, se so- 
breseerá en el conocimiento de la causa. ( E. P. 47, 

73, 99 j (1 ) ‘ 

Taml^én se sobreseerá, pero con cargo ele con- 
tinuar la causa, si se adquiriesen nuevos datos, 

cuando del sumario resulte acreditada la existen- 
cia del delito, más no la persona del delincuente. 

El auto de sobreseimiento se consultará al Su- 
perior Tribunal- { E. P. 153 ) { 2 ) 

( l ) Véase el caso inserto como nota del art. 4-8 E. P. 
—Véase la ley del 26 de Septiembre de 1870 sobre me- 
dios sueldos de los empleados, inserta como nota del art. 
108 E. P. 


( 2 ) El auto ce sobreseimiento es apelable en ambos 
efectos y permite el recurso de nulidad ( art. 1." y 2.° de 

la ley de 21 de Diciembre de 1878, inserta como nota en 
la página 25 ) 

v — ^ T ° procede la consulta, según el siguiente fallo de la 
V arte Superior, cuando sólo se sobresee en el conocimien- 
to de la causa por motivo de jurisdicción : 


Ilustrísimo Señor: 

tl ^í a,, io d 'Gferior de menor cuantía la entidad de 

ti e f < \ k c T Síl ^ 0r , áríraudación , b a exped id o el auto 

la iHii'/irnrl ' T ? sc y en ^° en , s u conocimiento y remitiéndo- 
l T 8 i P ^ n f° c c ll a f’ previa la consulta que ha elevado á 

La XuÍm e “ la f ‘, ltlma P. art * auto. 

sino aiando se'trata S r? P b i r nr imient ° n0 P rocede en derecho 
cesar definitiva X *' ^ I- casos en que el sumario ha de 

art 91 del C E P c 2 n ^ lclona hnente, en conformidad al 
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to 


Vi l. 92.—' Cuando reconocido el cuerpo del ¿leli 
ó adelantado el sumano, resulte no haber mé 
J 0 para continuar la causa por escrito, sobrese- 
erá en su conocimiento el juez de primera instancia 
remitiendo lo actuado al juez de paz respectivo 
r P.l67).(l) 

'M 93.— Si del sumario resultare mérito para 
continuar la causa, puesto en prisión el reo, proce- 
derá el ji 102 a toiuarle su confesión, sin juramento 
T con las formalidades siguientes,: se leerá al reo 
>do el sumar i<>, V preguntara si se afirma v 
ratiftea en su declaración instructiva; se le harán 
luego los cargos que resulten del sumario y las re- 

( 1 ) Antes de la remisión, debe consultarse al Superior 
(circular del Presidente de la Corte Suprema de 12 de Ju- 
lio de 1904.) 



Pero cuando, como en el actual, no ha de paralizarse 
el procedimiento, transformándose únicamente de escrito 
en verbal, por resultar la materia que se ventila de la 
competencia de un Juzgado de paz, según lo dispuesto en 
el art. 92 del mismo Código, la consulta viene á ser inofi- 
ciosa, recayendo más bien sobre un incidente jurisdiccio- 
nal que sobre lo principal déla causa, que debe ser siempre 
la materia de ese recurso. Inhíbase el juez de oficio, como 
o ha hecho el inferior, ó á mérito de una excepción decli- 
natoria, ello no cambia la naturaleza de la resolución ju- 

„v a ; * así como en el último caso no cabe consulta, no 
labe tampoco en el primero. 

cal W ^Sideraciones expuestas es de opinión el Fis- 
U ; V- h se sirva declarar inoficiosa la consulta en 

ordena ' 6 msubsistente % parte del citado auto que la 


Lima » Mayo 17 de 1897. 


Caverg. 


Autos , • f Lima, Mayo 22 de 1897 . 

e l señor Fiscal i 2 * * 0S t * c ^ e col hbrmidad con lo expuesto por 
en el auto de f eG * araron inoficiosa la consulta ordenada 
dicho anm"" - Y , en consecuencia insubsistente la parte 

que lo dispone; y los devolvieron. 

Flores. — León. — Badani. 
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k confesió11 - < E - p - 
1 ' '' Sid reo se obsti'n 'ise' en no responder, se hará 

constar esta circunstancia. 

..... <u —Las citas o referencias que el reo hi- 

- ** , .i Km tf/aro ii r» n Pti o i-i ^ 


ni va próxima muerte o ausencia se tund, u ais que 
tengan relación con cosas que en breve tiempo pue- 
den destruirse ó clés aparece i . (E. 1 . 6o ) 

.\rt .1)5 .—Evacuada la confesión, se pasará al 
plenaricf, nombrándosele al íeoln el mismo auto un 
defensor de oficio, para el caso de que éste no confie 
á otro su defensa dentro de veinticuatro horas. (2) 
Si fuesen varios los reos, podrá nombrárseles 
un defensor común, siempre que las defensas 
sean incompatibles. 


no 


{ 1 ) La prestación de juramento en la confesión es 
causa de nulidad. ( E. P. 159 § 2 ) 

Por ser la confesión diligencia esencial, su omisión 
anula lo posteriormente actuado : así lo manifiesta el Dr. 
Paz Soldán en la pág, 592 tomo I de la Compilación de 
Vistas láscales por el Dr. Gastón. 

Véase sobre el valor probatorio déla confesión ficta 
la nota al art. 105 E. P. 


(2) Véase la nota del art. 48 E. P. sobre términos 
por horas. 
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SECCION TERCERA ' 


De las diligencias del pleuario. 

título i 


rm LA ACUSACION v DEFENSA 


Art. 96. — La acusación en 
(E. P. 44 J. M. 519) | 1 ) ( 2 C Ul cont !«df& 

1. ° El título del juez- 

2. » Los no.nl, res del acusador y del acusado- 

t 

( 1 ) La acusación debe formalizara. h„„. , — ' 

dolía. (E.P. 116 ) maiuarse dentro de según- 

— « 


cío p^esiont efAgenteS, t fe “ Ó ? “ «i* 

reo debía ser absuelto de la instancia y dltua^drST - 
Dr. Romero devolvió el proceso ípw Vón c - U • ^ nnien 
llenara los deberes de su ¿áren p™ i r * luonano para que 
cíclente contenido en Hs ¿ÁtJ Pl0 ^ ose entonces el in- 
Corte Superior eme ul lien nf 1 1 resol vienelo la 

público d Ministerio 

dir castigo. “ aCl ° s,erapre a formular cargo y pe- 

Señor juez: 


« efart. U6 ¡ deTc de R ‘ 0 ^'° C ° D el trár * te Perito 

•a disposición de *rí,-»M < ¡ omo aparece á fojas 46. De 
indicar US que éste M? 0^9 ° D ° ® e , decluce lo que parece 

«laeonciend- W C ‘ mé " to c l ue arroje A los autos 
Esto Sería ¿enctUamente^ Se í orme de su delincuencia. 

falsedades, lo <,ue sew/»* Y ° Z de sn , conciencia á proferir 
la elevada miJrtn 1 mengua de la respetabilidad v 

, tra mite mismo eku Ue Ie , c °T pete ,- Esto sería confundir 
I uede oblig a rse ó , , SU <mco i absuelto el trámite, no 

Altado de lo m, J *1 Se i a en tal ¿ cuaI sentido: ello será el 
35 ° c i ue de los autos se deduzca, haciendo Ja 
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*¿ n del cielito y de sus antece- 

3.» La narración cun 

lentes; ‘ de los hechos materiales 

4 - La desci cuerpo del delito, ó que sirvieron 

hüe constituyen el cuerp 
para perpetrarlo, 


jscanclo ? na , c V* 1irdo de condenar donde la ley absuelve. 
:acta sena e] defensor de la ley, pero no es el 

I Ministerio fisca nn ij cador consciente, y por tanto sus 
emento ciego, es ‘ P _ 1 . t mon f a CO n la verdad v la justi- 

'^flascuícs faltaría si estuviese obligado á proceder, 

y pedir contra nn inocente 
enasquCno merece ¡ Triste papel sería el del Ministerio 

^El hecho de que en conformidad con el dictamen fiscal 
• liava dictado el mandamiento de prisión, no obliga a 
üc aquel tenga que pedir la condena del acusado Para 
i orimero basta solo una semiplena prueba que ha creí- 
o encontrar el Ministerio fiscal en el sumario; y para lo 
egumlo, se requiere prueba plena, que si en autos no se 
neuentfa, no puede suponerla aquel, y menos b&sars 
lia para pedir la aplicación de determinada pena. 

Por lo expuesto, cree el infrascrito que ha llenado el 
rámite que la ley le impone, y que en consecuencia debe 
JS. darlo por absuelto, y correr traslado para la defensa; 
’ caso que US. no lo creyese así, se sirva remitir los autos 
l) Superior Tribunal, á fin de que aquel en su elevado en- 
crio resuelva lo que estime más arreglado á ley. 


ClSNEROS. 


Limn , Junio 15 de 1906. 

Vistos y co nsiderando : qu e el Ministerio P ú blico h a 
sido instituido con el objeto de velar por los derechos 3 
bienestar del Estado y de la sociedad persiguiendo el cir 

men y exigiendo el castigo del delincuente ; , . 

Jiu [ tara realizar tal misión, el Ministerio Fiscal de if 
aetuur desde el principio hasta el fin de los juicios ennn- 


penal, 



5." ria referencia á los comprobantes que re- 
sulten del sumario’ 

G.° La participación de cada uno de los acu- 
sados en el delito cometido; 


nales en que tenga intervención, debiendo además proce- 
der con el mayor celo y diligencia; 

Que en estos juicios, el Ministerio Fiscal no puede des- 
empeñar oti o rol que el de acusador en razón de su ca- 
rácter de representante ó defensor de la sociedad agra- 
viada; 

Que el detecho de defensa corresponde exclusivamente 
al reo á quién la ley como medida de garantía nombra un 
defensor letrado cuando no puede procurárselo por sí 

mismo. 

Que descubierto un delito, no exceptuado, correspon- 
de al Ministerio Fiscal en cumplimiento de su áeber enta- 
blarla reSjpeet iva acusación y procurar las pruebas nece- 
sarias para acreditar la delincuencia del sindicado como 


autor; 

Que si el Ministerio Fiscal tuviera facultad para ex- 
cepcionarse de esta obligación y abstenerse ele acusar, ale- 
gando no estar convencido de la culpabilidad del acusa- 
do, no iría en contra de la razón fie su existencia que es la 
necesidad de suplir la acción privada en la persecución de 
los delitos, sino que dejándose puerta franca al abuso des- 
aparecerían Jos juicios criminales de oficio; 

Que no obsta para que el Ministerio Fiscal cumpla su 
misión, el temor de que se condene 6 un inocente tocia vez, 
que después de la acusación, viene Indefensa y luego la 
prueba dé la que debe resultar ampliamente acreditada la 
culpabilidad ó la inocencia del reo: ésto aparte de que el 
Juez no está obligado á fallar en el sentido deseado ó pro- 
puesto por el Ministerio Público sino en el caso de que 
as afirmaciones de éste estén plenamente comprobadas: 

Que en el estado particular de que se trata, pasado 
e , -Iñudo al plenario en conformidad con el dictamen fiscal. 
‘ Mojas 37 vuelta debe este Ministerio absolver el trá- 
1111 e de la acusación, pues siendo esta equivalente á la 
te l + ai - Ia c ^ e ^ os juicios civiles sin ella no puede haber con- 
s ación y por consiguiente existir juicio. 

An- + e P. or ° tanto, si fuese aceptable la doctrina del 
^ iscal, resultaría el contrasentido (pie el Ministe- 
se p! - 1S ^ "tenga dos opiniones contrarias; pedir que se pa- 
juicio al plenario y negarse luego á acusar, esto es, á, 
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•r o r qs circunstancias atenuantes o Jigra- 
vantes con que se hubiese cometido el delito, y ] as 
consecuencias que produjo; 

feolvér el trámite capital de esta estación; conclusión, 
íme debedesde luego rechazarse por ser verdaderamente 
monstruosa, y cuya funesta consecuencia puede evitarse 
fácilmente pidiéndose el sobreseí míen o en a estación co- 
rrespondiente. para lo que tiene ese Ministerio perfecto de- 
m lio si ésta fuera su creencia. Esta doctrina es corrobo- 
rada por nuestro Código de Enjuiciamientos Penal que 
ordena en su artículo il.6 f|ue pasado el juicio al plenario 
\ evacuada la confesión debe el Ministerio Fiscal formali- 
zarla acusación dentro de segundo día, puesto que lapa- 
labra formalizar que la ley emplea revela que para ésta, 
el dictamen fiscal pidiendo que se pase al plenario, es pro- 
piamente una acusación, si bien debe ser ratificada en ra- 
il de no haber sido expresa y terminante; que por lo 
lanío, si después de opinar por que se pase al plenario, el 
Ministerio Fiscal pudiera abstenerse de acusar, este acto 
propiamente importaría un desistimiento, y esto solo 
Hiede tener lugar según el art. 23 del Código va citado en 
os delitos exceptuados en los que no es parte" el Ministe- 
rio Fiscal; qué esta disposición está confirmada poi* el 
ait. 24 del propio Código, por el cual el juicio por delitos 
no e a copinados, en caso de desistimiento debe continuar- 
ía que estas disposiciones niani- 

ius un de un modo inconcuso que el Ministerio público en 

t#»p»5«w^ aS0 c 'Asistirse del juicio criminal en que in- 
i coqueantes bien esta enla obligación de cohti- 

fundanieni'n^f» 'I ^PlíbnadQS P or las partes. Portales 
* eclara sin lugar lo pedido por el Agente 


Vis i ta ^ vuelvan los autos á ese 

ni. fiara este easTVc inte i'" 1 el tra f la ?° conferido; y co- 
ambos efectos v remlt-üí r ? one , a P el aci °n , se concede en 

Superior con 1^ xm^Udón 6 - ^ ia al Tribimal 


Romero. 


dustrísimo Sen 


or 


66 


"• é'debe/queTimnñ e \ A f ente . F ¡scal á fojasfl 
de Ja instancia á ^ pidiendo se absuelva 

Lusebio Várela, acusado de lesiones, 

° dispuesto en la últimi 


]‘0r ser aplicable al 


caso 


par 
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8.® La Calificación del delito, según el nom- 
l ( re genérico que le da el Código Penal; 

* |.° La pena que, conforme á ley, se deba pe- 
dir contra cada uno de los acusados. 

Art. 97. — La defensa contendrá la contesta- 
rán respectiva á los cargos de la acusación. ( E. 

% 39) ¡M 

(1) La defensa debe igualmente presentarse dentro 
de segundó día. ( E. P. 116?) 

—Esa defensa puede hacerse por medio de apoderado 
cuyo nombramiento también procede durante el sumario, 
como lo declara el siguiente caso resuelto por la Corte 
Suprema : 

. Exento. Señor : 

Fundándose en (pie el carácter reservado é inquisitivo 
del sumario excluye la intervención ele apoderados, la 
Iltma. Corte de Trujilló ha denegado la del Dr. Voyssct 
en su calidad de mandatario de Bazan Guli. 

El art. 119 del C. E. P. manda que á los reos ausentes 

sí nombre defensor con curo citación debe instruirse el 

— — - #— 

sumario; lo cual comprueba que todos deben estar á de- 
recho personalmente ó por medio de un representante. Lo 
contrarío sería entorpecer los medios de comprobación y 
recursos legales que les convengan, infringiendo así los 
principios más triviales de jurisprudencia en materia cri- 
minal. 

Las Cortes funcionan raras veces en las mismas loca- 


riel artículo IOS del C. de B. P. puede LS. í. revocar el au- 
to de f. 4S y mandar que se corra traslado para la de- 
fensa. 

Lima, Julio 2 de 1906. 

Tejeda. 



Lima , 4 de Julio de 1906. 

Autos y vistos : de conformidad' con lo dictaminado 
por el señor Fiscal, revocaron el apelado de is. 4-6 y si 

Is. 4-8 fechas 8 y 15 de Junio último; decían 
,L * c Agente Fiscal ha cumplido con la misión de acusar 
n Stl dictamen de f. 46, y los devolvieron. 

f i i 

Pjnillos — Quintana — Carranza. 


su re- 
Lron 
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TÍTULO II 

DE LAS P K U E B A S 

*\rt 98. — Las pruebas en materia penal, pife- 
den ser materiales, testimoniales, instrumentales, 

orales v conjeturales. 

,\rt. 99 — La prueba es plena, cuando la única 
consecuencia que de ella puede dednense es la cul- 

1 icíut les que los Juzgados esparcidos en todas las provin- 
cias de la República. Si á los enjuiciados no fuere lícito 
tener personero, les sería forzoso, abandonando sus ocu- 
paciones, trasladarse de un lugar á otro junto con su pro- 
ceso; ó quedar completamente indefenso durante aquella 
importante estación del juicio, á merced desús acusado- 
res, en caso de hallarse detenido. 

Si proceden los nombramientos de oficio, son correc- 
tos con mayor motivo los que para hacer valer sus dere- 
chos conficuvn k»s propios interesados al individuo de su 
confianza. 

L1 personero por otra parte no impide la reserva del 
sumario porque puede mantenérsela con él al igual que 
con su poderdante. 

i En mérito de ló expuesto, el Ministerio concluye que 
uy\ nit idad en el auto del 26 de Diciembre ultimo co- 
rrien e a . 144-, |aue reformándolo, V. E. debe, salvo me- 

KT 0 ' nmn dar que se acepte la intervención del Dr. 
v o> sset como representante de Bazan Guti. 

Luna, á 5 de Junio de 1903 

Seoane. 


J9. tip Ji m j 0 j e 290-3. 


rio Fiscal* cuvn« : ¡fi!° r i m ^ a< * cou ^dictamen del A I iníste 

haber nulidad en elautnwf 08 • SC 1 T p / oducen : decía raror 

Diciembre último- vrcfnrm^T'T de 144) stl lecha 26 dí 
intervención del Dr v rmand °iOt mandaron se acepte lf 

2 AT 1 Guti; y los devolvieron^’ C ° m ° rep resentaiite de fía- 


A () ky«i y/ 

*' UM za— V kli-ü.-Sulak.-LüÚn 
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■r Uá del acusado (l)* y semiplena, cuando no 
Y re H posibilidad de que el acusado sea ino- 
eXC U> ó rnenls culpable, en el deliro que se le im- 

f te ; ( B. C. 661 ) _ 

\ Corte Suprema 

Excmo. Señor: • 

r 1n noche del 15 de Septiembre del año último, es- 
mnclo en una misma habitación Sebastián Alvarado con 
rm albina L.P.v además C. O. a quien los amantes 
SC dado hospitalidad, el primero resulto asesinado 
<f><nín refiere la P. t “se hallaba en cama con Alvarado 
V/i n sintió cine empujaban la puerta del cuarto botan- 
Z v ! tra eTque la aseguraba que era un palo de Hoque: 
j‘ (1 sintió el ruido de alguien que entraba, y en se- 
iniri-i apareció una luz prendida por un hombre que en* 

riendo “ya líe han muerto" ; ycomo el fósforo concluyo. 

r r> rmien dormía en una cama que se le hizo en el suelo . 

Por lo que toca á la 0. afirma que nada sabe sobre el 
crimen, porque efectivamente filé despertada después de 

mi 1 ^ (i e primera instancia impone a la P. la 

pentde peniteííia.4 en tercer grado; y á la O., como en- 

eubridora, la de reclusión en tercer gicU. o. ■> 

Pero la Corte Superior de Arequipa ha revocado esa 

sentencia y absuelto de la instancia a las f^oSlfatívos 
funda principalmente en_ el dictamen c e Profundidad 

siendo el de fojas... el único que opina 9 P 1ian , lva 

de la herida de Alvarado no pudo causar s en 

ja de dos pulgadas, longitud de la que ue 

el teatro del crimen. . A fníns 

Esa opinión está en desacuerdo con a 1 * , . £ ar , 

dieron uniformemente durante el sumario, , J? ■ i eg . a p 
macéuticos; y no basta por lo mismo para _ asesi-: 
mente que aquel instrumento no haya sido e 

Por el contrario, la lectura de los 
plena convicción de que esa navaja o cor a P -x os co . 

pleada por el homicida L1 dictamen de ^ P rta . 
tríente á fojas... manifiesta en efecto, refinen - • dicho 
plumas y al lienzo que les fueron presentado , 1 
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Varias pruebas semiplenas forman plena prue- 
ba, enanclo, concurriendo contra una misma perso- 
na, hacen imposible su inocencia. Si el acusado 
contradice y destruye alguna semiplena prueba de 
Jas que reunidas formaban prueba plena, queda és- 
ta destruida ( E. C. (JO ti ) 


Lie forman las canales uonrie se guardan Jas hojas, v el 
enzo tenido también de sangre con señales que deniues 
*ílii liabersc limpiado en él un instrumento cortante que 
u hiera tenido sangre ”. \ 


de 


» " 

cortaplumas se encuentra manchado de sangre en la parte 
fíne forman las calíales donde se guardan las hojas, v d 

lienz" +Í»ñir 1 r» Ctiinhipn r 1 — i _ _ , 

irán 

ijubicra tenido 

Si el mencionado cortaplumas perteneció á Al varad o 

quién solía guardarlo todas las noches bajo su almohada 

según lo declara la P.. el hecho de habérsele encontrado 

cubierto cerca de la cama de la 0. comprueba que se tuvo 

el propósito* de ocultarlo porque constituía el cuerpo del 
ito. . - 

Por lo denuls es inaceptable el relato de la P. Basta 
para ello considerar que según declaran los vecinos; nada 
oyci on que indicase la presencia de un extraño en la casa* 
que tío li.i v rastro alguno de escalamiento según lo indica 

lo di ifnn«lft d? nispecció í 1 dc iü i a5 -'-; que la tranca del pa- 
nucri 'p 1 !^ h T’ ,a 1111|,oslbIc hi apertura sin estrépido de la 

ber rcvíl ¡ 1 1 pG ¡f ° tra IKirte “ nó P re senta huellas de Irn- 

os peritos en *l'fd'l? n t S? * m JWÍ ones ” según lo declaran 
ios peí i los en Ja diligencia de fojas; 

dentroTL hSn-x 86 perp f tró hallándose solamente 

S es i i ¡ s ¡ ¡ í lC V U C T ada ’ la víctima y las dos mu- 

'su deIaP PW 

to que en una naife rttj contradictorio pues- 


ricto; 2. porqué el suipefn CC A lvara do después de he- 
S(i|,, c! intervalo de H lhmo a ? eSI T 10 no * uvo tiempo en 

earsu ál lecho, sacar el cdSníh^ de jo fós / oro para aeer- 

limpiar el cortaplumas dn. dL eani . lsa de Alvarado para 
9. ue c °hoeía para la pernctrnt- ^ sacara del sitio 

e | asesino hubiera sido un «L c e l delito," 3.° porque si 
? cor taplunias de su víctinv/ 1 an -°’ uo habría GÓnfiado en 

a sangre, ni Ocultado el arma para cn i u & ar 

ynna homicida cerca de la cabe- 
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\rt. 100. — La prueba material puede consistir 
t-1 mismo cuerpo del delito, en sus vestigios, 6- en 
f s instrumentos con que se cometió. ( E. P. 4S ) 

° Esta prueba se invalida, si no se descubre al 
lclincuerite durante el término de la prescripción. 

i p. 95, 97 ) ^ ^ 

Art. 101. — Las declaraciones de los testigos 

constituyen la prueba testimonial. (I?. P. 56, 94, 
r, T. s ¿i 33, 65 ) 

Para que esta prueba sea plena, se requiere que 
exista cuerpo de deliro, y que haya por lo menos 
— 

cera de la O.; 4.° porque sólo la misma concubina pudo 
co^er para cubrir la botella de aguardiente, el pañuelo dc 
Alvarado, también manchado de sangre. 

Todas esas consideraciones prueban plenamente la de- 
lincuencia de las encausadas. habiendo por lo mismo in 
fracción de ley en el sobreseimiento que las liberta de 
pena, 

Reproduciendo este Ministerio el dictamen del señor 
Fiscal de la Jitma. Corte Superior de Arequipa, concluye 
que hay nulidad en la revocatoria de 5 de Octubre último 
corriente á fojas... y que reformándola VE. debe, salvo 
mejor acuerdo, confirmar la de primera instancia. 

Lima, Noviembre 10 de 1S97. 

Seoane. 

Lima, Septiembre 25 de 1897. 

Vistos: de conformidad con lo opinado por el Ministe- 
rio Fiscal, y por los fundamentos de la sentencia de pri- 
mera instancia de fojas... su fecha.... declararon haba uti- 
lidad en la de vista dc fojas... y reformándola, con fin lia- 
ron la citada de primera instancia, por la que se condena 
a L. P. á la pena de penitenciaría en tercer grado término 
máximo, ó sean doce años, y á C. 0. á la de reclusión en 
tercer grado, término máximo, ó sean tres años, con lo de- 
más que contiene, \ r los devolvieron. 

Sánchez — Guzmán — Espinosa — Corzo — Lam a Sola k — 

Figueredo. 

El voto de los señores Guzmán y Corzo fue por la no 
wlidacl 
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dos testigos presenciales de excepción, conformes 
'cuanto á la persona, al hecho, al tiempo y al lu- 


' :eD tl 7rC 947 949, 

S La declaración de un testigo prueba semiplena- 
mente si da razón de su dicho. ..i 1 ■ , o hace 

una cita que no puede absolverse, se reputa pre- 

• / /fe p 048 95o ) 

S,m Cuando no hav cuerpo de delito, la prueba tes- 
timonial no tiene valor alguno. 

\-, ¡ 1 >2 —Las declaraciones de los testigos 

cm- discordaren esencialmente en cuanto á la per- 
sona hecho, lugar ó tiempo, las apreciara el juez 
como indicio, presunción ó semiplena prueba, se 

gim su prudente juicio. , , . 

La discordia de los testigos no altera la pleni- 
tud de la prueba testimonial, cuando se refiere tíni- 
camente á las circunstancias accidentales de la 
persona, hecho, lugar ó tiempo. 

Art. 103.— La prueba instrumental puede cons- 
tar de documentos auténticos, públicos ó priva- 
dos. ( E. C. 727, 735, S10, 828 ) ( 1 ) 

' ( 1 ) Según! el § 4 del art. 727 del C. E. C. son también 
instrumentos auténticos “los autos judiciales practicad < >s 
con arreglo á este código por el juez competente. ” Para 
impedir el abuso, la Excma. Corte Suprema ha tomado el 
acuerdo a que se refiere la siguiente circular : 

Lima, Mayo 21 cíe 1801. 

Señor Presidente de la llustrísima Corte de este Distrito 
Judicial ; 

, Ctm íreeuencia se dirige esa Corte á este Tribunal, 

rasen riéndole los oficios que le pasan los jueces depri- 
miera ms anota de esta capital, solicitando que se les re- 

de ™ lidad > y ^ ie 86 
laa,L ; !LLqLTsLLcUe < ÍLtv Se cle ÍmÍ i aSe á ejercitar las 

vclt i nrlnc w a L , Uc la le y de pedir, para meior pro- 
trar’su coní>i«»i^ ,a ° S ^ au tecedentes necesarios para Üus- 

ua v poder tallar acertadamente los juicios 
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Los instrumentos auténticos y los públicos ha- 
le^ prueba, excepto en delito de falsificación 
yt mismo documento; _ en cuyo caso, se debe pro- 
1 C ele otro modo la criminalidad del autor. ( E.C. 

732 , 800 ) . ' ;*- ■ !ÍS lliMV 

Los instrumentos privados, que se otorgaron 
tes cine se cometiese el delito, hacen prueba semi- 
plena, legalmente reconocidos. (E. C. 833 ¡ 

"Retidos á su conocimiento; este Tribunal no tendría in- 
b °nveniente, como lo hace en muchoc casos, para mandar 
los autos que se le piden, señalando al juez un término 
)ara que impuesto de ellos los devuelva, á fin deque se re- 
suelva el recurso ele nulidad pendiente. 

Pero sucede que en algunos casos los jueces piden tos 
autos á solicitud de los litigantes, sin examinar detenida- 
mente el objeto de la petición, y lio para imponerse de 
ellos y resolver con su mérito, sino para que una de las 
partes conteste un traslado ; ó para que obren como medio 
de prueba en el juicio que se halla en primera instancia, ó 
para alegar de bien probado, como ha sucedido en la cau- 
sa que sigue don Juan V. Peral con Serdio hermanos sobre 

pago de arrendamientos. . 

Preéilp es cortar esta corruptela que se va introdu- 
ciendo en la sustan ciación de los juicios, con notable da- 
ño de la celeridad recomendada por la ley, á la vez que con 
agravio de los derechos que se disputan. 

SÍ la defensa de esos derechos reclama la presentación 

de un instrumento, sentencia ó cualquier otro documento 

que se encuentre formando parte de otro juicio que penda 

en algún Tribunal Superior, ó ante distinto juez; puede la 

parte solicitar ante su juez, que ordene] la agregación de 

una copia certificada del documento que necesita; y, en* 

contrando el juez pertinente el pedido, podrá pedir al Tri- 
bunal Ó i roonpfffiwn 1 " l'i i'pfrriníl 


copia. 

Deber inexcusable de los Tr ibunales de Justicia es pro- 
curar por todos los medios que están á su alcance, remo - 
ver los obstan 1 1 los que se oponen á la marcha ráj Lia y i e- 
gular de los juicios; yen esta virtud me dirijo a US. por 
acuerdo de este Tribunal para que esa Corte se sírva ha- 
c ’ er a los Jueces las prevenciones oportunas sobre el objeto 

cle este oficio. 

Dios guarde á US. 


¡os] Eusebio Sánchez. 
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Art io4 —El reconocimiento de peritos, y el 
ootcio <jue verifiquen déla letra ó firmadel acusado, 
es semiplena prueba, cuando hay conformidad en 
los dictámenes. Si no hubiere conformidad, la opb 
„j ¿el dirimente sólo servirá para convertir en 
indicio el instrumento reconocido ó cotejado. (E. 

P. SI, E. C. 720, 721, 722, 960 ) 

Art. 105-— La prueba oral consiste en la confe- 
sión del reo; y para ser plena, necesita los requisi- 
tos siguientes : ( E. P. ) ( ^- ) 

No constituye confesión lo que al reo hubieron 
oido autoridades ó testigos, sino la legal mente prestada 
, mtc el Juez de la cansa. Véase la pág. 96 de los Anales 
Judiciales de 1906. 

—La confesión ficta carece en lo criminal de la eficacia 
probatoria que le atribuye la ley del enjuiciamiento civil : 
así lo ha declarado la Corte Superior en el siguiente caso : 

Iltfs tri simo Señor: 

La sentencia condenatoria á la pena de cárcel aplicada 
al reo | . C., de que conoce US. 1. por recurso de apelación, 
no se basa sino en la declaración testimonial de fojas... 3 r 
ni la confesión absuelta á fojas..., en tales términos que el 
Juez de la causa la califica de ficta, eonforme al Derecho 
Civil, en el concepto de ser ambiguos v contradictorios, 
dando por conleso al acusado. 

Cierto es que conforme al artículo 30 del C. E. P., de- 

sujetarse las diligencias del sumario y del píen ario á 
las disposiciones pertinentes del C. E. C. en todos aquellos 

no ^terminados de una manera espe- 
rli* Q penal; pero cuando no se trata 

n itritn IcoíiKi 1 ?!? 6 ddl £N uc ias sino de la apreciación del 
canee ni P Püe ^ a ®* éstas no deben tener más al- 

La eoufcsi. n "lict'f estoco j S atr ^^ u ^ e el Derecho Penal. 
Jos que * K'ben absólverla S cuando P ° % 

den civil produce el °, evasivos > que en el or- 

tituve en 1 caiísas critóníw? P ° r COnfesoS í conS ' 

el artículo 105 del CEP^F^t oral establecida poi- 
qué no está expresa ^“dablemente, y a por- 

«• «sposicioS S por n ‘ n S una 

necho probatorio; \-a porque re- 


1, u Que esté legal mente producida; 

2 . " Que sea libre y espontánea, 

3 ° One exista cuerpo de delito; 

4 .° Que cuando menos este probada semiple- 
namente, por otros medios distintos de la cqníe- 
sióm b-t criminalidad deque el reo se confiesa de- 
lincuente. 

pugna al espíritu y tendencias humanitarias en que viene 
inspirándose nuestra legislación penal, el condenar al reo, 
( |ue no está plenamente convencido de su delincuencia, 
por el mérito de ficciones jurídicas, que si son admisibles 
,-n tratándose de responsabilidades meramente civiles, no 
bastan á justificar la pena que tan profundamente afecta 
la dignidad humana y los intereses sociales; ya, en fin, 
porque las pruebas deben ser en materia criminal de tal 
manera poderosas y convincentes que no pueda deducirse 
de ellas otra consecuencia que la culpabilidad del acusado. 
No cabe, pues, similitud ó paridad entre la confesión 
del fuero civil y la del fuero criminal. Por el contrarío son 
esencialmente diferentes tanto por sus requisitos peeufia- 
les, como por su forma y efectos legales. La primera de- 
be ser, aparte de otras calidades, clara y precisa; en la se- 
gunda, no se requieren claridad ni precisión, porque sus 
términos están por todo extremo librados á la esponta- 
neidad de la conciencia del reo. La primera se produce 
juratoriámente; en la segunda, el juramento la anula é in- 
valida. La primen? puede ser real ó ficta, y en todo caso 
produce píen a prueba contra el declarante; la segunda no 
comporta ficción 6 presunción, pues si adoleciera de am- 
bigüedad ó fuese contradictoria, no tendría valor en jui- 
cio, y si el reo se obstinase en no resppiider, no se liaría 
uiás sino dejar constancia de ello en los autos, sin alcan- 
zar nunca por sí sola á la plenitud de prueba, aún cuando 
envolviera la declaración categórica de delincuencia. 

Dedúcese de lo expuesto, qun no siendo aplicables los 
efectos de la ley civil' á la confesión evasiva de fojus.,., rio 
Hiede reputarse por confeso aireo, ni hacerse mérito en 
a sentencia, de la prueba oral, que en el caso de que se 
trata no tiene ningún valor, quedando por consiguiente 
reducida la comprobación de la culpabilidad que se impu- 
ta á C., á la declaración de fojas.... que no reviste la pleni- 
tud de prueba que se requiere para el fallo condenatorio. 
En tal virtud, el Fiscal es de opinión que se resuelva 
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’Art 106.— La confesión del reo, unida sola- 

mente á indicios, nada prueba en contra suya. 

A rt 107—]^ prueba conjetural se I orina de 

indicios y sólo tiene valoren el sumario. ( E. P. 70 ) 


TÍTULO III 

DE LAS SENTENCIAS 

A r t. l os.— Toda sentencia debe ser motivada, 
y condenar á absolver al reo de la acusación ó de 
la instancia, ( Const. 127, E. C. 1622, 1628 y sig ) 

Si del proceso resulta plenamente probada la 
delincuencia del reo, se le condenará. ( P. 18, 51, 
55, 57, 60, 61 ) ( 1 ) 

Si no resulta prueba alguna contra el reo, ó 
acredita éste su inocencia, se le absolverá definiti- 
vamente, condenando al querellante en costas, da- 
ños y perjuicios. ( E, P. 26, E. C. 1633 ) ( 2 ) 


(1) Véase el artículo 4 de la ley publicada en la pági- 
na 25, relativo al cómputo del retardo en el tiempo de la 
detención ó prisión. 


(2) Véase la nota del art. 9;: P. sobre competencia 
del j uez. 

—Véase el caso inserto en lapas:. 11 de los Anales ju- 
diciales de 1906. 


la alzada, revocándose la sentencia que la motiva, y ab- 
so \ leudóse al reo de la instancia, salvo lo que US, I. esti- 
me más arreglado á derecho. 

Lima, Diciembre 27 de 1892. 

Cay ero. 


nima, uñero 4 ae /oyó'. 

¡inr Kieíni ( * C e0nl °niidad con lo dictaminado por el 
Solvieron •evoearon la sentencia de fojas..., su fecha 

ce a instancia a j. C., y los devolvieron 


Arbuló Paredes— Flores— Erausquin. —Arias 
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Si sólo hubiere prueba semiplena, se le absolve- 
rá de la instancia. ( E. P. 99 ) ( 1 ) 

Art. 1 09. — La sentencia que condena ó absuel- 
c l e la acusación, termina el juicio. 

La absolución de la instancia deja abierto el 
juicio, para cuándo se presenten nuevas pruebas en 
contra ó en favor del reo, durante el término de la 
prescripción del derecho de acusar, (P. 95, 97) (2) 
Art. 110. — La sentencia condenatoria que no 
se funde en prueba plena, es nula y produce la res- 
ponsabilidad del juez. ( P. 170 § 1 ) ( 3 ) . 

(1 ) La siguiente ley ordena el reintegro á los emplea- 
dos públicos de sus medios sueldos retenidos, en los casos 
de sobreseimiento y absolución. 


Considerando : 

Que es justo que á los empleados públicos enjuiciados 
que sean absueltos, ó contra los que no exista cargo al- 
guno, se les reintegre los medios sueldos que se les hubiese 
retenido durante el juicio, 

í Ha dado la ley siguiente : 

; Art. l.,° A los empleados públicos que sean absueltos 

definitivamente cid juicio, se les reintegrará los medios 

[ sueldos que se les hubiere retenido durante él, en mérito 
de la sentencia que acredite la absolución. 

| Art 2.® El mismo reintegro se hará en el caso de so- 

breseimiento. 

Comuniqúese, etc. 

Lima, á los 26 días del mes de Septiembre de 1870. 


í 2) Véase la nota de la página 49 y siguientes. 

—Las sentencias absolutorias de la instancia dan lu- 
ítqal recurso ríe nulidad ( artículo 2 déla ley de 21 de 
icrembre de 1878 publicada en la página 20 ) 

) "Véase el artículo 30 de la lev sobre Responsablt- 
j mserta en el Apéndice. 

\ • ■ r 
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libro tercero 


De fa sustanciación de los juicios 


SECCION PRIMERA 

De la sustanciación de las causas en primera 

instancia, 

TÍTULO I 

DE LAS CAUSAS DE OFICIO DEL REO PRESENTE 

Art. 111 .—Luego que el juez tenga conocimien- 
to de la perpetración de algún delito en que deba 
acusar el Ministerio Fiscal, expedirá el auto cabe- 
za de proceso, y comenzará en el acto á instruir el 
sumario, lomando la declaración preventiva ó la 
del que hubiere dado el aviso, y la instructiva del 
presunto reo. (E. I. 1.8, 28, 42, 45, 46 ) { 1 ) 

(1) Hay d Mitos cu ya perpetración no da margen al 
nmK-diatü enjuiciamiento criminal porque, respecto ele 
•3 5,° procede sino deepués del correspondiente jui- 

au c.vu. i al ocurre por ejemplo en los delitos de malver- 
j 4 IJ°C:N nun ! stratlor es de fondos públicos (véase 

caso en l! í!/^ lla '¿Swv* C ^ e simt áacióu de bienes (véase 
lanáfi* GS tata con dolo (véase caso en 

vienVrie ntiliiu ? est ?* a > cuan do la responsabilidad pro- 
píft r e W. (véase caso en te 

1 • -Jone los Anales Judiciales de 1905 ). 
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Art- 112.— Con citación del reo, y del agente ó 
promotor fiscal, se mandará practicar el reconoci- 
miento del cuerpo del delito; se recibirán las decla- 
raciones de los testigos; se absolverán las citas, v 
se efectuarán las demás diligencias del sumario; 
todo en el orden que el juez creyere conveniente. ( E 
P. 38, 48, 56, 63, 66,94) (1) 

(1) La omisión de ese trámite es causa de nulidad 
(E. P. 159 § 1. También lo es de responsabilidad para el 
Juez ó Tribunal ( artículo 29 de la ley sobre Responsabili- 
dad, inserta en el Apéndice). 

—Por ser trámite esencial, la omisión ríe la citación al 
Agente ó I Tomotor fiscal, también es causa de nulidad, 
según lo ha dec arado la Corte Suprema en el siguiente 

caso : 

Exemo . Señor: 


El señor Fiscal de la Ilustrísima Corte Superior de ¡ fi- 
nia ha interpuesto recurso extraordinario de nulidad con- 
tra el auto de fojas... en que la referida Corte aprobó el 
auto consultado, no obstante que el Ministerio Fiscal I la- 
bia manifestado á fojas... que el sumario adolece de nuli- 
dad por haber sido practicado con violación del artículo 

112 del C. E. P., sin citación del Agente ó Promotor fis- 
cal. 


El caso es sumamente claro : conforme á nuestras le- 
yes, no hay ni pnede haber sumario valedero sin la cita- 
aon del Ministerio ! iscal que es el personero de la .socie- 
dad, el organo de la ley y á quien ésta coloca en la situa- 
ción de acusador para el castigo, de todos los delitos que 
día determina. 


+ ^ eria ofender la ilustración del Tribunal Supremo de- 
neutle más eii demostrar qué esa citación es esencial: \> 
1 e su falta anula todo lo actuado. 

h ™ r, virtud, el Fiscal opina que debe VE. declarar 
lo i»+, í c e auto de fojas..., y Ja insubsistencia de tocio 

nW aíif-j’ re P on iendo la causa al estado de que se orga 
debidamente el sumario. 

Lima, Octubre 13 de 1893. 




Ara xi bar. 


v - Lima, Octubre 17 de 1893. 

istos : de conformidad con lo dictaminado por el se- 
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' . n .5 _En los lugares en donde no resida 
Art. lio, • 1 p a7 procederá a mi- 

el juez de l-“ í 11S JL c ticando sólo las diligencias in- 
ciatel sitrnano, X ^ ^ rcc0 n acimiento del cuerpo 
dispensares. c , 1 araG i 0 nes del agraviado, acusa- 

dd delito y las d ■ < . tiendo inmediatamente todo 

55SSS& con la persona del ^ aljltez de 

1 /Instancia. — 

? or fecha... y nulo 

So lo actuado; 

se el sumario con las citaciones uc ic v , j 

LüAyZA-SÁNCHEZ-YÉLTiZ-ESPINOSA-SOLAK. 


Cuando el procedimiento es contra mujer casada, no 
se el siguiente fallo de la Corte Superior, 

la previa citación del marido. 


Ilustrísiino Señor : 

El recurso de que conoce US. I. en apelación, veisa so- 
bre el artículo de nulidad de lo actuado que ha interpues- 
to la presunta reo, Gregona 0., fundándose en que se 
omitido la citación á su esposo, en la acción por injurias 
entablada contra ella, requisito que cree indispensable 
para apersonarse legítimaimenee en este juicio. 

Bien se comprende el propósito de aplicar al proceci 1 - 
mieuto criminal disposiciones de la ley" civil que en la ma- 
teria de que se trata, no son ni pueden ser extensivos a 
lus juicios criminales. Si cu el Derecho Civil la incapaci- 
dad jurídica de la mujer casada para contraer obligacio- 
nes, la incapacita también para comparecer en juicio co- 
mo actor ó como reo, salvo casos excepcionales; en eljje- 
rtvho Penal, en que rige en toda su amplitud el principio 
de la responsabilidad individual y exclusiva, no solo no 
■'3 necesaria la representación de jos personeros legítimos 
á favor de aquellos que por razón de edad, estado ó otras 
causas, se encuentran bajo su dependencia ( como la mu* 
jer respecto del marido ), cuando éstos sean acusados por 
delitos ó taitas, sino que ni es permitida, en concepto del 
artículo 11 del C. P., que declara que son criminalmente 
responsables, sin distinción de capacidad ó incapacidad 
jurídica, los autores, cómplices ó encubridores; de los 
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Art. 114-. — Conchudas las diligencias del suma- 
do y antes de expedirse el auto de prisión, el juez 
correrá vista al Agente ó Promotor Fiscal, para 
f|lie , dentro de veinticuatro horas ( 1 ), examine lo 
actuado, \ r pida que se termine el sumario ó se sub- 
sanen los defectos sustanciales de que adolezca, ó 
bien que se sobresea en la causa, si no hubiere mé- 
rito para continuarla. 1 E. C. 1749, E. P. 91, 92, 

155) ‘ ‘ 

(1) Y case la nota del art. 4S P. sobre cómputo de 
términos por horas. 

artículos 111, 112, 119 y 127 del C. E. 1\ que prescriben 
la declaración instructiva del mismo reo y su citación pa- 
ra el sumarió, nombrándosele defensor en caso de estar 
ausente ó un curador ad Jitern , si fuese menor de diez y 
ocho años; y, por último, del artículo 132 del mismo Có- 
digo, que exige “la comparecencia personal” del acusado 
tratándose precisamente de la querella sobre injurias. 

Si á esto se agrega que la ley del procedimiento penal 
no contiene un solo precepto que requiera la citación pre- 
via del marido para el enjuiciamiento de la mujer casada, 
lo que dicho sea de paso, importaría una aberración 
monstruosa en causas sobre delitos no exceptuados, en 
los cuales se inicia generalmente el sumario con la captu- 
ra y detención del presunto reo; y que entre los casos de 
nulidad por omisión de trámites ó diligencias esenciales 
establecidas por el artículo 159 del C. É. P., no se deter- 
mina el que dá mérito á la incidencia sobre que versa la 
¡alzada, fuerza será concluir que es inadmisible el articulo 
fie nulidad de que se trata, y que, en tal virtud, debe con- 
firmarse, en sentir de este Ministerio, con expresa conde- 
nación en costas, el auto apelado de fojas... que así lo de- 
clara. 

Lima, Julio 31 de 1S93. 

Cay ero. 

Lima, Agosto 2 de 1893. 

Autos y vistos : de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Fiscal : confirmaron el auto de fojas,... su fe- 
Portel que se declara sin lugar el artículo de nuli- 
ron Relucido por doña Gregoria O. de L.; y los devolvie- 

Floií es— Puente Ar na o — Serpa. 
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* i -11 5 —Resultando mérito de lo actuado 
mra oasar al plenari®, librará el juez mandamien- 
to de prisión en forma, v tomara al acusado su 

coniesion. ^ ’jgtificapj personalmente al 

re °* ^ r tícnlo 116 .— Evatuada la confesión y nom- 
brado el defensor, el juez ordenará que el Agente ó 
! ffoinotor Fiscal formalice dentro de segundo día 
la acusación. De ella dará traslado al reo por igual 
término, y vencido, recibirá la cansa á prueba por 
el ilc seis días comunes y con todos caigos. ( E. P 

95, 96, 97, E. C. 662 ) ( 2 ) 

El término de prueba podra prorrogarse hasta 
quince días, únicamente cuando haya imposibili- 
dad de producirla dentro de los seis. 

Art. 117 —En caso de que sean dos ó más los 
reos y no tengan un defensor común, se concederá, 
á más de los seis días, el término de cuarenta y 
cho horas para cada uno. 

El termino de la distancia y el ultramarino no 
podran concederse sino cuando sean indispensa- 
>les, v observándose las formalidades prescritas 
por el Código de Enjuiciamientos en materia civil- 
(E. P. 11 , E. C. 455, 928 y sig. ) 

Art. 118. — Vencido el término de prueba, el uez 
examinará el proceso con el objeto de subsanar las 
omisiones su sta aciales que notare ; y procederá á 
pronunciar sentencia dentro de tercero día. ( E. P. 
1 ,4 > 3 55, E. C. 39 $ .1, 2, 1749, R. T. s a 54 , 55 ) 

, P ' "'andamiento es apelable en ambos electos 

,..?,í ,' al i 1 ' < f lale y de 21 ele Diciembre de 1878 publi- 
cada cu la págma 25 ) 

litHfW p^p °i ío ^ f e ' termino de prueba es causa de nú- 

ResDonsabíli?llr bUn i 1 ( artícul ° 29 § 2 de la ley sobre 

responsabilidad inserta en el Apéndice ) 
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La sentencia se notificará personalmente al 
acusador v al acusado, sin perjuicio de hacerlo con 
defensor; v se elevará en consulta, si no fuese 
apelada. (E.‘C. 1628, E. P. 154) (1 ) 

TÍTULO II 

DEL JUICIO CONTRA REO AUSENTE (J. AI. 584) 

# ■ tf 

Art. 119. — Cuando baya de seguirse juicio cri- 
minal contra reos ausentes, se les nombrará un de- 
fensor con cura citación se instruirá el sumario. 

(R.T. saSSfE. P. 112) (2) 

Art. 120. — Si del sumario resulta mérito para 
continuar la cansa, se llamará á los reos por me- 
dio de los edictos, señalándoles en cada tino el tér- 
mino de quince días, para que se presenten en el 
lugar de seguridad pública. Sin perjuicio, se expe- 
dirán las órdenes y requisitorias convenientes para 
su aprehensión. ( R. T. s a 39 ) ( 3 ) 

( 1 ) La apelación debe ser dentro de 24 horas (E. P, 
141 j Y éase la nota del art. 48 E. P. 

(2) Véase el caso práctico publicado como nota del 
art. 27 E. P. según el que el reo puede nombrar apodera- 
da durante el sumario. 

* 

( 3 ) Al llamamiento por edictos debe preceder el man- 
damiento de prisión, según lo declara el siguiente auto de 
la Corte Superior ; 

Ilustrísimo. Señor: 

El estado en que se encuentra la causa, que es el de la 
apreciación del mérito legal del sumario, concluidas como 
están las diligencias que lo const ituyen, requiere indispen- 
sablemente que se defina la condición jurídica de los en- 
causados, sea sobreseyéndose, conforme, al artículo 91 
del C. E. p. ( s i np resultase mérito de lo actuado para pa- 
sar al plenario, ó bien librándose mandamiento de prisión 
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Vrt. 121. Vencido el término de los edictos 

sin riiie el reo se presente o sea api ehendido, se ele- 
vará en consulta el sumario; y si lo aprobase la 

Corte Superior, lo devolverá paia que se reserve 
hasta que pueda ser habido el enjuiciado reiteran- 
dose las órdenes pura su aprehensión. ( . T. s a 

40, E. 153, 155) (1) 


( 1 ) El auto que declara la prescripción también debe 
dcvnrsc en consulta! lo indica la cucular de la Corte Su* 
irema del 31 de Mayo de 1905 inserta_ en la pág. 380 de 
os Anales Judiciales" del mencionado ano. 


en forma, si lo hubiese, á tenor de lo dispuesto por los ar- 
tículos 73 y 115 del mismo Código, sin que obste para 
proceder en uno ú otro sentido, la circunstancia de se- 
guirse el juicio contra reos ausentes. En el auto de que 
se trata no se han observado las prescripciones anotadas 
respecto á la encausada L. L., pues se limita á mandar 
que se saque copia certificada del tanto de culpa, para 
proceder por cuerda separada en lo que á ella atañe. 

Se colige, desde luego, de lo dispuesto en cuanto á la 
ivo ausente, que el proceso arroja mérito contra ella para 
pasar a plenario; pero cuestiones de esta índole, de suyo 
tn n graves y delicadas, no deben resolverse por meras in- 
lercncias de itierzamas ó menos lógica, sino por los térmi- 
iioN claros y explícitos de un mandato judicial. Conforme 
ul articulo 124 del Código citado, no se dividirá la conti- 
nencia i e la causa en que figuran reos presentes y ausen- 

vn ’l,Shíf 0 P í 9CeS ? rS ; áé ? tos por separado, sino cuando 

nue 1i *jv- L mV V* mmac ' *° e l sumario con la declaración de 

nrisión ('rmc ° P- cLra ^ plenario, y el mandamiento de 

d imienf < ' 1V ° íl e a * esa declaración y ese man- 

ee lí menos . Cat ^ rica X explícita, son lo quy 

SadeauaS ± Uimst ™ F jscal en el auto que se ocu- 

pensables oarn í! os es tinia como requisitos indis- 

yor razón cuanto nnJ n ontl ra . U L - L -> eon tanta ma- 
la ley lo preecntYm \ el llamamiento por edictos, como 

te ef mandamiento e ?* e , caso > Presupone necesariamen- 
base ™ P ° de prisión - sin el cual no tendría 

P | 

opinando por cue se^Wi 1168 e JP\ ies ta-S, el Fiscal concluye 

P qU f SC de É«* la msubsisteneia del auto de 
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Art. 122.— Si el enjuiciado se presenta ó es 
Aprehendido durante el sumario, se continuará és- 
te en el estado en que se encuentre, tomándose la 
instructiva. Yerícándose la presentación ó apre- 
hensión después de aprobado el sumario, se recibí- 
r á la con lesión, y se continuará la causa. ( E. P. 

46, 93) 

Art. 123. — Si el reo fugare después de condena- 
do en primera instancia, y la sentencia fuere con- 
firmada, se ejecutará luego que se le aprehenda. 

( E. P. 126 ) ( 1 ) 


( 1 ) 


Considerando : 


Que el Código de Enjuiciamientos en materia penal no 
establece el procedimiento que debe seguirse en el caso de 
que un reo fugue antes de pronunciarse sentencia en l.“ 
Instancia; y que, en consecuencia, es indispensable Henar 
ese vacío, adicionando el artículo 123 de dicho Código; 

Ha dado la le 3 r siguiente : 

Artículo único . — Si la fuga del reo se realiza durante el 
plenario, antes del término de prueba, se suspenderá el 
juicio hasta que aquel sea aprehendido. 

También se suspenderá el juicio durante el plenario, 
en los casos siguientes : ' 

l.° Si el reo fuga después de expedido el auto de prue- 
ba sin que éste le haya sido notificado; 

fojas..., y se reponga la causa al estado de resolverse so- 
bre el mérito del sumario, no sólo respecto á los reos pre- 
sentes, sino tan; fien á la ausente L., cuya situación legal 
no aparece correctamente definida, salvo lo que US. I. es- 
time más conforme á derecho. 

Lima, 19 de Mayo de 1S93. 

Cavero. 

Lima , Mayo 23 de 1893. 

Autos y vistos : de conformidad con lo dictaminado 
Por el señor Fiscal : declararon insubsistente el auto de 
.°J as..., fecha..., mandaron que proceda el Juez como so 
indica en la parte final del precedente dictamen; y los de- 
volvieron. 

Flores . — P u e n te Ar na o . — Ser pa . 
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Art 32-1- —Cuando en un juicio criminal haya 
reos presentes v ausentes, se organizará el suma- 
rio contra unos y otros, previo nonibrainiento de 
un defensor para los ausentes. Terminado el su- 
mario, continuará el juicio contra los presentes, 
sacándose testimonio de las piezas necesarias, pa- 
ra seguir por cuerda separada el de los ausentes. 

( R. T, 5 ./ -i-i- ) 

Art. 125 Si lóW reos ausentes comparecen ó 
son aprehendidos antes de ejecutarse la sentencia 
en los presentes, sé suspenderá la ejecución, mien- 
tras se decida el juicio abierto contra los ausentes. 
R. T. s á 4¡7 ) , 

En este juicio se prestará también audiencia á 
los reos presentes, y podrá modificarse respecto de 
ellos la primitiva sentencia, segurólas nuevas prue- 
bas que se produzcan; pero si la sentencia estuvie- 
se ya ejecutoriada, la modificación sólo puede ha- 
cerse en cuanto favorezca á* ¡os reos, i R. T. s a 
48, 49 ) 

Art. 126. — En caso de que un reo puesto ya en 
cárcel, fugare de ella durante el juicio, se producirá, 
eou citación del agente fiscal, una información cpie 

2. Si estando notificad 0 el reo del auto de prueba, 
timase antes de haberse vencido los seis días del término 

h!>Í p ?l r' 0 T 1L señala la primera parte del artículo 116 
....... ! H !£° t e Knjuieiamientos en materia penal. En caso 

áentebciadlf^ Tn”!^ .^ ha8t » c l ue . se P ro “ na ?f % 

pistanua, sea que el reo haya ofrecido o 

I edito su deíedroparausar^d aceptadas; quedándole ex- 
nuliíl'tíl ,.,,o . ■ pmausai el recurso extraordinario de 

Si U rí Se 6 ^ aprehendido. 

servará en d ? s _2 mas no fugasen todos, se ob- 

Códi-Ótle l'uiuii'ín™ ° dls P uesto en el artículo 124 del 
ae V n J lasamientos Penal 

ét j l-oaiwniquese al Poder Ejecutivo etc 
bre de 1893. d Gobierno en Lima, á 14 de Octu- 


Punió Figuerou, 


R J gio Morales Bermúdez. 
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«creditc la fuga y sus circuí. si ancias, y se acumu- 
lará al proceso principal. 

Siempre cine de la ini ovulación resulte la culpa- 
bilidad del alcaide ú otra persona, se seguirá juicio 
criminal contra el culpable, por cuerda separada, 
sacándose testimonio de las piezas necesarias. ( P. 

182, 183 ) 

TÍTULO III 


DEL JUICIO POR QUERELLA 


Art. 127. — Interpuesta la querella en forma el 
juez la admitirá, mandando que el querellante com- 
parezca á formalizar el juramento de calumnia, y 
el acusado á prestar su instructiva. ( i b P. 44, 45, 

46, P. 278, 291 )< 1 ) 

Cuando el acusado residiere á más de cinco le- 
guas de distancia del lugar del juicio, se librará 
despacho a! juez respectivo, á fin de que le tome su 
declaración instructiva; salvo que, conforme á los 
articulos 70 y 72, sea necesario librar mandamien- 
to de detención. ( E. P. 57 ) 

Art. 12S.—SÍ el acusado interpusiere contra- 
querella, dentro de tercero día, se admitirá en los 
mismos términos del artículo anterior. 

Art. 129. — Si de las diligencias expresadas re- 
sulta que el delito es de aquellos en que debe inter- 
venir el Ministerio Fiscal, se seguirá la causa por 
los ti'ámites prescritos para el juzgamiento de ofi- 
cio. ( E. P. 18, 111 ) 

En caso de que el querellante no formalice la 
acusación dentro del término legal, se recogerán 


( 1 ) No proceden el juramento de calumnia ni la íns* 
13(3) IY ^ en ^ as causas P or lujurias y calumnia. ( E. P. 132, 
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l0S MmísteHoFfscaí. \ B. P %T( íf** ^ 

aCUS & 1 + 130 —Antes de pronunciar sentencia se 
oirá d agente ó promotor fiscal, cuando este no 

hubiese formaWo designadas en 

el artículo 127, aparece que la querella se versa so- 
hre delito en que no debe intervenir el Ministerio 
Fiscal el juez recibirá la causa a prueba por veinte 
días comunes y con todos cargos, y pronunciará 

sentencia, (E. P. 13) ... 

Art. 132— Si la querella versa sobre injurias 

verbales ó por escrito, que no sea ímpieso { 2 ), el 

juez señalará día para que comparezcan personal- 
mente el querellante y el acusado, con el objeto de 
procurar entre ellos la conciliación. ( E. C. 230 a 


sig. ) 


Art. 133.— No compareciendo algunas de las 
partes ó tío resultando avenimiento, admitirá el 
juez la querella, y dispondrá que el querellante 
pruebe sumariamente la injuria, previa citación del 
injuriante. 

fcr % « * 1 y 1 "1 1 

Si éste ofreciere contra información de no ha- 
ber inferido la injuria, se le admitirá; y en tal caso, 
se recibirán ambas informaciones, con citación re- 
cíproca. 

Art. 134. — Probada la injuria, fallará el juez 
sin más trámite, aplicando al injuriante la pena 
respectiva: encaso contrario, condenará en cos- 
tas al querellante. ( P. 281 y sig., C. 2202 ) 

Art. 185. — Si la injuria constare de escrito fir- 
mado, bastará para la aplicación de la pena el re- 
conocimiento de la firma ó suserieión. 


( 1 ) E1 término legal es el de segundo día. (E. P. 11(3) 

i 2j El i roeed imiento en los casos de delito noria 

f¡. a *’ C . Sla sena ^ a '-'° en la ley de la materia y stts re- 

ferentes, insertos en el Apéndice. 
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\ r t 136. — Cuando la injuria contenga la ilu- 
tación de un delito en que debe acusar el Minis- 
l )lt -‘ () pisca!, ó se dirija á un empleado por delitos 
^faltas cometidas en el ejercicio de sus funciones, 

? ¿r puesta la querella de calumnia, se recibirá la 
causa á prueba por veinte días comunes, perento- 
rios y con todos cargos. (P.2S7) (1) 

^£37 —Vencido este término, el juez pronunciará 

sentencia, condenando al injuriante, si se prueba 
que el injuriado 110 cometió el delito ó que éste ha 
prescrito, ó se halla remitido por otro medio legal. 
En caso contrario, lo absolverá, y mandará que 
continué el juicio contra el querellante, sirviendo lo 
actuado de sumario. (P. 288 ) (2) 

( 1 ) Aunque emana de causa terminada con sobre- 
seimiento ó sentencia absolutoria, la querella por calum- 
nia requiere término de pruebas (véase el caso de la pá- 
gina 154 ) 

(2) Ese sumario se completa con las diligencias que 
faltaren. Así lo resolvió la Corte Superior de Lama en el 
siguiente caso : 


Ilustrísimo Señor : 

Al resolver por la sentencia de tojas 42 la causa de ca- 
lumnia promovida por don Nicolás A. Astete contra don 
Florentino Pacheco, se lia absuelto á éste de la acusación 
y se manda continuar el juicio contra aquel, llamándosele 
por edictos, con intervención del defensor que en el mismo 
tallo se le nombró. Capturado Astete, propuso fianza de 
haz para su so ¡tura, alegando que el caballo cuya sus- 
tracción se le imputó está valorizado en 38 soles por el 
mismo Pacheco, en el escrito de fojas 4, en que por ser la 
materia de menor cuantía, y de la competencia del juzga- 
do de paz, dedujo excepción declinatoria. Fundándose en 
que la libertad en fiado no . procede en el plenario, se ha 
desechado la solicitud de Astete, por el auto de fojas 50, 

en el cual se libra además mandamiento de prisión con- 
tra él. 

Cierto riue según lo dispuesto en el aitículo 137 del 
ü uigo de Enjuiciamientos Penal, si se probase que el i tí- 
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Art lis.— Eíi los juicios en que no debe ínter, 
venii* el Ministerio Fiscal, las excepciones se ínter, 
pondrán en el término de tercero día, contado 
desde la primera citación» 

inri 'id o cometió el delito que se le imputa, se le enjuicia- 
ría sirviendo lo actuado de sumario. Pero no cabe inferir 
de ello, que debe pasarse íninedistamente a plenano, aun 
haciendo caso omiso de las lagunas que no puede menos 
de ofrecer el expediente, puesto que dentro de la tramita- 
ción peculiar á las causas de calumnia, no era posible que 
se actuasen, por ser extrañas á su índole, todas las dili- 
gencias propias de un orden de procedimientos de distinta 
Sat u ralez a, como son los que constituyen el sumario. 

De allí la necesidad de practicar ante todas cosas, las 
diligencias complementarías, como la instructiva, la ab- 
solución de las citas pendientes, los careos y demás que 
se estimasen precisas, dada la trasformación radical ope- 
rad a en el proceso. Entre ellas, la citación del Ministerio 
Fiscal, que no se ha cuidado de actuar en el caso de que 
se trata, es tan indispensable que su omisión implica la 
nulidad de lo actuado. Por lo demás la teoría en que se 
funda el auto denegatorio de la libertad en fiado, solicita- 
do por Astete, está en abierta pugna con lo dispuesto en 
los artículos 77 y 75 del Código de Enjuiciamientos Penal, 
según los cuales, el reo puede libertarse otorgando fianza 
de haz, no sólo de la detención precautoria, sino también 
t e la pnsion, con la única diferencia, en el último caso de 

requerirse además de esa garantía, la aprobación supe- 
rior del auto de soltura. ^ 

- y debiendo instruirse el sumario con 

noSn i¿Í i P nC f ,aS IJCT ; tmentes > puesto que ninguna dis- 
loseasruj C i S ^ ni1 a am Phf ll d del procedimiento en 
de oficio 1 C ^ue q^rrey eu qüe se controvierta en causa 
deceotuarín m sc 1 iniC1 ^ P or querella de parte, sobre delito 
sirva deelnrn °P man f 1 ° el Fiscal porque US. í„ se 
5G v mandar nm» nSU . 3 ^ lsU : uci q, del auto apelado de fojas 
ra el sumario \ P rev ia ettáción del promotor Priscal pa- 

t;VulolUddCad!L C "rr V ! Sta W*. los efectos delar- 

juieio de sustanciarle lí stíSt' 0 !^ 16 "* 08 ? en . a1 ' sin P er ' 

««ciarse la solicitud de excarcelación. 

Lima, Octubre 7 de 1S99, 







’ : 


G A VERO. 
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h np — Un los juicios á que se refiere el artículo 
terior, no ha lugar ala consulta de oficio: La 
a se elevará al Tribunal Superior sólo por re- 
s q de apelación; y lo que se resuelva cu segunda 
distancia causará ejecutoria, sin admitirse otro re- 
jt rSO ordinario ni extraordinario. (1) 

" El artículo 3." de la ley de 21 de Diciembre de 

i$7S, inserta corno nota en la página 25 permite el recur- 
de' nulidad contra las sentencias de los juicios- en que 
iio debe intervenir el Ministerio Fiscal, siempre que im- 
pongan pena corporal aflictiva. 

1 Cuando no corresponde esapena.es improcedente el 
recurso contra la sentencia y contra los autos resolutivos, 
según se vé en el caso consignado en la pág. 192 délos 
Anales Judiciales de 1 905 y en el siguiente: 

Excmo. Señor: 

Tratándose de una excepción perentoria, cual es la de 
prescripción, el recurso de nulidad es procedente; y por 
consiguiente la queja, en cuanto á no haber sido admitido 
dicho recurso, es fundada. 

- Puede, pues, VE. resolverlo así. 

Lima, Marzo 30 de 1S96. 

■ Ahanibar. 

* 

Li ma J i j ni o 1 0 de 1 896. 

Vistos : en discordia concordada en parte al tiempo 
déla votación, con lo expuesto por el señor Fiscal, con los 
votos por escrito de los señores Sánchez y Solar, que se 
agregarán, y atendiendo á que según el artículo 139 del 

Jjihia , 14 de Octubre de 1899. 

Autos y vistos : ele conformidad con lo dictaminado 
! u 'i el segór Fiscal, declararon insubsistente el auto de 
V s a ac fojas 56, su fecha 26 de Septiembre último; man- 
aron que préyia citación del Promotor Fiscal para el su- 

dd (V’r e le corra V st¿l P ara los efectos del artículo 114 
táne' ■ ^ v C ^ e Enjuiciamientos Penal, sin perjuicio de sus- 
eiaise la solicitud de excarcelación y los devolvieron. 

•# ' 9 

Fuente Ar n a o — S er pa — B a da ni . 


Soteno. 
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SECCION SEGUNDA 

De las apelaciones v de las consultas. 

TÍTULO I 


DE LAS APELACIONES (E. C. 1164 y sig. ) 

Art 140.— Son apelables en ambos efectos, las 
sentencias, los autos definitivos sobre jurisdicción 
ó personería, v los que denieguen la prueba ofrecí’ 
da dentro del termino probatorio. ( 1 ) 

( 1 ) El artículo l.° de la ley de 21 de Diciembre de 
] S78 inserta como nota en la pág. 25 también declara 
apelables en ambos efectos, los autos de sobreseimiento y 
prisión. 


C. E. P. v el artículo 3.“ de la lev de 21 de Diciembre de 
1S78, no procede el recurso de nulidad en las causas en 
que no interviene el Ministerio Fiscal sino en el caso de 
que se imponga pena corporal aflictiva, lo cual no ocurre 
en el presente juicio; declararon infundada la queja inter- 
puesta por don Juan Monier; mandaron se devuelvan los 
.iiitcccdjcíites á la lltma. Corte Superior de este distrito 
judicial, á la que se trascribirá esta resolución. 


Guzmán. — Loayza. — Vélez, 

LLANOS. 


Elmore 


- La m a . — Ca ste- 


i' Lfvoto del señor Sánchez fué por que se declarase 
une , ida la queja. El voto del señor Solar fué como sigue; 

fA ,s ' c ? a *° expuesto por el señor" Fiscal y teniendo 

nn.níS CentóI V n Í 1 [ i Ue de ^o que se juzga, es de los com- 

aue on I,T i tltU Í^ 3 *°’ secciÓ11 libro 3.° del C. E, P. : 
bunal SnrUr' 8 e es t a naturaleza, lo resuelto por el Tri- 
ol artículo 139 í?Ii°r' C r ejecator ^ a > según lo dispuesto en 
la n uéri int^níl C ° dlg0 1 cltado: se declara infundada 

los an¿cede^ Moxtó y devuélvanse 

crip“e“ te r^ d ^ bunal de « Procedencia, con tras- 
Lima, Mayo 18 de 189G. 


12 A. del Solar. 
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Son apelables en sóio el efecto devolutivo, los 
utos de detención, prisión y demás interlocutor i os 
nue lio traigan gravamen irreparable. ( 1 ) 

No son apelables en ningún electo, los decretos 

de mera sustanciación. 

Art. 141. — La apelación se interpondrá por es- 
crito dentro de veinticuatro horas, y el juez la con- 
cederá ó denegará sin conferir traslado. ( L T. s a 


Art. 142. — Concedida la apelación en ambos 
efectos, se remitirán los autos dentro de veinticua- 
tro horas á la Corte Superior, donde la hubiere, y 
donde no, por el primer correo. 

Cuando se conceda la apelación en un solo 
efecto, se remitirá copia íntegra de las actuaciones 
relativas al punto apelado. ( 1679 Iv. C.) (3 i 


( i ) El inciso 2.” del artículo l.“ de la ley de 21 de Di- 
ciembre de 1878, inserta como nota en la pág. 25 omite 
los autos de prisión que el anterior declara apelables en 
ambos efectos. 


(2 ) Véase la nota del art. 4S E. P. relativa á térmi- 
nos por horas. 

( 3 ) Considerando : 

Que es defectuosa la tramitación que actualmente se 
dá á los recursos de queja y á las apelaciones concedidas 
en sólo el efecto devolutivo; 


Ha dado la ley siguiente: 

Art. l.° Cuando se conceda apelación en sólo el efecto 
devolutivo, lo mismo que cuando se pida copias para in- 
erponer el recurso de queja, se mandará insertar en las 
copias a costa del que las pidiese, las piezas que el Juez ó 

fnir Ulla ^ cons idere necesarias para que el Superior pueda 
a ^ c °D conocimiento de los antecedentes. 

D ¡ Al t - 22 Si el Superior no considerase bastante las co- 

tern’ P u ? de mandar que se completen á costa del que in- 
puso la queja ó pedir los autos originales. 

* rt. 3.® El Juez ó Tribunal inferior en el caso de peti- 
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CODItíO 


* 

O 


Arl 1 1.3 — SÍ se denegare la apelaron en uno 
en amibos electos, se daiá al apelante, previa cita- 
ción contraria, en pía de las piezas que pidiere para 
ocurrir al Tribunal Superior por recurso de queja. 

( E. C. 1679, 1689 ) (1) . 

El juez señalará un termino breve y perentorio 

liara que el escribano entregue las copias. ( E. C. 

1681 ) 

Art. 144.— En los casos del articulo anterior, 
si el Tribunal pidiese los autos originales, por 
creerlo necesario, deberá devolverlos al inferior den- 
tro de veinticuatro horas. ( 2) 


( 1 ) Véase la ley que comienza en la página anterior. 


( 2) Véasela nota del art. 4S E. P. relativa á térmi- 
nos por lloras, y el art 4 cíe la ley inserta en la página an- 
terior. 

—Cuando se agrava la penaimpuesta en primera ins- 
tancia, debe oirse al reo nombrándosele defensor. Véase el 
caso en la pág. 209 de los Anales Judiciales dé 1.871-1S72. 

cion de autos, no los remitirá al Superior, sino después 
dy haber hecho sacar las copias necesarias para continuar 
(helando ’sus providencias, si así lo solicita la parte á 

quien perjudica la remisión. 1 

Las copias se sacaran a costa de lá parte que las pida 
* CIÍ C ' pia:':o que señale el Juez prudencialmente. 
i„„ rl _t ‘ 5* , s , nhunales que pidan los autos origina- 

de ln Ma * °} v Z ños dentro de ocho días contados des- 
a tC r * en e * uen á su poder, 

los i n-'ni Vrl ; 1 U ,lIl d° j os Jueces de 1." Instancia suspendan 
berán resol °i os d e Paz por queja interpuesta,^^ 
días sin contar ¿4 ^^’.^PO^a-bilidad, dentro de ocho 

as sinc|nUre término de la distancia. 
m se opongan 4 la presente'fey. dis P osicio,les 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

de Septiembre 'lelffiKE G ° biern0 en Lima, á 25 del mes 
Manuel P. Olabchea. N ‘ ° E Pií;rola - 
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t rt 145 . — El recurso de queja se interpondrá 
i ím de segundo día, después de entregadas las 

dentro , _» ^ i« ri| e 4«wi«. 

copias 


salvo el término de la distancia 


\rt. 146. — Apelada una sentencia ó auto de 
,-imera instancia, la parte contraria puede adlie- 
M-se á la apelación, en cualquier estado del juicio, 

mi tes de la citación para sentencia. 
c Art. 147. — Las apelaciones de autos interinen - 
torios y los recursos de queja se resolverán sin rnás 
trámite que el dictamen fiscal; y no se admitirá 
ni n °án otro recurso contra la resolución de ¡a Cor- 
te salvo el caso de jurisdicción, en que pueda in- 
terponerle el de nulidad. 

Art. 148.— En las apelaciones de sentencias de- 
finitivas, recibidos los autos, el Superior Tribunal 
mandará se entreguen al apelante para que exprese 
agravios dentro de tercero día, nombrando en el 
mismo auto procurador y defensor, si el reo no 
los hubiere nombrado. (1) • _ ' ;Jg 

Art. 149. — De la expresión ele agravios, se con- 
ferirá traslado por igual término á la parte con- 
traria: absuelto el traslado, se correrá vista al 
Ministerio Fiscal, si éste no hubiese sido el acusa- 
dor, y se pedirá autos con citación para senten- 
cia, mandando poner la causa en tabla y .señalan- 
do día para verla. ( R. T. s a 54, 55 ) 

Art. 150.— Vista la causa, se pronunciará sen- 
tencia dentro de tercero día, cuando más tarde, á 
11 o ser (pie los Vocales necesiten instruirse del pro- 
ceso, en cuyo caso se concede rá u n día par a c ad a 
Vocal. (2) 

(1) Véase la nota del art. 4*8 E. P. relativa á termi- 
nes por horas, y el art. 4 de la ley inserta en la pág. an- 
terior. 


la 


; ~ ) Basta la confirmación en segunda instancia de 
parte absolutoria de una sentencio para que, á pesar 

Oo 
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Art. 151.— Si antes de la citación para senten- 

ólieciésen las partes nueva prueba, se dará 

i i ... i.. crJií'tfitrl unr veintiCLin h*n linm^ 


en 


mo 


cik Creciesen las partes nueva pi aeoa, se dairá 
traslado de la solicitud por veinticuatro horas, (X) 
v sólo se admiiint cuando sea distinta déla produ- 
cida ante el inferior. En este caso, el termino p ara 
producirla no excederá de la mitad del concedido 
1> instancia. ( E. C. 1702 ) 

Art. 152.— Sólo cuando el reo se halle en el mis- 
lugar de la Corte, se le notificará personalmen- 
te la sentencia y la citación para pronunciarla, (2) 

■ m) Véase la nota del art. 4-S E. P. relativa á térmi- 
no por horas. 

(2) El recurso de nulidad debe interponerse clentroTb 
24 horas. ( E. P. 161 ) 

del recurso de nulidad que contra dicha sentencia sCirr 
terpusiere, se dé libertad al enjuiciado absuelto. Así lo ha 
declarado la Corte Superior en el siguiente caso : 

Ilustrísimo Señor : 

Acusailos d e robo N. N., N. N. N. N. y Juan Durquet 
'1 1 ' V ’f i SC ^ a o a causa por él Juzgado inferior con- 
affim°o á Sn ^ P riI ". eros y absolviendo de ¡a instkncia 

la parte apeladk respecto 7x° fefe f 

fnnl U renn-s,;' , e“tíaord- 5^0 taLpuesto el reoTpe- 
da instancia en la n-iH-^ 10 < e nt didad del fallo de según- 
él se reitere, se ha r ‘J* «"V ’ a i liente confirmatoria que á 
pidiendo su libertad con Du f c l liet al Juez de la causa 
ES h se le suministrnrnn' a f ?°P ias c l ue P or mandato de 
ción pronunciada en cuales consta su absolu 

ehatla la solicitud ñor el n + S instanc ^ as del juicio. Dese- 

estar suspensa la juri^ieción^í* — cIa ^ asin lu £ ar >P or 

cho de su procedencia n„„ r evue lva el proceso al despa- 
l l Ul -' es materia de] prese se lla alzado de ese auto, 

Si de lo que ¿ 22® " « dictamen, 
tona, ao cabe sostener C ? m í > ^^ ei1 ^ 0 de una eje- 

s é _ 2 Ca * de ’J u tisd icci ó n narn^? 1 * c e derecho que el inferior 
mu Ju¡ iaeil c «ahto absuelve í J oveer _ a la ejecución de la 
npfini ° COncec le de una rn a - l Uno de los acusados por- 

. qi ' e ocurre ' e > artículo'lTiVdefr fe el CaS ° — 

1 1 1 Uel V. E. C., que con- 
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TITULO II 


DE LAS CONSULTAS 

Art. 153.— Recibidos en consulta los autos, el 
Tribunal Superior los mandará pasar inmediata- 
mente al Fiscal, con cuyo dictamen, que deberá ex- 

sagrando un principio de régimen judicial, envas bases 
fiihdamentales son las mismas, así para el procedimiento 
civil como para el criminal, no ha de ser de aplicación tan 
exclusiva que no pueda invocarse con buen título en el 
fuero penal para casos análogos que se rozan, no con lo 
que es materia peculiar y privativa de éste ó el otro fue- 
ro, sino con un punto general de competencia. 

Pero, si está expedita la jurisdicción del inferior para 
entender en el asunto ¿procede en derecho la solicitud de 
Durquet? Id Fiscal se pronuncia por la afirmativa. Fa- 
llada la causa en última instancia, la sentencia que ab- 
suelve á Durquet ha quedado ejecutoriada por ministerio 
de la ley de procedimientos tanto en materia civil como 
en materia criminal. Puede, pues, y debe ejecutarse la ex- 
carcelación sin que obste el recurso de nulidad interpuesto 
por N. ; fundándose, no siquiera en la omisión de algún 
trámite ó diligencia esencial, en cuyo caso la declaración 
de haber nulidad ciei tatúente que afectaría la organiza- 
ción ¡leí proceso en su conjunto, reponiéndolo á un estado 
anterior, sino en la infracción de la ley al imponerla pena; 
lo que determina un caso en que la declaración de nulidad 
no ha de comportar otro efecto que la reforma ó la revo- 
catoria de la sentencia, pero contraída exclusivamente á 
la parte sobre que versa el recurso extraordinario. En lo 
emas la justicia ha pronunciado su última palabra, re- 
vistiendo el fallo de segunda instancia con la autoridad 
ue la cosa juzgada. 

j , Adviértase que desde los comienzos de la instrucción 
t c sumarió, cabe resolver con entera independencia y se- 
laracion sobre la suerte de los encausados, según el méri- 
e11n* Ue va ^ a arr pjando el proceso respecto á cada uno de 
soit 8 ’ cediendo á unos la libertad incondicional 6 
form-v* 1 en ^ a d°> ya denegándola á otros bajo una ú otra 
a > ya sobreseyéndose respecto á los demás definiti- 


30S 


cónrGO 


pedirse dentro de vemticuatio hoi as. ( 1 ) procede- 
víi ci absolver Ifi consulte! cien ti o ele sc^miclo (] ¡ ^ 

(E. P. 75, 91, 121) (2) 

f l ) Véase la rota delart. 4S E. P. relativa á términos 
por horas. 

(2 ) La Corte Suprema ha declarado en el siguiente 
fallo que no debe revocarse la sentencia, en los casos de 
consulta, sin sustanciar la causa como si se tratase de 
una apelación; es dteir, con audiencia del reo: 

Lama, Abril 1 7 de 1897 . 

■"ti 

Vistos : con lo expuesto por el señor Fiscal y aten- 
diendo á que habiéndose elevado la causa en consulta á la 
Iltma. Corte Superior, respecto de N. y N., se ha procedí 

• ío sin darse audiencia 'á dichos reos, á agravar la nena 
impuesta al primero y condenar al segundo, que había si 
do absudlo' en primera instancia, declararon insubsistente 
, íl ( vista de foja»..., su techa..., mandaron ciuc, dán- 
dose audiencia á los expresados enjuiciados, se proceda á 
nuevo pronunciamiento; y los devolvieron. 

Guzmáx— sá xchez I.OAYZA - Vélez— Espinosa— Elmoke 

IvA AL A* 


VL: t ¡Xck pnLán^ra mSs faí^nt. 

dose de la sentSiVse^^il'^ para qae sól ° tratá 
dato expreso de la establezca entre los reos, sin ma: 

necesario suspender 1 * estrecha solidaridad, que se 

firmado ó Sudo l efectos , del fall ° absolutirio co: 

gana de los acusa do<¡ ^ , se ^ linc ^ a distancia, á favor de a 
pueden afectar su cmA-i^r* 1 e f* ar a las resultas que r 
hdad interpuesto en 1 ^^ at ^ e nte, del recurso den 
<p C. E. p\ por e rotrn do del artículo 156 inciso 1 
dena ocurre d la r 0rf . p c^ 0 ’ ^ ue no co uforme con su coi 
non; concretando su en 3 ema tida de repan 

J f ^ refi’er C r° * S á la par1 

ri, la a en que se encuen tr-f n de n a debida la condición ji 

^ estado actual ÍJ nrí res P ect ^'amente N. y Durqiw 

la causa p 0r ahrv° J ' y c . onc lnirá que estand 
"^Uallodel Superior tÍk Pavamente al ultime 

1 -Lubuiial que lo absuelve del 
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Art. 154. — El Fiscal puede apelar dentro de 
veinticuatro horas 1 1 ) de la sentencia ó auto con- 
sultado: en este caso, se observarán los trámites 
prescritos en el título anterior. 

( i ) Véase la nota del art. 4S E. P. relativa á tenori- 
nos por hoi as. 

instancia, desele que no se ha promovido sobre el particu- 
lar recurso extraordinario de nulidad, la única solución 
legítima que corresponde á la solicitud que se ventila, es el 
cumplimiento inmediato é incondicional de la ejecutoria 
Cierto es que la Corte Suprema no ha menester la am- 
plitud del recurso para resolver plintos que abarquen la 
causa en su generalidad, pile-* en tocio caso en que se des- 
cubra en el proceso algún vicio que implique nulidad, pue- 
de reponerlo al estado en que se cometió, en ejercicio’ de la 
facultad que para ello le confiere, lo mismo que á los de- 
más Tribunales de Justicia, el a rtículo 1749 del C. E C • 
pero no es menos cierto que cuando las sentencias de pri- 
mera y segunda instancia son conformes en cuanto á la 
absolución, y a mayor abundamiento es concorde con 
ellas el dictamen fiscal, como sucede en el presente caso 
es muy remota la eventualidad de una declaración de in- 
su asistencia para justificar por si sola el prolongamiento 
de la prisión del reo absuelto, contra quién no hay grado 
ni recuiso pendiente, después de que tal vez durante el pro- 
ceso, que no siempre es de corta duración, estuvo sumido 
en la cárcel. 

Si las circunstancias que rodean á Durquet no fueran 
. an avorables, cual si su absolución se hubiera pronun- 
V acl .° P° r e ] Superior Tribunal revocando ó desaproban- 
do el tallo de primera instancia, no cabría otro procedi- 
miento que mantenerlo en prisión mientras se resolviera 

tni r ^ llrSO t ex ^ raord ^ nar ^°' P or resi átar más próximo en 
as ? ei ev fnto de la solución en el sentido de la insub- 

críHriWov’ ^ a ** ue P or una P arte es inaplicable á las causas 
menf p ■ CS ’ en ? ue res P°nsabilidad del reo es esencíal- 
do Ia fianza resultas que permite el cita- 

el cas ‘ a 1° 1741 / ,el C - E - C., y por otra, no es análogo 
c iue elln r- Se ^ ra ^ a a ^ disposición anterior, desde 
PromnTa f c P tlere esa seguridad de la parte contra quien se 
áféetnr tvi ' 1 , ecurso< ‘ utas no de aC[uel!a á la cual pudiera 
litWfru ,. laS ° aienos directamente la declaración demt- 
1 J omisión de trámites ó diligencias esenciales. 
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Art. 155.— Si el Ministerio Fiscal notare alo,., 
nas omisiones graves en el proceso, el Tribunal l 0 c 

mandará subsanar antes de absolver J^con'Sillf n 

( E. P, US, R. T. s a 54-, 55, E. C. 1749 ) 

Por lo expuesto, c invocando el Fiscal en apoyo <F 
su dictamen los principios generales del Derecho, en punto 
en que la ley no contiene un mandato claro y expreso por 
el cual haya de prolongarse la prisión de los reos ah 
sueltos á quienes favorezcan las condiciones apuntadas- 
concluye por opinar por que se revoque el auto apelado v 
se acceda á la solicitud de fojas.... mandando se pon^a en 
libertad á Juan Durquet ó Echarles, y se agregue este ex- 
pediente á los de la materia en su oportunidad 
Lima, 26 de Junio de 1S96. 

Cayero, 


Lima , 1 ° de Julio de 1896. 

Autos v vistos : de conformidad con lo expuesto por 
el señor Fiscal, y considerando además que Juan Durquet 
o Echartes ha obtenido la absolución de la instancia en 
.los instancias conformes y de acuerdo con el dictamen 

d ac?N qU n o d ehp 1 ° ^ Haber ^interpuesto recurso de nuli- 
°Tulo ñi be perjudicar a aquel contra quien no hay 

de Derecho nn riM^ JenC 1Cn ^ e ’ T ue conforme á los principios 
si bien la Excma e P° s P oa 5 rse l a justicia por la forma; que 

Sg»?; en esta ca.usa; tal emergencia no 

nido un íallíabsóli# 1 ^ 116 ^ ei ? P r ! s ^ n á los que han obte- 
reaprehendidosene«ípn 10 . en COS instancias, pudiendo ser 
dele. E P. ¡-i "A so >l 'l ue permitendo el artículo 75 
do la Corte dista mñ! e i CI °v' pendiente la consulta cuan- 

con njfis razón es procedentria nl'^ lu S ar del j uicio - 

se ponga en libertad ri f°J as ---> techa..., mandaron que 

devolvieron. d aI r<ifendo Durquet ó Echartes, y los 

Asbolú.-p ubnte Ahsao ,_ Serpa 

Un caso análogo 

pónchente á Octubre dé 1894 ^^ e ” E/ Derecho ' corres ' 
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SECCION TERCERA • 

Del recurso de uulidad. ( 1 ) 

TÍTULO 1 

DE LOS CASOS EN QUE PUEDE INTERPONERSE EL RECURSO 

DE NULIDAD. 


156. Hay' lugar al recurso de nulidad* ( F C 
1649; 1733 ) (2) < V * 

1 Por infracción de la ley en la aplicación 
de la pena; 

2. Por omisión de algun tramite o diligencia 
esencial. (E. C.*,40 §4) ( 3) 


( 1 ) Condenántlose al reo á pena de muerte, se remite 

los autos a la Corte Suprema, aun cuando la parte no in- 
tcrpusiere el recurso. ( R. T. s a 21 ) 


(2 ) \ case los casos de procedencia en materia militar 
en la ley inserta en la página 212. 

a “ T / mb 1 ,én hay' lugar al recurso de nulidad contra los 
autos de sobreseimiento, de mandamiento de prisión, las 
. entencias absolutorias de la instancia, y las que impon- 

* la páeinn9o\ i v 5 iei ? bre de 1878 Aserta como nota en 
a pagina 20 ) ( \ e ase la nota al art. 139 E. P. ) 

Wriéicdón recurso contra los autos sobre 

ponen nena di ^ P * contra las sentencias que im- 

del art P i60 E .P y ( Véase la le ? inserta com¿ nota 
ease la nota al art. 169 P. 


c ¡ales n r Ía„ abrev ^ a R dn 6 suspensión de las formas juc 
(Const. 130 § acciou P°pular contra los magistrado 

‘oFscáf'víf^'^h^pa^tación del Agente ó ['rom. 
dad, comoln^** consiguiente su omisión es causa de mi 1 
Pagina 289 dec ara ejecutoria inserta como nota en ] 
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Art . 157.— La i 1 1 f raeciqíi de la le.v en la apli ca . 

ción dé la pena, tiene lugar: , • 

1 0 Cuando la sentencia, después de calificar 

el delito conforme al Código Penal, impone al de- 
li licúente una pena mas o menos gia\e que la de- 
signada por la ley; 

O o Cuando la sentencia hace una mala califi- 
cación del delito, y conforme á ella aplica pena al 
delincuente; 

3. ° Cuando la sentencia califica como delito 
un hecho lícito, y le impone pena al acusado; ( Const. 

14, P. l. ) 

4. " Cuando la sentencia califica como lícito 
un hecho que el Código Penal considera delito, y 
absuelve al acusado. 

Art. ! 58.— El recurso de nulidad por infracción 
de la ley, en los casos del artículo anterior, se in- 
terpondrá solamente contra la sentencia de última 
instancia que causa ejecutoria, f E. P. 1S2 ) 

Art. L59. — El recurso de nulidad por omisión 

de trámites ó diligencias esenciales, puede interpo- 
nerse : 

. ] * u Cuando el sumario se ha organizado sin 

citación del presunto reo ó de su defensor, ( E. P. 

112 ) ( 1 ) 


; } No causan nulidad las actuaciones del sumario 
I .te icadas con citación del defensor de los reos prófugos. 

Excino. Señor: 

tund^en^' C '^ tQ Su P erior declara la nulidad de lo ac- 
ber á losrpnc i 1111010 ’ reponiéndolo al estado de hacerse sa- 

5. 15 y 20 admisorios de 

Fúm 1 I se' 1 ,rin . 'i 1 ' L c dl . eron origen, 
de citación Á w ’P a men t e dicha resolución en la falta 

do defensor sin p. Uos " • C11 ^echo de habérseles nombra- 

salir ajuicio ó de estar' prófug^* ^ prOpÓSÍt0 tle "° 

brande: ito de amento eg erróneo : en efecto, el noni* 

ele deiensor procede siempre, porque se fonda 
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o ° Cuando se exigió juramento para la de- 
t ración instructiva, ó confesión del reo; ó cuan- 
V a / 1 +A ese reciuisito alas declaraciones délos 

t d e ° s ^.(E.pÍ45,46,56) 

» Cuando no se nombró curador ad Htem 
1 feo ó testigos menores de diez y ocho años; ( E. 

•p 32) . 

4.° Cuando ! a causa no se recibió a prueba, 

ó no se admitió la ofrecida dentro del termino pro- 
batorio, ó se tomó sin citación contraria alguna 

prueba sustancial. 


en la posibilidad de que resulten ausentes algunos de los 

presuntos culpables. 

En cuanto al primero, la citación puede hacerse tanto 
al reo como á su defensor, motivo por el cual la falta de 
una y otra es punto de nulidad según el art. 159 inciso 1 
del C. E. P. 

En el presente sumario consta que en razón de sei 
prófugos los reos como lo manifiesta la razón de fojas 6, 
se les nombró á f. 15 el defensor con cuya citación á f. 27 
fueron actuadas todas las diligencias. 

El infrascrito Adjunto opina en consecuencia que hay 
nulidad en el auto cíe fecha 27 de < )ctubre corriente á f. 
107 y.; y que V. E. salvo mejor acuerdo, debe reformarlo 
revocando el de 1/ Instancia de 5 de Septiembre corriente 
á f. 90 v. y mandando que el Juez de Derecho continúe 
substanciando el sumario conforme á su estaño. 

Lima á 21 de Diciembre de 1900. 

Seoane. 


Lima, Enero 10 de 1901. 

Vistos: de conformidad con el dictamen dei Ministerio 
Fiscal cuyos fundamentos se reproducen, declararon ha- 
ber nulidad en el auto de vista de f 107 v., su fecha 27 de 
Octubre último, y reformándolo revocaron el de 1. ' Ins- 
tancia de f. 90 v. , su fecha 5 de Septiembre del año próxi- 
mo pasado; mandaron que el Juez respectivo continúe 

substanciando el sumario conforme á su estado; y los de- 
volvieron. 


Ol'ZMÁN. 

LLOS, 

40 


Loayza.— Espinosa. - Solar.— Ortiz de Zeva- 
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Art, 160— No ha lugar al recurso ele nulidad, 
en los casos en que no es admisible la apelación, 
i 'a m poco se concédela el ítem so de nulidad del 
mito ele sobreseimiento , ni de las sentencias cjue im- 
pongan la pena de ai i esto o multa que no exceda 
de trescientos pesos. (139. E. P. 140, 56, 157) (1) 


TÍTULO II 


DE LA SÜSTANCIACION DEL RECURSO DE NULIDAD 

Art. 161.— El recurso de nulidad se interpon- 
drá dentro de veinticuatro horas, después de ha- 
berse notificado la sentencia de última instancia 
ante la Sala que la pronunció. 2 ) 

( i ) Procede el recurso de nulidad contra el auto de 

sobreseimiento (art. 2 de la lev de 21 de Diciembre de 

1878. inserta como nota en la página 25 ) 

- También procede el recurso contra las sentencias 

i|ue imponen pena de arresto : así lo determina la sigtiien- 
te ley : ~ ^ 

Considerando : 


completar la reforma del artículo 
igo de enjuiciamientos en materia penal ; 

Ha dado la lej r siguiente : 

tra 1 a s lente ni - i 1^° concede el recurso de nulidad con- 

que la ley castie-i K”™ a ? en los juicios sobre delitos 
Comuniques^ etc PCna de arresto - 

días del me* de sint de ?°^^ rn0, en Lima, áíós veintiséis 
nueve. “ e ' Vpt,erabre ^ mil ochocientos noventa y 


E, Romero. 


E. L. de Romana 


nos por horaí '* “° ta del art - E. p. relativa á térmi 
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Art. 162— Si el Tribunal creyere improcedente 
C 1 recurso, lo denegará; quedando en este caso ex- 
pedito su derecho á la parte agraviada para ocu- 
rrir por vía de queja á la Corte Suprema. 

Art. 163— Si el Tribunal creyere admisible el 
recurso, correrá traslado á la parte contraria por 
veinticuatro lioi'as, \^cou su contestación remitirá 
los autos á la Corte Suprema; á no ser que la cau- 
sa se hubiese seguido fuera de la capital, en cuyo 
caso se remitirán en el próximo correo. 

Art. 164.— Recibidos los autos por la Corte Su- 
perior, correrá vista al Fiscal; y absuelta en el 
término de veinticuatro horas, mandará poner la 
causa en tabla, señalando día para verla. ( 1 ) 

Art. 165.— i después de vista la causa, se resol- 
verá el recurso de nulidad dentro de segundo día, 
á no ser que algunos Vocales necesiten instruirse 
del proceso, en cuyo caso se concederá un día para 
cada Vocal. 

Art. 166. — Si se declara la nulidad por omisión 
de trámites, se repondrá la causa al estado que te- 
nía cuando ocurrió la omisión, decretando la res- 
ponsabilidad de ley contra quién corresponda. ( E. 
C. 1749 ) 

Si la nulidad se declara por infracción de lev 
en la aplicación de la pena, la Corte Suprema re- 
solverá sobre lo principal, revocando ó reformando 
Ja sentencia. ( E. C. 1751, R. T .sa 103 ) 

i j 

léasela nota del art. 4S E. P. relativa á termi- 
nos por horas. 
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SECCION CUARTA 

Del juicio por faltas. 

TÍTULO 1 

DE LA SUSTANCI ACION EN PRIMERA INSTANCIA 

Art. 167.— El juicio por faltas, y por delitos le- 
ves de hurto ó estafa cuyo interés no pase de cin- 
cuenta )csos, f ) se actuarán verbalmente, ante 
el juez de paz del distrito donde se hubiesen come- 
tido. ( P. 372 y sig. ) 

Art, 168.— Interpuesta la querella ó acusación, 
el juez mandará cjue el acusado comparezca inme- 
diatamente* y, en un solo acto, oirá al acusador y 
acusado, recibirá las pruebas cjue ofrecieren, y 
pronunciará sentencia en el término de veinticua- 
tro horas. ( 1 ) 

Art. 169. — Si las pruebas no pudiesen produ- 
cirse en un solo acto, y cualquiera de las partes pi- 
diese un término especial para producirlas, el juez 
podrá conceder hasta seis días. 

Alt. 170.— Se redactarán en una sola acta, la 
quínela, contestación, pruebas y sentencia, fir- 
mándola el juez, las partes 3 ^ testigos de prueba, y 
aU ^f dmlola °t ros dos testigos de actuación 

o o cuando se conceda término especial para 

1 Art S 1 C - r f ,actarán actas diferentes. 

• ' 1 * ^ acusado no comparece intner 

tadela página í 8. S ° leS ' ses “ n cl fall ° c i ue registra la no* 
por lloras ^ aSC uo * a P a g- 24S, relativa á términos 
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i- tarnente, el juez librará orden de comparendo 
í dentro de segundo día. 

* Pasado este término sin haber comparecido el 
acubado, el juez librará segunda orden, señalándo- 
le el ténnin o de veinticuatro horas, con apercibi- 
miento de declararlo rebelde. ( 1 ) 

Art. 172.— Si no compareciese, el juez, á solici- 
tud verbal del querellante, lo declarará rebelde, 
recibirá las pruebas y sentenciará. 

Art. 173.— Pronunciada la sentencia en rebel- 
día, no se admitirá exposición del reo sino para in- 
terponer apelación dentro de veinticuatro ho- 
ras. ( 2 ) 

Art. 174.— < Cuando el juicio principie por de- 
nuncia, mandará el juez que el denunciante se rati- 
fique en presencia del denunciado, expresado en su 
ratificación verbal, el tiempo; lugar y circunstan- 
cias concernientes, é indicándo los testigos que pre- 
senciaron la falta. Después de estas diligencias, el 
Agente fiscal, ó en su defecto, el Síndico seguirá el 
juicio. 

Art. 175. — Para la susi anciación de estos jui- 
cios, los jueces de paz llevarán un libro especial. 


* 


TÍTULO II 


DE LA REVISION 

I 


Art. 176. — La apelación se interpondrá de pa- 
. a °ra ante el mismo juez de paz, dentro de veinti- 
cuatro horas, ( 3 1 después de notificada la sentem 


vo 6 + ^ (3) Véase la nota de la página 248, relati- 

terminos por horas. 
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cia- v el juez ^ 1 " 1 * " 1,^ £1 

sea pecuniaria y no exceda de seis pesos. ( 1 ) 

Art 177 .—El juez de paz remitirá al de 1. a í Me 
tanciá copia certificada ( ¡el juicio, y este mandará 
citar á las partes para que comparezcan en el ter- 
mino de tercero día, salvo el de la distancia. 

Art. 178 —Compareciendo las partes seles oirá 
en un solo acto, y se sentenciará sin más trámite 
ni dilación. 

Si no comparecieren, se procederá en rebeldía 
bastando una nueva citación para dentro de se- 
gundo día, 

Art. 179.— El juez de 1 instancia no podrá ad- 
mitir ninguna prueba, excepto cuando la senten- 
cia se hubiere pronunciado en rebeldía, ó cuando 
recaiga sobre la inexactitud de la copia certificada. 

Art. ISO.— La sentencia de] juez de 1. a instancia 
terminará definitivamente el juicio, sea que con ¡ir- 
me ó revoque la del juez de paz, 

Art. 181.— Resuelta la apelación, el juez de 1. a 
instancia mandará archivar el expediente, y remi- 
tirá al de paz testimonio de su resolución, para que 
la cumpla y haga ejecutar. 


SECCION QUINTA 
. TÍTULO UNICO 

DE LA EJECUCION DE LAS SENTENCIAS 

das* ^ 1 S 2 .— Las sentencias quedan ejecutoi 

curso ído-íí Udn ^ < ? ^ e - r no P eri nit e contra ellas 

curso alguno ordinario ó. extraordinario; 

uanc o ha sido confirmada ó ne\~~ 

na 18. ^ a tro soles ochenta, según el fallo de la p 
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, c ] e 1. a instancia, ó se lia absuelto la consulta, en 
w; casos en que la ley no permite recurso de unli- 

dad; (B.P-156) 

3.° Cuando no se lia apelado dentro del tér- 
mino legal, en los casos en que no haya lugará 

consulta. 

Art. 183— Toda sentencia ejecuto riada se man- 
dará cumplir inmediatamente por el juez de 1. a ins- 
tancia que hubiese conocido en la causa. ( P 67 

91 j i 1 ) 

Art. 184— La ejecución de las sentencias se ve- 
rificará, con el testimonio que el ¡uez de 1. a instan- 
cia mande expedir y entregar á la autoridad pú- 
blica. ( Const. 113 J. M. 602 ) ( 2 ) 


(1 ) ^ éasc en la pagina 496, tomo I de la Compila- 
ción de Vistas Fiscales, por el Dr. Gastón, un dictamen 
del Dr. Paz Soldán relativo al cumplimiento de las senten- 
cias, aún en el caso de no hallarse conformes con decretos 
del Gobierno. 


(2) \ease en la página 433 del mismo tomo una ex- 
posición de los Fiscales Doctores Paz Soldán y Ureta so- 
bre la conveniencia de una consulta al Congreso, relativa 
a procedimiento cuando el Poder Ejecutivo se niega ádar 
cumplimiento á las sentencias. 
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D. BERNARDO TAGLE 

■ 

* 

PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DEL PERU» ETC. ETC 

i 'i ’¡ ‘ % .. A . 

Por cuanto contiene al ejercicio del poder que 
se me ha confiado, ordeno lo siguiente : 

El Congreso Constituyente del Perú 

. I A , 

i ‘ara hacer efectivo el precioso derecho que to- 
cios tienen de escribir, ¡ mblicar y circular sus ideas, 
y que no se haga ilusorio por los abusos y desoí" 
denes, 

DECRETA LO SIGUIENTE : 

p 

V 

TÍTULO I 

DE LA EXTENSION DE LA LIBERTAD DE IMPRENTA 

Alt. l.° Todo peruano tiene derecho á nianifcs 
tar sus pensamientos, por medio de la prensa sin 

precedente licencia 


Alt... La i cgla del articulo anterior sufre l-i 
limitación solamente de los escritos que versan sñ 
bre los libros de la Santa Escritura, sobre los Tr 
tícu os y dogmas de la Religión dé la República so' 
bre la moral religiosa y sobre la disciplina esencial 

de la expresa nCCCSÍtan 

Art. 3. Este no podrá negarla sin previa cen 

sura; de la que, siendo contraria, dará traslado al 
autor o editor a fin de que, si no se conforman 
puedan contestar exponiendo sus razones, para 

que se proceda a nueva censura. 1 

- Art * 4 -:^ 1Cndo contraria, y no confor- 
mandóse el interesado, le queda el recurso á la [un- 
ta conservadora de la libertad de la imprenta- la 
que, reconociendo el escrito, lo pasará con su dic- 
tamen al Oí dinario para que, con inaj'or instruc- 
cion, conceda o niegue la licencia dentro del térmi- 
no de ti es meses cuando más, contados desde la 
primera vez en que fue presentada la obra. 

Art. 5.°— Si cumplido dicho término, todavía 

rehúsa dar, ó negar la licencia, podrán losinteresa- 

dos recurrir de nuevo á dicha Junta conservadora, 

para que eleve el recurso al conocimiento del Con- 
greso . ( 1 ) 


TITULO II 

DE LOS ABUSOS DE LA LIBERTAD DE IMPRENTA 

Art. 6.° — Se abusa de la libertad de imprenta: 

l.° Cuando se publican máximas ó doctrinas 

!l lle conspiran directamente á trastornar ó destruir 

la religión de la República, 6 su Constitución polí- 
tica; . i¡ 


, ( 1 ) No existe hoy la [unta á que se refieren ese ártica 

lo y el anterior. 


41 
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». Publicando doctrinas ó máximas diri g ;. 
das á excitar la rebelión, o perturbación de la pfi. 

blica tr f n T ^audó directamente á desobedecer al- 

t 6 autoridad legítima, o provocando á es. 
fa desobediencia,’ con sátiras o invectivas'; 

* 4 • Inim-iando á una o mas personas conli. 

bolos infamatorios, que tachen su vida privada, 
mancillen su honor y buena reputación. 

Art 7 Aun cuando se ofrezca probar la un- 

nutación injuriosa, se le aplicará la pena al autor 
:i;tnr riel libelo infamatorio. _ 


JUUUiuu , 

; editor del libelo infamatorio. 

Ar t. s.°— SÍ en algún escrito se imputaren deli- 
3S cometidos por algún empleado, ó corporación, 
i"e! desempeño de su destino, ó el autor ó editor 
rueban su aserto quedan libres de toda ° ' 1 ' 


TlPIlíl 


TITULO III 


] »E LA CALIFICACION DE LOS DELITOS ABUSIVOS DE LA 

LIBERTAD DE IMPRENTA 

Art. 9. a — Los impresos que conspiren direct 
mente á trastornar, ó destruir la religión de la R 
pública, ó su Constitución política, se calificara 
con la nota de subversivos, 6 en primero, ó en s 
gando, ó en tercer grado. 

Ait. 10. — Esa graduación se hará según la m 

301 o menor tendencia del escrito, á trastorna 

o destruir la religión de la República ó su Consl 
tu cion política. ’ 

n 11.— lá disppsición del precede 

t ei ieu o, se calificarán de sediciosos , ó -en 
[ ° en Sc o Un do, ó en tercer grado, los impresos 1 

guíenles de'íos Anales 1 pu , Ui . C£ } do en I a págiua 333 y 

anales Judiciales de 1906. 
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que se public[iien máximas ó doctrinas dirigid as á 
excitar la rebehon ó la perturbación <lc la pública 

tranquilidad. 1 

Art. 12.— Los impresos que inciten directamen- 
te a desobedecer las leyes, ó autoridades lemtimas 
se calificaran con ]a nota de incitadores A la des- 
obediencia m primer grado; v aquellos en que se 
provoque á esa desobediencia con sátiras ó invec- 

feas, con la notade incitadores en ÉTcicIosGP^jiTirJn 

Art. 13 .-Se calificará con la nota de obf leños 
ó contrarios á ¡as buenas costumbres, los impresos 
que ofendan á la moral ó decencia pública. 

Alt. 14. - 1 endrán la nota de libelos infamato- 
rios, ¡os escritos que vulneren el honor ó leputa- 
ción de los particulares, tachando su conducta pri- 
vada; y, según la gravedad de las injurias, atendi- 
das todas Jas circunstancias, serán calificados de 
infamatorios ó en primero, ó en segundo, ó en ter- 
cer grado. 

Art. 15. — En la calificación de escritos no se 
usará de otras notas, que las detalladas en los pre- 
cedentes artículos. Cuando ninguna de ellas sea 
aplicable, se usará de la fórmula : Absuelto, 


• TÍTULO IV 

DE LAS PENAS CONTRA LOS QUE ABUSAN DE LA LIBERTAD 

DE LA IMPRENTA 

Ar t .10. — Serán castigad os con seis años de pri- 
sión en lugar seguro, el autor ó editor de un eseno 
calificado de subversivo en primer grado; con cua- 
tro años, los de escritos subversivos en segundo 
gra-lo; y con dos años, los de un escrito subversi- 
vo en tercer grado. Además serán privados de sus 
empleos y honores, los delincuentes; y, si _ fueren 
eclesiásticos, serán ocupadas sus temporalidades, 
salvo la congrua sustentación. 
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. . 1 7 _ Con la misma graduación, se apli Ca . 

Hs nenas del precedente articulo a los autores 

ó ed teres de impresos subversivos. 

18 -A los autores o editores de impresos 
„,«• inciten á la desobediencia en primer grado, se 
ca Wará con un año de prisión en lugar sega, 
o á los incitadores en segundo grado, con cien p e . 
"«de multa, y si no pudieren satisíacer esa cuati. 

dad, con dos meses de prisión 

19,— Los autores, o editores de impresos 
obscenos, ó contrarios alas buenas costumbres, 
pagarán úna multa equivalente al valor de un mil 
quinientos ejemplares, al precio de venta; y cuan- 
do no puedan hacer efectiva dicha suma, serán des- 
tinados cuatro meses á sepultar cadáveres en el 
Campo Santo. 

Árt. 20.— Se aplicará, la pena de tres meses, y 
una multa de doscientos pesos, al autor ó editor 
de un libelo en grado primero; dos meses de prisión 
y ciento cincuenta pesos de multa, á los de un li- 
belo en segundo grado; y á los libelos en tercer 
grado, un mes: de prisión y sesenta y cinco pesos 
de multa. Si no tienen con que satisfacer la multa, 
se doblará la prisión en parte segura. 

Art. 21.— Ademáis de las penas que especifican 
los artículos precedentes, serán recogidos todos los 
ejemplares que existieren para suprimirlos en el to- 
t o o en parte, según los términos declarados por 

los jueces. 

*2.— lodo el que retiene, ó vende uno o 

rleht^ emp * ares C ^ e un i ra P re so mandado recoger, 

eiemi5^ ai, i e i 1 c ^ lse mu ^a, el valor .de un mil 
A t 9 S / d eSCrit0 á Precio de venta. 

nena -1 i-T)' i’°' la reincidencia se aplicará doble 

Art 94 Ue t ll ^ n - ei 011 P 0r leí infracción primera, 
sar á i ^i'esire^ son obligados a pa 

ca es y Síndicos proeuradoi'es, un ejeni- 
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piar de cuanto imprimen: la contravención se cas 
tigara con diez pesos de multa. 


TITULO V 

DE LAS PERSONAS RESPONSABLES 

Art. 25.— Es responsable de los abusos cometi- 
dos contia la libeitad ele imprenta, el autor ó edi- 
ten de un impieso, a cuyo fin deben firmar el orijri- 

Art. 26 Es responsable el impresor que indi- 
cialmente requerido para presentar el original fir- 
mado,. no lo hiciere; ó cuando no da razón fija del 
domicilio del autor, ó editor del impreso, ó no 
presenta persona de abono que responda del cono- 
cimiento de dichos' sujetos. 

Ai t. 27. Son también responsables los impre- 
sores que no ponen sus nombres 3' apellido, el lu- 
gar 3' año de la impresión. 

Art. 28. — Los impresores de escritos en que 
falten todos ó cada uno de los requisitos que deta- 
lla el artículo precedente, serán castigados con la 
multa de cien pesos, en e! caso de que los impresos 
sean calificados con la fórmula de ¿ ib suelto , ó no 
hava.njsidó denunciados sufrirán, además: las pe- 
nas señaladas en esta le3 r , si les comprenden las 
notas especificadas en el título 3.° 


TITULO VI 

► 

UE LAS PERSONAS QUE PUEDEN DENUNCIAR LOS IMPRESOS 

Art. 29.—' Todo peruano tiene derecho para de- 
nunciar á la autoric ad competente todos los im- 
presos que juzgue subversivos, sediciosos, obscenos, 
o contrarios á las buenas costumbres. 


lev de 


. , o _Eu los casos de injurias , podrán acu . 
„ r solamente las personas a quienes las leyes co„- 

Sel i- ' ^ 1 L * / 

ccde ? .fa i^En todos los casos de abusos de ipf. 

, líln r excepto el de iíyurias, clebcián denmi- 

ciarle oficiólos Fiscales, ó los Síndicos del aynu- 

tamiento constitucional. 


TÍTULO VII 


DEL MODO DE PROCEDER EN ESTOS JUICIOS 

4 

Art. 32.— Las personas que pueden y deben de- 
nunciar los impresos, con arreglo á lo dispuesto 
en el anterior título, remitirán sus denuncias á uno 
de los alcaldes de la municipalidad. ( 1 ) 

Art. 33 —Este convocará, á la mayor breve- 
dad, á los jueces de hecho de que hablan los artícu- 
los siguientes. 


(1) Sin perjuicio de procedimiento privativo á. que dá 
¡margen el libelo, los delitos de qhe da cuenta la prensa— 
cuando son dcnuneiables por el Ministerio Fiscal — pueden 
originar el juzgamiento de oficio en el fuero común ; y en 
ese caso, los editores ó impresores no deben declarar ins- 
tructivamente. 

B 

pLj . Corte Suprema 

Excmo. Señor: 


nrc scE2TL lr Í° {* °P ¡ . niún Nacional del 17 de Abril d 
tulado se „V l re gistrado un artículo de crónica inl 

micidio v c P fü que se denuncia un delito de h 

en ’ ncr epa a la policía de tener partieipack 

sultado, nrooiirI eS \ n ^ S (lc ^ aec . r algunas diligencias sin t 
tos relativos á ^ director del periódico los d 

ari ículo, y comn ai ? St ^ os a quienes hacía referencia 
del diario' se allam« 0ct . or Andrés A. Aramburú, directa 

c primero á contribuir á lósesela! 


imprenta 


. En los primeros quince días, las mu- 

nici palia arles el e los pueblos donde lia va iiupreiita 

nombi ai au tieinta \ dos personas que ejerzan el 

cargo de jueées de hecho . 


cimientos y aún á desvanecerlos cargos que el público mi 
diera formular contra la autoridad, pero se rielase des' 
pues á suministrar los datos que se le pedían, por no po- 
der descubrir a los testigos que dieron el aviso en la im- 
prenta, se le detuvo en la Intendencia hasta consultar el 
caso con el Ministro de Gobierno, v, habiéndose expedido 
el supremo decreto de fecha 22 de Abril próximo pasado 

se puso al detenido a disposición del Juez del Crimen pa- 
ra la iniciación del juicio criminal correspondiente. 1 

1 i Juez tomó declaración instructiva al doctor Aram- 
burú y en ella quedó de manifiesto que no era autor, cóm- 
plice ni encubridor de ningún delito; que su condición era 
la de director de un periódico en que se había hecho la de- 
nuncia de un delito, con referencia á testigos que se decían 
presenciales, respecto de los cuales no ha oía dado dato al- 
guno á la autoridad política, porque esto equivalía á pre- 
sentar el original de un artículo de periódico, sin que se 
hubieran seguido las formalidades del enjuiciamiento pri- 
vativo de imprenta. 

El doctor Aramburú declinó entonces de jurisdicción 
del fuero común para la investigación de los hechos, en 
cuanto se referían al director del periódico La Opinión Na- 
mortal) pero el Juez se declaró competente para la indaga- 
toria del delito. El doctor Aramburú amplió su petición 
de incompetencia, pidiendo la inmediata libertad por no 
haber razón legal para la detención; mas el Juez mandó 
reservar ese nuevo pedido, por considerar que, estando 
objetada su jurisdicción en el primer escrito, no podía re- 
solver nada en el segundo. 

Interpuesta la apelación de los autos, los lia confir- 
mado el Superior por el de vista, en el cual establece, que 
no trabándose de juzgar al doctor Aramburú por laies- 
ponsabilidad eri que ha incurrido como director de un 
diario, sino como encubridor de un delito común denun- 
ciado por la autoridad, es manifiesta la competencia del 
Juez del fuero común, y que ha sido legal también la nega- 
tiva de poner en libertad al detenido, mientras no queda- 
ra ejecutoriado el auto de fojas... En la Sala de vista hu- 
bo discordia, opinando el señor Vocal doctor t lores por 
Ja incompetencia del Juez para conocer en el asunto por 


32 $ 
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35. 


Art 3ü.-Para ¡)odcr serlo, son necesarios log 
requisitos qué la Coast.tuc.on ex, ge ,1c los Dip ttta . 
dos á Congi*cs°- 

¡Zilerse lecho la (le.nn.cia en un periódico y correspondí 

iiaueist j iiícro privativo. 

C “¿“Ministerio Fiscal representado en primera Instan- 
ñor el doctor Amat v León y en la segunda por el Dr. 
Cavero, ha estado conforme en cuanto a ^ competencia 
dd Juez para conocer del esclarecimiento del delito; en que 
v! Dr. Aramburú no es autor, cómplice ni encubridor de! 
delito; en cjuc al detenido no ha debido tomársele instruc- 
tiva. sino declaración preventic a, como testigo; pero han 
divergido en cuanto á la relación en que están los dos au- 
tos, pues mientras el doctor Amat y León ha sostenido 
que para poner en libertad al doctor Aramburú debió es- 
tar ciecutoriado el auto de fojas..., reservándose la peti- 
ción tic fojas... el doctor Cavero ha opinado que el Supe- 
rior debía declarar la insubsistencia, del auto de fojas.,., 
para que se comprenda en la resolución del artículo 'juris- 
diccional ambas cuestiones. 

En concepto del infrascrito se ha incurrido en errores 
v confusiones que es preciso esclarecer para dejar en su 
verdadero lugar el fuero privativo de la imprenta y la 
competencia del Juez del fuero común para la investiga- 
ción y esclarecimiento de los delitos, siempre que se pon- 
gan en su conocimiento de una manera público y regular. 

Que la autoridad _ política podía llamar al doctor 
Aram burti para investigar el origen de la denuncia hecha 
¿ P enoc 1C .° £ a Opinión Nacional no hay duda, porque 
atn |^ci° n J s sigilar por el orden público y el 

oli/ícr-ir íi r Ü lU í° nc ! a ^’ P e to no estaba en sus facultades 
á h'irerln ( uec ^ or del periódico á dar datos, si se negaba 
burú se a('n</ UC u mcnos ¿ detenerlo. Si el d octor Aram- 
ela anareei'Pí^ ^ u< rf° privativo de impresor yladenun- 

judicml. siiiviohHn'íf 10 ’ nil l gllna autoridad política ó 
mientras no «se «■' - a e - r * podía conminarlo á declarar, 
tic imprenta, C gmeran los trámites del juicio privativo 

A »•-* * > 

detener al dootnr au ^ or Í^ ac Í de policía; lia estado pues en 

raciones contra su ^ en inmutar exigirle decía- 

" l * 1 . til \\ J | ^ cVQ # 

dirigirá al Ao-pnf? 0 i7- C * a ^ en * a dos caminos que seguir: 
ticulo deATónica’snm inst ‘ al P ara <pie denunciara el ai" 

óii/na y ^igue ante el Jurado, ó dirigirse 




IMPRENTA 


329 


reelegidos 6 ' ^ qUC CeSen “ un año Podrán ser 
Art. 37. -No podrán ser nombrados jueces de 

Se m iááf 

slsssr dd - ■<* ' Ast 

al Juez del fuero común para que procediera á esckríí 
los hechos y a . n vest.gar las eircuustancias del delito r e ' 
caso de preferir este extremo, sin adelantarse á detener ni 

director del diano en que se hizo la denuncia niácaíifi 

cario de encubridor porque no lo es según los 

te efeuíe^r di exneíl?r'!., JUe t del fU f r ° COmún - estab “ * 
te ui u üeixi tlt. cxpcdii el auto cabeza de Proceso 

tomar Ja declaración preventiva al doctor Ammburú co- 
mo lo hizo, pero quedando de manifiesto c tte el doctor 
, ram uiiu no era autor, cómplice ni encubridor, y que co- 
mo testigo no lo era sino de referencia y esto por una de- 
nuncia en un diario, ha debido ponerlo en inmediata liber- 
tad, porque contra él nada podía hacer si se negaba á su- 
imnistrar ciatos ó prestar nuevas declaraciones. En el 
art. 59 del C. E. P. se faculta al Juez para imponer multa 
o arresto al testigo que se niega á declarar; pero esta dis- 
posición no comprende al que como editor ó impresor es 

Jamado á dar declaraciones sobre loque su periódico eon- 
lene, porque entonces está de por medio el fuero de la 
imprenta, contra la cual no hay 1 ’ otro procedimiento que 
el privativo de la ley de 1S23. 

, Jp n I a declinatoria de jurisdicción deducida por el doc- 
or Ara: ; burú, han estado el Juez y el Agente Fiscal en el 
erren o legal al sostener la competencia de la justicia or- 
, mana para el esclarecimiento de un delito en que estaban 
interesados el crédito de la policía y Id tranquilidad pú- 

? 1 F a i.P e fo po lo han estado en cuanto á dividir el artícu- 
0 jurisdiccional, que es uno solo, en dos, uno respecto del 
echo y otro respecto de la persona del doctor Aramburú, 
mparado por la ley privativa de imprenta y por su ab- 
j oiuta irresponsabilidad en el delito que se juzga, que en 
conciencia de todos es imaginario, porque nada hay que 

Pruebe su existencia material. 

No estando como no estaba en suspenso la jurisdicción 

42 | | £ 
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ivt. SS.-N’ingú" ciudadano podrá excusa^ 
11 ¿-,,-■>■0 de juez He hecho, a menos que teng a a] . 

ñicipalidad, qmen nombiaia en tal caso otro q ue 
le reemplace. 

.TlTuez después de expedido el auto relativo 4.1a 
toJh para entender en el asunto pues no se habla Inter- 
ní esto e recurso de la apelación, legal y oportuna era la 
ampliación del mismo articulo jurisdiccional en el sentido 
So en la solicitud de fojas..., y ningún embarazo 
S2 se oponía á que se ampliase la resolución, decretán- 
dose la inmediata libertad del detenido. 

Desde que la policía pone a disposición del Juez al acu- 
sado de algún delito, es él quien puede mantener la deten 
ciún ó ponerle término, según las circunstancias; y ya pi 
da el detenido su soltura ó no por ignorancia ú otra can 
sa, es el Juez el que dicta la orden correspondiente, no de 
hiendo prolongarse el sufrimiento del detenido con la pri 
y ación de su libertad, cuando desde las primeras diligen 
das aparezca que no hay motivo para ello. 

El Fiscal resumiendo lo expuesto opina, pues : l.° que 
no hay nulidad en el auto de vista en cuanto confirma el 
(le 1. a Instancia que declara fundada la excepción de com- 
petencia para esclarecer é investigar un delito cuya denun- 
cia se hace ante el j uez por la prensa, porque exceptuando 
los casos de denuncia secreta ó por anónimos, (art.2S 
C. E. I\ ), lo cual no sucede en este caso, por haberse pe- 
dido al Juez los esclarecimientos dé oficio por la autori- 
dad de policía, está expedita la jurisdicción criminal, se- 
gún lo establecen los arts. 25 y 2,' 1 parte del art. 2S del C. 
E.. i\; y 2.° que hay nulidad en cuanto confirma el auto de 
fojas... porque refiriéndose los escritos de fojas... á la juris- 
dicción y competencia del Juez sobre la participación del, 
r. Atamburúy su condición de periodista; y estando de 
inanmestoqqe ninguna responsabilidad le aifecta como 
auto» cóniph^ encubridor, ni aún testigo, si no es de re* 

dehüma Cn ^. ez í^ e rt ; serv ’arse la solicitud de soltura. b‘J 
ñor i siendo permitida la referida sohcitu 

?ar VE nA 6 l 8 dd C -- E- ¿; y concluye que puede decla- 
ei reculan W Xn llu Edad en el auto de vista que motiv 

que la hav er, C ¡? ant ? COtl&rma el a P elacl o de fojas... P e , 
aquel confirma el de fojas...; y reformando 

ción de foias a ”í do ^ e * man dar, proveyendo la amp ‘ 

^ ' * c l ue se ponga en inmediata libertad a 
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Art. 39 . Al juez de hecho que sin haber Justifi- 
cado un impedimento legal, dejare de asistir al iui 
ció, ol alcalde, después de citarle tres veces l e im- 
pondrá una multa que no podra bajar de veinticin 
co pesos, ni subir de cuarenta, duplicándose en ca- 
so de reincidencia. < j 

Andrés Avelino Aramburf, cuya participación en el juñ™ 
es la .le testigo de referencia, y de excepción, como director 
del pctiodico La Opituon híivionsl en que apareció bt le 

nuncia, salvo mejor parecer de VE. 

Lima, Mayo 27 de 1S96. 

Gályez. 


Fundándose principalmente en el art. i 30 § 3 de la 
Constitución, la Ixcma. porte Suprema se abstuvo de re- 
solver el punto relativo á jurisdicción, v repuso la causa 
“al estado de pronunciarse la resolución que corresponde 
en orden al punto jurisdiccional propuesto ’ ’ . 

El voto de los señores Espinosa y Elmore fuéj el si- 
guiente : 

Considerando : — Que el Dr. Andrés A. Aramburú no 
niega la ju risdicción, que tiene el Juez ordinario, para co- 
nocer del juicio por el delito de homicidio, indicado en el 
suelto ( le crónica Suma y Sigue publicado en el diario La 
Opinión Nacional, sino que ha interpuesto la excepción de 
incompetencia de dicho Juez, fundada en que el enjuiciado 
goza del filero de imprenta, y sólo tiene que responder de 
la publicación hecha en su diario y de los actos que se le 
imputan, ante los Jueces de hecho y de derecho, que esta- 
tuye la ley de 12 de Noviembre de Í823. 

Que el Su b prefecto de la Provincia se ha dirigido al 
Juez ordinario por su oficio de fojas... para que se instau- 
re el actual sumario contra el Dr. Aramburú, consideran- 
do a éste como encubridor del homicidio aludido, por ha- 
berse negado á revelar á la policía los nombres de los tes- 
, tigos del hecho, objeto del expresado suelto de crónica; y 
todo caso, para los efectos del 7.° considerando de la 
suprema resolución de 22 de Abril último, es decir, para 
descubrirla existencia del delito referido en esc impreso; y 
el supuesto < le ser falso, aplicar al calumniante la pena 

l iue corresponda. . 

Que no incumbe á las autoridades políticas la califica- 
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Art 40.— Hecha la denuncia de un impreso 
oVnfrk á quien se hubiese dirigido; acompañé 
regidores ydel secretano del Ay untamiento 
harf sacar por suertesiete cédulas de treinta y dos ; 

, ¡6n de los delitos, ni la graduación de la responsabilidad 
de los delincuentes, porque esta facultad pertenece excl usi ! 
vamente á los jueces en vista de los hechos y de las ley es 
nue les son aplicables. 

q Oue admitiendo fuera posibleser encubridor delhecho 
•\ que se lia dado publicidad por la. prensa, y suponiendo 
iue quién rehúsa revelar á la policía los nombres de los 
testigos de ese hecho, aludidos en el impreso, se constitu- 
yera ocultador de lós autores, como lo requiere el inciso 
3,° del artículo 16 del C. P., para ser legalmente encubri- 
dor; manifiesta es al presente la incompetencia del Juez or- 
dinario, para resolver si tal carácter corresponde ó no al 
Dr. Aramburú; porque para que éste tuviera la obligación 
de comunicar los nombres de esos testigos, era preciso 
probar que él fue el autor ó editor del mencionado impre- 
so, y sólo en el juicio de imprenta y por el J uez privativo 
de la causa, es que puede obligarse al impresor á la mani- 
festación del autor ó editor del escrito, como 3o prescribe 

el art. 55 de la citada ley de imprenta, en garantía de la 
prensa. 

Que igualmente es Incompetente el Juez del fuero co- 
mún, para castigar la calumnia, que contuviera el referido 
impreso, si fueran falsos los hechos en él relatad os ¡porque 
la jurisdicción para ello corresponde únicamente á los Jue- 
ces de imprenta, en el juicio privativo, y con las condicio- 

onf 2o e es í a k? ece I a referida ley de 1823 en sus artículos 
¿ü, 32 y siguientes. 

idbnrr tam k^ aen dicho juicio privativo debe el autor ó 
verdad 3 ^ ^ m P reso Suma y Sigue, probar Ja 

uorc ite sñln C im P u ^ a d° á los funcionarios de policía, 
dar librp rl¿i 1 me( ^ iail ^ e comprobación podrá aquel que- 

“ino autor defli'h li qu f de otra suerte le será aplicable 

Ouennr • '? ‘ntauiatorio. 

Dr. A. amlmr,? I ¡| 1 ®í nt *. ante el íuez del fuero común el 
no del diario carácter de impresor ó duc- 

ordinario nuprlo o Nacional sin que en este Jtuf 1 ® 

del impreso en L« S +S :lrarse » Quien sea el autor ó editor 
testigos en éste ni t S r°? n ’ c l u ^ n h a 3' a de dar razón de ¡o 
ni quién sea resnn^ dl ?? S 6 P rol)ar ios lechos publicación, 

csponsable por la falsedad que hubiese en los 
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en que estarán escritos los nombres de los iueces 
Esta diligencia se sentará en un libro destinado al 

efecto. ( 1 ) * 

( 1 ) El Congreso de Ja República Peruana ' 

Considerando : 


Que es necesario salvar el inconveniente 
ofrece la ley de imprenta; 


práctico que 


Ha dado la lev siguiente : 


Ait. 1 Cuando haya que sortear ios jueces que de- 
ben conocer ele los delitos de imprenta, conforme á los ar- 
tículos -fS \ 6— de la ley de la materia, se sacarán nueve 
cédulas* 

Art. 2. Los nueve jueces designados por la suerte se- 
rán citados y tendrán obligación de concurrir, bajo pena 
de pagar cincuenta soles de multa, si, previamente, no dan 
aviso de la can sal que j ustifique su inasistencia. 

. Si a I a hora señalada estuviesen presentes ocho ó nue- 
ve jueces, el último ó los dos últimos, respectivamente, que 
hubiesen sido designados por la suerte, no formarán par- 
te del jurado. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Dada en la casa de Gobierno, en Lima, á los nueve 
días del mes de Noviembre de mil novecientos uno. 


Lizarcl o A Izam o ra . 


Editar do L. de Romana. 


cargos hechos á la policía; de manera que al presente, di- 
cho Juez ordinario carece de jurisdicción para conocer de 
la culpabilidad imputada al Dr. Aramburú. 

Que, por último, la confusión de los delitos de impren- 
ta con los delitos comunes, á que se refieren las publica- 
ciones de la prensa, y el sometimiento de los autores, edi- 
tores ó impresores al Juez ordinario, despojándolo de. su 
fuero privativo, como se ha hecho este expediente, desvir- 
túan los efectos de la citada ley del año 1823 3' hace nega- 
f oria la libertad de la prensa, que garantiza el artículo 21 

de lá Constitución. 

Por tales fundamentos nuestro voto es: 

Primero : que hay nulidad en el auto de vista, con- 
firmatorio del de i.“ Instancia, en cuanto al punto deju- 
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. , a _Bn seguida, se procederá á convocar 
, inerme serán examinados por el alcal, 

debatieren' ilgún impedimento legal para conocer 

¡en la causa. 

s*¿ «¡ríaüsar Sát&z 

incompu. : . puesto inmediatamente en libertad 

‘ “ Se"uiitli>: que carece de objeto el recurso ertraordina- 
rio, relativa meiift ¿i la parte del auto de \ ísta, que con- 
firma la providencia de fojas... 

Devueltos los autos, la Ilustnsima Corte Superior re- 
solvió definitivamente como sigue: 

Ilustrísimo Señor: 

Aunque los antecedentes de esta causa, son va harto 
conocidos, pues la prensa se ha ocupado de ellos detenida- 
mente y los ha reproducido in extenso en sus columnas, 
cree necesario el Fiscal exponerlos ahora, siquiera sea de 
manera suscinta, para dejar bien establecidos los hechos 
de donde deben derivarse las conclusiones de su dictamen. 

Bajo el título de Suma y Sigue, apareció un suelto de 
crónica en el número de La Opinión Nacional , correspon- 
diente al 1 7 de Abril último, haciendo con referencia á tes- 
tigos presenciales, una revelación alarmante. Decíase na- 
va menos, que en la noche del 16 del mismo mes, uñ pi- 
quete de gendarmes conducía al campo á un individuo 

una bestia y sujeto á mordaza; hecho que 
inin! pu il ico atribuía á propósitos criminales de vic- 

rlrú'; a ? mpelido el director de ese diario, Dr. An- 

brir ÍosVÍq? 1 3llr / 1 ’ I3 ° r ^ n ^ eilc lencia de Policía, á descu- 

* refería el artículo, 

suceso rehilé ™ Cll0 i 4 . ae inc l umr I a verdad de tan grave 
exigencias de U n s ^ e ^F 3en t G someterse alas reiteradas 
el sigilo de la prensé | ndad * mv °cando la ley que ampara 

resolución de 22 ^ 1 ? ^fi° Gobierno, se expidió la 

procedimiento de U T + i aao e u curso, aprobando el 
meter al Dr. AramWri ^ Cla ^ mandando, además, so- 
: usársele p 0r l as resumí del Crimen » P ara en ‘ 

1 yu a suministrar los i f a 3l ^ a des que implica su nega- 
fíhcitamente deducido® . °f c l tle Se E exigieron, clara y ex- 

<■ contra él al motivar la resolución 
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Art. 42.— Es impedimento legal la complicidad 
la enemistad conocida, el parentesco de consangui- 
nidad dentro del cuarto grado civil, ó de afinidad 
en el segundo grado con el acusador, ó con el autor 
v editor, si son conocidos. 

en los considerandos 2.°, 5.° y 6.° en los cuales se establece 
la obligación de prestarlos, que impone la denuncia de un 
delito de carácter grave, al que la hace, así sea por órgano 
de la prensa. ° 

Conviene precisar el sentido del decreto supremo, eu 
cuya virtud se ha abierto el proceso contra el Dr. Arñm- 
burú, para darse cuenta exacta de la materia sobre que 
versa, y de la naturaleza jurídica de la responsabilidad 
que se le imputa. Ni en la parte considerativa ni en la dis- 
positiva ele la citada resolución suprema, se descubre el 
más remoto pensamiento de complicar al director de La 
Opinión Nacional , en la causa cpie se instruye para el es- 
clarecimiento del hecho denunciado en el suelto de que se 
trata. Y no podía ser de otra manera, desde que bajo el 
carácter de denunciante que se le at'ribuía, no cabía impu- 
tarle participación anterior, simultánea ó posterior en el 
presente delito. ' ‘ YJjjj I 

Y aunque en el parte oficial de la Intendencia se califi- 
ca de encubrimiento el persistente misterio que hizo el Dr. 
Aramburú ante la autoridad de policía, de los nombres de 
los testigos á que alude el suelto de crónica, como tal cali- 
ficación se funda en el considerando 6.° va citado, del de- 
creto supremo que ordena el enjuiciamiento por el mismo 
hecho de la negativa, debe entenderse, no en el sentido ri- 
guroso de la ley penal que resultaría á todas luces inapli- 
cable al caso de que se trata, sino en el concepto que se 
desprende de los términos de la resolución suprema de 22 
de Abril, con los cuales no puede menos ríe arnionizai so- 
bre ese punto capital el oficio de la Intendencia al Juz- 
gado. , 

Establecidas las bases que preceden, ya se puede apr 

ciar con justo criterio la cuestión jurisdiccional propuesta 

por el Dr. Aramburú, y resuelta por el auto de tojas... que 
motiva el recurso, declarándose expedita la competencia 

del juzgado. . -i 

Expedido el auto cabeza de proceso, ^para mqunu e 
presunto delito de homicidio, cuya relación reves ir a 
los caracteres más alarmantes, apareció en una ce ase 
lumiias oficiales de La Opinión Nacional, dedujo el D . 


i 
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43 .jsjjjij. admitirá cualquiet otro i ñipe- 

dÍm Art°«-SÍ ifetmo ó algunos de estos jueces 
resultasen impedidos, se sortearan otros para co m . 
píela r los siete, observándose lo prevenido en elar- 

líenlo cuarenta. 


Animburú la primera excepción declinatoria, alegando 
o n e el asunto correspondía al fuero pnvativo déla prensa. 
Tratándose de la denuncia de un delito por medio déla 
imprenta, cabe proeetlerse judicialmente de dos distintas 
maneras, tjue responden también á fines distintos. Ose 

acoge el aviso á la noticia, y se abre la instrucción suma- 
ria correspondiente para el esclarecimiento clel hecho de- 
nunciado, sea á instancia déla autoridad política, clel Mi- 
nisterio Fiscal ó por acto propio del Juzgado, en virtud 
de las facultades que le otorga el art. 28 del C. P. para la 
investigación de oficio; ó en su defecto, se promueve causa 
sobre la publicación misma, en cuanto arguve el uso ó el 
abuso de la libertad de la prensa, á fin de descubrir y ha- 
cer efectivas las responsabilidades que resulten por impu- 
tación calumniosa contra el autor ó editor. El primer ca- 
so es, y no puede dejar de ser, de la competencia de los 

Jueces de 1 tuero común, como lo es el último ele la de los 
jurados de imprenta. 

a i-i^° ^ r í? ai ? 0 P or donde se trasmite la noticia de un 
■Ji 'iwJt c ? n ,? cimiei ^ de la autoridad, lo que determina 
násm&lJ* írl™ cu eu Í ui ciamiento, sino la naturaleza 
cía ñor «n n Jt^i j 1 a C1 . r , cu . nstail cia de hacerse la denun- 
sustraer ? u «' 1° ( ? P er *ódico fuera parte, por si sola á 
de los deíit;^ 10n dC Ajusticiad ordinaria el juzgamiento 

jurados la iiirisír 11,1 ' 08, ^ someterlos al veredicto délos 
de un prineinin ^í 1Va ^ va de éstos no dependería 

las cosas sino de -»i erec h°, fundado en la naturaleza de 
taría tampoco útilra acci ? en ^ e c ^ e mera forma, ni se ejerci- 
abusos de Ui HbertñfVri U ^ en ^rbitá que marcan los 
por la W xle lo a» m e unprenta previstos y penados 

Pie revelación Boíinm Vlem ^T e de 182: b puesto que la sim- 

Panara dilatarla i C e 1111 delito cualquiera, basta- 

todo extraños á la inc+ 4 . U1 ^ amen ^ e ’ a ^ m sobre hechos del 

. Ahora Vimendoá^ e,6 í deI P^odismo. 

I a L l lle se ventila 6 c r J i rd . az de la excepción declin ato- 
ui no encuentra el Ajuiciamiento del Dr. Arambu- 

a mérito para complicarlo en el 
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i La calificación de impedimentos se 

hai'a p L1 > icaincnte en una de las salas de la Muni- 

cipahdacL 

* 

proceso que se instruye por el presunto homicidio üdm 

s ásss ss sari jstti-aHMSs 

se le imputa por la ocultación de los testig^ 

sos del art 16 del C. P„ no implica respónSidad iusfr 
ciable en esta causa; ya, eu fin, porque aún cuando la ion 
rgase, ella no afectaría precisamente al director de / i 

; autor 6 editor iticó8nito é. 

• J*? r ° tr f P arte ’ s *. ] a asistencia del director de ese din 
no á hacer la revelación á que lo apremiara el Intendente 
de Policía es la materia del juicio promovido contra él h 
causa no debe instruirse por el Juez del fuero común sino 
por el fónico a quien compete levantar la garantía con que 
la ley ampara el sigilo de la prensa,* mediante el procedí 

miento^ que eílannsma establece para descubrir al autor 

del articulo y procurar con él, las investigaciones á que 

hubiese lugar. Mientras se conserve legítimamente el anó- 
nimo, m el Juez que entiende del homicidio denunciado 
puede compeler al director de La Opinión Nacional á la 
declaración de los testigos que se dice presenciaron el he- 
cho, porque la ley común, con haberle revestido de facul- 
tades indagatorias en que entran las medidas coercitivas 
del arresto y multa, cede ante la ley privativa que no per- 
mite proceder por meros prejuicios ni sondear los secretos 
del periodismo sino con arreglo á los preceptos que ha es- 
tatuido, en salvaguardia de la libertad de la prensa. 

Resumiendo lo expuesto, el Fiscal formula su opinión 
en las siguientes conclusiones: 

I-* Que el inferior es competente para conocer del de- 
lito que por el suelto de crónica de La Opinión Nacional, 
se incrimina á un piquete de gendarmes. 

Que no hay mérito en los antecedentes para com- 
plicar en la causa al director del periódico citado. 

3. a Que no cabe proceder á la investigación de los tes- 
f^as presenciales á que se refiere el suelto, sino en confor- 
midad á la ley de imprenta. 

4. “ Que, por consiguiente, US. I. debe servirse confir- 
mar el auto apelado, en cuanto declara no haber lugar á 

43 
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, . ¿c .-Calificada la id oneidad de los jueces 
Me hedf» fj ,¡‘ s !; Di os y ofrecéis á la Patria, / laAe . 

mentó : ¿juj . e ¡ carg0 que vais á desempc 

r - OS r b dkiendo con imparcialidad y justicia, en vista 
"u ¡moroso Y denuncia que se os va a presentar, * 
íW tmpn J formación de causa ?—Si juramos. 

hJi ^lfhtíértís, Dios os lo premie, y si nó, os 

1° ftlca id e se retirará inmediatamen- 

te ; los jueces de hecho examinarán la materia, 
declararán si ha lugar ó no a la formación de can- 
sa, sin poder usar de otra formula. ( 1 ) 


(1) Habiéndose producid o el caso de que— por estar 
el impreso ( El Libre Pensamiento ) censurado por la au- 
toridad eclesiástica— se negasen algunos Jueces ele hecho á 
enterarse de su contenido, el Alcalde de Concejo Provincial 
de Lima desechó la excusa y dió euentaal Gobierno, quién 
pidió dictamen fiscal cuyo tenor lué como sigue : 


Excmo. Señor: 


El señor Alcalde Municipal de esta Provincia ha eleva- 
do en revisión al Supremo Gobierno el decreto que ha ex- 
pedido el 14 del mes en curso, declarando “que los Jura- 
dos de imprenta están en el deber de tomar conocimiento 
de los impresos que se les someta, aunque hayan sido cen- 
surados por la autoridad eclesiástica; y que están obliga- 
dos cu todo caso á declarar si ha ó no lugar á formación 
de causa”. 

El señor Alcalde expresa en su resolución un concepto 
juicioso y verdadero, porque los jurados son instituciones 
del Estado que deben sujetarse á las leyes del Estado, las 


,l ^ cc ^atoria deducida de fojas..., y revocarlo 

biéiulntí jff nc l ue desecha la interpuesta á fojas..., uilu- 

i ■ a P r ° c, -‘dimiento contra el Dr. Aramburíi. 

Lima, 9 de Julio de 1896. 

Caveko. 


Autos y vistos • ríe f L -'¡ la ; J l,ho 22 rI 1 ; ex- 

puesto Dor* el ' t5 e conformidad en parte con 1 > L - 

1 SL P or señor Fiscal : confirmaron el apelado dclo- 
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Art. 4S. — Para declarar que ha lugar á la for- 
mación ele causa , basta la pluralidad absoluta de 

votos. 

Art. 49.—' Verificada la declaración, la extende- 
rán en un libro que para esto se llevará; y al pié de 
la misma denuncia, que debe insertarse, se ñrmará 
por los siete jueces. El primero en el orden del sor- 
teo hará de presidente, y la presentará al alcalde 
que los lia convocado. 

que no pueden ser derogadas, restringidas ó modificadas 
por. las prohiciones y censuras de la Iglesia. Sin embargo, 
no es de la competencia de la Alcaldía dictar reglas para 
el mejor cumplimiento de la ley de imprenta; esta atribu- 
ción la concede la Carta fundamental al Poder Ejecutivo, 
el que, en uso de sus facultades constitucionales, podrá 
ejercerla cuando lo juzgue conveniente y necesario. 

Las atribuciones del señor Alcalde "en materia de im- 
prenta se reducen á admitir las denuncias de los impresos, 
practicar el sorteo de los jueces, convocar á los sorteados, 
apremiar con multa á los inasistentes y recibirles el jura- 
mento de ley; pero una vez el Jurado en ejercicio de sus 
fundones, es independiente de la acción municipal. Tam- 
poco puede aceptarse la revisión que oficiosamente ha 
promovido el señor Alcalde. La ley 3 ' de 14 de Octubre c!e 
1892 ha concedido ese recurso á favor dedos que se sien- 
ten agraviados con las resoluciones municipales; y en este 
caso, no hay persona agraviada que hubiese reclamado 
de los acuerdos del Municipio, ni consta que los jueces se 
hayan negado á concurrir ó conocer la denuncia, no exis- 
tiendo, en consecuencia, motivo alguno que preste mérito 
á revisión. Sin duda el propósito del señor Alcalde ha si- 
do que se apruebe su resolución por el Suprema Gobierno, 
lo que sería irregular é incorrecto, tanto porque dicha re- 
solución ha debido emanar de ía autoridad suprema. 


jas..., fecha... en cuanto declara sin lugar la excepción de 
incompetencia fondada en que el conocimiento de esta cau- 
sa corresponde al Jurado de Imprenta; la revocaron cu o 
demás que contiene; declararon que el Dr. D. Andrés Av- 
iino Aramburíi no debe ser comprendido en el present 

juicio y los devolvieron. 

Arbülu . — Paredes. — Flores. 
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, t -() Si la declaración Ai ere No ha lu g¿ 

iormnáónde eatísa ; Ú alcalde pasará al denu ncia . 

dor ía denuncia con laexpiesada declaración, ce- 
sando por este hecho todo ulterior procedimiento. 

A rt. 51. —Si la declaración fuere Ha Jugará 
formación de causa, el alcalde pasaia al juez de de- 
recho el impreso, denuncia y declai ación, para que 
proceda por los trámites señalados en esta ley. 

Art. 52.— El juez de derecho tomará inmedia- 
tamente las providencias necesarias para recoger 
todos los impresos que existan en poder del autor, 
editor, impresores y vendedores, prohibiéndoles re- 
tener ó vender algún ejemplar. 

cn.Liito porque no se encuentra comprendida en ninguno 
de los netos municipales que requieren ser aprobados, co- 
mo son los empréstitos, establecimiento de arbitrios ú 
otros que están expresamente designados en la misma lev 
de municipalidades. 

Es una necesidad de conveniencia pública que las cor- 
poraciones, autoridades y funcionarios no salgan de la 
oí MU de sus atribuciones. Los actos deextraliniitación, 
P°f . • s . cre tos que parezcan, alteran el régimen eonstitucio- 
na \ e oí den administrativo, conduciendo muchas veces 
a as usurpaciones de poder, que prohíben nuestras leyes 

iuirinX ex P ll f sto » e l Fiscal es de dictamen, que sin per- 
ooorttiniil'i' ^ que VE. tuviere á bien dictar en su 

menta c P ‘ ? niu J? r cumplimiento de la ley r de im- 

el señor ^aceptable la revisión pedida por 

ccr las atril ni ^ 1 unicl P :i l, disponiendo que se limite á ejer- 
niejor Sdo ^ la le J ?e señala, salvo 

Lima > Mayo 24 de 1897. 

Arbaiza. 

h.S COIUO SÍpIIP I-i i* 

moque después fio á- V *5 c h s P°sitiva del decreto supre- 
mo de 1897 : dl ctamen, ftié expedido el 22 de Ju- 

Con lo clictniTii i 

( Justicia : nado P° r e l Fiscal de la Corte Suprema 

A ■. 1 

Municipal, ptfr laxunU 1 ! 11 , de r l Ue dá cuenta la Alcaldía 

e declara que los Jurados están en 


I Jt P RENTA 


341 


Al t. 53.-Á1 contraventor, ya sea por no ba- 
te* f«p e ^ do todos los impresos, ya por haber 
vendido alguno, se le impondrá una multa que sea 
el valor de quinientos ejemplares. El que no midie- 
se pagarla, sufrirá una prisión que no podrá pasar 

de sesenta días, m bajar de treinta. 

- i 1 Al t * ;? 4 -~“El juez ? e (lerecíl ° procederá también 
a la a^i ig nación de la persona qué, con arreglo al 

titulo o. : deba ser responsable. (1) 

, . Art - 55 — Sólo en el caso del antecedente ar- 
ticulo, y por el juez de ¡a causa, se podrá obli-ar 

al impresor a la manifestación del autor, ó editor 
de algún escrito. . gj 

i ^.^-Tfaeontravebdln será infracción de 
la Constitución, y castigada con la pena que seña- 
lara La ley tic infracciones. 

L ^ ‘ ’ declaración de Ha Jugará ¡a for- 

mación ele causa , fuere de un impreso denunciado 
con notas, que seghín la ley, deban ser castigados 
sus autores con pena aflictiva, el juez mandará 
prender al responsable. (2) 


( 1 ) No debe admitir ninguna excepción; ni la de per- 
sonci ía, como lo manifiesta el juicio del general Silva con 
j b 5 cardo Palma, en el cual deducida por el segundo, di- 
cha cxccj)ción sjé declaró infundada por cí Juez Dr. Carme- 
lino cuyo auto fue confirmado por la Sala del Crimen. 
Créase El Derecho número 45, página 357). 

( 2 ) Procede la fianza cuando la pena señalada por la 
.-Y de imprenta no equivale A las de confinamiento, reclu- 
sión ti otra mayor del C, P, ; y cuando las imputaciones 
del im preso, por referirse á un empleado publico, están su- 
ri deber de tomar conocimiento de los impresos que se les 
aonict a) aunque hayan sido censuradas por la autoridad 
eclesiástica; y que están obligados, eh todo caso, á decla- 
rai sj hav lugar ó no á formación de causa. 

Regístrese, comuniqúese v publíciuese para que se ten- 
S& por regla general. 

Una rúbrica de S. E. 

Olaechea. 
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. z¿ —Si la declaración de Ha lugar á la f ot . 
' i . «msa fuere de un impreso que esta ley 
S^típe á su autor con pena aflictiva, no 

2ÍJ responsable. Si no la otorga, se le pon- 
drá preso. 

jetes íí prueba. Así lo manifiesta la siguiente ■ ejecutor! 

de la Corte Superior : 

Ihistrísimo Señor: 

j 3 j fjscal dice: que aun cuando en la ley de imprenta 
m, se hallad previstos los casos en que puede tener lugar 
j a so itura en fiado, debe juzgarse atendiendo á los princi- 
pios generales del derecho, al espíritu de la ley y á otras 
disposiciones sobre casos análogos, como se prescribe en 
el título preliminar del C. C. 

El Ministerio cree que aun cuando la citada ley de 

imprenta dispone en su art. 57 que la declaración de fia 
lugi\ r ¿i formadóp dé. causa faculta al Juez para prende r 
al responsable, éste puede libertarse de la prisión otor- 
gando fianza cíe haz, tanto porque el máximum de la pena 
que merecería no puede ser otro que la de tres meses de 
prisión, equivalente á la de arresto mayor en segundo 
grado, en cuyo caso es aceptable al reo la fianza de haz 
para su excarcelación, conforme al artículo 77 del C. E. P. 
cuanto porque no parece justo ni racional, que pudiendo 
. acusado quedar libre de toda pena si justifica los hechos 
imputados al general Silva, se le ponga preso desde luego, 
cuando por otra parte, se halla en la misma condición de 
os nos cjue, probada su culpa plenamente, sólo merecen 

na inferior a la de confinamiento y reclusión de que ha* 
ri articulo anteriormente citadÓ. 

í.i tiempo que se presentó un caso de es* 

el coronel p ! ' tllra ' eza i el del coronel Bezada acusado por 

para que el reo pudiera andar le 
de este MiñisoL: uclon c l ue es tá acorde con la opmion 

se dispone en ol+ñ t t lvo P 0r fundamento principal lo que 
prenta. tlt,tul ° 2 *°. artículo 8» de la ley de iffl- 


4io de ltL prensa | s / tlvora blc á los que denuncian por me- 
1 tL los em pleados públicos que delinquen eil 
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Art. 59. — Si la declaración de Ha lugar A la 
formación de causa, fuere de un impreso á cuyo au- 
tor n o _se le deba ó pueda imponer tal pena, el juez 
le exigirá, solamente fianza ó caución, J 

el ejercicio de sus funciones, y concuerda con lo eme 
tablece en el artículo 137 del C. E. P, respecto de los acu 
sodos del delito de calumnia, porque, probado el hecho 
materia de la imputación, se absuelve al reo y se procede 
contra el querellante, sirviendo lo actuado de bastante su 
niario. En el juicio seguido por el delito de calumnia ‘no 
hay prisión preventiva ni antelada á la que debe sufrir el 
reo que procede con malicia y temeridad, esto es calum- 
niosamente; y sería chocante ála razón que pudiendo el 
reo quedar exento u e la pena se procediese contra él, adop- 
tando una medida preventiva, que supone por lo mismo, 
estar probada su culpa de un modo semipleno. El acasa- 
do del delito de calumnia que no rehuye el juicio y se pro- 
pone probar á su acusador que es delincuente, se encuen- 
tra en el mismo caso de aquel que se reconoce autor de un 
impreso denunciado, en que imputa á un funcionario pú- 
blico delitos y faltas cometidos en el ejercicio de su cargo. 
Por eso es que la ley prescribe la liberación de la pena, si 
los acusados han procedido con verdad; y convierte á los 
acusadores en reos contra quienes manda se siga el juicio 
correspondiente en el modo y forma determinados por 
ella; y la misma ley, en cierto modo, autoriza á los que 
tengan datos ciertos y pruebas suficientes, á que denun- 
cien á los funcionarios que delinquen en el ejercicio de sus 
funciones; no así en lo que respecta á los particulares, 
pues, aún probada la imputación, se castiga á los inju- 
riantes, á quienes la ley dá el nombre de libelistas. 

Por todas estas razones que obran en favor de D. Ri- 
cardo Palma, 3 r por lo dispuesto en el artículo 77 del C. E. 
ya citado, el Ministerio es de opinión que US. I. se sirva 
confirmar el auto de fojas... en la parte apelada, por la 
que se declara admisible la fianza que ofreeió el dicho Pal- 
ma para andar libremente y estar á derecho, salvo mejor 

acuerdo. 

Lima, Febrero S de 1S7S. 

Tejed a. 


Lima , Febrero 19 ele 1S7S. 

Autos 3^ vistos : de conformidad con las conclusiones 
del dictamen del señor Fiscal, y considerando que las ini| 


lev de 




Art (jo.— Declarado por los jaeces de l lecll0 
que Ha 'logar á formación ele causa, de un escrito 


lOSO 


mi arioso,* 7 averiguado su autor, se compelerá á 

kí artes para que, en termino muy corto, comp a . 

rio prevenido ¿n la. Constitución . * 

Art. 61 —Practicadas estas diligencias, el j llez 

de derecho pasará á la persona responsable uñara, 

‘ z 5 n de los jueces que quedan insaculados, para q Ue 
pueda recusar, sin causa alguna, diez de ellos; lo 
que verificafá dentro de veinticuatro lloras. 

Art. 02. —De los jueces de hecho restantes, des- 
pués de los recusados, se extraerán siete cédulas 
en los mismos términos y requisitos prevenidos en 
el artículo cuarenta, convocándose por el juez de 
derecho las personas que deban asistir. 

Art. 63.— Le pasará igualmente á la persona 
responsable copia de la acusación para que pueda 
preparar su defensa de palabra ó por escrito. 

Art. 64-.— El juez de derecho citará, para una 
de las sillas de Cabildo, filos jueces que deban co- 
nocer de la causa. Antes de empezar les tomará el 
juramento siguiente: — ¿Juráis á Dios haberos bien 
y fielmente en el cargo que se os confia , calificando 
con imparcialidad y justicia , según vuestro leal sa- 

j m í ac r es *R ie c °ntiene el impreso denunciado, versan so- 
Twt^ e*? C * Ue s< í ^ ce k&her practicado el señor General D. 
etérrMfrJ/' 1 Cn l° s , l Jues ^°, s que lia servido como jefe del 
ct*n nmAií« 6 caso s * £lu tor del escrito en que se ha- 
de tod'i rJ.f im P ll ^ aci0nes i prueba sus asertos queda libre 
la lev rle^imré^ C0 P : onTle 4 lo dispuesto en el artículo S de 
Urueba laírniv^ 3 '* y que no siendo punible, cuando se 
SSaSSSS que Se ¥ e - á ™ empleado" público de- 
ño. de su destín n S ° S c f ue hubiese cometido en el desem pe- 
detención corDo J ror en S S P uec ^ e sulrir preventivamente una 

ron el auto de foí le i 0r estos fundamentos: confirma- 
la cual se declara ná7’- s -í ¡ ec ^ la --» en la parte apelada, pq r 
cardo Palma v \ Q l , misi ble la fianza ofrecida por don Ri- 
gores Dorado Gni S° [v ^'on.-§res rúbricas de los sr 

> ■ ndo y Rospigliosi . 
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bery entende, el impreso denunciado que se o. 
presenta arreglándoos á las notas de ailiñMiZ 
expresadas en e! respectivo reglamento ? _ cf ° 

ramos , etc . ' ' 07 J u ~ 

h f rt J 5 ^ StC Í UÍCÍ( ? d . eberá 'Orificarse á puer- 
ta abierta, pud endo asistir y hablar el interesarlo 
y patrono que le defiende. c&ciao 

Art. 06. Asimismo podrán asistir y habí ni- 

para sostener la acusación, el fiscal, el p/ocuradoV 

general, o cualquier otro acusador en su caso po - 
sa, o por otro que le represente, dejando al acusado 

la facultad de contestar, después de haber hablado 
el que sostenga la acusación. 

Art. 6 1 En seguida, el juez de derecho hará 
una recapitulación de todo lo que resulte del inicio 
e informara sobre el derecho, para , ilustración dé 
los jueces de hecho, los cuales se retirarán á una es- 
tancia inmediata para conferenciar sobre el asunto. 
Acto continuo, calificarán el impreso con ¡arreglo 

■ a Jo presento en el título 3.° 

Alt. 6b. En este juicio bastan dos votos para 

absolver, y se necesita la unanimidad de seis para 
condenar. (1) 

Art. 69. Para la calificación del grado basta 
la pluralidad absoluta. 

Art. ¿O. — En caso de igualdad, se resolverá por 
lo más favorable al acusado. 

Art. 71.— Convenidos los jueces, saldrán á au- 
diencia publica; y el primero, en el orden del sorteo, 
que hará de presidente, leerá y presentará en ma- 
nos del juez de derecho, la calificación escrita y fir- 
mada por todos. 


, ( 1 ) Se necesita la pluralidad absoluta de votos para 
^solver ó condenar en los casos de injuria personal hecha 
d CU£ r ( l Uier individuo considerado en las relaciones priva 
f s * bastando en todos los demás casos dos votos para 
ausolver. ( art. 2 de la ley de 25 de Mayo de 1S61 ) 
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cj en la calificación fuese absuelto , -i 

Ll . . A ~ r* U 


- «sárá el juez dc derecho deesha fórmn* 

les írc ritos por ln % t cnhñcadose por los j lte . 

A hecho con la fórmula de absuelto el impreso 
dtuhdo denunciado tal día, por ; la ley ab- 

rí /V responsable de dicho impreso : en s „ 
ZnlLencia mando que sea puesto en libertad ( * 
estuviese preso ) ó que se le alce la caución o ñama, 

auc este procedimiento le cause perjuicio m me- 
noscabo en su nombre ó reputación; lo que se eje- 
catará inmediatamente. 

Art. 73.— Todo acto contrario á ésta disposi- 
ción será castigado como crimen de detención ó 
procedimiento arbitrario. 

Art. 74*. — Si la calificación fuere de las expresa- 
das en los artículos 9, 10, 11, 12 y 13, el juez de 
derecho deberá usar de la cláusula siguiente: Ha- 
biéndose observado en esta causa todos los trámi- 
tes prescritos por la ley, y caliñcado los jueces de 

hecho con la nota de ( una de las contenidas en 

dichos artículos ) el impreso titulado denuncia- 
do tal día , por ; la lev condena á N., respon- 

sable de dicho impreso , á la pena de ...... expresada 

en el artículo v, en su consecuencia, mando se 

Heve á debido efecto. 

Art. 75. — Verificado esto, se tiene el juicio por 
enceldo, y procederá el juez á su ejecución, dando 
una copia autorizada de la sentencia al denuncia - 
cor v a la persona responsable, si lo pidiere. 

C^' ^b/"7t*a persona responsable satisfará 
í'nn f S C i U1 ^ l ° con "árrégto al arancel, si fues 
1^ multas’ S1 absuelt0 ’ saldrán de los fondos d 

nist t-n-'i IJ;7 E1 1 tesorei '° de la municipalidad adm 

puesta « S 0ll< ^ 0s c l u e se colecten de multas in 
1 l ^tas con arreglo á esta ley, y llevará cuenta ? 
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parada, la que rendirá á la Municipalidad con in 
tervención del síndico procurador. 

Art. 7S. — El secretario de la municipalidad que 
lo será de estas causas, pasará al síndico procura- 
dor anualmente, una razón de las multas que se 

impongan. 

Art. i9. Toda la calificación del impreso de- 
nunciado, y sentencia, sea absolutoria, sea conde- 
natoria, se publicará en la Gaceta del Gobierno á 
cuyo fin se remitirá un testimonio al editor de este 
periódico. 

Art. 80. — Al reimpresor de un papel mandado re- 
coger, se le impondrá pena doble á la que sufrió la 
persona responsable, á consecuencia de la califica- 
ción. 

Art. 81,— Todo delito por abuso de libertad de 
imprenta, produce desafuero. Los delincuentes se- 
rán juzgados por los jueces de hecho y de derecho 
con arreglo á esta ley. 

Art. 82. — Se exceptúan los Diputados á Congre- 
so, quiénes serán juzgados por abusos de la liber- 
tad de imprenta con arreglo á un decreto particu- 
lar. (1) 

(1 ) EL CONGRESO CONSTITUYENTE DEL PERU 

Con arreglo al artículo SI de la ley de libertad de im- 
prenta para el juzgamiento de los Diputados responsables 
por su abuso, • . . J 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

1 Que eii los delitos que cometan los Diputados del 
Congreso por abuso de libertad de imprentarse observe 

la ley de 3 de Noviembre, con las siguientes modificaciones. 

2, ° Denunciado un impreso por algún Diputado bajo 

su nombre, pasará el Alcalde la denuncia y el impreso al 
1 'residente del Congreso, por el conducto de la Junta con- 
servadora. , 

3. ° El Presidente, en sesión secreta, sorteara siete in- 
dividuos de la diputación, los que, después de prestar an e 
él, el juramento prescrito en el artículo 46, declararan, con 
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'inri apelación cu ambos 

~í a de la denuncia é impreso, si ha ó no lugar A &yQg 
don de cáusA. ■ 

4 o si la declaración fuere no haber lugar a formación 
de causa, el Presidente devolverá al Alcalde, por el mismo 

conducto, la denuncia con la declaración expresada, ce- 
sando por este hecho todo ulterior procedimiento. 

5.® Si el impreso fuere anónimo, y los Jueces de hecho, 
sacados por star te por el Alcalde, hubiesen declarado qué 

ha lugar & formación de causa, y, de la averiguación dé la 
persona responsable, hecha por el Juez de derecho, apare- 
ciere ser autor un Diputado, pasará todo lo actuado, con 
el impreso que se habrá mandado recoger, al Presidente 
del Congreso, para que, dándolo por nulo, proceda á sor- 
tear, conforme á lo prevenido en el artículo 3.°, los siete 

Jueces de hecho que deben declarar si ha lugar ó no ¿í fon 
nmción de causa . 

G.° Declarado que ha lugar á formación de causa, el 
lesiclen te sorteará 25 Diputados en sesión pública, para 
que con arreglo á la W, califiquen el papel, y pasará copia 

í! J U i?T tle 1 ‘í 1 j Stan . cia de j Congreso, que hará las funcio- 

iinYi e J U( -' Z de derecno, para que pase otro igual al reo, á 

imisar e l número expresado en la ley: 

los e i > M-' 1 ° h ílScUa otra certificada de ia denuncia para 
los efecto? que en ella se expresan. 

dos ~nam°miV L ^ 0S Slc í e de * os c l ue uo hubieren sido recusa- 

¿i 63 ocecler á prestará " 

dades de la lev° SCl ^ Publico, y se observarán las formali- 

9 <* o- r * .. 

gres o conocerá ñt K- Tutanda del Tribunal del Con- 
10, Si la f W apelaciones que se interpongan. 

otra Legislatura 11 ^? SC ^jere en intervalo de una $ 

quien convocará á 1 n? aí Presidente del Senado, 

y Pueblos distantes a , ! P uta d°s existentes en la capital 
uno de ellos que hará aI ¿ 0rn . ada s. Juntos que sean, po r 

ara de I residente, se sacarán siete Jue ; 
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Art. S4. Podran apelar igualmente, cuando en 
él juicio no se hayan observado los trámites ó fo, 
mahdades presentas en esta ley. Esta apelación 

sera para el solo efecto de reponer el proceso desde 
el punto en que se haya cometido la nulidad de- 
bien do en este caso exigir el tribunnl U 
bilí clac! al juez, con arreglo á las leves C sp ° nsa ~ 
Art. So —Declarándose infundados estos reem- 
sos, se eondenara en costas al que los interpusiere! 

Alt. 86.— De la sentencia en vista de la Corte 
Superior, no ha lugar a súplica, ya confirme X 
revoque. ( 1 ) * J 

Art. 87.-La sentencia se prominciará con los 

autos, sin alegato de las partes. Estas podrán in- 
formar a la vista de la causa. 


(1) Procede el recurso de nulidad, observándose lo 
dispuesto en el art. 159 E. P. ( Véase el caso déla páv. 333 
de los Anales Judiciales de 1906). 


i 

f¡j| 

ces para qué declaren si ha ó no lugar A formación de 
causa. 

11. Declarado que /io ha lugar á formación de causa, 
se devolverá la denuncia para los efectos convenientes. 

12. Si la declaración fuese que ha lugar & formación 
de causa, se pasará la declaración al Presidente del Sena- 
para que mande recoger los impresos, y se suspenderá el 
juicio hasta la reunión de la Legislatura. 

Tendréislo entendido, y dispondréis lo necesario á su 

cumplimiento, etc. * » 

Por tanto : ejecútese, guárdese y cúmplase en todas 
sus partes por quienes convenga. 

Lado en Lima, á S de Noviembre de 1S23. — l. 0 — 2.® 


José Bernardo Tagle. 
Por orden de S. E.—Juan de Betindóaga. 


La ley de 20 de Diciembre de 1S6S declara vigente la 
ley anterior, en su art. l.°; y agrega el que sigue: 

Art. 2. 1 ’ Las funciones que, en diferentes artículos de 
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título VIII 

r , . tuNTA CONSER V A D O K A DE LA LIBERTAD 
■BbUJUM dE 1 MP reNTA 


la Constitución de 1860 , que hoy nos rige , no 

se ocupa de esta Junta. 

Teiulmslo entendió o, y t lispondreis lo necesa- 
rio á su cumplimiento, mandándolo imprimir, pu- 
blicar y circular. 

Dado en la Sala del Congreso, en Lima, a 3 de 
Noviembre de 1S23.— 4.° v 2.° — Manuel S alazar y 
Baquíjano, Presidente— Man ne/ Muelle , Diputado 
Secretario Miguel Otero , Diputado Secretario. 

Por tanto, ejecútese en todas sus partes por 
quienes convenga. 

Dará cuenta de su cumplimiento, el Ministro 
de Estado en el despacho de Gobierno, 

Dado en Lima, á 12 de Noviembre de 1823. 


Por orden de S. IL 


José Bernardo Talle, 
Juan de Berindoaga. 


L m 'sma ley, se designan al Presidente del Congreso, se 
' lesetnpeñaran por el de la Cámara de Diputados, cuando 

en Í u i c inmiento de un Diputado, y por el Presi- 
ente del Senado, siempre que se trate del enjuiciamiento 
de un Senador. • J 
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LEY SOBRE RESPONSABILIDAD 

DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS 

EL CONGRESO DE J,A REPUBLICA PERUANA 

Considerando : 


Que conforme al artículo 11 de la Constitución, 
debe determinarse el modo y forma de hacer efecti- 
va la responsabilidad de los funcionarios públicos; 

* * - # 

Pía dado la ley siguiente: 

CAPÍTULO i 

DE LAS DIVERSAS CLASES I>E RESPONSABILIDAD 


Art. l.° — Los funcionarios públicos que, en el 
ejercicio de su cargo, hagan lo que la ley les prohí- 
be, ú omitan lo que ella les mande, serán respon- 
sables de tales actos ú omisiones, - 

Art. 2.° — Si un funcionario público ha infringi- 
do sus deberes por ignorancia ó descuido, su res- 
ponsabilidad será meramente civil; y mixta, si los 
ia infringido por prevaricato, soborno ú otra cau* 
sa criminal, en cuyo caso será condenado, no solo 
al resarcimiento de los daños y perjuicios, sino 
también á la pena 6 á las penas que designa el Có- 
digo Penal.- - ‘ 1 v i 
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capítulo II 

nP ros IL'ICIOS SOBRE LA RESPONSABILIDAD CRlMlNiíÉL DE 
I)E LObJUiv. Log fukcJ 0 N t ARI0 S PUBLICOS 

¿rt. 3,°_La responsabilidad examina] en que 

incurran los funcionarios públicos podrá exigirse 

, fe oficio, á solicitud déla parte agraviada, ó de 
cualquiera del pueblo, en los casos que, conforme 
á la Constitución, producen acción popular. 

Art. 4.°— Las Cortes Superiores de Justicia y 
los Jueces de l.“ instancia son competentes para 
iniciar de oficio el juicio de responsabilidad crimi- 
nal : 

l.° Si un Tribunal -superior les ordena la ini- 
ciación dé la causa, ejerciendo la atribución de pro- 
mover el castigo de los empleados que hayan abu- 
sado de su carero; 

Q r 

. -• Sidos misinos Tribunales ordinarios de 

2. instancia ó los Jueces de primera, por medio de 
autos sometidos á su conocimiento, ó de comuni- 
cación de una ¿¡utor^^^ legítima, ó de cualquier 
o 10 modo oficial, llegan á descubrir que algún em- 
!■ ea o, a quien se extiende su jurisdicción, ha de- 
hnquido en el ejercido de sus Luiciones; y 

,»i • ■ v 1 e Ministerio Fiscal pide que se ábra 

e U T o de responsabilidad. 

rt , s ,1b * I '' i ,? cales ante las Cortes Superio- 

aute l0s J««*> de 1/ 

ver el iuiein rU ^netamente obligados á promo- 
cmpleados n ^ es ^ onsa ^^^ a d criminal contra los 
dad del Estad n 1 ^ an P lies t° en peligro la segur i- 
ó dañado la Kn e l Orden constitucional, 

Art a ^ nda Pública. • 

mente interesada individuo que esté personal- 

mi funcionario nñn ,e becbo c ^ e que es responsable 

i l lbl «> Podrá acusar á éste, por si 
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6 por apoderado, quedando sujeto únicamente á 
la pena con que la ley castiga las acusaciones mt 
liciosas. 

La acusación se tendrá por maliciosa, cuando 

no este fundada por lo menos en una prueba semi 
plena. 

. '* artículo anterior comprende tam- 

bién a las personas expresadas en el artículo i? 
del Código de Enjuiciamientos en materia penal 

Art. 8.— Cualquier individuo residente en el Pe 
rú, excepto los comprendidos en el artículo 19 del 
Codigo de Enjuiciamientos en materia penal po- 
dra usar de k acción popular contra los emplea- 
dos públicos, alanzando las resultas del juicio. 

Ait. 6. La fianza será de mil quinientos pe- 
sos, si la acusación se hubiese entablado contra un 
Prefecto ó cualquier otro empleado público que 
ejerza autoridad en un departamento; de mil pesos 
si se hubiese entablado contra un subprefecto ó 
autoridad provincial, y de doscientos á quinientos 
pesos, si el acusado fuese gobernador ó cualquier 
otro empleado subalterno. 

Art. lo. — El derecho de acusar á un funciona- 
rio publico i uede ejercitarse^ no sólo mientras éste 
desempeña el cargo, sino después de haber cesado 
en él, con tal que no haya trascurrido el término 
de la prescripción conforme á la sección 7. a del Có- 
digo Penal. 

Los juicios de responsabilidad que se promue- 
van contra los altos funcionarios públicos designa- 
dos en el artículo 64 de la Constitución, se sujeta- 
ran á las (disposiciones contenidas en el capitulo si- 
guiente. 
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CAPÍTULO iii 

_ opnrpnERSB CONTRA LOS MIEMBROS DEL STT 

DEL MODO DB PROCEDERb R ^ poNSABILIDAE JÜDICI y LSU- 

PREMO TRIBUNA!. D M A y DEMAS FUNCIONARIOS 

i)'ucos DESIGNADOS en el articulo g* de la constitu. 

CION. 

Ife Art 11 —Cualquier Diputado, por medio de 
una proposición, la Comisión Permanente en el 
modo que lo ordena la atribución 2. articulo 107 
de la Constitución, ó cualquier particular, por una 
petición escrita, podrán solicitar de la Cámara de 
diputados, que acuse á los funcionarios públicos 
mencionados en el artículo 64 de la Constitución. 

Art. 12.— El que proponga ó pida la acusación 
presentará los documentos que la justifiquen, ó in- 
dicará el lugar donde existen, ó señalara a las per- 
sonas sabedoras del hecho, ó de los hechos im puta- 
dos al funcionario pitblico. 

Art. 13.— Promovida la acusación en cualquie- 
ra de los modos que indica el artículo 11, se leerá 
la proposición, nota ó solicitud en dos sesiones or- 
dinarias y consecutivas. Después de la 2. a lectura, 
la Cámara, á pluralidad absoluta de votos, deci- 
dirá si la admite ó no á discusión, pucliendo antes 
(ir este acto fundar la necesidad ele la acusación el 
Diputado que la hubiese propuesto, ó cualquiera 
miembro ele la Comisión Permanente, si de este 
Cuerpo hubiere provenido la iniciativa. 

Art. 14“Admitida á eliseusión la proposición, 
T\'l 1 ^ se pasará á una comisión com- 

pues a de cinco Diputados elegidos por la Cámara» 
1 ccre * :ar ía se mandará al mismo tiempocü- 
\\ a 1 cl r eusaL1 1 1 al acusaelo ó álos acusados* 

DreeL*fDnf! > ’'~^ a * C ? m ^° n 9 ue bajita el articulo 

eminn* rY^l emitlra su dictamen en el término d L 

lls, agregando al expediente los docum el1 - 
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tos y las exposiciones que le presentasen; tanto el 
acusado, cuanto los que hubiesen pedido la acusa- 

* y * 

cion. 

Art. 16.— Antes ele declararse por la Cámara 
de Diputados si hay ó no lugar á la acusación, po- 
drá desistirse de ella el Diputado que la hubiese 
propuesto, ó el particular queja hubiere solicitado; 
pero cualquier miembro de la Cámara puede susti- 
tuirlo. 

Art. 17.— Sometido al conocimiento ele la Cá- 
mara e dictamen de la comisión, se discutirá con 
preferencia en sesión permanente, bastando la ma- 
yoría para admitirlo ó desecharlo. 

Art. 18. — Aprobado el proyecto de acusación, 
se dirigirá al Senado, con todos los documentos 
que la apoyen, y con la fórmula siguiente: 

“La Cámara ele Diputados, en nombre déla 
República, acusa á N. ante el Senado acompa- 
ñando los antecedentes ejue justifiquen la acusa- 
ción. ''I ‘ ‘ I • : 


La Cámara ele Diputados, elegirá inmediata- 
mente una comisión ele tres de sus miembros, para 
que sostenga el debate ante el Senado. 

Art. 19. — Luego cpie el Senado reciba el pro- 
yecto ele acusación, mandará una copia de ella al 
acusado ó acusados, nombrando una comisiónele 
tres miembros, ía cjiie, en el término de tres días, 
informará si hay ó no lugar á formación ele causa, 
pudiendo practicar en dicho término las diligencias 
que crea necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos. 

Art. 20. — El dictamen ele la comisión, á cjue se 
refiere el artículo anterior, se leerá eu d< ' scMni 
continuas; y se discutirá públicamente en el torcei 
día dirigiéndose antes aviso á la Camara ele Dipu- 
tados, para que asista al debate la Comisión acu- 
sadora. . , , 

Art. 21 .-Concluida la discusión, se retirara Ja 


350 


LEV SOBRE RESPONSABILIDAD 


Comisión acusadora; y el Senado, constituido en- 


* / 


tonces en sáfen permanente, resolverá, por mayo 


na absoluta, si lmv ó no lugar á formación de <*„. 
sa publicando el resultado de la votación en el pe- 
riódico oficial. ,11 i , 

Art 22 -Si el Senado declarare que ha lugar á 

formación de causea, quedaia el acusado suspenso 
de su empleo, comisión ó cualquiera otro cargo pu- 
blico que ejerza; y pasará el expediente al Tribunal 

q lIC corresponde conforme á lo prescrito en los pá- 
rrafos 3.°, -1.° y 5.° del artículo 5." del Código de 
Enjuiciamientos en materia penal. 

‘ Art, 23.— Si fuesen acusados los Ministros ele 
Estarlo, no podran estos' ausentarse ni obtener em- 
pleo alguno, mientras se hallen sujetos al juicio de 
responsabilidad. 


CAPITULO IV 






DISPOSICIONES COMUNES A LOS JUICIOS DE RESPONSABILIDAD 
DEi QUE HABLAN LOS CAPITULOS ANTERIORES 


Alt. 24*.— Si del sumario seguido contra un fun- 
cionario publico resultase mérito para continuar 
a causa, el Juez ó Tribunal respectivo proveerá 
^mandándola suspensión del enjuiciado, si es- 
rírl Qrfn ei \ /í e j Ciei °! Í° que se comunicará, á la auto- 

rielad de doiKle emane su npmbramiento. 

snrioi- i , es t° s juicios, el acusado v el acu- 

dethós ddpapel M ^llo 6.» y no pagarán 

aeusadole un dl?f £“ , , m í cioi,a '' 1 ° P# c ° sca 

do en su earrr, . después (le haber cesa- 

bunales que esta S f» e Jll - Zg , ará P or los Jueces y Tri- 
Para it f ey Señala. 

ara l ?s e f ectos . 


dos como iiiiir.y t0S . de es fa lev, serán considera 
<*“• -• °W!? S públicos todos los emplea 


düS c ' v ’les, celesiást 



icos ó militares que por elec 
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ción ó nombramiento, desempeñen algún cargo pú- 
blico. 

Art. 27, -—lodos los jetes de las oficinas de la 
República, inclusos los Ministros de Estado, es- 
tán obligarlos, bajo su responsabilidad, á franquear 
copia certificada de cualquier documento que les 
pidan el acusado, el acusador, los Fiscales y los 
Jueces y Tribunales que conozcan del juicio de res- 
ponsabilidad criminal, promovido contra cualquier 
funcionario público por abusos cometidos en el 
ejercicio de su cargo. 

Art. 28.— La omisión de los deberes que esta 
ley impone expresamente á los Fiscales, produce 
contra ellos acción popular. 


CAPÍTULO V 


DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS EMPLEADOS JUDICIALES 


Art. 29. — Los Jueces de 1. a instancia, las Cor- 
tes Superiores de Justicia y cualquier otro Tribu- 
nal, al conocer de una causa á consecuencia de cual- 
quier recurso ordinario ó extraordinario, no po- 
drán omitir la declaración de la responsabilidad 


civil del Juez ó Tribunal inferior: 

1. ° Si éstos hubiesen tallado sin citar á las 
partes, en los casos en que la ley exige expresamen- 
te la citación; 

2. ° Si hubiesen fallado sobre alguna causa de 

hecho, sin haberla recibido á prueba; 

3. ° Si hubiesen dictado providencias estando 
recusados, en los casos en que la ley concede á las 
partes el remedio de la recusación; 

4. ° Y en general, si hubiesen infringido cual- 
quiera de los artículos de la Constitución relajo os 
á la administración de justicia, y en los demás ca- 
sos que producen nulidad en la actuación. 



LEV SOBRE responsabilidad 


. 4 in -Los juicios de responsabilidad civil 
mIc tr p Íevan J contra los miembros del Podeí 
? i'vJ V mte no procedan de delito, se sujetarán 
ftos trámites señalados en el titulo 3°, sección se- 

^unda del libro 3.- del Codigo de Enjuiciamientos 

civil. ( 1784 y sig.) 

Art 31 -El Supremo Tribunal de Responsabi- 
Üt! id judicial desempeñará las atribuciones. que en 
(lidio título se confieren al Tribunal de los Siete 

Jueces. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 


Por tanto: y no habiendo sido oportunamen- 
te promulgada por el Poder Ejecutivo, en obser- 
vancia de lo dispuesto en el artículo 71 de la Cons- 
titución, mando se imprima, publique y circule, y 
se comunique al Ministro de Justicia para que dis- 
ponga lo necesario á su cumplimiento. 


Casa del Congreso, en Lima, á 28 de Septiem- 
bre de 1868. 

m 

Juan Oviedo, Presidente del Congreso. 
Francisco Chávez , Secretario del Congreso. 
Pedro Pernales , Secretario del Congreso, 









I 

LEYES SOBRE RECUSACION 


Considerando : 


Que para facilitar la pronta administración de 
justicia, es necesario adicionar el artículo 405 del 
Código de Enjuiciamientos en materia civil, con- 
forme á lo dispuesto en el artículo 19 de la ley de 

1S de Marzo último; ( 1 ) 

* * 





Ha dado la ley siguiente : 


Art. l.°— El juez que conozca de la recusación 
continuará sustanciando la causa principal, mien- 
tras aquella se resuelve. 

Dicho juez es irrecusable en el incidente de la 
* * 

rcc ti s aci o n 

Art. 2 ó— El juez que teniendo impedimento le- 
gal no se excuse, ó el que lo haga sin justa causa, 
será responsable de las costas, daños y perjuicios 
que origine su intervención ó su excusa, y quec aia 
sujeto á la pena de suspensión de dos a seis iikscs, 

á juicio del superior respectivo. 


Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a 


Abril del ano de 1873. 


M anuel Pardo. 



José Ensebio Sánchez. 


( 1 ) La ley á que se hace referencia es 


la de desahucio. 
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US Y ES SOBRE 


Consideradlo : 

Oae para procumr la celeiiclad cu los juicios 
conviene reformar el procedimiento relativo á la 

recusación de escribanos. 

Ha dado la ley siguiente : 


Art. 1.°— Recusado un escribano se le notificara 
dentro de 24 horas, bajo pena de cinco á veinticin- 
co soles de multa, que pagará el escribano que ac- 
túe en la recusación. 

Art. 2 °— El escribano recusado entregará los 
autos en el mismo acto de notificarle la recusación 
bajo pena dé detención corporal que le impondrá 
el juez precisamente en la audiencia inmediata á 
aquella en que decretó la recusación. 


Comuniqúese al Poder Ejecutivo etc. 

Por tanto : mando se imprima, publique, circu- 
le y se le de el debido cumplimiento. 

Darlo en la casa de Gobierno en Lima á los diez 

Wti+ In ® d e Septiembre de mil ochocientos no- 
venta y ocho. 


joséj. Loavza. 


N. DE PlÉROEA 




\ 




® egreso, etc. 


Considerando : 

fcgafpara consMlfn C í°i n ^* e * os jaeces es un remedio 

e 'r a im parcialidad de ellos, el 
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abuso de ese recurso produce daños que es necean 
rio evitar; 

lia dado la lev siguiente i 

. Avtici ] l ° Las causas de recusación que un 
litigante tenga contra el juez que conoce ó debe 
conocer de la causa, serán propuestas conjunta- 
mente en un mismo escrito; y. denegado el recurso 

no poc na ieiteiarse, sino fundándose en causa so- 

brevmientc o recien sabida. En este caso se afir 

maran esas circunstancias conjuramento V se de 

po sitará en el mismo acto, la multa fijada en el &r- 
ticulo siguiente : 

Art. 2. loda recusación que resulte no pro- 
bada o de la cual se desista el que la interpuso 
produce contra el recusante la obligación de pal 
gai , a mas de los costas del articulo, una multa de 
cuati o soles si el recusado es juez de paz; y de vein- 
ticinco soles si los i eeusados son jueces de primera 
instando, vocales ó fiscales. Esta obligación exis- 
te, aunque se omita la condena. 

Alt. o.° Si el obligado al pago no lo verificase 
de litio del termine) de ocho días, no se le oirá ni 
podrá presentar recurso alguno, mientras no pa- 
gue la ü íu i ca á que se refiere el artículo anterior. 

Art. 4.° Las multas á que se refiere esta ley 
son independientes de la establieida en el artículo 
lOG^clel Código de Enjuiciamientos Civil y se desti- 
narán á los gastos de justicia de las respectivas 

Cortes. 

Art. 5.° Las disposiciones que preceden son apli- 
cables, únicamente, á los juicios civiles. 

Comuniqúese, etc. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, á los 9 
días del mes de Noviembre de 1899. 

Eduardo L. de Romana . 

E. Romero. 
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LEVES SOBRE 


El Congreso, etc. 

Considerando : 

ti u experiencia ha demostrado la necesidad 
r le modificar las leyes vigentes sobre recusación de 
los jueces y magistrados. 

, 4 

Ha dado la ley siguiente : 

# * 

Artículo l.° Sólo podrán recusar los que sean 
parte legítima y se apersonen en el juicio á que se 

refiere la recusación. 

\ru 2 9 La recusación se interpondrá en el pri- 
ma' escrito que presente el recusante, cuando i a 
causa en que se funde fuere anterior al pleito. 

Cuando fuere posterior, la deberá interponer 
tan luego como llegue á su noticia. 

No justificándose este extremo, dentro de tér- 
mino de prueba á que se recibe la recusación, decla- 
rará no haber lugar á ésta. 

Art. 3.* En ningún caso podrá interponerse la 
recusación después de citadas las partes para la 
sentencia de 1." instancia, ni después de comenzada 
la vista del pleito en las Cortes Superiores ó Tri- 
bunal Supremo. 

1 ampoed podrán interponerse en las diligem 
cias para la ejecución de la sentencia, á no ser que 
se funde en causas legítimas que notoriamente ha- 
yan nacido después de dictada la sentencia. 

. . ,Q ue da vigente el artículo 110 del Código de En- 
juiciamientos Civil. 

Art. 4.° En el escrito en que se interpóngala 
recusación, se indicará con precisión y claridad, los 

me ios e prueba de la misma, designándose notn- 
ce es ! on 7 domicilio de los testigos, si se otre- 

ce P^ ue ba testimonial. 

rt. 5. Las pruebas deberán actuarse, necesa 


I 
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riainentc, dentro del término de oclio días perento- 
rios y con todos cargos, debiendo el juez pronun- 
ciar resolución dentro de 24 horas, bajé» pena de 
50 soles de multa, para los gastos de j usticia. 

Esta resolución se expedirá previo el trámite 
prescrito por el artículo 4 m del Código de Enjui- 
ciamientos Civil. 

Art. 6.° Las resoluciones de vista causarán eje- 
cutoria en las incidencias que se susciten durante 
el término de prueba. Es inadmisible el recurso de 
nulidad, cuando se interponga respecto de los au- 
tos definitivos que en segunda instancia declaren 
infundada la recusación. 

Art. 7.° No se reputa causa justa dé recusación 
ni de excusa, el pleito pendiente entre el juez y una 
de las partes, salvo el caso de ejercitarse acción cri- 
minal, si la demanda se hubiese interpuesto des- 
pués que el juez adquirió jurisdicción en la causa 

en que incide la recusación». 

Art. 8.° La multa para gastos de justicia cuan- 
do se declara infundada la recusación interpuesta 
por segunda vez, contra un juez ó magistrado, se- 
rá de 160 soles. Cuando la recusación se interpon- 
ga por tercera vez, será repelida de oficio. 

Art. 9.° Quedan derogadas las disposiciones 

que se opongan á la presente. 

Comuniqúese, etc. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los 5 
días del mes de Septiembre de 1903. 

Eduardo L. de Romana, 

Telémaco Orihitela. 
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LEY DE EXTRADICION 


EL CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA 


Considerando : 

Que es necesario lijar los principios generales á 
que debe sujetarse el Poder Ejecutivo en los trata- 
dos que se celebren sobre extradición; ( 1 ) 

Ha dado la ley siguiente ; 

Art l /'—El Poder Ejecutivo podrá entregar á 
los Gobiernos de los países extranjeros, con la con- 
dición de reciprocidad, á todo individuo acusado 
ó condenado por los Juzgados y Tribunales de la 
Nación requeriente, siempre que se trate de un cri- 
men ó delito de los especificados en la presente ley, 
y que se hubiese cometido en su territorio ó aguas 
emtoi mies, buques mercantes en alta mar, y los 

6 o’ ° n( ^ e c l mera Que se encuentren. 
rln« * 1 «* ciar lugar á la extradición to- 

de TmÜr-f ° S c c . I * os . a Que sean aplicables la pena 
dos ó nrl! ! í eni ^ enc ^ aaa ! presidio, trabajos forza- 

las leyes ddPerú U ° ^ OS aaos con ^ orme ^ 

A i* T f ) o \Y * 

tradición* * ° S ° C011cec ^ er % en ningún caso la ex- 
sido ciudarlnlüf ° - aic Ü v iduo reclamado hubiese 

lización por nacimiento ó natura- 

_ on, antes del hecho que motive la solicitudjc 

inserta como nota en la página 36f. 
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extradición. Se exceptúa el caso en que se trate 
con naciones limítrofes, en el que podran sujetarse 
los pactos que se celebren respecto de los naciona- 
les, á las concesiones que recíprocamente se otor- 
guen, y que, por ningún motivo, podrán ser agra- 
vadas relativamente á las que en esta ley se esta- 
blecen para los extranjeros, 

2. ° Cuando los delitos cometidos tuvieren, á 
juicio del Gobierno de la República un carácter polí- 
tico, ó se hubieren perpetrado en conexión con ellos. 

3. ° Cuando con arreglo á las leyes del Perú, 
hubiese prescrito la acción por el delito que dá mé- 
rito á la demanda de extradición. 

k° Cuando el reo reclamado hubiese sido ya 
juzgado y sentenciado en la República, por el mis- 
mo delito ó por otro igual ó mayor, 

Art. 4.° — Si el individuo reclamado fuese escla- 
vo, la extradición no se concederá sino en el caso 
de qué la nación que lo solicite, se comprometa á 
juzgarlo como hombre libre y considerarlo siempre 

como tal. 

Art. 5.° — Si al juzgarse el delito que motivó la 
extradición, se descubriere que -el reo lo es de otro 
distinto v mas grave, comprendido también en el 
tratado de extradición ó en esta ley, el Gobierno 
requeriente podrá hacerlo juzgar por este id tuno de- 
lito, participándolo al Gobierno del Perú. Al con- 
cederse la extradición, se estipulara que no se nn- 
poriga al reo la pena de muerte, debiendo e ^ o- 
aienxo exigir con tal fin, al hacer la enjuega de ico, 
que se le comunique la sentencia definitiva pionuii 

ciada contra éste. 1 „ , 

Art. 6 .°— En el caso de que con arreglo a lo 

prescrito en el inciso l.° del artículo o. , e P° )iel 
no no deba entregar á los delincuentes so ici ac os, 
éstos podrán ser juzgados y castigados conforme a 
las leyes de la República, comunicándose la senten- 
cia al Gobierno que lo hubiese reclamado. 
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i * T 

A i. 7 o__Si dos 6 mas Gobiernos solicitaren l a 

.vtriclición de un mismo individuo, toca al del P e . 
r ó decidir según las circunstancias, a cual de ellos 

deba ser entregado. ^ 

, Vrt s o__La demanda de extradición podrá ha- 
cerse directamente por los Gobiernos, por la vía di- 
plomática ó por cualquier íuncionano ^ suficiente- 
mente autorizado, debiendo estar aparejada. 

1. ° Con la sentencia condenatoria ó principio 
de prueba que, según las leyes del Estado eti que se 
haya cometido el delito, sea bastante para justifi- 
car la captura y enjuiciamiento del reo; 

2. a Con todos los datos necesarios para acre- 
ditar la identidad de la persona requerida; y 

3. ° Con una copia de l as disposiciones legales 

de la nación requeriente, aplica liles al hecho que mo- 
tiva la solicitud . . , 

Art. 9.°— \ln casos urgentes podrá decretarse 
la detención provisional del inculpado, si el Gobier- 
no reclamante lo solicita por medio de comunica- 
ción telegráfica ó postal; debiendo cesar el ari'esto 
cuando en el termino de tres meses contados desde 
que se verificó, no se formalice la demanda, déla 
manera que establece el artículo precedente. 

Art, 10. Cuando haya lugar a la extradición; 
os papeles v demás objetos que tengan relación 
con el delito y sus autores, se entregarán á la na- 
ción requeriente, bajo la condición de volverlos, ter- 

derecho sobre elbí"” 0 ’ ® alsUna pers0na ale S are 
sit( -^r E1 ^°^ erno podrá autorizar el trán- 

ex traíc 1 n 1 1 \° 1 1 1 * 4 e República, de los reos 
no fuesen j S uaciones vecinas siempre que ellos 

peruanos, ' haciendo que las 

ra impelir la CY ^ OI ? lonen Í° s medios necesarios pa- 

Art 1 9 rj 

«ón, el Ministerio^!? 3 ; la Solicitud de extradi- 

de Relaciones Exteriores la pa- 

Si * - - i J - 
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sará á la Excma. Corte Suprema, la que previa 
audiencia del Ministerio Fiscal, emitirá su informe 
sobre la legalidad ó ilegalidad de la reclamación 
¿onforme á esta ley. Sin virtud de dicho informe, 
el Presidennede la República resolverá con acuerdo 
del Consejo de Ministtos lá demanda de extradi- 

* on 

Art. 13. — El Poder Ejecutivo desahuciará k su 
vencimiento, todos los tratados de extradición que 
no estén ajustados a la presente ley . 1 ) 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo etc. 

Por tanto: mando se imprima, publique, cir- 
cule V se le dé el debido cumplimiento. 

Dado en la casa de Gobierno, en i Ama, á 23 de 

Octubre de 1SSS. ^ . 

Andrés A. Cace res. 


Isaac Alzamora. 




( 1 ) El Congreso de la República Peruana. 

K | i 

Ha dado la ley siguiente : 

Artículo único— Derógase el artículo 13 de la ley de -3 
de Octubre de 188S, sobre extradición y suprímese la par- 
te considerativa de la misma. 

Él 

A 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los trece 
días del mes de Agosto de 1906. 

José Pardo. 

J . Prado y Ugarteche. 
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TITULO I 


DE LA JURISDICCION 


Art. 1 Los delitos, cualquiera que sea la na- 
cionalidad del agente, de la víctima ó del damnifi- 
cado se juzgstS por los tribunales y se penan pol- 
las leyes de la Nación encuvo territorio se perpe- 
tran . 

Art. 2. —Los i lechos de carácter delictuoso per- 
petrados en uu Estado que serían justiciables por 
las autoridades de éste, si en él produjeran sus efec- 
tos, peí o que solo dañan derec hos é intereses ga- 
nuitidos por las leyes de otro Estado, serán juzga- 

tos pop los ti ib una les y penados según las leyes de 
este ultimo. 

Pcf A , lt * "“Cuando un delito afecta á diferentes 

(Ir í* para juzgarlo, la competencia 

de los tnbunaks del país damnificado en cuyo te- 

t , ? r apture al delincuente. 

tinto 'rio ln 0 U u Uen - t r Sc re ^ l b?^ ase en un Estado clis- 
cia ele loe c ¿nulificados, prevalecerá la competen- 

^en^Qteiiciarips de las Repü- 
y aprobado en’ el f5 e - ma » B°hvia,_ Paraguay y Uruguay; 
«o vientre de 1899 ' les §lnción legislativa de 4 de 
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lo juicio y sc aplicará la pena más grave de las es- 
tablecidas en las distintas leyes penales infringi- 
• das. a 

Si la pena mas grave.no estuviera admitida 
por el Estado en que se juzga el delito, se aplicará 
la que mas se le aproxime en gravedad. 

El juez del proceso deberá, en estos casos, diri- 
girse al Poder Ejecutivo para que éste dé conoci- 
miento de su iniciación á los Estados interesados 
en el juicio. 

Art. 5. Cualquiera de los Estados signatarios 
podrá expulsar, con arreglo á sus leyes’ á los de- 
' metientes asilados en su territorio,* siempre que 
después de requerir á las autoridades del país den- 
tro del cual se cometió alguno de los delitos que au- 
torizan la extradición, no se ejercitase por éstas, 
acción represiva alguna, 

Art. 6.° — Los hechos realizados en el territorio 
de un Estado, que no fueren pasibles de pena según 
sus leyes, pero que estuviesen penados por la Na- 
ción en donde producen sus electos, no podrán ser 
juzgados por ésta, sino cuando el delincuente caye- 
se baj o su j u risdicci ón . 

Rige la misma regla respecto de aquellos deli- 
tos que no autorizan la extradición de los reos. 

Art. 7." — Para el juzgamiento y castigo de los 
delitos cometidos por cualquiera de los miembros 
de una Legación, se observarán las reglas estable- 
cidas por el Derecho Internacional Público. 

Art. S." — Los delitos cometidos en alta mar ó 
en aguas neutrales, ya sea á bordo de buques de 
guerra ó mercantes, se juzgan y penan por las le- 
yes del Estado á que perteneee la bandera del bu- 
que. 

Art. 9. u — Los delitos perpetrados á bordo de 
los buques de guerra de un Estado, que se encuen- 
tren en aguas territoriales de otro, se juzgan y pc- 
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tratado sobre derecho 


íum con arreglo á las leves del Estado a que dichos 

’^Tamb^e juagan y penan según las leyes del 
país á que los buques de guerra pertenecen los he- 
chos punibles ejecutados fuera del recinto de estos, 
por individuos ele su tripulación o que ejerzan ah 
Un cargo en ellos, cuando dichos hechos afectan 
principalmente el orden disciplinario de los buques. 

Si en la ejecución de los hechos punibles, sólo 
intervinieren individuos no peitenecicntes al perso- 
nal del buqué de guerra, el enjuiciamiento y casti- 
go se verificarán con arreglo á las leyes del Estado 
en cuyas aguas territoriales se encuentra el buque. 

Art. id— Los delitos cometidos á bordo de un 
buque de guerra ó mercante en las condiciones 
prescritas en el artículo 2.° serán juzgados y pena- 
dos con arreglo á lo que estatuye dicha disposi- 
ción. ■ 

Art. 11.— Los delitos cometidos á bordo de los 
buques mercantes, son juzgados y penados por la 
ley del Estado en cuyas aguas jurisdiccionales se 

encontraba el buque al tiempo de perpetrarse la 
infracción. 


Art. 12.— Se declaran aguas territoriales á los 
efectos de la. jurisdicción penal, las comprendidas 

en la extensión de cinco millas desde la costa de 

tierra firme é islas que forman parte del territorio 
de cada Estado. 


/ a r! 13 r Los delit os considerados de piratería 
poi e Derecho Internacional Publico, quedarán su- 

eai <rn « i a ^ l1 1 ri i sdicció n de ^ -^stad o b aj o cuyo po d er 

caigan los delincuentes. 

dd E'ítál2'7 La l? rescr >pción se 1 -lge por las leyes 
deliio ^ a ■ cu ® 1 corresponde el conocimiento del 
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TITULO II 


DEL ASILO 


Art. 15. — Ningún delincuente asilado en el te- 
rritorio de un Estado podrá ser entregado á las 
autoridades de otro, sino de conformidad á las re- 
glas que rigen la extradición. 

Art. 16. — El asilo es inviolable para los perse- 
guidos por delitos políticos, pero la Nación de re- 
fugio tiene el deber de impedir que los asilados rea- 
licen en su territorio actos que pongan en peligro 
la paz pública de la Nación contra la cual han de- 
linquido. 

Art. 1.7.— El reo de delitos comunes que se asi- 
le en una Legación, deberá ser entregado por el je- 
fe de ella, á las autoridades locales, previa gestión 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, cuando no 

lo efectuase espontáneamente. 

Dicho asilo será respetado con relación á los 
perseguidos por delitos políticos; pero el jefe de la 
Legación está obligado á poner inmediatamente el 
hecho en conocimiento del Gobierno del Estado an- 
te el cua l está acreditado, quién pod rá exigu que Q 
perseguido sea puesto fuera del "territorio nacional, 

dentro del mas breve plazo posible. ^ 

El jefe de la Legación podrá exigir a su vez las 
rantías necesarias para que el refugiad o sa ga 
del territorio nacional, respetándose la m\io a 1 1 

ciad de su persona. , A 

El mismo principio se observara con respecto a 
los asilados en los buques de güeña sur os 

aguas territoriales. , , K1 ■ - * , irl 

Art. 1S. — Exceptúase de la regla establecida en 

el artículo 15, á los desertores de la marina d 

guerra surtas en aguas territoriales a un 2 . 

Esos desertores, cualquiera que sea su 
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Iidn.fl deberán ser entregados por la autoridad 1 0 
cal. á pedido de la Legación, o en defecto de ésta 
del agente consular respectivo, previa la prueba cíe 
identidad de la persona. 

. ✓ 

i 

TÍTULO III 

0 . -.''i t * * 

DEL REGIMEN DE LA EXTRADICION 

Ai* t. 19 —Los Estados signatarios se obligan 
á entregarse los delincuentes refugiados en su terri- 
torio, siempre qué concurran las siguientes circuns- 
tancias: 

1. a Que Ja Nación que reclama al delincuente 
tenga jurisdicción para conocer y fallar en juicio 
sobre la infracción que motiva el reclamo: 

2. " Que la infracción, por su naturaleza ó gra- 
vedad autorice la entrega; ° 

o. B Que la Nación reclamante presente docu- 
mentos, que según sus leyes autoricen la prisión y 

el enjuiciamiento del reo; 

'i i p, uc e j de ^° no prescrito con arreglo 
a la ley^del país reclamante, 

. n - Qn ' ) ' ‘t Ql ie c l reo n ° baya sido penado por el 
usmo delito ni cumplido su condena. 

tnc 1:1 ~ tradición ejerce todos sus efec- 

cbnalidTd delTo gUn Caso pueda impedirla la na- 

del reo^ son ^ ecdiüs c i ue autorizan la entrega 

infraecioneínn? 0 a ^° S i l n ' esun tos delincuentes, las 
queriente se ¿ 71 se ^ lin J a bv penal ele la Nación re- 
de la libert'iri C 611 ‘ sll J etas a una pena privativa 
otra equivalente 116 n ° Sea nienor de dos años, ú 

eastiga< .as^con^ de los sentenciados, las que sean 

uimum . auo de la misma pena como mr 
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. Art. 22.— No son susceptibles de extradición 
los reos de los siguientes delitos: 

El duelo ; 

El adulterio ; • • 

Las injurias y calumnias : 

Los delitos contra los cultos. 

Los reos de delitos comunes conexos con cual- 
quiera de los anteriormente enumerados, están su- 
jetos á extradición. 

Art. 23.— Tampoco dan mérito ala extradición, 

los delitos políticos, y todos aquellos que atacan la 
seguridad interna ó externa de un Estado, ni los co- 
munes que tengan conexión con ellos. 

La clasificación de estos delitos se liará por la 
Nación requerida, con arreglo á la ley que sea mas 
favorable ai reclamado. 

Art. 24. — Ninguna acción civil ó comercial re- 
lacionada con el reo podrá impedir su extradición. 

Art. 25. — La entrega del reo podrá ser diferida 
mientras se baile sujeto á la acción penal del Esta- 
do requerido sin que esto impida la sustaneiaeión 
del juicio de extradición. 

Ai t. 26. — Los individuos cuya extradición hu- 
biese sido concedida, no podrán ser juzgados ni 
castigados por delitos políticos anteriores á la ex- 
tradición, ni por actos conexos con ellos. 

Podrán ser juzgados y penados, previo consen- 
timiento del Estado requerido, acordado con arre- 
glo al présente tratado, los delitos susceptibles de 
extradición, que no hubiesen dado causa á la ya, 
concedida. 

Art. 27. — Cuando diversas Naciones solicitaren 
la entrega de un mismo individuó por razón de di- 
ferentes delitos, se accederá en primer termino, al 
pedido de aquella en donde á juicio del Estado re- 
querido se hubiese cometido la infracción mas gra- 
ve. Si los delitos se estimasen de la misma grave- 
dad, se otorgará la preferencia á la que tuviese la 



^ tea tad o son ke d ee e c ho 

3 i* 

nrioridad en el pedido de extradición; y si todos 
los cedidos tuvieren la misma fecha, el país requ e „ 
rido determinará el orden de la entrega. 

Art 9S.-SÍ después de verificada la entrega de 
un reo á un Estado, sobreviniese respecto del mis- 
mo individuo un nuevo pedido de extradición de 
parte de otro Estado, corresponderá acceder ó no 
al nuevo pedido, á la mismo Nación que verificó la 
primera entrega, siempie que el i ecl amado no hu- 
biese sido puesto en libertad. 

Art. 29— Cuando la pena que haya de apli- 
carse al reo sea la de muerte, el Estado que otorga 
la extradición, podrá exigir sea sustituida por la 
pena inferior inmediata. 


TITULO IV 
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DEL PROCEDIMIENTO DE EXTRADICION 

Art. 30.— Los pedidos de extradición serán .. 
troducidos por los agentes diplomáticos ó consi 
lares respectivos, y en defecto de éstos, directamei 
te de Gobierno á Gobierno, v se acompañarán " 
siguientes documentos : 

. Respecto de los presuntos delincuente 
u)j>ia egalizaclade la ley penal aplicable á la inira 
cion que motiva el pedido, y del auto de detencic 

\ . temas antecedentes á que se refiere el inciso 3 
uel articulo 19; 

li'/nr1-i"ri ? se trata ( le un sentenciado, copia legí 
ex l iiliii* vi rl d sentencia condenatoria ejecutoriad* 
ción de n °f e i a 3 a T 62 * *r n forma, la jus tifie* 

en C »1 i lc< ? s * do citado, y representad 

Art °1 legalmente rebelde, 

improcedente el ni IM 8 ^ 0 rec l uerido consideras 

volverá los rln peC1 ^° P° r defectos de forma, d< 

los documentos respectivos ai Gobieru 
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que lo formuló, expresando la causa y defectos que 
impiden su sustanciación judicial. 

Art. 32 —Si el pedido de extradición hubiese 
sido introducido en debida forma, el Gobierno re- 
querido remitirá todos los antecedentes al juez ó 
tribunal competente, quien ordenará la prisión del 
reo y el secuestro de los objetos concernientes al 
delito, si á su juicio procediese tal medida, con 
arreglo á lo establecido en el presente tratado. 

Art. 33.— En todos los casos en que proceda 
la prisión del refugiado, se le hará saber su causa 
en el término de veinticuatro horas y que puede 
hacer uso del derecho que le acuerda el artículo si- 
guiente : 

Art. 34. — El reo podrá, dentro de tres días pe- 
rentorios, contados desde el siguiente al de la noti- 
ficación, oponerse á la extradición, alegando: 

1. “ < ]ue no es la persona reclamada; 

2. e Los defectos de forma de que adolezcan 
los documentos presentados; 

3. e La improcedencia del pedido de extradi- 


ción. „ . 

Art. 33.— En los casos en que fuese necesaria la 

comprobación de los hechos alegados, se abril a el 

incidente á prueba, rigiendo respecto de ella y de 

sus términos las prescripciones de la ley procesal 

del Estado Requerido. 

Art. 36. — Producida la prueba, el' incidente se- 
rá fallado sin más trámite, en el término de chez 
días, declarando si hayo no lugar ala extradición. 

Dicha resolución será apelable dentro del téi mi- 
no de tres dias, para ante el Tribunal competente, 
el cual pronunciará su decisión en el plazo de cinco 

Árt. 37. -Si la sentencia fuese favorable al pe- 

dido de extradición, el tribunal que pionunció e 

fallo, lo hará saber inmediatamente al lotei j y 
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cativo, i fin tío que provea lo necesario para I a en- 
toga del delincuente. 

Si fuele contraria, el juez o tribunal ordenará 
la inmediata libertad del detenido, y lo .comunicará 
al Poder Ejecutivo, adjuntando copia déla senten- 
cia, para que la ponga en conocimiento del Gobier- 
no req u i rente. 

En los casos de negativa, por insuficiencia de 
documentos, debe reabrirse el juicio de extradición, 
siempre que el Gobierno reclamante presentase 
otros, ó complementase los ya presentados. 

Art. 38.— Si el detenido manifestase su confor- 
midad con el pedido de extradición, el ¡uez ó tri- 
bunal labrará acta de los términos en que esa con- 
formidad haya sido prestada, y declarará, sin más 
trámite, la procedencia de la extradición. 

Art. 39.—Todos los objetos concernientes al de- 
lito que motiva la extradición y que se hallaren 

en poder del reo, serán remitidos al Estado que ob- 
tuvo ia entrega. 

Los que se hallaren en poder de terceros, no 

su an remitidos sin que los poseedores sean oídos 

^ resucitóse las excepciones que opon- 


deíron ' "? los casos de hacerse la entreg 

do recmerirl a y ia J- errestre i corresponderá al Estí 
hasta el -ni' 4 ?' ec tj*ar la traslación del inculpad 

adecuado de su frontera. 1 

l'Or la vía mflrí+’ aS reo deba efectuare 

1,1 el puerto 'iná^an ÜUYl f> \ a en *rega sellar, 
gentes que debe constitufr i a m e ^ bar ^ É £ 

El Esta 1 - . ltuu la Nación requeriente 

constituir u no l ec l^ ei * en te podrá, en todo caso 
intervención de a ^ cn í es de seguridad, pero b 

agentes ó autoríri i S c í u _ e dará subordinada á lo 
del tránsito " dades del territorio requerido < 

Art. 4-1 p - 

o para la entrega de un reo 
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cuya extradición hubiese sido acordada por una 
Nación á favor de otra, fuese necesario atravesar 
el territorio de un Estado intermedio, el tránsito 
será autorizado por éste,^ sin otro requisito que el 
de la exhibición por la vía diplomática, del testi- 
monio en forma del decreto de extradición, expedi- 
do por el Gobierno que ia otorgó. 

Si el tránsito fuese acordado, regirá lo dispues- 
to en el inciso 3.° del artículo anterior. 

Art. 42. — Los gastos que demande la extradi- 
ción del reo, serán por cuenta del Estado requerido 
hasta el momento de ia entrega, y desde entonces 
á cargo del Gobierno requeriente. 

An. 43. — Cuando la extradición fuese acorda- 
da y se tratase de un enjuiciado, el Gobierno que 
la hubiese obtenido, comunicará al que la concedió, 
la sentencia definitiva recaída en la causa que mo- 
tivó aquella. 

'# 

TÍTULO V 

DE LA PRISION PREVENTIVA 

» 

Art. 44. — Cuando los Gobiernos signatarios 
reputasen el caso urgente, podrán solicitar por la 
vía postal ó telegráfica, que se proceda administra- 
tivamente al arresto provisional del reo, así como 
á la seguridad de ¡os objetos concernientes al deli- 
to, y se accederá al pedido, siempre que se invoque 
la existencia de una sentencia ó de una orden de 
prisión y se determine con claridad la naturaleza 
del delito castigado ó perseguido. 

Art. 45. — El detenido será puesto en libertad, 
si el Estado requeriente no presentase el pedido de 
extradición dentro de los diez días de la llegada 
del primer correo despachado después del pedido 
de arresto provisional. 

48 
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A t 46 —En tocios los casos de prisión p re , 

ventiva’ las responsabilidades que de ella emanen 
corresponden aí Gobierno que solicito la detención. 

DISPOSICIONES GENERALES 


At, 47— No es indispensable para la vigencia 
de este Tratado, su ratificación simultánea por to- 
das las Naciones signatarias. _ 

La que lo apruebe lo comunicará á los Gobier- 
nos de las Repúblicas Argentina y Oriental del Uru- 
guay, para que lo hagan saber á las demás Nacio- 
nes Contratantes. Este procedimiento hará las ve- 
ces de canje. 

Art. 48.— Hecho el canje en la forma del artícu- 
lo anterior, este Tratado quedará en vigor desde 
ese acto por tiempo indefinido. 

Ai t. 49.— Si alguna de ¡ as Naciones signatarias 
creyese conveniente desligarse del Tratado ó intro- 
ducir modii tcacipñes en el, lo avisará á las demás; 
pero no quedará desligada sino dos años después 
de la denuncia, término en que se procurará llegar 
á un nuevo acuerdo. 


Art. 50. — Las estipulaciones del presente Tra- 
tado sólo serán aplicables á los delitos perpétrá- 
dos durante su vigencia. 

Art. 51. — El artículo 47. es extensivo á las Na- 


ciones que no habiendo concurrido á este Congreso, 
quisieran adherirse al presente Tratado. 

n ie de lo cual, los Plenipotenciarios de las 

aciones mencionadas, lo firman y sellan en el nú" 

titYY v C1UC P 1 e J em plares, en Montevideo, á los vein- 
cií‘nfr, e iaS i,^ e mes Enero delaño de mil ocho- 

ucntos ochenta y nueve. ’ 


^ * Gálvez -Roque Saenz Peña 
mín C \T 9^ taj2a —5«ntiagro- Vaca Guzmán-Bénja ■ 

nun Ace val— -José g. Caminos-Mofo mo García La- 
go¡> Gonzalo Ramírez, 
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LEY DE HftBEñS CORPUS 


KL CONGRESO I>H LA REPUBLICA PERUANA 


Considerando : 

* 

Oue es necesario dictar las disposiciones conve- 
nientes para hacer efectiva la garantía de la liber- 
tad personal consignada en la Constitución; 

Ha dado la ley siguiente: • 

f*, 

Art. 1 Toda persona residente en el Perú que 
fuese reducida á prisión, si dentro del término de 
24 horas no se le ha notificado la orden de deten- 
ción judicial, tiene expedito el recurso extraordina- 
rio de Habeas Corpus * -t 

Art. 2.°— El recurso de Hgj&eas Corptis puede 

ser presentado por el arrestado mismo, poi sus pa 
tientes ó por cualquiera persona, sin necesidad c e po- 
der, va sea ánie el Juez de primera instancia c e i«.i 
provincia ó directamente ante la Coi te Superior 
del distrito judicial. 

Art. 3.°— Al recurso se acompañara la constan- 
cia ó la copia que exprese los motivos déla deten- 
ción, ó se manifestará que no se ha otorgac o, uj 
como también, se dirá bajo de juramento, si a Pi 
sión se verificó en el caso de in tragan ti de i o o <- 
aqueííos en que se prescribe la captura nnnft ^ ' 

y si está ó no el detenido, acusado ¡ >oi de i o 
** * 

autorice la prisión preventiva: 
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La explicación ele los li eolios á que se refiere es 
te artículo, será sin juramento, cuando la de el de' 
tenido ó acusado. * ' . • 

Art. 4.°— Si se afirma que no hubo delito q Ue 
autorice la prisión preventiva, y se ofrece además 
una fianza por valoi de cien ^solcs, haciéndose I 
nromesa de poner al detenido á disposición del Tu? 
gado, el Juez pedirá informe á la autoridad 
ordenó la prisión, señalándole un termino breve y 
perentorio para expedirlo. No será necesario este 
informe si anticipad ámente; hubiese recibido el Juez 

aviso de la autoridad política respecto de la pri- 
sión: 


En vista del recurso de Rabeas Corpus y del 
infirme ó aviso de la autoridad, el Juez decretará 
la libertad del detenido, si no hubiese motivo leo-al 
para continuarla; y aun en este último caso, pedi- 
rá que se le entregue la persona del detenido. 


Si la auton f iad política no emitiese el informe 

pedido, el Juez resolverá el recurso de Ha beas Cor- 

pus, pidiendo la persona del detenido y sometiendo 

ajuicio á dicha autoridad, por detención arbitra- 
ria con arreglo á esta ley. 

cAnf^'i °yT~^ n l? s ca ? os en que el recurso se pre- 
r > f Q f 01 Superior del distrito, ésta procede- 

con coln i° r me P res ? r ^ ta en el artículo precedente, 

PrelNu-n iLi i CI cncia de f í ue el informe se pedirá ai 
n j ( ] () J A Apartamento en que se halla el dete- 




de príuieiti^ an +^^ íl * ^ ^ ort ? pedir informe 

E- |- ana í res P ect ivo. ~ 

acusación dedeUto 1 Mr- 0 ' > f ^ x P resa c í ue hx 

se limitará á tWT . L,J uez ° Corte, en su ca 
trega del acusado & la autoiddad ejecutiva la 

delito, cuando ^¿^0 6 deteilidos t# al ¿ 

sable de deten.-; / « CJ i U ^ e J } lGZ se ha hecho resp 

aibitraria, pueden interpp: 


U ABE AS CORPUS 


3 SI 




* 


recurso de Timbeas L 'orpns ante la Corte Superior 

del distrito. \ . . 

La Corte pedirá informe al Juez de la causa y 

resolverá lo cpie fuere de justicia, desechando el re- 
curso ó haciendo efectiva la responsabilidad del 
juez que se hubiese hecho culpable. 

Contra lo resuelto por la Corte Superior, po- 
drá interponerse recurso ele nulidad; pero en nin- 
gún caso se paralizará el juicio criminal en primera 

instancia. 

Art. S.°— Ni los Vocales de la Corte, ni el Juez 
pueden por ningún motivo, ni excusarse ni ser re- 
cusados para conocer y decretar el recurso extraor- 
dinario de Rabeas Corpus. 

Art. 9. a — Decretada la libertad, se dictará in- 
mediatamente por quién la ordenó, un auto reci- 
biendo á prueba la causa por el término de veinte 
dias perentorios con todos cargos, para que la au- 
toridad acusada se defienda y pruebe su inculpabi- 
lidad. * I 3 


Art: 10. — Vencidos los veinte chas, se expedirá 
sentencia, sin más trámite que la vista del Ministe- 
rio Fiscal, condenando á la autoridad que resulte 
culpable de la detención arbitraria, á 14 pérdida 
del empleo, inhabilitación por cuatro años paia 
obtener puesto público, y arresto por un tiempo 
diez veces mayor que el que hubiese sufrido la pei- 
sona detenida indeb idamente . 


. 


Art. 11. — En este juicio no se admitirá articulo 
:le ninguna clase, excepto el. de recusación al Juez 
le primera instancia, después que éste hay a expe- 
lido el auto de prueba. 

Esta recusación no producirá otro efecto que 
llevar la causa ante la Corte Superior deludís n || 
judicial. Los Vocales para este juicio son irrecusa- 
bles v expedirán sentencia en el término de veinte 
. . - * - • ■> «1ACPS míe 


L .. : 




\ 
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la Corte Suprema impondrá, con sólo el mentó ele 
los autos. • iii 

Art 12 .— La sentencia es apelable en arabos 

efectos; peí' o producirá el de snspendei^ en el ejerci- 
cio de sus funciones, inmediatamente a la auto ri- 
cial condenada en ella.. 

Art. 13.— La autoridad qué se hubiese resistido 
■¡ cumplir la orden judicial de libertad que se le Hu- 
biese t rascrito, será penada^ con un año de cárcel 
sin perjuicio de que el Juez ó la Corte se dirijan al 
Ministerio de Gobierno para que la mande cumplir. 

Art. 14— Si el Ministro no hace cumplir la or- 
den, se podrá recurrir á la Exenta. Corte Suprema; 
la que, si no fuere obedecida, dará cuenta c erecta- 
mente al Congreso para que, conforme á la ley de 
Responsabilidad, mande enjuiciar al Ministro, si lo 
tiene á bien. 

Art. 15.— Si del juicio que debe seguirse confor- 
me al artículo 9. resultare que se usó indebida- 
mente del recurso de Habeas Corpus , la persona 
qtte lo hubiere presentado perderá la garantía ofre- 
cida. Si por consecuencia de la libertad alcanzada 
mediante este recurso, tugase la persona acusada 
de un delito común, si llega éste á comprobarse, se- 
cas ígado el presentante como cómplice del cíeli- 
° quedase impune. 

Corpus- P ue denusaj| del recurso de Habeas 

¿ lo, J' eos ''enlatarlos que hubiesen fugado, 

90 . elros c °n mandamiento de prisión. 

q«e fuesen eapturadc«, S ^ ejél ' CÍt ° 7 la armad * 

jefes, eon arreglo* áfaley 1 Sendcio restados por 
presentarse. 8 Consci iptos sorteados y omisos en 

apremio de detendóif c CUm ^ cnc ^ 0 legalmente el 
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Art. 1 7 . — Son competentes para conocer del re- 
curso de Habeas C orpiís, los Jueces y las Cortes que 
ejerzan jurisdicción, ya sea en el lugar en que se veri- 
ficó la captura, ó donde se mantenga la detención. 

Guando de la constancia que se acompaña ó de 
las primeras diligencias, apareciere que el respon- 
sable es un Prefecto ó un Ministro de Estado, el 
Juez de primera instancia, se limitará á proceder 
de conformidad eon los artículos 4.° y 6. e , según los 
casos, y elevará en el acto, de oficio, el expediente 
á la Corte Superior. 

Cuando el responsable directamente es un Mi- 
nistro de Estado, la Corte Superior procederá con- 
forme al artículo 5.° y elevará en seguida el expe- 
diente á la Corte Suprema para que dé cuenta al 

Congreso. 

Art. 1S.— Ninguna persona puesta en libertad 
medíante el recurso extraordinario de Habeas Cor- 
pus, puede ser arrestada nuevamente por el mismo 
delito; excepto el caso en que la orden emane del 
juez ó |fribunal competente ante quién está obliga- 
da á comparecer. La autoridad ó agente de poli- 
cía que capture ó mande capturar á alguna perso- 
na con infracción de lo dispuesto en este articu o, 
sufrirá las mismas penas establecidas en el articu- 
lo 10 de la presente ley. , - 

Art. 19. — Este recurso no necesitara firma de 

letrado, cuando se presente ante el Juez de primera 

HlStclllClcl 

Art. 20. — El recurso de Habeas Corpus puede 
presentarse y sustanciarse en papel común, sanco 
útil cualquier día y hora para presentarlo y P r0 
veerlo* 

Art. 21— Cuando el Congreso suspenda, con 
arreglo á la Constitución, las garantías in IV1 C^ 
les, no se podrá interponer recurso de Ha e J s 
pus por las prisiones decretadas á men o ce . 

suspensión. 



j.'IRMA DE letrados 

do 4- 

.1 ‘>0 Jhuedan expresamente derogarlas, so. 
lo ñor los electos de esta lev, las leyes, reglamentos 
ó decretos que se opongan a sus disposiciones. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo, etc. 

Por tanto: y no habiendo sido promulgada 
oportunamente por eí Ejecutivo, en observancia 
del artículo 71 déla Constitución, mando se impri- 
ma publique, circule y comunique al Ministerio de 
| usticia. para que disponga lo necesario á su cuín- 

plimiento. 

Casa del Congreso, en Lima, á los veintiún 
días del mes ele Octubre de mil ochocientos noven- 
ta y siete. ; 

M, Caniumo, Presidente del Congreso. 

Leónidas Cárdenas , Secretario del Congreso. 

Oswaklo Seminario y Arámbnrtt } Secretario 
del Congreso, 


firma de letrados 

El Congreso, etc. 

Considerando : 

c - 1 ~ lK juicios contra los funcionarios judi- 
trado* CS llLI a ^ as P ai 'tes conseguir firma ¿le le- 

Ha dado la ley siguiente : 

es cesaría la firma dele- 

°sjmeios en que sean parte los jueces de 


destitución de jueces etc. 
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primera instancia, agentes i escales, vocales y fisca- 
les de las Cortes Superiores 6 Suprima; ó sus as- 
cendientes, descendientes, cónyuge, hermanos ó cu- 
ñados; . - 

Comuniqúese, etc. , ‘M 

Casa del Congreso en Lima, á los 6 días del 
mes de Octubre de 1899. 

Oswaldo Seminario y Arámburu, Vicepresi- 
dente del Congreso. 

José S. Moran , Senador, Secretario del Con- 
greso. 

Pedro José Rada , I óputado, Secretario del 

Congreso. 


t 


DESTITUCION DE JUECES , VOCALES 

Y FISCALES 

El Congreso, etc. . •. C'jS 

Ha dado la ley siguiente ; 

Artículo l.° La Corte Suprema de Justicia po- 
drá destituir á los jueces de 1. a Instancia y agentes 
fiscales, por falta de moralidad y probidad com- 
probadas. • t w ' jj*5| 

Art, 2.° Son causas de destitución, conforme 
al procedimiento < [ue se estatuye en esta ley . el 
prevaricato, ( P. 160 ) la embriaguez y negligencia 
habituales; la dedicación al juego de azar y la 
práctica manifiesta de otros actos contrarios a las 

ouenas costumbres; . 1 

Art. 3. J Cualquiera persona puede solicita i la 
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3S0 destitución de jueces etc. 

restitución de los magistrados que se determi„ an 
i-ó-hViiln I o interponiendo solicitud ante l a 
Corte Superior respectiva, quién la elevará con i n . 
íirrme -í la Corte Suprema, bsta decretara la desti- 
tinción ú ordenará que se practique la información 
sumaria del caso ante la Corté que hubiese infor- 
¡mulo ó que se haga por ella las investigaciones 

que juzgue convenientes. 

Art 4.° La Corte Suprema por acuerdo en Sa- 
ín plena, y concurriendo la mayoría absoluta del 

número de votos del total de miembros, á petición 
de sus Fiscales ó de las Cortes Superiores, podrá 
asimismo decretar la destitución de los Jueces de 
X,* Instancia y Agentes irísenles, ir ordenar que se 
practiquen los esclarecimientos necesarios bajo ¡a 
forma establecida en el artículo 3.° 

Art. 5.° El Tribunal Suprema por sí, ó á ini- 
ciativa délas personas indicadas en el artículo an- 
terior, podrá suspender del ejercicio de su jurisdic- 
ción á los Jueces y Agentes Fiscales, por el término 
indicado en el Código Penal, en los casos en que no 
fuese necesaria la destit ución y sien i pre que se adop- 
te porta mayoría absoluta ele los votos del total 
de miembros de dicho Tribunal. 

Art. 6. u El Tribunal Supremo podrá igualmen- 
te destituir á los Vocales y Císcales de las Cortes 
Superiores. En este caso, la solicitud respectiva 
deberá presentarse ante la Corte Suprema, la cual 
practicará por una de sus Salas, la información de 
que se ocupa el artículo 3.° 


Comuniqúese, etc, 

OQ ^ T 1 9, asa de Gobierno, en Lima, 
del mes de Septiembre de 1901. 


á los 


Eduardo L. de Romana. 

L izar do Alzamora. 
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